
III. Legislación complementaria
DECRETO 2067 DE 1991

(septiembre 4)
por el cual se dicta el régimen procedimental 

de los juicios y actuaciones que deban surtirse ante 
la Corte Constitucional

decreta:
CAPÍTULO I

Art. 1o.- Los juicios y actuaciones que 
se surtan ante la Corte Constitucional se 
regirán por el presente decreto.

Art. 2o.- Las demandas en las acciones 
públicas de inconstitucionalidad se presen-
tarán por escrito, en duplicado, y conten-
drán:

1o) El señalamiento de las normas acu-
sadas como inconstitucionales, su trans-
cripción literal por cualquier medio o un 
ejemplar de la publicación oficial de las 
mismas;

2o) El señalamiento de las normas 
constitucionales que se consideren infrin-
gidas;

3o) Las razones por las cuales dichos 
textos se estiman violados;

4o) Cuando fuere el caso, el señala-
miento del trámite impuesto por la Consti-
tución para la expedición del acto deman-
dado y la forma en que fue quebrantado, y

5o) La razón por la cual la Corte es 
competente para conocer de la demanda.

Inc. 2o.- Inexequible. Corte Constitucional, 
sentencia del 14 de enero de 1993.

Art. 3o.- Corresponde al Presidente 
de la Corte Constitucional repartir para su 
sustanciación, los asuntos de constitucio-
nalidad de conformidad con el programa 
de trabajo y reparto que determine el pleno 
de la misma.

La Corte podrá asignar a más de un 
magistrado la sustanciación de un mismo 
asunto.

Art. 4o.- En todo momento después 
de admitida la demanda, cualquier magis-
trado podrá solicitar por escrito que se re-
úna el pleno de la Corte para que se lleve 
a cabo una deliberación preliminar sobre 
la constitucionalidad de las normas some-
tidas a control. El Presidente de la Corte 
convocará la correspondiente sesión den-
tro de la semana siguiente a la solicitud.

Art. 5o.- La Corte deberá acumular las 
demandas respecto de las cuales exista una 
coincidencia total o parcial de las normas 
acusadas y ajustará equitativamente el re-
parto de trabajo.

Art. 6o.- Repartida la demanda, el ma-
gistrado sustanciador proveerá sobre su 
admisibilidad dentro de los diez días si-
guientes.

Cuando la demanda no cumpla alguno 
de los requisitos previstos en el artículo 
segundo, se le concederán tres días al de-
mandante para que proceda a corregirla 
señalándole con precisión los requisitos 
incumplidos. Si no lo hiciere en dicho pla-
zo se rechazará. Contra el auto de recha-
zo, procederá el recurso de súplica ante la 
Corte.

El magistrado sustanciador tampoco 
admitirá la demanda cuando considere que 
ésta no incluye las normas que deberían ser 
demandadas para que el fallo en sí mismo 
no sea inocuo, y ordenará cumplir el trá-
mite previsto en el inciso segundo de este 
artículo. La Corte se pronunciará de fon-
do sobre todas las normas demandadas y 
podrá señalar en la sentencia las que, a su 
juicio, conforman unidad normativa con 
aquéllas otras que declara inconstituciona-
les.

Se rechazarán las demandas que recai-
gan sobre normas amparadas por una sen-
tencia que hubiere hecho tránsito a cosa 
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juzgada o respecto de las cuales sea ma-
nifiestamente incompetente. No obstante 
estas decisiones también podrán adoptarse 
en la sentencia.

Art. 7o.- Admitida la demanda, o ven-
cido el término probatorio cuando éste 
fuere procedente, se ordenará correr tras-
lado por treinta días al Procurador Gene-
ral de la Nación, para que rinda concepto. 
Dicho término comenzará a contarse al día 
siguiente de entregada la copia del expe-
diente en el despacho del Procurador.

En el auto admisorio de la demanda se 
ordenará fijar en lista las normas acusadas 
por el término de diez días para que, por 
duplicado, cualquier ciudadano las impug-
ne o defienda. Dicho término correrá si-
multáneamente con el del Procurador.

A solicitud de cualquier persona, el De-
fensor del Pueblo podrá demandar, impug-
nar o defender ante la Corte normas di-
rectamente relacionadas con los derechos 
constitucionales.

Art. 8o.- De ordinario, vencido el tér-
mino para que rinda concepto el Procura-
dor, se iniciará el cómputo de 30 días para 
que el magistrado sustanciador presente el 
proyecto de sentencia a la Corte. Vencido 
el término para la presentación del proyec-
to, comenzarán a correr los 60 días de que 
dispone la Corte para adoptar su decisión.

Art. 9o.- El magistrado sustanciador 
presentará por escrito el proyecto de fallo a 
la Secretaría de la Corte, para que ésta en-
víe copia del mismo y del correspondiente 
expediente a los demás magistrados. Entre 
la presentación del proyecto de fallo y la 
deliberación en la Corte deberán transcu-
rrir por lo menos cinco días, salvo cuan-
do se trate de decidir sobre objeciones a 
proyectos de ley o en casos de urgencia 
nacional.

Art. 10.- Siempre que para la decisión 
sea menester el conocimiento de los trá-
mites que antecedieron al acto sometido al 
juicio constitucional de la Corte o de he-

chos relevantes para adoptar la decisión, el 
magistrado sustanciador podrá decretar en 
el auto admisorio de la demanda las prue-
bas que estime conducentes, las cuales se 
practicarán en el término de diez días.

La práctica de las pruebas podrá ser de-
legada en un magistrado auxiliar.

Art. 11.- En el auto admisorio, se or-
denará la comunicación a que se refiere 
el artículo 244 de la Constitución. Esta 
comunicación y, en su caso, el respectivo 
concepto, no suspenderá los términos.

La comunicación podrá, además, ser 
enviada a los organismos o entidades del 
Estado que hubieren participado en la 
elaboración o expedición de la norma. La 
Presidencia de la República, el Congreso 
de la República y los organismos o entida-
des correspondientes podrán directamente 
o por intermedio de apoderado especial-
mente escogido para ese propósito, si lo 
estimaren oportuno, presentar por escrito 
dentro de los 10 días siguientes, las razones 
que justifican la constitucionalidad de las 
normas sometidas a control.

CAPÍTULO II
Art. 12.- Cualquier magistrado podrá 

proponer hasta 10 días antes del venci-
miento del término para decidir que se 
convoque una audiencia para que quien 
hubiere dictado la norma o participado en 
su elaboración, por sí o por intermedio de 
apoderado, y el demandante, concurran 
a responder preguntas para profundizar 
en los argumentos expuestos por escrito 
o aclarar hechos relevantes para tomar la 
decisión. La Corte, por mayoría de los asis-
tentes, decidirá si convoca la audiencia, fija-
rá la fecha y hora en que habrá de realizarse 
y concederá a los citados un término breve 
pero razonable para preparar sus argumen-
tos. Las audiencias serán públicas.

La Corte señalará un término adecua-
do para que el demandante y quien hubiere 
participado en la expedición o elaboración 
de la norma, presenten sus planteamientos.
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El Procurador General podrá partici-
par en las audiencias en que lo considere 
pertinente, después de haber rendido con-
cepto.

Excepcionalmente, cuando la Corte 
considere que podría contribuir a esclare-
cer un punto concreto de naturaleza cons-
titucional, podrá ser invitado a presentar 
argumentos orales en la audiencia quien 
hubiere intervenido como impugnador o 
defensor de las normas sometidas a con-
trol.

Art. 13.- El magistrado sustanciador 
podrá invitar a entidades públicas, a orga-
nizaciones privadas y a expertos en las ma-
terias relacionadas con el tema del proceso 
a presentar por escrito, que será público, su 
concepto sobre puntos relevantes para la 
elaboración del proyecto de fallo. La Corte 
podrá, por mayoría de sus asistentes, citar-
los a la audiencia de que trata el artículo 
anterior.

El plazo que señale el magistrado sus-
tanciador a los destinatarios de la invita-
ción no interrumpe los términos fijados en 
este decreto.

El invitado deberá, al presentar un con-
cepto, manifestar si se encuentra en con-
flicto de intereses.

CAPÍTULO III
Art. 14.- Las decisiones sobre la parte 

resolutiva de la sentencia deberán ser adop-
tadas por la mayoría de los miembros de la 
Corte Constitucional. Los considerandos 
de la sentencia podrán ser aprobados por la 
mayoría de los asistentes. Cuando no fue-
ren aprobados, podrán adherir a ellos los 
magistrados que compartan su contenido. 
Los magistrados podrán en escrito separa-
do aclarar su voto o exponer las razones 
para salvarlo.

Los magistrados que aclaren o salvaren 
el voto dispondrán de cinco días para de-
positar en la Secretaría de la Corte el escri-
to correspondiente.

En todo caso de contradicción entre 
la parte resolutiva y la parte motiva de un 
fallo, se aplicará lo dispuesto en la parte re-
solutiva.

Parágrafo.- Se entiende por mayoría 
cualquier número entero de votos superior 
a la mitad del número de magistrados que 
integran la Corte o de los asistentes a la co-
rrespondiente sesión, según el caso.

Art. 15.- Cuando no se reúna la mayo-
ría necesaria, volverán a discutirse y votar-
se los puntos en que hayan disentido los 
votantes.

Art. 16.- La parte resolutiva de la sen-
tencia no podrá ser divulgada sino con los 
considerandos y las aclaraciones y los sal-
vamentos de voto correspondientes, debi-
damente suscritos por los magistrados y el 
Secretario de la Corte.

La sentencia se notificará por edicto 
con los considerandos y las aclaraciones y 
los salvamentos de voto correspondientes, 
debidamente suscritos por los magistrados 
y el Secretario de la Corte, dentro de los 
seis días siguientes a la decisión.

El secretario enviará inmediatamente 
copia de la sentencia a la Presidencia de la 
República y al Congreso de la República. 
La Presidencia de la República promoverá 
un sistema de información que asegure el 
fácil acceso y consulta de las sentencias de 
la Corte Constitucional.

Art. 17.- Cuando el proyecto de fallo 
no fuere aprobado, el magistrado sustan-
ciador podrá solicitar al Presidente de la 
Corte que designe a otro para que lo elabo-
re. Cuando el criterio de un magistrado di-
sidente hubiere sido acogido, el Presidente 
de la Corte podrá asignarle la elaboración 
del proyecto de fallo.

Art. 18.- Las sentencias serán publica-
das con los salvamentos y aclaraciones en 
la Gaceta de la Corte Constitucional, para 
lo cual se apropiará en el presupuesto la 
partida correspondiente.
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Art. 19.- Las deliberaciones de la Corte 
Constitucional tendrán carácter reservado. 
Los proyectos de fallo serán públicos des-
pués de cinco años de proferida la senten-
cia.

Salvo los casos previstos en este decre-
to, en las deliberaciones de la Corte no po-
drán participar servidores públicos ajenos 
a ésta.

CAPÍTULO IV
Art. 20.- Las sentencias de la Corte 

Constitucional se pronunciarán “en nom-
bre del pueblo y por mandato de la Cons-
titución”.

Art. 21.- Las sentencias que profiera la 
Corte Constitucional tendrán el valor de 
cosa juzgada constitucional y son de obli-
gatorio cumplimiento para todas las auto-
ridades y los particulares.

[Los fallos de la Corte sólo tendrán 
efecto hacia el futuro, salvo para garantizar 
el principio de favorabilidad en materia pe-
nal, policiva y disciplinaria y en el caso pre-
visto en el artículo 149 de la Constitución].

La declaratoria de constitucionalidad 
de una norma impugnada por vicios for-
males no obsta para que ésta sea demanda-
da posteriormente por razones de fondo.

[Excepcionalmente la Corte Consti-
tucional podrá señalar de manera expre-
sa que los efectos de la cosa juzgada se 
aplican sólo respecto de las disposiciones 
constitucionales consideradas en la sen-
tencia. En este evento, dentro de los diez 
días siguientes a la notificación del fallo, el 
demandante podrá solicitar a la Corte cual-
quier aclaración al respecto].

Nota: La parte entre corchetes de los incisos 2º 
y 4º fue declarada inexequible por la Corte Cons-
titucional, mediante sentencia del 25 de marzo de 
1993.

Art. 22.- La Corte Constitucional de-
berá confrontar las disposiciones someti-
das a control con la totalidad de los pre-
ceptos de la Constitución, especialmente 

los del Título II, salvo cuando para garan-
tizar la supremacía de la Constitución con-
sidere necesario aplicar el último inciso del 
artículo 21.

La Corte Constitucional podrá fundar 
una declaración de inconstitucionalidad en 
la violación de cualquiera norma constitu-
cional, así ésta no hubiere sido invocada en 
el curso del proceso.

Art. 23.- La doctrina constitucional 
enunciada en las sentencias de la Corte 
Constitucional, mientras no sea modifica-
da por ésta, será criterio auxiliar [obligato-
rio] para las autoridades y corrige la juris-
prudencia.

Las modificaciones a la doctrina exis-
tente, deberán ser explícitas en la sentencia.

Nota: La parte entre corchetes fue de-
clarada inexequible por la Corte Constitu-
cional, mediante sentencia del 1º de abril 
de 1993.

Art. 24.- Inexequible. Corte Constitucional, 
sentencia del 25 de marzo de 1993.

CAPÍTULO V
Art. 25.- En los casos de objeciones 

del gobierno a un proyecto de ley por in-
constitucionalidad y en los de revisión de 
los decretos dictados en ejercicio de las 
facultades que otorgan los artículos 212, 
213 y 215 de la Constitución Nacional, se-
rán causales de impedimento y recusación: 
haber conceptuado sobre la constitucio-
nalidad de la disposición acusada; haber 
intervenido en su expedición; haber sido 
miembro del Congreso durante la trami-
tación del proyecto; o tener interés en la 
decisión.

Art. 26.- En los casos de acción de in-
constitucionalidad por parte de cualquier 
ciudadano, serán causales de impedimento 
y recusación, además de las establecidas en 
el artículo anterior, tener vínculo por ma-
trimonio o por unión permanente, o de 
parentesco en cuarto grado de consangui-
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nidad, segundo de afinidad o primero civil 
con el demandante.

Art. 27.- Los restantes magistrados de 
la Corte, decidirán en la misma sesión si 
el impedimento es o no fundado. En caso 
afirmativo, declararán separado del conoci-
miento al magistrado impedido y sortearán 
el correspondiente conjuez. Y, en caso ne-
gativo, el magistrado continuará participan-
do en la tramitación y decisión del asunto.

Art. 28.- Cuando existiendo un motivo 
de impedimento en un magistrado o con-
juez, no fuere manifestado por él, podrá 
ser recusado o por el Procurador General 
de la Nación o por el demandante. La re-
cusación debe proponerse ante el resto de 
los magistrados con base en alguna de las 
causales señaladas en el presente decreto.

Cuando la recusación fuere planteada 
respecto de todos los magistrados, el pleno 
de la Corte decidirá sobre su pertinencia.

Art. 29.- Si la recusación fuere perti-
nente, el magistrado o conjuez recusado 
deberá rendir informe al día siguiente. En 
caso de aceptar los hechos aducidos por el 
recusante, se le declarará separado del co-
nocimiento del negocio. De lo contrario, se 
abrirá a prueba el incidente por un térmi-
no de ocho días, tres para que el recusante 
las pida y cinco para practicarlas, vencido 
el cual, la Corte decidirá dentro de los dos 
días siguientes. En dicho incidente actuará 
como sustanciador el magistrado que siga 
en orden alfabético al recusado.

Si prospera la recusación, la Corte pro-
cederá al sorteo de conjuez.

Art. 30.- No están impedidos ni son 
recusables los magistrados y conjueces a 
quienes corresponda la decisión sobre im-
pedimentos o recusaciones.

Art. 31.- La Corte Constitucional pro-
cederá a designar siete conjueces, dentro 
de los diez días siguientes a su instalación. 
Cada año, la Corte designará los corres-
pondientes conjueces, según el número de 
magistrados que la integren.

CAPÍTULO VI
Art. 32.- Para que la Corte resuelva 

sobre las objeciones de inconstitucionali-
dad a un proyecto de ley el Presidente del 
Congreso registrará inmediatamente en la 
Secretaría de la Corte el proyecto de ley, 
las objeciones y un escrito en el cual se ex-
pongan las razones por las cuales las Cá-
maras decidieron insistir en que fuera san-
cionado. Simultáneamente enviará copia al 
Procurador General de la Nación. Si fuere 
convocada audiencia, no podrán intervenir 
sino los representantes del Presidente de la 
República y del Congreso y el magistrado 
sustanciador dispondrá de seis días conta-
dos a partir del vencimiento del término 
del Procurador para rendir concepto. Al 
efectuarse el reparto, cada magistrado reci-
birá copia de las objeciones presidenciales, 
del proyecto de ley y del escrito donde se 
justifique la insistencia del Congreso. El 
Procurador General de la Nación rendirá 
concepto dentro de los seis días siguientes 
al registro de las objeciones. Las impug-
naciones y defensas deberán presentarse 
dentro de los tres días siguientes al registro. 
La Corte decidirá dentro de los seis días si-
guientes a la presentación de la ponencia 
del magistrado sustanciador.

Art. 33.- Si la Corte considera que el 
proyecto es parcialmente inconstitucional, 
así lo indicará a la Cámara en que tuvo ori-
gen para que, oído el Ministro del ramo, 
rehaga e integre las disposiciones afectadas 
en términos concordantes con el dictamen 
de la Corte. Una vez cumplido este trámi-
te, remitirá a la Corte el proyecto para fallo 
definitivo.

Art. 34.- Recibido el proyecto, el Pre-
sidente de la Corte solicitará al magistrado 
sustanciador que informe a la Corte den-
tro de los seis días siguientes si las nuevas 
disposiciones legislativas concuerdan con 
el dictamen de la Corte. Este adjuntará al 
informe el proyecto de fallo definitivo. La 
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Corte decidirá dentro de los seis días si-
guientes.

Art. 35.- La sentencia que declare 
constitucional un proyecto de ley objetado, 
surtirá efectos de cosa juzgada respecto de 
las normas invocadas formalmente por el 
Gobierno y consideradas por la Corte, y 
obliga al Presidente de la República a san-
cionarlo.

CAPÍTULO VII
Art. 36.- El Gobierno Nacional envia-

rá a la Corte, al día siguiente de su expedi-
ción, copia auténtica del texto de los de-
cretos legislativos que dicte en ejercicio de 
las facultades que le conceden los artículos 
212, 213 y 215 de la Constitución, para 
que aquélla decida definitivamente sobre la 
constitucionalidad de ellos.

Si el Gobierno faltare a dicho deber, 
el Presidente de la Corte Constitucional 
solicitará copia auténtica del mismo a la 
Secretaría General de la Presidencia de la 
República, con dos días de término, y en 
subsidio actuará sobre el texto que hubiere 
sido publicado.

Art. 37.- Para la efectividad de la in-
tervención ciudadana, en la revisión de los 
decretos legislativos, repartido el negocio, 
el magistrado sustanciador ordenará que se 
fije en lista en la Secretaría de la Corte por 
el término de cinco días, durante los cuales, 
cualquier ciudadano, podrá intervenir por 
escrito, para defender o impugnar la cons-
titucionalidad del decreto.

Art. 38.- Expirado el término de fija-
ción en lista, pasará el asunto al Procurador 
para que dentro de los diez días siguien-
tes rinda concepto. Presentado el concep-
to del Procurador, comenzará a correr el 
lapso de siete días para la presentación del 
proyecto de fallo, vencido el cual, se inicia-
rá el de veinte días para que la Corte adopte 
su decisión.

CAPÍTULO VIII
Art. 39.- El Presidente del Congreso 

enviará a la Corte Constitucional copia au-

téntica de los proyectos de leyes estatuta-
rias inmediatamente después de haber sido 
aprobados en segundo debate. Si faltare a 
dicho deber, el Presidente de la Corte soli-
citará copia auténtica del mismo a la Secre-
taría de la Cámara donde se hubiere surtido 
el segundo debate.

Art. 40.- El proyecto de ley estatutaria 
será revisado por la Corte de conformidad 
con el procedimiento ordinario.

Art. 41.- Si el proyecto fuere constitu-
cional, el Presidente de la Corte lo enviará 
al Presidente de la República para su san-
ción. Si el proyecto fuere total o parcial-
mente inconstitucional, el Presidente de la 
Corte enviará el proyecto de ley al Presi-
dente de la Cámara de origen con el corres-
pondiente fallo. Si la inconstitucionalidad 
fuere parcial se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 33, siempre y cuando no haya ter-
minado la legislatura correspondiente.

Art. 42.- Cuando la Corte deba deci-
dir sobre la constitucionalidad por vicios 
de forma de una ley en que se convoque 
a un referendo para reformar la Constitu-
ción o se disponga que el pueblo decida si 
convoca a una Asamblea Constituyente, se 
aplicará el procedimiento ordinario esta-
blecido en el presente decreto. No obstan-
te, la Corte podrá reducir los términos aquí 
previstos cuando lo considere necesario 
para decidir con anterioridad al pronuncia-
miento popular.

En los procesos a que se refiere el artí-
culo 241 numeral 3o de la Constitución se 
aplicará el procedimiento ordinario.

Art. 43.- La acción pública contra los 
actos de que tratan los artículos 379 y 242 
numeral 3 de la Constitución, sólo proce-
derá dentro del año siguiente a su promul-
gación.

Art. 44.- En los procesos de constitu-
cionalidad de los tratados y de las leyes que 
los aprueban de que trata el artículo 241 
numeral 10 de la Constitución, se aplicará 
en lo pertinente lo dispuesto para el con-
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trol de los proyectos de leyes estatutarias. Si 
la inexequibilidad fuere parcial, se aplicará 
lo dispuesto en dicho artículo.

CAPÍTULO IX
Art. 45.- Cuando la Corte encuentre 

vicios de procedimiento subsanables en 
la formación del acto sujeto a su control, 
ordenará devolverlo a la autoridad que lo 
profirió para que dentro del término que 
fije la Corte, de ser posible, enmiende el 
defecto observado. Subsanado el vicio o 
vencido el término, la Corte procederá a 
decidir sobre la constitucionalidad del acto.

Dicho término no podrá ser superior a 
treinta días contados a partir del momento 
en que la autoridad esté en capacidad de 
subsanarlo.

Art. 46.- Ninguna autoridad podrá 
reproducir el contenido material del acto 
jurídico declarado inexequible por razones 
de fondo, mientras subsistan en la Carta las 
disposiciones que sirvieron para hacer la 
confrontación entre la norma ordinaria y 
la Constitución.

Art. 47.- El Presidente de la comisión 
permanente de cualquiera de las Cámaras 
que insista en llamar a quien se hubiere ex-
cusado de asistir a las sesiones especiales 
de que trata el artículo 137 de la Constitu-
ción, informará inmediatamente a la Corte 
sobre la renuencia e indicará el nombre del 
citado y el motivo de la citación.

La Corte Constitucional convocará au-
diencia privada para oír al citado y resol-
verá si la excusa fuere fundada, dentro de 
los seis días siguientes a la presentación del 
informe por el Presidente de la Comisión.

Art. 48.- Los términos señalados para 
la tramitación de los asuntos de consti-
tucionalidad de competencia de la Corte 
Constitucional, se suspenderán en los días 
de vacancia, en los que por cualquier cir-
cunstancia no se abra el despacho al pú-
blico, y durante grave calamidad doméstica 
o transitoria enfermedad del magistrado 

sustanciador o del Procurador General de 
la Nación, en su caso, debidamente comu-
nicadas a la Corte.

Los términos establecidos para rendir 
concepto, presentar ponencia o dictar fallo, 
no correrán durante el tiempo indispensa-
ble para tramitar los incidentes de impedi-
mento o recusación, y para la posesión de 
los conjueces, cuando a ello hubiere lugar.

Art. 49.- Contra las sentencias de la 
Corte Constitucional no procede recurso 
alguno.

La nulidad de los procesos ante la Cor-
te Constitucional sólo podrá ser alegada 
antes de proferido el fallo. Sólo las irregula-
ridades que impliquen violación del debido 
proceso podrán servir de base para que el 
pleno de la Corte anule el proceso.

Art. 50.- Los jueces y los demás servi-
dores públicos deberán de manera eficaz e 
inmediata prestar a la Corte la colaboración 
que ésta les requiera. El incumplimiento de 
este deber será causal de mala conducta.

Art. 51.- El incumplimiento de los tér-
minos para adelantar los trámites y proferir 
el fallo previstos en este decreto será causal 
de mala conducta.

Art. 52.- Los juicios de constituciona-
lidad sobre los decretos a que se refiere el 
artículo transitorio 10 de la Constitución 
Política se regirán por las disposiciones 
contenidas en los Capítulos I, II, III, IV, V 
y IX del presente decreto.

Art. 53.- En los procesos de constitu-
cionalidad ante la Corte Suprema de Justi-
cia se aplicarán las disposiciones vigentes al 
momento de entrar en vigor este decreto.

Art. Transitorio. Las demandas pre-
sentadas ante la Corte Suprema de Justicia 
después del 1o. de junio de 1991, serán en-
viadas por ésta a la Corte Constitucional al 
día siguiente de su instalación formal. La 
Corte Constitucional las distribuirá dentro 
de los sucesivos programas de trabajo y 
reparto y adoptará la decisión correspon-
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diente sobre la última de ellas antes del 1º 
de 1992.

Art. 54.- Este decreto rige a partir de la 
fecha de su publicación.

CAPÍTULO X 
TRANSITORIO1

Art 1o.- Adicionado. Decr. 121 de 2017, 
art. 1º. Control de constitucionalidad de 
leyes y actos legislativos aprobados en vir-
tud del Procedimiento Legislativo Especial 
para la Paz. Para efectos del cumplimiento 
de lo previsto en el literal k) del artículo 1° 
del Acto Legislativo 01 de 2016, la revisión 
de constitucionalidad de las leyes y actos 
legislativos tramitados mediante el Proce-
dimiento Legislativo Especial para la Paz 
se sujetará a las normas del Decreto 2067 
de 1991, y, en particular, a las siguientes re-

glas: 
1. El magistrado sustanciador asumirá 

conocimiento del proceso dentro de los 
tres (3) días siguientes al reparto del res-
pectivo expediente. 

En el auto que asuma conocimiento, 
el magistrado sustanciador dispondrá la 
práctica de las pruebas que considere ne-
cesarias, las comunicaciones e invitaciones 
correspondientes, la fijación en lista del 
proceso para la intervención ciudadana y el 
traslado del expediente al Procurador Ge-
neral de la Nación. 

2. El término probatorio no podrá ex-
ceder de tres (3) días, contados a partir del 
día siguiente a la comunicación del auto 
que asuma conocimiento. 

3. Vencido el período probatorio, el 
magistrado sustanciador tendrá dos (2) 
días para revisar y valorar el material pro-
batorio. 

4. Hecha la revisión y valoración del 
material probatorio, el magistrado sustan-
ciador ordenará dar cumplimiento a las 

1 Este capítulo fue adicionado por el artículo 
1º del Decreto 121 de 2017.

comunicaciones, traslados y fijaciones pre-
vistas en el auto que asuma conocimiento. 

5. El Procurador General de la Nación 
contará con un plazo de diez (10) días para 
rendir el concepto de rigor. El término de 
intervención ciudadana correrá simultá-
neamente al del Procurador General de la 
Nación y hasta por el mismo plazo. 

6. El magistrado sustanciador tendrá 
un plazo de diez (10) días para registrar el 
proyecto de fallo, contados a partir del día 
siguiente al vencimiento del término es-
tablecido para que el Procurador General 
rinda concepto. 

7. La Sala Plena de la Corte Constitu-
cional tendrá un plazo de veinte (20) días 
para decidir, los cuales se contarán a partir 
del día siguiente al vencimiento del térmi-
no establecido para que el magistrado sus-
tanciador registre proyecto de fallo. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-174 del 22 de marzo de 2017, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 2o.- Adicionado. Decr. 121 de 2017, 
art. 1º. Control de constitucionalidad de 
leyes estatutarias aprobadas en virtud del 
Procedimiento Legislativo Especial para la 
Paz. Las reglas establecidas en este decreto 
también se aplicarán al control previo de 
constitucionalidad de las leyes estatutarias 
aprobadas en virtud del Procedimiento Le-
gislativo Especial para la Paz. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-174 del 22 de marzo de 2017, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 3o.- Adicionado. Decr. 121 de 2017, 
art. 1º. Control de constitucionalidad auto-
mático de los decretos expedidos en ejerci-
cio de las facultades presidenciales para la 
paz. Para efectos del cumplimiento de lo 
previsto en el artículo 2° del Acto Legislati-
vo 01 de 2016, el control de constituciona-
lidad de los decretos expedidos en ejercicio 
de las facultades presidenciales para la paz 
se sujetará a las normas del Decreto 2067 
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de 1991, y, en particular, a las siguientes re-
glas: 

1. El magistrado sustanciador asumirá 
conocimiento del proceso dentro de los 
tres (3) días siguientes al reparto del res-
pectivo expediente. 

En el auto podrá disponer la práctica de 
pruebas que considere necesarias, ordenará 
las comunicaciones e invitaciones corres-
pondientes, dispondrá que se fije en lista 
el proceso para la intervención ciudadana 
y ordenará que se corra traslado del expe-
diente al Procurador General de la Nación. 

2. El término probatorio no podrá ex-
ceder de tres (3) días, contados a partir del 
día siguiente a la comunicación del auto 
que asuma conocimiento. 

3. Vencido el período probatorio, el 
magistrado sustanciador tendrá dos (2) 
días para revisar y valorar el material pro-
batorio. 

4. Hecha la revisión y valoración del 
material probatorio, el magistrado sustan-
ciador ordenará dar cumplimiento a las 
comunicaciones, traslados y fijaciones pre-
vistas en el auto que asuma conocimiento. 

5. El Procurador General de la Nación 
contará con un plazo de diez (10) días para 
rendir el concepto de rigor. El término de 
intervención ciudadana correrá simultá-
neamente al del Procurador General de la 
Nación y hasta por el mismo plazo. 

6. El magistrado sustanciador tendrá 
un plazo de diez (10) días para registrar el 
proyecto de fallo, contados a partir del día 
siguiente al vencimiento del término es-
tablecido para que el Procurador General 
rinda concepto. 

7. Entre la presentación del proyecto 
de fallo y la deliberación en la Corte debe-
rán transcurrir por lo menos dos (2) días, 
salvo cuando se trate de un caso de urgen-
cia nacional. 

8. A partir del registro del proyecto de 
fallo por parte del magistrado sustanciador, 
la Sala Plena de la Corte Constitucional 
tendrá un plazo para decidir [equivalente 
al tiempo que faltare para que se cumplan 
dos (2) meses, contados a partir de la fecha 
de entrada en vigencia del decreto someti-
do a control]. 

[Parágrafo. En cualquier caso, los tér-
minos del procedimiento ordinario que se 
apliquen no podrán superar en su conjunto 
el plazo máximo de dos (2) meses, previsto 
en el artículo 2° del Acto Legislativo 01 de 
2016]. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia  C-174 del 22 de marzo de 2017, declaró 
exequible este artículo, salvo la expresión entre 
corchetes del numeral 8 y el parágrafo que fueron 
declarados inexequibles.

Art 4o.- Adicionado. Decr. 121 de 2017, 
art. 1º. No aplicación del Reglamento In-
terno de la Corte Constitucional. La Sala 
Plena de la Corte Constitucional, sin modi-
ficar su reglamento interno vigente, podrá 
disponer que los plazos previstos en él para 
el registro interno de los proyectos, no se 
apliquen en este tipo de procedimientos.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-174 del 22 de marzo de 2017, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 5°. Adicionado. Decr. 889 de 2017, 
art. 1º. La Corte Constitucional, por deci-
sión que deberá ser adoptada por la ma-
yoría de sus miembros, podrá suspender 
los términos de los procesos ordinarios 
de constitucionalidad que cursen ante la 
Sala Plena, cuando esta considere que así 
se justifica, para que priorice el control au-
tomático, único y posterior de constitucio-
nalidad de que trata el literal k) del artículo 
1° y el inciso 3° del artículo 2° del Acto 
Legislativo 01 de 2016. 

Publíquese y cúmplase.
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DECRETO 2591 DE 1991
(noviembre 19)

por el cual se reglamenta la acción de tutela 
consagrada  en el artículo 86 de la Constitución 

Política

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES Y 

PROCEDIMIENTO
Art. 1o.- Objeto. Toda persona tendrá 

acción de tutela para reclamar ante los jue-
ces, en todo momento y lugar, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, por 
sí misma o por quien actúe a su nombre, 
la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando 
quiera que estos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública o de los parti-
culares en los casos que señala este decreto. 
Todos los días y horas son hábiles para in-
terponer la acción de tutela.

La acción de tutela procederá aún bajo 
los estados de excepción.

Cuando la medida excepcional se refie-
ra a derechos, la tutela se podrá ejercer por 
lo menos para defender su contenido esen-
cial, sin perjuicio de las limitaciones que la 
Constitución autorice y de lo que establez-
ca la correspondiente ley estatutaria de los 
estados de excepción.

Art. 2o.- Derechos protegidos por la tutela. 
La acción de tutela garantiza los derechos 
constitucionales fundamentales. Cuando 
una decisión de tutela se refiera a un de-
recho no señalado expresamente por la 
Constitución como fundamental, pero 
cuya naturaleza permita su tutela para ca-
sos concretos, la Corte Constitucional le 
dará prelación en la revisión a esta decisión.

Art. 3o.- Principios. El trámite de la ac-
ción de la tutela se desarrollará con arreglo 
de los principios de publicidad, prevalencia 
del derecho sustancial, economía, celeridad 
y eficacia.

Art. 4o.- Interpretación de los derechos tu-
telados. Los derechos protegidos por la 
acción de tutela se interpretarán de con-
formidad con los tratados internacionales 
sobre derechos humanos ratificados por 
Colombia.

Art. 5o.- Procedencia de la acción de tutela. 
Acción de tutela procede contra toda ac-
ción u omisión de las autoridades públicas, 
que haya violado, viole o amenace violar 
cualquiera de los derechos de que trata el 
artículo 2o de esta ley. También procede 
contra acciones u omisiones de particu-
lares, de conformidad con lo establecido 
en el Capítulo III de este decreto. La pro-
cedencia de la tutela en ningún caso ésta 
sujeta a que la acción de la autoridad o del 
particular se haya manifestado en un acto 
jurídico escrito.

Art. 6o.- Causales de improcedencia de la 
tutela. La acción de tutela no procederá:

1o) Cuando existan otros recursos o 
medios de defensa judiciales, salvo que 
aquéllas se utilice como mecanismo transi-
torio para evitar un perjuicio irremediable. 
La existencia de dichos medios será apre-
ciada en concreto, en cuanto a su eficacia, 
atendiendo las circunstancias en que se en-
cuentra el solicitante.

Inc. 2o. Inexequible. Corte Constitucional, 
sentencia del 1º de octubre de 1992.

2o) Cuando para proteger el derecho se 
pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3o) Cuando se pretenda proteger de-
rechos colectivos, tales como la paz y los 
demás mencionados en el artículo 88 de la 
Constitución Política. Lo anterior no obsta 
para que el titular solicite la tutela de sus 
derechos amenazados o violados en situa-
ciones que comprometan intereses o de-
rechos colectivos siempre que se trate de 
impedir un perjuicio irremediable.

4o) Cuando sea evidente que la viola-
ción del derecho originó un daño consu-
mado, salvo cuando continúe la acción u 
omisión violatoria del derecho.
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5o) Cuando se trate de actos de carác-
ter general, impersonal y abstracto.

Art. 7o.- Medidas provisionales para prote-
ger un derecho. Desde la presentación de la 
solicitud, cuando el juez expresamente lo 
considere necesario y urgente para prote-
ger el derecho, suspenderá la aplicación del 
acto concreto que lo amenace o vulnere.

Sin embargo, a petición de parte o de 
oficio, se podrá disponer la ejecución o 
la continuidad de la ejecución, para evitar 
perjuicios ciertos e inminentes al interés 
público. En todo caso el juez podrá or-
denar lo que considere procedente para 
proteger los derechos y no hacer ilusorio 
el efecto de un eventual fallo a favor del 
solicitante.

La suspensión de la aplicación se noti-
ficará inmediatamente a aquél contra quien 
se hubiere hecho la solicitud por el medio 
más expedito posible.

El juez también podrá, de oficio a pe-
tición de parte, dictar cualquier medida de 
conservación o seguridad encaminada a 
proteger el derecho o a evitar que se pro-
duzca otros daños como consecuencia de 
los hechos realizados, todo de conformi-
dad con las circunstancias del caso.

El juez podrá, de oficio o a petición de 
parte, por resolución debidamente funda-
da, hacer cesar en cualquier momento la 
autorización de ejecución o las otras medi-
das cautelares que hubiere dictado.

Art. 8o.- La tutela como mecanismo transi-
torio. Aún cuando el afectado disponga de 
otro medio de defensa judicial, la acción 
tutela procederá cuando se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un per-
juicio irremediable.

En el caso del inciso anterior, el juez se-
ñalará expresamente en la sentencia que su 
orden permanecerá vigente sólo durante el 
término que la autoridad judicial compe-
tente utilice para decidir de fondo sobre la 
acción instaurada por el afectado.

En todo caso el afectado deberá ejer-
cer dicha acción en un término máximo de 
cuatro (4) meses a partir del fallo de tutela.

Si no la instaura, cesarán los efectos de 
éste.

Cuando se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un daño irreparable, 
la acción de tutela también podrá ejercerse 
conjuntamente con la acción de nulidad y 
de las demás procedentes ante la jurisdic-
ción de lo contencioso administrativo. En 
estos casos, el juez si lo estima procedente 
podrá ordenar que no se aplique el acto 
particular respecto de la situación jurídica 
concreta cuya protección se solicita, mien-
tras dure el proceso.

Art. 9o.- Agotamiento opcional de la vía 
gubernativa. No será necesario interponer 
previamente la reposición u otro recurso 
administrativo para presentar la solicitud 
de tutela. El interesado podrá interponer 
los recursos administrativos, sin perjuicio 
de que ejerzan directamente en cualquier 
momento la acción de tutela.

El ejercicio de la acción de tutela no 
exime de la obligación de agotar la vía gu-
bernativa para acudir a la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo.

Art. 10.- Legitimidad e interés. La ac-
ción de tutela podrá ser ejercida, en todo 
momento y lugar, por cualquier persona 
vulnerada o amenazada en uno de sus de-
rechos fundamentales, quien actuará por 
sí misma o a través de representante. Los 
poderes se presumirán auténticos.

También se pueden agenciar derechos 
ajenos cuando el titular de los mismos no 
esté en condiciones de promover su propia 
defensa.

Cuando tal circunstancia ocurra, debe-
rá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor 
del Pueblo y los personeros municipales.

Arts. 11 y 12.- Inexequibles. Corte Consti-
tucional, sentencia de octubre 1o. de 1992.
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Art. 13.- Personas contra quien se dirige la 
acción e intervinientes. La acción se dirigirá 
contra la autoridad pública o el represen-
tante del órgano que presuntamente violó 
o amenazó el derecho fundamental. Si uno 
u otro hubiesen actuado en cumplimiento 
de órdenes o instrucciones impartidas por 
un superior, o con su autorización o apro-
bación, la acción se entenderá dirigida con-
tra ambos, sin perjuicio de lo que se decida 
en el fallo. De ignorarse la identidad de la 
autoridad pública, la acción se tendrá por 
ejercida contra el superior.

Quien tuviere un interés legítimo en el 
resultado del proceso podrá intervenir en 
él como coadyuvante del actor o de la per-
sona o autoridad pública contra quien se 
hubiere hecho la solicitud.

Art. 14.- Contenido de la solicitud. Informa-
lidad. En la solicitud de tutela se expresará, 
con la mayor claridad posible, la acción o 
la omisión que la motiva, el derecho que se 
considera violado o amenazado, el nombre 
de la autoridad pública, si fuere posible, o 
del órgano autor de la amenaza o del agra-
vio, y la descripción de las demás circuns-
tancias relevantes para decidir la solicitud. 
También contendrá el nombre y el lugar de 
residencia del solicitante.

No será indispensable citar la norma 
constitucional infringida, siempre que se 
determine claramente el derecho violado o 
amenazado.

La acción podrá ser ejercida, sin ningu-
na formalidad o autenticación, por memo-
rial, telegrama u otro medio de comunica-
ción que se manifieste por escrito, para lo 
cual se gozará de franquicia. No será nece-
sario actuar por medio de apoderado.

En caso de urgencia o cuando el solici-
tante no sepa escribir o sea menor de edad, 
la acción podrá ser ejercida verbalmente. 
El juez deberá atender inmediatamente al 
solicitante, pero, sin poner en peligro el 
goce efectivo del derecho, podrá exigir su 
posterior presentación personal para reco-

ger una declaración que facilite proceder 
con el trámite de la solicitud, u ordenar al 
secretario levantar el acta correspondiente 
sin formalismo alguno.

Art. 15.- Trámite preferencial. La trami-
tación de la tutela estará a cargo del juez, 
del Presidente de la Sala o del magistrado 
a quien éste designe, en turno riguroso, y 
será sustanciada con prelación para lo cual 
se pospondrá cualquier asunto de naturale-
za diferente, salvo el de habeas corpus.

Los plazos son perentorios e improrro-
gables.

Art. 16.- Notificaciones. Las providencias 
que se dicten se notificarán a las partes o 
intervinientes, por el medio que el juez 
considere más expedito y eficaz.

Art. 17.- Corrección de la solicitud. Si no 
pudiere determinarse el hecho o la razón 
que motiva la solicitud de tutela se pre-
vendrá al solicitante para que la corrija en 
el término de tres días los cuales deberán 
señalarse concretamente en la correspon-
diente providencia.

Si no la corrigiere, la solicitud podrá ser 
rechazada de plano.

Si la solicitud fuere verbal, el juez pro-
cederá a corregirla en el acto, con la infor-
mación adicional que le proporcione el 
solicitante.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia  C-483 del 15 de mayo de 2008, declaró 
exequible el inciso primero de la presente norma.

Art. 18.- Restablecimiento inmediato. El 
juez que conozca de la solicitud podrá tu-
telar el derecho, prescindiendo de cualquier 
consideración formal y sin ninguna averi-
guación previa, siempre y cuando el fallo 
se funde en un medio de prueba del cual se 
pueda deducir una grave e inminente viola-
ción o amenaza del derecho.

Art. 19.- Informes. El juez podrá requerir 
informes al órgano o a la autoridad contra 
quien se hubiere hecho la solicitud y pedir 
el expediente administrativo o la documen-
tación donde consten los antecedentes del 
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asunto. La omisión injustificada de enviar 
esas pruebas al juez acarreará responsabi-
lidad.

El plazo para informar será de uno a 
tres días y se fijará según sean la índole del 
asunto, la distancia y la rapidez de los me-
dios de comunicación.

Los informes se considerarán rendidos 
bajo juramento.

Art. 20.- Presunción de veracidad. Si el in-
forme no fuere rendido dentro del plazo 
correspondiente, se tendrán por ciertos los 
hechos y se entrará a resolver de plano, sal-
vo que el juez estime necesaria otra averi-
guación previa.

Art. 21.- Información adicional. Si del 
informe resultare que no son ciertos los 
hechos, podrán ordenarse de inmediato 
información adicional que deberá rendir-
se dentro de tres días con las pruebas que 
sean indispensables. Si fuere necesario, se 
oirá en forma verbal al solicitante y a que 
contra quien se hubiere hecho la solicitud, 
de todo lo cual se levantará el acta corres-
pondiente de manera sumaria.

En todo caso, el juez podrá fundar su 
decisión en cualquier medio probatorio 
para conceder o negar la tutela.

Art. 22.- Pruebas. El juez, tan pronto 
llegue al convencimiento respecto de la 
situación litigiosa, podrá proferir el fallo, 
sin necesidad de practicar las pruebas so-
licitadas.

Art. 23.- Protección del derecho tutelado. 
Cuando la solicitud se dirija contra una ac-
ción de autoridad el fallo que conceda la 
tutela tendrá por objeto garantizar al agra-
viado el pleno goce de su derecho, y volver 
al estado anterior a la violación, cuando 
fuere posible.

Cuando lo impugnado hubiere sido la 
denegación de un acto o una omisión, el 
fallo ordenará realizarlo o desarrollar la ac-
ción adecuada, para lo cual se otorgará un 
plazo prudencial perentorio. Si la autoridad 
no expide el acto administrativo de alcance 

particular y lo remite al juez en el término 
de 48 horas, éste podrá disponer lo nece-
sario para que el derecho sea libremente 
ejercido sin más requisitos.

Si se hubiere tratado de una mera con-
ducta o actuación material, o de una ame-
naza, se ordenará su inmediata cesación, 
así como evitar toda nueva violación o 
amenaza, perturbación o restricción.

En todo caso, el juez establecerá los de-
más efectos del fallo para el caso concreto.

Art. 24.- Prevención a la autoridad. Si al 
concederse la tutela hubieren cesado los 
efectos del acto impugnado, o éste se hu-
biera consumado en forma que no sea 
posible restablecer al solicitante en el goce 
de su derecho conculcado, en el fallo se 
prevendrá a la autoridad pública para que 
en ningún caso vuelva a incurrir en las 
acciones u omisiones que dieron mérito 
para conceder la tutela, y que, si procedie-
re de modo contrario, será sancionada de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 
correspondiente de este decreto, todo sin 
perjuicio de las responsabilidades en que ya 
hubiere incurrido.

El juez también prevendrá a la autori-
dad en los demás casos en que lo conside-
re adecuado para evitar la repetición de la 
misma acción u omisión.

Art. 25.- Indemnización y costas. Cuan-
do el afectado no disponga de otro me-
dio judicial, y la violación del derecho sea 
manifiesta y consecuencia de una acción, 
clara e indiscutiblemente arbitraria, además 
de lo dispuesto en los dos artículos ante-
riores, en el fallo que conceda la tutela el 
juez, de oficio, tiene la potestad de orde-
nar en abstracto la indemnización del daño 
emergente causando si ello fuere necesario 
para asegurar el goce efectivo del derecho 
así como el pago de las costas del proce-
so. La liquidación del mismo y de los de-
más perjuicios se hará ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo o ante el 
juez competente, por el trámite incidental, 
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dentro de los seis meses siguientes, para lo 
cual el juez se hubiere conocido de la tutela 
remitirá inmediatamente copia de toda la 
actuación.

La condena será contra la entidad de 
que dependa el demandado y solidaria-
mente contra éste, si se considerara que ha 
mediado dolo o culpa grave de su parte, 
todo ello sin perjuicio de las demás respon-
sabilidades administrativas, civiles o pena-
les en que haya incurrido.

Si la tutela fuere rechazada o denegada 
por el juez, éste, condenará al solicitante al 
pago de las costas cuando estimare funda-
damente que incurrió en temeridad.

Art. 26.- Cesación de la actuación impugna-
da. Si, estando en curso la tutela, se dictare 
resolución, administrativa o judicial, que 
revoque, detenga o suspenda la actuación 
impugnada, se declarará fundada la solici-
tud únicamente para efectos de indemni-
zación y de costas, si fueren procedentes.

El recurrente podrá desistir de la tutela, 
en cuyo caso se archivará el expediente.

Cuando el desistimiento hubiere tenido 
origen en una satisfacción extraprocesal de 
los derechos reclamados por el interesado, 
el expediente podrá reabrirse en cualquier 
tiempo, si se demuestra que la satisfacción 
acordada ha resultado incumplida o tardía.

Art. 27.- Cumplimiento del fallo. Proferido 
el fallo que concede la tutela, la autoridad 
responsable del agravio deberá cumplirlo 
sin demora.

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al 
superior del responsable y le requerirá para 
que lo haga cumplir y abra el correspon-
diente procedimiento disciplinario contra 
aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, 
ordenará abrir proceso contra el superior 
que no hubiere procedido conforme a lo 
ordenado y adoptará directamente todas 
las medidas para el cabal cumplimiento del 
mismo. El juez podrá sancionar por des-

acato al responsable y al superior hasta que 
cumplen su sentencia.

Lo anterior sin perjuicio de la respon-
sabilidad penal del funcionario en su caso.

En todo caso, el juez establecerá los de-
más efectos del fallo para el caso concreto 
y mantendrá la competencia hasta que esté 
completamente restablecido el derecho eli-
minadas las causas de la amenaza.

Art. 28.- Alcances del fallo. El cumpli-
miento del fallo de tutela no impedirá que 
proceda contra la autoridad pública, si las 
acciones u omisiones en que incurrió ge-
neraren responsabilidad.

La denegación de la tutela no puede in-
vocarse para excusar las responsabilidades 
en que haya podido incurrir el autor del 
agravio.

Art. 29.- Contenido del fallo. Dentro de 
los diez días siguientes a la presentación de 
la solicitud el juez dictará fallo, el cual de-
berá contener:

1o) La identificación del solicitante.
2o) La identificación del sujeto de 

quien provenga la amenaza o vulneración.
3o) La determinación del derecho tu-

telado.
4o) La orden y la definición precisa de 

la conducta a cumplir con el fin de hacer 
efectiva la tutela.

5o) El plazo perentorio para el cumpli-
miento de lo resuelto, que en ningún caso 
podrá exceder de 48 horas.

6o) Cuando la violación o amenaza de 
violación derive de la aplicación de una 
norma incompatible con los derechos 
fundamentales, la providencia judicial que 
resuelva la acción interpuesta deberá ade-
más ordenar la inaplicación de las normas 
impugnadas en el caso concreto.

Parágrafo.- El contenido del fallo no po-
drá ser inhibitorio.

Art. 30.- Notificación del fallo. El fallo se 
notificará por telegrama o por otro medio 
expedito que asegure su cumplimiento, a 
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más tardar al día siguiente de haber sido 
proferido.

Art. 31.- Impugnación del fallo. Dentro de 
los tres días siguientes a su notificación el 
fallo podrá ser impugnado por el Defen-
sor del Pueblo, el solicitante, la autoridad 
pública o el representante del órgano co-
rrespondiente, sin perjuicio de su cumpli-
miento inmediato.

Los fallos que no sean impugnados 
serán enviados al día siguiente a la Corte 
Constitucional para su revisión.

Art. 32.- Trámite de la impugnación. Pre-
sentada debidamente la impugnación el 
juez remitirá el expediente dentro de los 
dos días siguientes al superior jerárquico 
correspondiente.

El juez que conozca de la impugna-
ción, estudiará el contenido de la misma, 
cotejándola con el acervo probatorio y con 
el fallo. El juez, de oficio o a petición de 
parte, podrá solicitar informes y ordenar la 
práctica de pruebas y proferirá el fallo den-
tro de los 20 días siguientes a la redacción 
del expediente. Si a su juicio el fallo carece 
de fundamento, procederá a revocarlo, lo 
cual comunicará de inmediato. Si encuen-
tra el fallo ajustado a derecho, lo confir-
mará. En ambos casos, dentro de los diez 
días siguientes a la ejecutoria del fallo de 
segunda instancia, el juez remitirá el expe-
diente de la Corte Constitucional, para su 
eventual revisión.

Art. 33.- Revisión por la Corte Constitucio-
nal. La Corte Constitucional designará dos 
de sus Magistrados para que seleccionen, 
sin motivación expresa y según su criterio, 
las sentencias de tutela que habrán de ser 
revisadas. Cualquier Magistrado de la Cor-
te el Defensor del Pueblo, podrá solicitar 
que se revise algún fallo de tutela excluido 
por estos cuando considere que la revisión 
puede aclarar el alcance de un derecho o 
evitar un perjuicio grave. Los actos de tu-
tela que no sean excluidos de revisión den-
tro de los 30 días siguientes a su recepción, 

deberán ser decididos en el término de tres 
meses.

Art. 34.- Decisión en Sala. La Corte 
Constitucional designará los tres Magis-
trados de su seno que conformarán la sala 
que habrá de revisar los fallos de tutela de 
conformidad con el procedimiento vigen-
te para los Tribunales de Distrito Judicial. 
Los cambios de jurisprudencia deberán 
ser decididos por la Sala Plena de la Corte, 
previo registro del proyecto de fallo corres-
pondiente.

Art. 35.- Decisiones de revisión. Las deci-
siones de revisión que revoquen o modi-
fiquen el fallo, unifiquen la jurisprudencia 
constitucional o aclaren el al-cance general 
de las normas constitucionales deberán ser 
motivadas. Las demás podrán ser breve-
mente justificadas.

La revisión se concederá en el efecto 
devolutivo pero la Corte podrá aplicar lo 
dispuesto en el artículo 7o de este decreto.

Art. 36.- Efectos de la evisión. Las senten-
cias en que se revise una decisión de tutela 
sólo surtirán efectos en el caso concreto y 
deberán ser comunicadas inmediatamente 
al juez o tribunal competente de primera 
instancia, el cual notificará la sentencia de 
la Corte a las partes y adoptará las decisio-
nes necesarias para adecuar su fallo a lo 
dispuesto por ésta.

CAPÍTULO II
COMPETENCIA

Art. 37.- Primera instancia. Son compe-
tentes para conocer de la acción de tutela, 
a prevención, los jueces o tribunales con 
jurisdicción en el lugar donde ocurriere la 
violación o la amenaza que motivaren la 
presentación de la solicitud.

El que interponga la acción de tute-
la deberá manifestar, bajo la gravedad del 
juramento, que no ha presentado otra res-
pecto de los mismos hechos y derechos. Al 
recibir la solicitud, se le advertirá sobre las 
consecuencias penales del falso testimonio.
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De las acciones dirigidas contra la 
prensa y los demás medios de comunica-
ción serán competentes los jueces del cir-
cuito del lugar.

Nota: La Corte Constitucional, por medio de 
sentencia C-940 del 24 de noviembre de 2010, 
declaró exequible condicionadamente, el inciso ter-
cero de la presente norma, en el entendido que: 1. 
Cuando en el municipio en el que reside quien se 
considere afectado en sus derechos fundamentales 
por obra de un medio de comunicación social, no 
existan juzgados del circuito, la tutela podrá inter-
ponerse ante cualquier juez del lugar, quien deberá 
remitirla al correspondiente juzgado de circuito, a 
más tardar al día siguiente de su recibo y comuni-
carlo así al demandante. 2. El juez competente, a 
asumir el conocimiento de la acción, dispondrá que 
las comunicaciones al demandante y la actuación 
de éste se surtan por conducto del juzgado en el que 
haya sido interpuesta la demanda y ante quien, 
dado el caso, podrá presentar la impugnación del 
fallo de primera instancia, para que sea tramitado 
ante el competente.

Art. 38.- Actuación temeraria. Cuando, 
sin motivo expresamente justificado, la 
misma acción de tutela sea presentada por 
la misma persona o su representante ante 
varios jueces o tribunales, se rechazarán o 
decidirán desfavorablemente todas las so-
licitudes.

El abogado que promoviere la presen-
tación de varias acciones de tutela respec-
to de los mismos hechos y derechos, será 
sancionado con la suspensión de la tarje-
ta profesional al menos por dos años. En 
caso de reincidencia, se le cancelará su tar-
jeta profesional, sin perjuicio de las demás 
sanciones a que haya lugar.

Art. 39.- Recusación. En ningún caso será 
procedente la recusación. El juez deberá 
declararse impedido cuando concurran las 
causales de impedimento del Código de 
Procedimiento Penal so pena de incurrir 
en la sanción disciplinaria correspondiente. 
El juez que conozca de la impugnación del 
fallo de tutela deberá adoptar las medidas 

procedentes para que se inicie el procedi-
miento disciplinario si fuere el caso.

Art. 40.- Inexequible. Corte Constitucional, 
sentencia de octubre 1o de 1992.

Art. 41.- Falta de desarrollo legal. No se 
podrá alegar la falta de desarrollo legal de 
un derecho fundamental civil o político 
para impedir su tutela.

CAPÍTULO III
TUTELA CONTRA LOS PARTICULARES

Art. 42.- Procedencia. La acción de tutela 
procederá contra acciones u omisiones de 
particulares en los siguientes casos:

1o) Cuando aquél contra quien se hu-
biere hecho la solicitud esté encargado de 
la prestación del servicio público de educa-
ción [para proteger los derechos consagra-
dos en los artículos 13, 15, 16, 18, 19, 20, 
23, 27, 29, 37 y 38 de la Constitución].

2o) Cuando aquél contra quien se hu-
biere hecho la solicitud esté encargado de 
la prestación del servicio público de salud 
[para proteger los derechos a la vida, a la 
intimidad, a la igualdad y a la autonomía].

3o) Cuando aquél contra quien se hu-
biere hecho la solicitud esté encargado de 
la prestación de servicios públicos [domi-
ciliarios].

4o) Cuando la solicitud fuere dirigida 
contra una organización privada, contra 
quien la controle efectivamente o fuere el 
beneficiario real de la situación que motivó 
la acción siempre y cuando el solicitante 
tenga una relación de subordinación o in-
defensión con tal organización.

5o) Cuando aquél contra quien se hu-
biere hecho la solicitud viole o amenace 
violar el artículo 17 de la Constitución.

6o) Cuando la entidad privada sea 
aquélla contra quien se hubiere hecho la 
solicitud en ejercicio del hábeas data, de 
conformidad con lo establecido en el artí-
culo 15 de la Constitución.

7o) Cuando se solicite rectificación de 
informaciones inexactas o erróneas. En 
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este caso se deberá anexar la transcripción 
de la información o la copia de la publica-
ción y de la rectificación solicitada que no 
fue publicada en condiciones que aseguren 
la eficacia de la misma.

8o) Cuando el particular actúe o deba 
actuar en ejercicio de funciones públicas, 
en cuyo caso se aplicará el mismo régimen 
que a las autoridades públicas.

9o) Cuando la solicitud sea para tu-
telar [la vida o la integridad de] quien se 
encuentre en situación de subordinación o 
indefensión respecto del particular contra 
el cual se interpuso la acción. Se presume la 
indefensión del menor que solicite la tutela.

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia del 17 de marzo de 1994.

Nota: La parte entre corchetes del numeral 3º 
fue declarada inexequible por la Corte Constitu-
cional mediante sentencia C- 378 del 19 de mayo 
de 2010.

Art. 43.- Trámite. La acción de tutela 
frente a particulares se tramitará de confor-
midad con los establecido en este decreto, 
salvo en los artículos 9o, 23 y los demás 
que no fueren pertinentes.

Art. 44.- Protección alternativa. La provi-
dencia que inadmita o rechace la tutela de-
berá indicar el procedimiento idóneo para 
proteger el derecho amenazado o violado.

Art. 45.- Conductas legítimas. No se po-
drá conceder la tutela contra conductas le-
gítimas de un particular.

CAPÍTULO IV
LA TUTELA Y EL DEFENSOR DEL 

PUEBLO
Art. 46.- Legitimación. El Defensor del 

Pueblo podrá, sin perjuicio del derecho 
que asiste a los interesados, interponer la 
acción de tutela en nombre de cualquier 
persona que se lo solicite o que esté en si-
tuación de desamparo e indefensión.

Art. 47.- Parte. Cuando el Defensor del 
Pueblo interponga la acción de tutela será, 
junto con el agraviado, parte en el proceso.

Art. 48.- Asesores y asistentes. El Defen-
sor del Pueblo podrá designar libremente 
los asesores y asistentes necesarios para el 
ejercicio de esta función.

Art. 49.- Delegación en personeros. En cada 
municipio, el personero en su calidad de 
defensor en la respectiva entidad territorial 
podrá, por delegación expresa del Defen-
sor del Pueblo, interponer acciones de tu-
tela o representarlo en las que éste inter-
ponga directamente.

Art. 50.- Asistencia a los personeros. Los 
personeros municipales y distritales po-
drán requerir del Defensor del Pueblo la 
asistencia y orientación necesarias en los 
asuntos relativos a la protección judicial de 
los derechos fundamentales.

Art. 51.- Colombianos residentes en el exte-
rior. El colombiano que resida en el exte-
rior, cuyos derechos fundamentales estén 
siendo amenazados o violados por una 
autoridad pública de la República de Co-
lombia, podrá interponer acción de tutela 
por intermedio del Defensor del Pueblo, 
de conformidad con lo establecido en el 
presente decreto.

CAPÍTULO V
SANCIONES

Art. 52.- Desacato. La persona que in-
cumpliere una orden de un juez proferida 
con base en el presente decreto incurrirá 
en desacato sancionable con arresto hasta 
de seis meses y multa hasta de 20 salarios 
mínimos mensuales, salvo que en este de-
creto ya se hubiere señalado una conse-
cuencia jurídica distinta y sin perjuicio de 
las sanciones penales a que hubiere lugar.

La sanción será impuesta por el mis-
mo juez mediante trámite incidental y será 
consultada al superior jerárquico quien de-
cidirá dentro de los tres días siguientes si 
debe revocarse la sanción. [La consulta se 
hará en el efecto devolutivo].

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia de mayo 30 de 1996.
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Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-367 del 11 de junio de 2014, declaró 
exequible la presente norma, en el entendido de que 
el incidente de desacato allí previsto debe resolverse 
en el término establecido en el artículo 86 de la 
Constitución Política.

Art. 53.- Sanciones penales. El que incum-
pla el fallo de tutela o el juez que incumpla 
las funciones que le son propias de confor-
midad con este decreto incurrirá, según el 
caso, en fraude a resolución judicial, preva-
ricato por omisión o en las sanciones pena-
les a que hubiere lugar.

También incurrirá en la responsabili-
dad penal a que hubiere lugar quien repita 
la acción o la omisión que motivó la tutela 
concedida mediante fallo ejecutoriado en 
proceso en el cual haya sido parte.

Art. 54.- Enseñanza de la tutela. En las 
Instituciones de educación se impartirá 
instrucción sobre la acción de tutela de 
conformidad con lo establecido en el artí-
culo 41 de la Constitución.

Art. 55.- El presente Decreto rige a 
partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

ACUERDO 05 DE 1992
(octubre 15)

Reglamento de la Corte Constitucional1

2

CAPÍTULO I
DE LA SALA PLENA

Art. 1o.- Reuniones de la Corte Constitucio-
nal. La reunión de todos los Magistrados 
forma la Sala Plena de la Corte.

Será Secretario de la Sala Plena, el Se-
cretario General de la Corte.

Art. 1A.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Las deliberaciones de 
la Corte Constitucional tendrán carácter 
reservado (artículo 19, Decreto-ley 2067 
de 1991). Las actas de Sala Plena serán pú-

1

 2 Unificado en un solo texto por la Corte 
Constitucional, mediante Acuerdo 01 del 30 de 
abril de 2015.

blicas (artículo 57, Ley 270 de 1996). Por 
disposición de la Sala Plena, las sesiones 
podrán grabarse por el Secretario General, 
quien quedará a cargo de la custodia de las 
grabaciones.

Art. 2°.- Quórum. Constituye quórum 
para deliberar y para decidir la mayoría ab-
soluta de los miembros de la Corporación.

Art. 3o.- Mayoría. Las decisiones de la 
Corte, salvo lo dispuesto en la ley para de-
terminados casos, se adoptarán por mayo-
ría absoluta.

Se entiende por mayoría absoluta cual-
quier número entero de votos superior a 
la mitad del número de Magistrados que 
integran la Corte.

Con todo, cuando uno o más Magistra-
dos estimen fundadamente que un asunto 
se decida por consenso y así lo propongan, 
la Sala Plena de la Corte hará lo conducen-
te para lograrlo y dispondrá que la decisión 
de tal asunto no se produzca antes de la 
siguiente sesión ordinaria, cuando los tér-
minos constitucionales y legales así lo per-
mitan. Si no se obtuviere el consenso, se 
aplicará la regla general sobre mayorías.

Art. 4o.- Presidencia. Las sesiones de la 
Sala Plena serán presididas por el Presiden-
te y, en su defecto, por el Vicepresidente. 
A falta de estos, por el Magistrado a quien 
corresponda según el orden alfabético de 
apellidos.

Art. 5o.- Funciones. Son funciones de la 
Sala Plena de la Corte Constitucional las 
siguientes:

a) Decidir sobre los asuntos de consti-
tucionalidad de que trata el artículo 241 de 
la Constitución, excepto lo dispuesto en su 
numeral 9, que se regirá por lo que esta-
blezca la ley;

b) Integrar la Sala de Selección de las 
acciones de tutela que ha de revisar la Cor-
te;

c) Integrar la Sala de Revisión de las ac-
ciones de tutela, de acuerdo con el artículo 
50 de este Reglamento;
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d) Decidir sobre las excusas de que tra-
ta el artículo 137 de la Constitución;

e) Modificado por Acuerdo 01 del 14 
de noviembre de 2007, quedando este lite-
ral así: f) Elegir por la mayoría de los votos 
de los Magistrados, al Presidente y Vice-
presidente de la Corporación, para perío-
dos anuales que se contabilizarán a partir 
del diez (10) de febrero de cada año;

f) Elegir los empleados de la Corte, ex-
cepto los de los Despachos de cada Ma-
gistrado;

g) Adoptar el Manual de Funciones 
de los Empleados de la Corte y fijar sus 
obligaciones y deberes, así como el Manual 
de Métodos y Procedimientos de Control 
Interno;

h) Elegir el Magistrado para el Consejo 
Superior de la Judicatura;

i) Investigar las infracciones a la Cons-
titución, a la ley o el Reglamento, cuyo co-
nocimiento le corresponda e imponer las 
sanciones respectivas;

j) Tramitar y resolver sobre los impedi-
mentos y recusaciones de los Magistrados 
y de los Conjueces, según lo previsto en el 
artículo 80 de este Reglamento y los que 
se susciten con motivo de la aplicación del 
artículo 137 de la Constitución;

k) Designar cada año los correspon-
dientes Conjueces, según el número de 
Magistrados que integran la Corte Cons-
titucional y los Conjueces ad hoc si fuere 
el caso;

l) Confirmar el nombramiento o la 
elección de los empleados de la Corpora-
ción, respecto de los cuales la ley exija tal 
requisito;

ll) Conceder licencia no remunerada a 
los Magistrados Auxiliares y a los emplea-
dos que hayan sido nombrados por la Cor-
te, en los términos de la ley;

m) Aprobar el anteproyecto del plan 
de desarrollo y del presupuesto de la Cor-
poración, presentados por el Presidente y 

elaborados con el apoyo de la Dirección 
Administrativa; 

n) Adoptar las reglas para el reparto de 
los negocios de su competencia y elaborar 
los programas de trabajo de la Corpora-
ción, en los términos previstos en este Re-
glamento;

ñ) Resolver, previo informe del Presi-
dente o por solicitud de cualquier Magis-
trado, sobre la procedencia de acumulación 
de negocios de ponencias de un mismo 
asunto a cargo de varios Magistrados, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 47 
del Reglamento;

o) Decidir sobre la convocatoria a au-
diencias y fijar su fecha, hora y lugar;

p) Estudiar y aprobar las iniciativas de 
proyectos de ley que puede presentar la 
Corte Constitucional en materias relacio-
nadas con sus funciones, según el artículo 
156 de la Constitución;

q) Resolver sobre las proposiciones que 
se sometan a su consideración;

r) Adoptar, interpretar y modificar el 
Reglamento;

s) Modificado por el Acuerdo 01 de 30 
de abril de 2015. Adoptar un Estatuto de 
Ética;

t) Adicionado por el Acuerdo 01 de 30 
de abril de 2015. Las demás funciones que 
la Constitución o la ley le atribuyan.

Art. 6o.- Sede y sesiones especiales. Las 
reuniones de la Sala Plena de la Corte se 
harán en el lugar de su sede oficial de la 
capital de la República.

Por razones de seguridad o de conve-
niencia, podrán celebrarse en otro sitio de 
la ciudad o del territorio nacional que seña-
le el Presidente de la Corte o que acuerde 
la mayoría de sus miembros.

Así mismo, podrá la Sala Plena de la 
Corte sesionar excepcionalmente en días 
no laborables, cuando circunstancias es-
peciales así lo exijan, por decisión de ella 
misma.
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Art. 7o.- Inasistencia. La inasistencia de 
los Magistrados a las sesiones y su retiro 
de ellas antes que el Presidente las dé por 
terminadas, no serán excusables sino por 
justa causa.

CAPÍTULO II
DEL PRESIDENTE Y DEL 

VICEPRESIDENTE DE LA CORTE
Art. 8o.- Del Presidente. El Presidente de 

la Corte Constitucional tendrá la represen-
tación de la Corporación frente a las demás 
ramas, órganos y autoridades del poder pú-
blico, así como frente a los particulares y 
cumplirá las funciones que se señalan en la 
ley y en este Reglamento.

Art. 9o.- Funciones del Presidente. Corres-
ponde al Presidente:

a) Presidir las sesiones, señalar el orden 
en que deben considerarse los asuntos y 
dirigir los debates de acuerdo con el Re-
glamento;

b) Convocar a sesiones a la Corte;
c) Servir a la Corte de órgano de comu-

nicación y, en consecuencia, sólo él podrá 
informar oficialmente sobre los asuntos 
decididos por la Sala Plena;

d) Poner en conocimiento de los otros 
Magistrados las notas oficiales que reciba;

e) Presentar, a la Sala Plena el antepro-
yecto de presupuesto y de plan de desarro-
llo de la Corte, para su aprobación;

f) Delegar, cuando lo considere opor-
tuno, algunas de sus funciones en el Vice-
presidente y demás Magistrados;

g) Manejar los dineros que correspon-
dan a la caja menor asignada a la Presiden-
cia de la Corporación, de acuerdo con las 
prescripciones legales;

h) Servir de ordenador del gasto, en la 
forma que lo determinen la ley y el Regla-
mento del Consejo Superior de la Judica-
tura;

i) Cumplir y hacer cumplir el Regla-
mento, mantener el orden, para lo cual in-
clusive, ejercerá funciones de jefe de policía 

en la sede de la Corporación y decidir las 
cuestiones que se susciten en estos asun-
tos;

j) Cuidar de que los Magistrados Auxi-
liares, el Secretario General, el Relator, el 
Bibliotecólogo, el Director Administrativo 
y los demás empleados que dependan de 
la Corte, desempeñen cumplidamente sus 
funciones, llamar la atención a los que se 
muestren remisos a ello y poner en cono-
cimiento de la Corte, de oficio o a petición 
de algún Magistrado, las faltas de los sub-
alternos, cuando considere que necesitan 
correctivo disciplinario;

k) Conceder permiso a los Magistrados 
en los términos previstos en la ley y a los 
empleados, previo visto bueno del Magis-
trado respectivo o del superior correspon-
diente, según el caso;

l) Nombrar escrutadores de los votos 
que se emitan en las elecciones que efectúe 
la Corporación;

ll) Hacer el reparto de los negocios que 
corresponda resolver a la Corte, de confor-
midad con lo previsto en el artículo 41 del 
Reglamento;

m) Informar a la Corporación sobre 
la existencia de los negocios que por sus 
características requieran acumulación o 
aconsejan ponencia múltiple;

n) Integrar el Comité Consultivo de la 
Rama Judicial;

ñ) Designar las comisiones para rendir 
informes o cumplir tareas especiales que 
ordene la Corporación;

o) Seleccionar, vincular y distribuir, los 
Auxiliares Judiciales ad honórem de que 
trata el Decreto número 1862 de 1989, en-
tre las dependencias de la Corporación, de 
acuerdo con las necesidades del servicio;

p) Dar posesión a los empleados de la 
Corporación;

q) Servir de depositario de las decla-
raciones juradas de bienes y rentas de los 
funcionarios y empleados de la Corte;
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r) Las demás que le señalen la Consti-
tución y la ley.

Art. 10.- Vicepresidente. En ausencia del 
Presidente, el Vicepresidente tendrá las 
mismas atribuciones.

Art. 11.- Intervenciones del Presidente. 
Cuando el Presidente tome parte en las 
discusiones de la Sala, la sesión la presidirá 
el Vicepresidente y en defecto de éste, el 
Magistrado a quien corresponda por orden 
alfabético de apellidos.

Art. 12.- Falta del Presidente. La falta ab-
soluta del Presidente o del Vicepresidente 
dará lugar a nueva elección para su respec-
tivo reemplazo por el resto del período.

CAPÍTULO III
DE LOS MAGISTRADOS

Art. 13.- Magistrados. La Corte Consti-
tucional se compondrá del número impar 
de Magistrados que determine la ley.

CAPÍTULO IV
DE LOS MAGISTRADOS AUXILIARES

Art. 14.- Nombramiento. Los Magis-
trados Auxiliares son empleados de libre 
nombramiento y remoción del respectivo 
Magistrado. Su confirmación en el cargo 
corresponderá a la Sala de la Corporación.

Art. 15.- Requisitos. Para ser Magistrado 
Auxiliar se requiere cumplir las calidades y 
requisitos que exijan la Constitución y la 
ley.

Art. 16.- Funciones de los Magistrados Au-
xiliares. Corresponde a los Magistrados Au-
xiliares:

a) Colaborar en la sustanciación y trá-
mite de los expedientes a cargo de los des-
pachos;

b) Rendir informe periódico y escrito 
sobre la sustanciación de los procesos que 
se tramiten en el Despacho;

c) Preparar relación de hechos y ante-
cedentes de los procesos que se encuen-
tren a despacho para fallo;

d) Rendir informe de jurisprudencia, 
legislación y doctrina sobre los temas de-

batidos en los procesos a despacho, para 
efectos de la elaboración del proyecto de 
providencia;

e) Colaborar con los Magistrados en la 
elaboración de anteproyectos de providen-
cias;

f) Practicar pruebas por delegación que 
haga el Magistrado;

g) Las demás que le señale el Magistra-
do correspondiente.

CAPÍTULO V
DE LA SECRETARÍA GENERAL

Art. 17.- Funciones del Secretario General. 
Son funciones del Secretario General, que 
ejercerá conforme a las instrucciones del 
Presidente de la Corte, las siguientes:

a) Redactar las actas de las sesiones;
b) Asistir al Presidente en el reparto de 

los negocios;
c) Llevar los libros correspondientes y 

procurar que los asientos se hagan oportu-
na y eficientemente;

d) Dar cuenta oportuna al Presidente 
de los negocios que lleguen a la Secretaría;

e) Informar al Presidente de inmediato 
sobre los negocios que ameriten acumula-
ción o ponencia múltiple;

f) Dirigir la informática de gestión y 
coordinar con el Relator la informática do-
cumental;

g) Mantener en perfecto arreglo el ar-
chivo de la Secretaría;

h) Redactar la correspondencia y los 
documentos que las Salas de la Corte o el 
Presidente le ordenen;

i) Citar a los Magistrados y Conjueces 
a las sesiones cuando lo ordene el Presi-
dente;

j) Distribuir el trabajo de la Secretaría 
entre los empleados de la misma;

k) Guardar absoluta reserva sobre las 
deliberaciones y decisiones de la Corte y 
velar porque los subalternos también cum-
plan con esta obligación. La inobservancia 
de esta regla está sujeta a las sanciones le-
gales;
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l) Notificar las providencias de la Corte, 
comunicar la iniciación de procesos consti-
tucionales al Presidente de la República, al 
Congreso Nacional y a las demás entidades 
del Estado que participaron en la expedi-
ción de la norma, de conformidad con la 
Constitución y el artículo 11 del Decreto 
número 2067 de 1991;

ll) Enviar copias de las sentencias a la 
Presidencia de la República, al Congreso 
Nacional y a las entidades y organismos 
que tengan que ver con la decisión, de con-
formidad con el artículo 16 del Decreto 
número 2067 de 1991;

m) Expedir las certificaciones que le 
corresponda de acuerdo con la ley; 

n) Ejercer las demás funciones que le 
sean asignadas por la ley, por el reglamen-
to y por la Sala Plena de la Corte o por el 
Presidente.

CAPÍTULO VI
DE LA DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA
Art. 18.- Dirección Administrativa. Co-

rresponde a la Dirección Administrativa 
proveer todo lo necesario al normal y efi-
caz funcionamiento de la Corte, desde el 
punto de vista de administración de per-
sonal, de suministros, de presupuesto, de 
control interno, de capacitación y demás 
aspectos de gestión administrativa.

Esta Dirección estará a cargo del Di-
rector Administrativo.

Art. 19.- Del Director Administrativo. Co-
rresponde al Director Administrativo, bajo 
la dirección del Presidente de la Corte y si-
guiendo las directrices de la Sala Plena:

a) Servir de Jefe de Personal de la Cor-
te;

b) Preparar el anteproyecto de presu-
puesto y de plan de desarrollo de la Corte, 
con destino a la Dirección Nacional de Ad-
ministración de Justicia del Consejo Supe-
rior de la Judicatura;

c) Coordinar con la Dirección Nacio-
nal de Administración de Justicia todo lo 

relativo a la ejecución del presupuesto de la 
Corte y ejecutar aquellas partidas que se le 
asignen de conformidad con la ley;

d) Administrar los bienes y recursos 
destinados al funcionamiento de la Corte 
y responder por su correcta aplicación o 
utilización;

e) Responder por el manejo y legali-
zación de los recursos que se asignen a la 
Corte para ser ejecutados directamente por 
ella;

f) Llevar el inventario de elementos de 
dotación de la Corte y distribuirlos a los 
funcionarios y empleados de la misma;

g) Ejercer el control interno de la ges-
tión administrativa de la Corte, de confor-
midad con los métodos y procedimientos 
que establezca la misma en reglamentos;

h) Diseñar los planes de capacitación 
y adiestramiento del personal de la Corte;

i) Vigilar especialmente el cumplimien-
to y aplicación de las normas administrati-
vas relacionadas con la Corporación;

j) Cumplir y hacer cumplir a los subal-
ternos las órdenes que se reciban de la Sala 
Plena de la Corte, del Presidente o de los 
Magistrados;

k) Las demás que le atribuya la Sala Ple-
na.

Acuerdo 969 de 22 de noviembre de 
2000, de la Sala Administrativa del Con-
sejo Superior de la Judicatura. Artículo 1° 
Crea la Coordinación administrativa de la 
Corte Constitucional. Artículo 2° Estable-
ce las funciones. Artículo 3° Establece la 
estructura y planta de personal. Artículo 
4° Provisión de la estructura. Artículo 5° 
Funciones de los cargos. Artículo 6° Su-
presión de cargos.

CAPÍTULO VII
DE LA RELATORÍA

Art. 20.- De la Información. La Relatoría 
tendrá una sección de información al ser-
vicio de los Magistrados, de sus empleados 
y del público.
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Los libros y documentos sólo podrán 
consultarse dentro de las oficinas de la Re-
latoría, pero los Magistrados podrán reti-
rarlos, siempre que dejen recibo firmado 
por ellos o por los Magistrados Auxiliares. 
El recibo se cancelará cuando el libro o do-
cumento sea devuelto.

Art. 21.- Sistemas y base de datos. Se dise-
ñará y pondrá en funcionamiento un siste-
ma de información y una base de datos por 
computador, compatibles con las normas 
técnicas oficiales.

Art. 22.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. De la Relatoría. Son fun-
ciones de la Relatoría, que ejercerá bajo la 
dirección del Presidente:

a) Elaborar una descripción del proble-
ma jurídico y de la ratio decidendi de las 
providencias de la Corte Constitucional;

b) Elaborar líneas jurisprudenciales;
c) Publicar en el medio de difusión ofi-

cial de la Corte Constitucional todas las de-
cisiones de la Corporación;

d) Elaborar y publicar el índice conten-
tivo de las disposiciones declaradas exequi-
bles o inexequibles, así como de las provi-
dencias de tutela y de aclaración de fallos.

Corresponde al Relator, respecto del 
manejo de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional:

1. Recibir, relacionar y clasificar las pro-
videncias proferidas por la Corte.

2. Editar periódicamente el boletín en 
relación con las decisiones sobre la acción 
de tutela, para su distribución interna entre 
los Magistrados.

3. Elaborar trimestralmente índices al-
fabéticos.

4. Realizar la sistematización de la juris-
prudencia en coordinación con el Jefe de 
sistemas de la Corporación.

5. Atender a todos los usuarios que 
consulten las decisiones de la Corte Cons-
titucional.

6. Apoyar a la Unidad de Análisis y Se-
guimiento en particular en lo que corres-
ponda a la elaboración de estadísticas.

7. Las demás que le asigne la Sala Plena.
CAPÍTULO VIII

DE LA BIBLIOTECA
Art. 23.- De la Biblioteca. Corresponde a 

la biblioteca, bajo la dirección de la Presi-
dencia, guardar, conservar y clasificar toda 
la información bibliográfica, por cualquier 
medio técnico de comunicación y obtener 
la información y documentación que no se 
encuentre en la Biblioteca, a solicitud de 
los Magistrados, directamente o por con-
ducto de los Magistrados Auxiliares.

Deberá además colaborar con el Rela-
tor en la elaboración e implementación de 
tesauros.

La Biblioteca y el archivo de la Cor-
te, del cual hacen parte los archivos de la 
Asamblea Nacional Constituyente y de la 
Comisión Especial Legislativa, estarán a 
cargo del Bibliotecólogo.

El Bibliotecólogo tendrá además las 
funciones que le asigne la Sala Plena.

Acuerdo 1717 de 12 de febrero de 
2003, “por el cual se crea la Biblioteca Enri-
que Low Murtra y se adscribe al Centro de 
Documentación Sociojurídica de la Rama 
Judicial (Cendoj) de la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura”.

CAPÍTULO IX
DE LAS SESIONES

Art. 24.- Convocatoria de las sesiones. Las 
sesiones requieren convocatoria. Las sesio-
nes serán ordinarias o extraordinarias. Las 
primeras se efectuarán preferencialmente 
los días miércoles de cada semana, a las 
nueve de la mañana o en el día que para el 
efecto decida la Sala Plena. La convocación 
para las segundas la hará el Presidente por 
su iniciativa o a instancia del Vicepresiden-
te o por este en ausencia de aquel, o cuan-
do lo soliciten por lo menos dos Magistra-
dos, siempre que, en este caso, se indique el 
objeto de la sesión.

Esta convocación se hará por escrito 
en el que se mencionará lugar, fecha, hora 
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y objeto de la sesión. En caso de urgencia, 
la citación podrá ser verbal, de lo cual se 
dejará testimonio en el acta.

No serán válidas las determinaciones 
que se adopten en sesión para la que no 
hayan sido debidamente convocados los 
Magistrados, salvo que, hallándose todos 
presentes, acuerden sesionar.

Art. 25.- Orden del Día. Se entiende por 
Orden del Día la serie de asuntos que se 
someten en cada sesión al conocimiento y 
discusión de la Sala Plena de la Corte. El 
Orden del Día será enviado previamente a 
los Magistrados.

Art. 26.- Fijación del Orden del Día. El 
Orden del Día será fijado por el Presidente 
de la Corte observando las siguientes re-
glas:

1ª. Figurará en él, en primer lugar, la 
lectura del acta de la sesión anterior, copia 
de la cual se entregará previamente a los 
Magistrados.

2ª. Luego se abordará el estudio de los 
asuntos constitucionales en el mismo or-
den establecido en el artículo 41 de este 
Reglamento.

3ª. Vendrán luego los temas jurisdiccio-
nales de competencia de la Sala Plena, los 
negocios administrativos que deban ser co-
nocidos o decididos por la Corte y ensegui-
da la elección de los funcionarios y emplea-
dos, para la cual se hubiere convocado con 
la antelación señalada en el Reglamento.

4ª. Se incluirán seguidamente los infor-
mes de comisiones especiales designadas 
por el Presidente.

5ª. Lo que propongan los Magistrados.
Art. 27.- Modificación del Orden del Día. 

El Orden del Día no podrá ser alterado 
sino por proposición que reciba el voto de 
la mayoría de los Magistrados asistentes. 
Decidido el punto objeto de la alteración, 
se volverá al orden primitivo.

Parágrafo. Cuando la naturaleza del 
asunto que deba tratarse así lo requiera, el 
Presidente de la Corte podrá adicionar o 

alterar el Orden del Día, sin sujeción a lo 
establecido en este artículo.

Art. 28.- Continuidad. Cuando en una 
sesión no se hubiere agotado el Orden del 
Día señalado para ella, en el de la siguiente, 
después de la consideración del acta de la 
anterior, figurarán en primer término los 
negocios que quedaron pendientes.

Art. 29.- Inicio y duración. Se abrirá la se-
sión tan pronto como haya quórum. Leído 
el Orden del Día, se considerará el acta de 
la sesión anterior. Las sesiones no se pro-
longarán más de cuatro horas, salvo que la 
Sala Plena decida declararse en sesión per-
manente.

Art. 30.- Intervenciones. En las delibera-
ciones el Presidente concederá la mayor 
amplitud a quienes deseen intervenir. Em-
pero, si fuere indispensable por razones de 
evidente urgencia, el número de interven-
ciones podrá limitarse a dos para cada Ma-
gistrado y a veinte minutos cada una.

Art. 31.- Copias. Copias del texto de los 
proyectos de sentencia y demás providen-
cias y del respectivo expediente, se entre-
garán a cada uno de los Magistrados de la 
respectiva Sala con anticipación a la fecha 
de la correspondiente sesión.

Esta tarea corresponde al Secretario, 
a quien el ponente entregará un ejemplar 
para que reproduzca las copias correspon-
dientes.

Art. 32.- Conceptos. Los Magistrados po-
drán hacer llegar al ponente sus conceptos 
sobre el asunto objeto de estudio, para que 
este los evalúe y, si lo considera pertinen-
te, los tenga en cuenta para la elaboración 
del proyecto de sentencia. Para tales fines, 
el Magistrado que lo estime a bien, podrá 
solicitar copia de cualquier documento que 
repose en el expediente.

Entre la presentación del proyecto de 
fallo y la deliberación de la Corte deberán 
transcurrir por lo menos cinco días, salvo 
cuando se trate de decidir sobre objeciones 
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a proyectos de ley o en casos de urgencia 
nacional.

Lo mismo se hará en relación con los 
informes especiales de comisión y demás 
documentos que deban ser considerados.

Art. 33.- Modificado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Observaciones a los 
proyectos de constitucionalidad o de asun-
tos sometidos a conocimiento de la Sala 
Plena. Antes de la discusión de los asuntos 
de constitucionalidad o de aquellos some-
tidos a conocimiento de la Sala Plena, los 
Magistrados titulares tendrán un plazo de 
diez días calendario contados a partir de la 
entrega de copia del proyecto de fallo, para 
formular observaciones por escrito en for-
mato unificado.

Art. 34.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Reglas para las delibera-
ciones. El estudio en Sala de las ponencias 
de fallo se sujetará a las siguientes reglas:

1ª. El autor del proyecto por discutirse 
hará una explicación oral de su contenido.

2ª. Si hubiere varios estudios o infor-
mes, se procederá de igual manera, en or-
den alfabético de apellidos de sus autores.

3ª. Los magistrados expondrán oral-
mente o leerán las razones de su opinión.

4ª. El Presidente concederá la palabra 
por turno riguroso a quienes deseen pre-
sentar sus observaciones.

5ª. Antes del cierre del debate o de 
decidir sobre suficiente ilustración y en 
cuanto los términos lo permitan, cualquier 
Magistrado podrá solicitar en rotación el 
proceso en estudio, por un lapso no mayor 
de ocho días, durante los cuales, se suspen-
derá la discusión.

Se entenderá agotado el debate cuando, 
oídos los que quisieron intervenir y, anun-
ciado por el Presidente que va a cerrarse la 
discusión, ningún Magistrado pida la pala-
bra para continuarla. Entonces el Presiden-
te la declarará cerrada.

6ª. Terminado el debate, se hará la vo-
tación, primero sobre la parte resolutiva y 
después sobre la motiva o sobre las conclu-
siones del informe.

La parte resolutiva requerirá para su 
aprobación la mayoría absoluta de los vo-
tos de los Magistrados. La parte motiva se 
podrá aprobar por mayoría relativa. Para 
aprobar los informes de comisión y demás 
documentos se requerirá mayoría absoluta.

7ª. Cuando en materia constitucional 
haya varios estudios en discusión, cerrada 
esta, se votará en primer lugar el del po-
nente y si fuere negado se abrirá la vota-
ción sobre el o los que le siguen, en el or-
den indicado en la regla segunda.

8ª. Cuando el proyecto o estudio tenga 
la mayoría legal de los votos de los Magis-
trados pero no la unanimidad, a cada uno 
de los disidentes se le concederá el plazo 
de cinco días para aclarar o salvar su voto, 
contados a partir del día siguiente a la re-
cepción en su despacho de la copia de la 
providencia respectiva.

Si el proyecto principal no obtiene en la 
Sala ese mínimo de votos, el proceso pasa-
rá al magistrado que corresponda en orden 
alfabético de apellido entre el grupo de los 
magistrados mayoritario, para que redacte 
el nuevo proyecto o el fallo definitivo, en 
el que se exponga la tesis de la mayoría. El 
magistrado ponente original podrá con-
servar la ponencia cuando concurra con 
la mayoría en las decisiones principales del 
fallo.

Cuando como consecuencia de las de-
liberaciones hayan de efectuarse ajustes a 
la ponencia, el magistrado sustanciador 
dispondrá de diez días para depositar en la 
Secretaría el texto definitivo.

Art. 35.- Votaciones. Las votaciones se-
rán ordinarias, nominales y secretas. Las 
votaciones ordinarias se efectúan con cual-
quier manifestación externa inequívoca 
que indique asentimiento o negación por 
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parte de los Magistrados, a la proposición 
interrogativa presentada por el Presidente. 
Ésta indicará en cada caso la forma de di-
cha manifestación.

En las votaciones nominales el Secre-
tario llamará a lista y cada Magistrado, al 
ser nombrado, expresará su voto diciendo 
únicamente sí o no, según sea su voluntad. 
El resultado se publicará en el acta. Estas 
votaciones sólo se llevarán a cabo cuando 
lo solicite algún Magistrado.

Las votaciones secretas se harán me-
diante papeleta. Tendrán lugar únicamente 
en caso de elecciones.

Abierta la votación de cualquier clase, 
le está prohibido a los Magistrados aban-
donar el salón de sesiones, salvo autoriza-
ción de la Sala.

Solamente podrán depositar su voto 
los Magistrados que estén presentes al mo-
mento de realizarse dicho acto.

Art. 35A.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Expedición y firma de 
providencias. Una vez adoptada la decisión 
por la Sala Plena, el Presidente procederá a 
comunicar a la opinión pública el sentido 
del fallo, a más tardar al día siguiente en 
que fue proferido. En la comunicación se 
señalará el sentido del voto de los magis-
trados disidentes y de quienes lo aclaren, 
sin perjuicio de que acompañen en el mis-
mo término las razones que justifican su 
posición.

Las providencias deberán ser firma-
das en un término máximo de quince días 
contado desde el momento en que se dio a 
conocer a la opinión pública el sentido del 
fallo, salvo que el Magistrado Ponente jus-
tifique ante la Sala Plena su ampliación, por 
razones vinculadas con cambios sustan-
ciales al proyecto original. En este último 
caso, la recolección de firmas no podrá su-
perar un término adicional de treinta días.

Una vez se cumpla lo dispuesto en los 
incisos anteriores se procederá inmediata-

mente a su publicación y notificación, con 
excepción de los fallos de tutela, en los que 
esta última actuación, se surtirá de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 36 del De-
creto 2591 de 1991.

Art. 36.- Actas. De todo lo acontecido 
en la sesión se dejará resumen en el acta. 
De las exposiciones de los Magistrados se 
hará otro tanto, si éstos lo exigen y las pre-
sentan por escrito.

Art. 37.- Reserva. Las deliberaciones de 
la Sala Plena serán reservadas, sin perjuicio 
de las audiencias de que trata el Decreto 
número 2067 de 1991. La divulgación del 
sentido de los proyectos o de las providen-
cias que se tomen en la Sala Plena, antes 
de que éstos sean firmados por todos los 
Magistrados, constituye falta grave sancio-
nable con arreglo a la ley.

CAPÍTULO X
DEL PROGRAMA DE TRABAJO Y 

REPARTO
Art. 38.- Modificado por el Acuerdo 01 de 

30 de abril de 2015. Programas de Trabajo 
y Reparto. La Corte aprobará en Sala Ple-
na, el programa de trabajo y reparto de los 
asuntos de constitucionalidad sometidos a 
su consideración, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 3o del Decreto 
número 2067 de 1991.

En el programa de trabajo y reparto 
también se incluirán los conflictos de com-
petencia, los incidentes de nulidad y demás 
asuntos que deban ser resueltos en Sala 
Plena.

Art. 39.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Preparación del Progra-
ma de Trabajo y Reparto. Los asuntos de 
constitucionalidad y otros sometidos a co-
nocimiento de la Sala Plena, que se reciban 
después de haberse aprobado el programa 
de trabajo y reparto, permanecerán en la 
Secretaría de la Corte para ser clasificados 
conforme a lo dispuesto en este artículo, 



LEGISLACION COMPLEMENTARIA

a fin de incluirlos en el programa que co-
rresponda.

La Secretaría General de esta Corpora-
ción tendrá a su cargo la clasificación pre-
via de dichos asuntos y deberá presentar a 
la Sala Plena, un proyecto de programa de 
trabajo y reparto elaborado de acuerdo con 
los criterios señalados en este Reglamento.

El Secretario General desempeñará 
esta función bajo la dirección del Presiden-
te, con quien deberá reunirse previamente 
a la sesión de Sala Plena en que deba con-
siderarse y aprobarse el respectivo progra-
ma.

Art. 40.- Contenido del Programa. El pro-
grama de trabajo y reparto contendrá, con 
indicación de fechas de reparto, la enume-
ración de los asuntos que deban someterse 
a su trámite. Los repartos correspondien-
tes se efectuarán durante las reuniones or-
dinarias de Sala Plena que tengan lugar en 
el respectivo período.

Art. 41.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Criterios para elaborar 
los Programas. Por regla general, los asun-
tos constitucionales y otros sometidos a 
conocimiento de la Sala Plena se incluirán 
en los programas de trabajo y reparto en 
el mismo orden sucesivo de su recibo en 
la Corte.

Se exceptúan de lo anterior, en forma 
concurrente y excluyendo los negocios or-
dinarios si fuere necesario, los siguientes 
asuntos:

a) Los indicados en los numerales 1, 2, 
3, 6, 7, 8 y 10 del artículo 241 de la Cons-
titución;

b) Las demandas de inconstitucionali-
dad que se refieran a asuntos calificados de 
urgencia nacional, a juicio de la Sala Plena 
de la Corte, la cual deberá pronunciarse 
por mayoría absoluta;

c) Los incidentes de nulidad o solici-
tudes de aclaración, cuya sustanciación se 
asignará directamente al Magistrado Po-
nente del proceso.

Art. 42.- Criterios para reparto equitativo. 
La Sala Plena adoptará criterios y procedi-
mientos para que en la práctica concreta, el 
reparto de negocios entre los Magistrados 
sea equitativo. Para tal efecto, se tendrán en 
cuenta entre otros, los siguientes factores:

1. Número de normas demandadas, 
complejidad del asunto o ambos factores.

2. Número de temas que ameriten in-
vestigación, complejidad de los mismos o 
ambos factores.

3. Requerimientos normales de horas 
de trabajo del despacho, determinados en 
función de la investigación exigida y de los 
recursos existentes.

4. Necesidad de pruebas.
5. Inadmisiones o rechazos previsibles.
6. Especialidad de los asuntos.
7. Eventuales ventajas comparativas.
8. Urgencia de su tratamiento.
9. Posibilidad de ponencia múltiple.
Art. 43.- Modificación del Programa. El 

programa de trabajo y reparto podrá ser 
modificado por la Sala Plena de la Corte 
por razones de urgencia, calificada por la 
mayoría absoluta.

Art. 44.- Publicidad. El programa de 
trabajo y reparto debidamente actualizado 
permanecerá en la Secretaría General para 
consulta de los ciudadanos.

CAPÍTULO XI
DE LA ADICIÓN DE LA DEMANDA Y 

ACUMULACIÓN DE PROCESOS
Art. 45.- Oportunidad. El Magistrado 

Sustanciador solo considerará las adiciones 
a la demanda que se presenten antes de que 
el expediente ingrese en virtud de reparto a 
su despacho. Con tal fin, la Secretaría Ge-
neral de la Corte rendirá informe sobre las 
adiciones que sean presentadas oportuna-
mente.

Art. 46.- Trámite. En desarrollo del artí-
culo 6o del Decreto número 2067 de 1991 
y al momento de decidir sobre la admisión 
de la demanda, el Despacho del Magistra-
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do Sustanciador podrá ordenar al actor que 
integre la adición en un solo escrito, para 
los efectos de la corrección de la demanda.

Art. 46A.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Pronunciamiento sobre 
admisibilidad. Vencido el término para co-
rregir la demanda y una vez el proceso de 
constitucionalidad sea entregado al despa-
cho del magistrado sustanciador, este de-
berá decidir sobre su admisión o rechazo 
en el término máximo de diez días.

Art. 47.- Acumulación. Sólo podrán acu-
mularse aquellos procesos que se incluyan 
en el respectivo programa mensual de tra-
bajo y reparto, siempre y cuando la pro-
puesta de acumulación se justifique en los 
términos del artículo 5o del Decreto nú-
mero 2067 de 1991, sea formulada al mo-
mento de someterse al referido programa 
a consideración de la Sala Plena y esta la 
apruebe.

No habrá recurso alguno contra la de-
cisión tomada por la Sala Plena sobre acu-
mulación de procesos.

CAPÍTULO XII
DEL RECURSO DE SÚPLICA

Art. 48.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Trámite de los recursos 
de súplica. Los recursos de súplica que ins-
tauren los ciudadanos contra autos profe-
ridos por los Magistrados se someterán al 
siguiente trámite:

1. El recurso de súplica deberá interpo-
nerse dentro de los tres días siguientes a la 
notificación de la providencia objeto de él.

2. Recibido el recurso en la Secretaría 
General de la Corte, se entregará al Magis-
trado que siga en orden alfabético al que 
profirió la providencia impugnada, para 
que elabore y registre ponencia dentro de 
los diez días siguientes.

3. Elaborada y registrada la ponencia, 
se someterá a deliberación en la siguiente 
sesión ordinaria, para que sea aprobada a 

más tardar en la subsiguiente sesión ordi-
naria.

4. El Magistrado autor de la providen-
cia objeto de súplica no participará en las 
deliberaciones de la Sala Plena durante las 
cuales se debate el tema, ni podrá votar so-
bre la decisión correspondiente. No obs-
tante ello, si a bien tuviere, podrá ser oído 
en exposición inicial y única, luego de lo 
cual se retirará.

5. Se entenderá aprobada la ponencia 
con la mayoría absoluta de los Magistrados 
y, en caso de empate, se sorteará un con-
juez para dirimirlo.

6. En caso de que la ponencia no fuere 
aprobada, se designará por sorteo entre los 
Magistrados de la mayoría, aquel a quien 
corresponda redactar la nueva ponencia, la 
cual se someterá en su trámite a lo previsto 
en los numerales 1, 2 y 3 de este mismo 
artículo.

7. Decidido el recurso por la Corte, si el 
auto objeto del mismo fuere confirmado, 
se le dará cumplimiento. Si fuere revoca-
do, proseguirá el proceso de constitucio-
nalidad bajo la conducción del Magistrado 
Sustanciador inicial.

CAPÍTULO XIII
DEL PROCESO DE SELECCIÓN Y  

REVISIÓN EVENTUAL DE LAS  
SENTENCIAS DE TUTELA 

SECCIÓN I
DE LOS PRINCIPIOS Y CRITERIOS 

ORIENTADORES DEL PROCESO DE 
 SELECCIÓN

Art. 49.- Modificado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Principios del pro-
ceso de selección. El proceso de selección 
de fallos de tutela estará orientado por el 
respeto de los siguientes principios cons-
titucionales: transparencia, moralidad, ra-
cionalidad, eficacia, publicidad, autonomía 
judicial, economía procesal, celeridad, im-
parcialidad y seguridad jurídica.
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Art. 49A.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Criterios Orientadores 
de Selección. Sin perjuicio del carácter dis-
crecional de la selección de fallos de tutelas 
y ante la inexistencia constitucional de un 
derecho subjetivo a que un determinado 
caso sea seleccionado, la Corte se guiará 
por los siguientes criterios orientadores:

Criterios objetivos: unificación de juris-
prudencia, asunto novedoso, necesidad de 
pronunciarse sobre una determinada línea 
jurisprudencial, exigencia de aclarar el con-
tenido y alcance de un derecho fundamen-
tal, posible violación o desconocimiento de 
un precedente de la Corte Constitucional;

b) Criterios subjetivos: urgencia de pro-
teger un derecho fundamental o la necesi-
dad de materializar un enfoque diferencial;

c) Criterios complementarios: lucha 
contra la corrupción, examen de pronun-
ciamientos de instancias internacionales 
judiciales o cuasi judiciales, tutela contra 
providencias judiciales en los términos de 
la jurisprudencia constitucional; preserva-
ción del interés general y grave afectación 
del patrimonio público.

Estos criterios de selección, en todo 
caso, deben entenderse como meramente 
enunciativos y no taxativos.

Parágrafo. En todos los casos, al aplicar 
los criterios de selección, deberá tenerse 
en cuenta la relevancia constitucional del 
asunto, particularmente tratándose de ca-
sos de contenido económico.

SECCIÓN II
DEL PROCESO DE SELECCIÓN DE 

CASOS DE TUTELA
Art. 49B.- Adicionado por el Acuerdo 01 

de 30 de abril de 2015. Ruta existente para 
la selección de un caso. Un fallo de tute-
la podrá ser eventualmente seleccionado, 
cuando ha sido puesto a consideración de 
la Sala de Selección por cualquiera de las 
siguientes vías:

a) Preselección por la Unidad de Análi-
sis y Seguimiento de Tutelas o por uno de 
los Magistrados que integran la Sala de Se-
lección, con base en reseñas esquemáticas;

b) Presentación de una solicitud ciuda-
dana a la Sala de Selección;

c) Insistencia.
La fecha de las Salas de Selección y el 

rango de expedientes en estudio se fijarán 
en la Secretaría General y se publicarán en 
la página web de la Corporación.

Art. 49C.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Unidad de Análisis y 
Seguimiento al Proceso de Selección. Con-
fórmese una Unidad de Análisis y Segui-
miento al Proceso de Selección de Tutelas, 
integrada por nueve (9) miembros desig-
nados uno por cada Despacho, más un 
coordinador designado por la Presidencia, 
quienes de manera permanente y exclusiva, 
adelantarán las siguientes funciones:

a) Coordinar la integralidad del proce-
so de preselección de tutelas y aplicarle los 
principios y criterios orientadores;

b) Supervisar y aprobar el trabajo rea-
lizado por quienes realizan la práctica judi-
cial o judicatura para obtener el grado de 
abogado;

c) Unificar los parámetros internos 
para la elaboración y diligenciamiento de 
las reseñas esquemáticas que deberán tener 
en cuenta los criterios de selección de tute-
las y las metodologías a seguir (Cuadros de 
Apoyo). Estas directrices podrán ser modi-
ficadas por la Unidad de Seguimiento, pre-
via aceptación de una nueva metodología 
avalada por la Sala Plena;

d) Realizar un seguimiento diario de la 
elaboración de reseñas esquemáticas y cua-
dros de apoyo, para garantizar el cumpli-
miento del trabajo y las descargas a tiempo 
para las salas de selección;

e) Proponer métodos unificados de ca-
pacitación y generar, con la aprobación de 
la Sala Plena, documentos, textos o audio-
visuales que faciliten dicha labor;
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f) Velar por el mejoramiento de las con-
diciones y ambiente de trabajo, proponien-
do las medidas necesarias a la Sala Plena;

g) Comunicar a los despachos los avan-
ces, retrocesos o dificultades encontradas 
en el proceso de preselección de tutelas;

h) Rendir informes periódicos a las 
respectivas Salas de Selección y Sala Plena 
sobre: (i) los principales temas sobre los 
que versan los expedientes de tutela que 
llegan a la Corte; (ii) identificar los pro-
blemas jurídicos más relevantes sobre la 
interpretación de un determinado derecho 
fundamental o el funcionamiento de la jus-
ticia constitucional; (iii) poner de presente 
la existencia de situaciones estructurales o 
coyunturales que afecten a un número im-
portante de poblaciones vulnerables; (iv) 
detectar problemas en los procedimientos 
de selección implementados y proponer 
directrices y recomendaciones puntuales a 
la Sala Plena y (v) alertar sobre eventuales 
casos de corrupción relacionados con la 
concesión de amparos;

i) Generar estadísticas, que permitan 
identificar dentro de los procesos de selec-
ción, entidades que reinciden en la vulne-
ración de derechos fundamentales, signifi-
cativos problemas jurídicos del Estado que 
deban ser analizados, temas novedosos que 
deban ser seleccionados, entre otros;

j) Realizar el estudio necesario para la 
consolidación de las líneas y reglas juris-
prudenciales sobre los diferentes derechos 
fundamentales y asuntos de tutela, para 
revisión de la Sala Plena y eventual publi-
cación en la página web de la Corte Cons-
titucional;

k) Informar a la Sala Plena respecto de 
los expedientes de tutela que desconozcan 
la jurisprudencia de esta Corporación, con 
el fin de que adopte las medidas legales 
pertinentes o profiera sentencias con efec-
tos extensibles a casos semejantes.

Para el cumplimiento de estas funcio-
nes, la Unidad de Análisis y Seguimiento al 

Proceso de Selección contará con el apoyo 
de la Relatoría, la Oficina de Sistemas y la 
Oficina de Prensa de la Corte Constitucio-
nal.

Art. 49D.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Sala de Selección de 
Tutelas. Cada mes la Sala Plena de la Cor-
te Constitucional designará a dos de sus 
integrantes para conformar la Sala de Se-
lección de Tutelas, en forma rotativa y por 
sorteo. Para agotar la lista, se partirá del 
magistrado que no haya sido sorteado.

La Secretaría General informará de in-
mediato a la Unidad de Análisis sobre las 
acciones de tutela que tengan que someter-
se a consideración de dicha Sala, solicitu-
des de insistencia y solicitudes de los ciuda-
danos presentadas para revisión. De igual 
manera, con antelación a la realización de 
la Sala de Selección, la Unidad de Análisis 
y Seguimiento rendirá su respectivo infor-
me, cuyo insumo serán las reseñas esque-
máticas que elabore el personal asignado 
por los respectivos despachos, cuadros de 
apoyo, insistencias y peticiones ciudadanas.

Los asuntos seleccionados por la res-
pectiva Sala, serán sorteados entre los Ma-
gistrados de la Corte de manera rotativa y 
por orden alfabético de apellidos, quienes 
integrarán para resolverlos, las respectivas 
Salas de Revisión.

La facultad discrecional con que cuenta 
la Sala de Selección, se ejercerá de confor-
midad con los principios y criterios orien-
tadores. En tal virtud, las peticiones que se 
reciban de personas interesadas en que se 
revise un fallo de tutela, serán respondidas 
por el Secretario General de la Corpora-
ción, de conformidad con lo ordenado por 
la Sala.

De la misma manera, se procederá en 
caso de petición de insistencia de los par-
ticulares en la revisión de un fallo excluido 
de revisión, la cual es facultativa del De-
fensor del Pueblo, del Procurador General 
de la Nación, de la Agencia Nacional de 
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Defensa Jurídica del Estado o de un Magis-
trado de la Corte Constitucional.

En el texto del Auto de Selección se 
indicarán brevemente los criterios que fue-
ron empleados por la Sala para la escogen-
cia de las tutelas para selección, sin nece-
sidad de motivar cada decisión particular. 
En el evento de no alcanzarse un acuerdo 
sobre la selección de un caso, este no será 
seleccionado.

Cuando un Magistrado de la Sala de 
Selección manifieste un impedimento para 
resolver sobre la selección de un caso, de-
cidirá el Magistrado que no esté impedido.

Las decisiones adoptadas por la Sala de 
Selección no admiten recurso alguno.

En el Auto de la Sala de Selección se 
relacionarán las insistencias y las peticiones 
ciudadanas presentadas dentro del rango 
correspondiente. Dicho auto deberá noti-
ficarse dentro de los diez (10) días hábiles 
siguientes a la celebración de la Sala de Se-
lección y será publicado en la página web 
de la Corte Constitucional.

Las deliberaciones de la Sala de Selec-
ción y sus Actas son reservadas. Se invitará 
a presenciar tales sesiones a la Procuradu-
ría General de la Nación y a la Defensoría 
del Pueblo.

Queda prohibido a cualquier Magis-
trado, funcionario o empleado de la Corte 
Constitucional incidir indebidamente o in-
tentar hacerlo, en la selección de cualquier 
expediente. Quien tenga conocimiento de 
esta práctica deberá informarlo de inme-
diato a las autoridades competentes.

Ningún Magistrado podrá, durante la 
Sala de Selección, decidir sobre su propia 
insistencia, ni le podrá ser repartido el ex-
pediente en caso de ser seleccionado.

Art. 50.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Salas de Revisión de Tu-
telas. A medida que se repartan los proce-
sos de tutela se irán conformando las Salas 
de Revisión, una por cada reparto, así: El 
Magistrado a quien corresponda alfabéti-

camente recibirlo, presidirá la Sala confor-
mada con los dos Magistrados que le sigan 
en orden. La Sala decidirá por mayoría ab-
soluta y el Magistrado disidente podrá sal-
var o aclarar su voto.

Los procesos de tutela deberán ser de-
cididos en el término máximo de tres me-
ses. Con tal propósito, el Magistrado Sus-
tanciador deberá presentar el proyecto de 
fallo a los demás Magistrados que integran 
la Sala de Revisión para que formulen sus 
observaciones, por lo menos quince (15) 
días antes de su vencimiento.

Ocurrido lo anterior, los Magistrados 
Titulares tendrán un plazo de cinco (5) 
días, contados a partir de la entrega del 
proyecto, para formular observaciones por 
escrito.

Los Magistrados que integran la Sala de 
Revisión deberán adoptar una decisión de-
finitiva sobre el caso, sin superar el término 
máximo de tres meses al que se refiere el 
inciso segundo de este artículo. Adoptada 
la decisión, se procederá a la firma de la 
providencia dentro de los cinco (5) días há-
biles siguientes, luego de lo cual los magis-
trados disidentes elaborarán el salvamento 
o aclaración de voto, en los términos dis-
puestos en el numeral 8 del artículo 34 de 
este reglamento.

Art. 51.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Insistencia. Además de 
los treinta días de que dispone la Sala de 
Selección y en virtud de lo dispuesto por 
el artículo 33 del Decreto número 2591 de 
1991, cualquier Magistrado titular o direc-
tamente el Procurador General de la Na-
ción, el Defensor del Pueblo o la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
podrá insistir en la selección de una o más 
tutelas para su revisión, dentro de los quin-
ce (15) días calendario siguientes a la fecha 
de notificación por estado del auto de la 
Sala de Selección.

Las insistencias presentadas por los 
Magistrados deberán ceñirse a los princi-
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pios y criterios que orientan el proceso de 
selección.

Los textos de todas las insistencias se-
rán publicados en la página web de la Cor-
te Constitucional, una vez recibidas por la 
Secretaría General. En caso de que el ex-
pediente sea seleccionado, en la sentencia 
se hará referencia al contenido de la insis-
tencia.

Art. 52.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Trámite de la insistencia. 
Recibida la solicitud, la Sala de Selección de 
turno entrará a reexaminar, en los términos 
y por las causales previstas en el artículo 33 
del Decreto número 2591 de 1991, la tutela 
objeto de insistencia. Si encuentra proce-
dente la selección, así lo hará y dispondrá 
su reparto. Si la decisión fuere negativa, se 
informará de ello al solicitante dentro de 
los tres (3) días siguientes. Contra las deci-
siones de selección no procederá recurso 
alguno.

En el trámite se tendrán en cuenta las 
restricciones previstas anteriormente.

Art. 53.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Cambio de jurispruden-
cia. En caso de cambio de jurisprudencia, 
en un término no mayor de dos (2) me-
ses contados desde el momento en que la 
Secretaria General entregó el expediente 
al despacho, el Magistrado Sustanciador 
deberá poner a consideración de la Sala 
Plena la posibilidad de que esta asuma el 
conocimiento del asunto. La Sala decidirá 
en dicha sesión o en la siguiente si avoca 
su estudio.

Las propuestas que sobre el tema rea-
lice un Magistrado, deberán ser someti-
das junto con las ponencias respectivas, a 
consideración y análisis de la Sala Plena, si 
así lo solicita, para lo cual registrará en la 
Secretaría oportunamente, el correspon-
diente escrito sustentatorio. En este caso, 
el Magistrado comunicará al Presidente su 
propósito de intervenir de la manera indi-
cada, con el fin de que se prepare el debate.

A solicitud de cualquier Magistrado, 
para los efectos de cambio de jurispruden-
cia, la Sala Plena podrá decretar la celebra-
ción de una audiencia pública, con partici-
pación de personas y entidades nacionales 
y extranjeras convocadas para tal fin. Tal 
audiencia deberá realizarse con una antici-
pación no menor a diez días antes del ven-
cimiento del término para decidir.

Mientras la Sala Plena adopta la deci-
sión sobre cambio de jurisprudencia, se 
suspenderán los términos de los respec-
tivos procesos. En todo caso, el proceso 
deberá ser decidido en el término máximo 
de tres meses previstos para los casos de 
tutela, contado a partir del momento en 
que la Sala Plena asume la competencia. 
Sin perjuicio de lo anterior, el magistrado 
sustanciador deberá presentar y registrar el 
proyecto de fallo a la Sala de Plena por lo 
menos un mes antes del vencimiento del 
plazo para decidir.

Art. 54.- Comunicación de las sentencias de 
tutela. Todas las sentencias de la Corte so-
bre tutela deberán ser comunicadas inme-
diatamente al juez o Tribunal competente 
de primera y segunda instancia. Copia de 
ellas será suministrada a los demás Magis-
trados de la Corporación y a la Presidencia 
de la República.

Art. 54A.- Revisión por la Sala Plena. 
Modificado mediante Acuerdo 01 de 3 de 
diciembre de 2008, quedando en los si-
guientes términos: Artículo 54A.- Revisión 
por la Sala Plena. Cuando ajuicio de la Sala 
Plena, por solicitud de cualquier magistra-
do, un proceso de tutela dé lugar a un fallo 
de unificación de jurisprudencia o la trans-
cendencia del tema amerite su estudio por 
todos los magistrados, se dispondrá que la 
sentencia correspondiente sea proferida 
por la Sala Plena.

Adicionalmente, para los fines estable-
cidos en las normas vigentes, después de 
haber sido escogidos autónomamente por 
la Sala de Selección competente, los fallos 
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sobre acciones de tutela instauradas con-
tra providencias de la Corte Suprema de 
Justicia y del Consejo de Estado deberán 
ser llevados por el magistrado a quien le 
corresponda en reparto a la Sala Plena, la 
cual determinará si asume su conocimiento 
con base en el informe mensual que le sea 
presentado a partir de la Sala de Selección 
de marzo de 2009.

En tal evento, el Magistrado Ponente 
registrará en la Secretaría el proyecto de 
fallo respectivo y se procederá a cumplir 
el mismo trámite previsto por el artículo 
53 del Reglamento de la Corporación para 
el cambio de jurisprudencia, en materia de 
sentencias de revisión de tutela.

Art. 55.- Publicación de providencias. En la 
publicación de sus providencias, las Salas 
de la Corte o el Magistrado Sustanciador, 
en su caso, podrán disponer que se omitan 
nombres o circunstancias que identifiquen 
a las partes.

CAPÍTULO XIV
DECRETO Y PRÁCTICA DE PRUEBAS
Art. 56.- Modificado por el Acuerdo 01 de 

30 de abril de 2015. Pruebas en sede de con-
trol abstracto de constitucionalidad. Cuan-
do a juicio del Magistrado Sustanciador, 
sea pertinente decretar pruebas en cual-
quiera de los procesos de control abstracto 
de constitucionalidad, se ordenará que la 
fijación en lista del proceso, se haga una 
vez vencido el término probatorio y se ha-
yan recibido todas las pruebas solicitadas.

Art. 57.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Pruebas en revisión de 
tutelas. Con miras a la protección inmedia-
ta y efectiva del derecho fundamental vul-
nerado y para allegar al proceso de revisión 
de tutela elementos de juicio relevantes, el 
Magistrado Sustanciador, si lo considera 
pertinente, decretará pruebas. Una vez se 
hayan recepcionado, se pondrán a dispo-
sición de las partes o terceros con interés 
por un término no mayor a tres días para 

que se pronuncien sobre las mismas, plazo 
durante el cual el expediente quedará en la 
Secretaría General.

En el evento de decretar pruebas, la 
Sala respectiva podrá excepcionalmente 
ordenar que se suspendan los términos del 
proceso, cuando ello fuere necesario. En 
todo caso, la suspensión no se extenderá 
más allá de tres meses contados a partir del 
momento en que se alleguen las pruebas, 
salvo que por la complejidad del asunto, el 
interés nacional o la trascendencia del caso, 
sea conveniente un término mayor, que no 
podrá exceder de seis (6) meses, el cual de-
berá ser aprobado por la Sala de Revisión, 
previa presentación de un informe por el 
Magistrado Ponente.

Art. 58.- Práctica de pruebas. Bajo los 
apremios legales, si fuere el caso, en todos 
los procesos el Magistrado Sustanciador 
podrá insistir en la práctica de las pruebas 
decretadas y no recaudadas.

Cuando ocurrieren dilaciones injustifi-
cadas en el aporte de las pruebas pedidas 
por el Magistrado Sustanciador, éste podrá 
poner en conocimiento de ello a la Sala 
Plena o a la Sala de Revisión en su caso, 
para que se adopten las medidas pertinen-
tes.

Para efecto de la práctica de pruebas, el 
Magistrado Sustanciador podrá comisionar 
a los jueces y magistrados con jurisdicción 
en el lugar.

CAPÍTULO XV
DE LAS AUDIENCIAS PÚBLICAS Y 

CONCEPTOS
Art. 59.- Conducción de las audiencias. Las 

audiencias a que se refieren los artículos 12 
y 13 del Decreto número 2067 de 1991, 
serán presididas por el Magistrado Sustan-
ciador, de conformidad con las reglas con-
tenidas en los artículos siguientes.

Art. 60.- Convocación a audiencia. La Sala 
Plena de la Corte, a solicitud de cualquier 
Magistrado, por mayoría de los asistentes 
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y teniendo en cuenta los antecedentes del 
acto objeto de juzgamiento constitucional 
y la importancia y complejidad de los te-
mas, convocará a audiencia pública a las 
personas que deban intervenir en ellas de 
acuerdo con la ley y fijará su fecha, hora 
y lugar.

Las citaciones a las personas y la orga-
nización de la audiencia corresponderá al 
Magistrado Sustanciador.

Art. 61.- Apertura de audiencia e interven-
ciones. El Magistrado Sustanciador anuncia-
rá que se abre la audiencia y a continuación 
dará la palabra por una vez a las personas 
citadas. Podrá accederse a dos intervencio-
nes si así pareciere conveniente para mejor 
dilucidación del asunto.

Es potestativo del Magistrado limi-
tar en cada caso el tiempo de que pueden 
disponer los intervinientes para discurrir, 
habida consideración de la naturaleza y nú-
mero de los puntos que deben ser objeto 
del debate, el número de intervinientes y el 
grado de ilustración que la Sala Plena tenga 
sobre el asunto.

Art. 62.- Continuación de la audiencia. 
Cuando la audiencia no alcanzare a ter-
minarse en una sola sesión, el Magistrado 
Sustanciador señalará día y hora para con-
tinuarla.

Art. 63.- Terminación de la audiencia. Con-
cluidas las intervenciones, el Magistrado 
Sustanciador levantará la audiencia mani-
festándolo de viva voz.

Art. 64.- Grabación. De las disertaciones 
se hará grabación que el Secretario Gene-
ral utilizará como guía para la redacción del 
acta. La grabación se conservará como tes-
timonio de lo ocurrido.

Art. 65.- Escritos. En todo caso, dentro 
de los tres días siguientes a la terminación 
de la audiencia, quienes en ella hayan inter-
venido, deberán presentar resumen escrito 
de su exposición, el que, junto con el acta, 
se agregará al expediente.

Art. 66.- Conceptos sobre puntos relevantes. 
El Magistrado Sustanciador que invite a las 
personas relacionadas en el artículo 13 del 
Decreto número 2067 de 1991, las ilustrará 
mediante copia de la demanda y de otros 
documentos que el Magistrado considere 
pertinentes. Además informará al respecto 
a los otros Magistrados, con la debida an-
ticipación.

CAPÍTULO XVI
DE LOS FALLOS

Art. 67.- Vicios subsanables antes del fallo. 
Cuando la Sala Plena de la Corte, al exa-
minar proyectos de fallo sobre constitu-
cionalidad de actos, encuentre que estos 
adolecen de vicios de procedimiento sub-
sanables, ordenará devolverlos a la auto-
ridad que los profirió para que, dentro de 
un plazo máximo de treinta días, contados 
a partir del momento en que aquella esté 
en capacidad de corregirlos, enmiende el 
defecto observado, si fuere posible. Sub-
sanado el vicio o vencido el término, la 
Corte decidirá sobre la constitucionalidad 
del acto.

Si es el Magistrado Sustanciador quien 
advierte el vicio, en cualquier estado de 
proceso, lo hará conocer a la Sala Plena por 
conducto del Presidente, quien la convo-
cará para los fines del estudio correspon-
diente. En caso de verificarse la existencia 
del vicio subsanable, se seguirá el proce-
dimiento del inciso anterior; en caso con-
trario, se devolverá el asunto al respectivo 
Magistrado para que continúe el trámite.

Mientras se surte el procedimiento pre-
visto en este artículo se suspenderán los 
términos.

Art. 68.- Cosa juzgada relativa. Si el fallo 
de la Corte, al resolver sobre las demandas 
de constitucionalidad, señalare de manera 
expresa que los efectos de la cosa juzgada 
se aplican solo respecto de las disposicio-
nes constitucionales consideradas en aquel, 
el demandante tendrá diez días, contados 
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a partir de la notificación de la sentencia, 
para solicitar a la Corte cualquier aclara-
ción, de conformidad con el inciso final 
del artículo 21 del Decreto número 2067 
de 1991.

En caso de que el demandante hiciere 
uso oportuno de este derecho, el escrito 
correspondiente se repartirá al Magistra-
do ponente del fallo, quien, dentro de los 
diez días siguientes, elaborará el proyecto 
de sentencia y lo registrará para su estudio 
en Sala Plena. Esta resolverá sobre el mis-
mo y, si lo hallare pertinente, proferirá la 
sentencia aclaratoria por mayoría absoluta 
de votos.

Art. 69.- Aclaración de fallo. Recibido el 
negocio del juez para los fines del artículo 
24 del Decreto número 2067 de 1991, el 
Presidente lo repartirá en orden alfabético 
de apellidos y a la suerte, de acuerdo con el 
programa de trabajo y reparto, en la forma 
dispuesta por el artículo 41 de este Regla-
mento.

El Magistrado Sustanciador registrará 
el proyecto de decisión dentro de un térmi-
no de diez días, al cabo de los cuales, la Sala 
Plena tendrá diez días para decidir. [El artí-
culo 24 del Decreto número 2067 de 1991 
fue declarado inexequible por la Sentencia 
C-113 de 1993, M. P. Jorge Arango Mejía].

CAPÍTULO XVII
DE LAS DECISIONES SOBRE EXCUSAS 

PARA COMPARECER AL CONGRESO
Art. 70.- Reparto. El asunto que llegue a 

la Corte, para resolver sobre comparecen-
cia de personas naturales o jurídicas ante 
las Comisiones permanentes del Congreso 
de la República de que trata el artículo 137 
de la Constitución Nacional, se someterá al 
trámite ordinario de reparto de negocios, 
en orden alfabético de apellidos de los Ma-
gistrados y al azar.

Art. 71.- Citación y derecho de defensa. El 
Magistrado Sustanciador dentro de los 
cinco días siguientes al reparto, citará a las 

personas naturales o a los representantes 
legales de las personas jurídicas que se ex-
cusaren de asistir a la respectiva Comisión 
Permanente, para que den a la Sala Plena 
las explicaciones razonadas que a su juicio, 
justifiquen la excusa y puedan aportar las 
pruebas que sustenten su posición.

Art. 72.- Convocatoria a audiencia privada. 
El Presidente convocará a Sala Plena para 
oír a las mencionadas personas, el día que 
el Magistrado Sustanciador haya ordenado 
la comparecencia en cuestión. Este deberá 
informar al Presidente al respecto con la 
debida antelación.

Art. 73.- Proyecto de providencia. El Ma-
gistrado ponente registrará el proyecto de 
providencia dentro de los cinco días si-
guientes a la terminación de la audiencia, 
previa su distribución a los demás Magis-
trados.

Art. 74.- Decisión. La Sala Plena resolve-
rá en un plazo de diez días contados a par-
tir del día siguiente al registro del proyecto 
de providencia, bajo estricta reserva.

Art. 75.- Comunicación. Copia de la deci-
sión que adopte la Sala Plena sobre el parti-
cular, se enviará por la Secretaría General al 
Presidente de la respectiva Comisión Per-
manente del Congreso.

CAPÍTULO XVIII
DE LAS ELECCIONES

Art. 76.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Para el ejercicio de las 
facultades electorales previstas en los artí-
culos 254, 266, 267 inciso 5o de la Cons-
titución Política, el artículo 98 de la Ley 
Estatutaria de la Administración de Justicia 
y las demás que le sean asignadas por la 
Constitución y la ley, se tendrán en cuen-
ta los siguientes criterios: igualdad, celeri-
dad, pluralismo, imparcialidad, prevalencia 
de los criterios de mérito y capacidad, así 
como la transparencia y la publicidad de 
los procesos de selección.
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En desarrollo de las funciones señala-
das en este artículo, los procesos de selec-
ción deben estar sujetos, al menos, al cum-
plimiento de las siguientes reglas.

Art. 77.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. En el caso de procesos 
de elección asignados de forma directa al 
Presidente de la Corporación, este deberá 
sujetarse al criterio de la mayoría de los in-
tegrantes de la Sala Plena.

Parágrafo. En ningún caso el Presidente 
de la Corte Constitucional o alguno de los 
Magistrados de la Corporación podrá con-
ceder audiencias privadas a los aspirantes a 
los cargos en cuya provisión intervenga la 
Corte Constitucional o su Presidente.

SECCIÓN I
PARTICIPACIÓN DEL PRESIDENTE 

DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN LA 
ELECCIÓN DEL  REGISTRADOR 

NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
Art. 77A.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 

30 de abril de 2015. El concurso de méritos 
requerido para la designación del Registra-
dor Nacional del Estado Civil, consagrado 
en el artículo 266 de la Constitución, se 
regirá por la Ley que lo regule y por las de-
más normas que lo desarrollen.

A efectos de su elección, el Presidente 
de la Corte Constitucional se sujetará, ade-
más, a lo previsto en este capítulo.

Art. 77B.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Participación del Pre-
sidente de la Corte Constitucional en la 
escogencia del Registrador Nacional del 
Estado Civil. En la escogencia del Regis-
trador Nacional del Estado Civil, o en la 
reforma de cualquier naturaleza del regla-
mento interinstitucional diseñado para tal 
efecto, el Presidente de la Corte Constitu-
cional obrará única y exclusivamente como 
representante de la Corporación que pre-
side. En consecuencia, su participación en 
dicho proceso se sujetará estrictamente a 
los siguientes estándares:

a) La lista clasificatoria con los 30 pri-
meros puntajes, obtenidos como resultado 
del concurso de méritos que se efectúe de 
conformidad con las normas que rigen el 
proceso de selección de Registrador Na-
cional del Estado Civil, se publicará en la 
página web de la Corporación, a fin de ga-
rantizar el acceso universal a su contenido;

b) De la entrevista personal que cada 
aspirante debe tener con los Presidentes de 
la Corte Constitucional, la Corte Suprema 
de Justicia y el Consejo de Estado, debe 
dejarse un registro audiovisual, para que 
cada uno de los Magistrados de la Corte 
Constitucional se forme un juicio indivi-
dual suficientemente informado sobre los 
candidatos. Para efectos de lo dispuesto en 
el artículo 19 del Acuerdo 01 de 2007, la 
calificación de la entrevista que le asigne 
a cada aspirante el Presidente de la Corte 
Constitucional será el que señale por ma-
yoría la Sala Plena de la Corte Constitu-
cional de conformidad con lo establecido 
en el artículo 54 de la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia.

SECCIÓN II
PARTICIPACIÓN DEL PRESIDENTE 

DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN 
LA POSTULACIÓN DE ASPIRANTES AL  
CARGO DE DIRECTOR EJECUTIVO DE 

LA RAMA JUDICIAL
Art. 77C.- Adicionado por el Acuerdo 01 

de 30 de abril de 2015. La intervención del 
Presidente de la Corte Constitucional en 
la postulación de aspirantes al cargo de 
Director Ejecutivo de la Rama Judicial se 
llevará a cabo de conformidad con lo pre-
visto en el artículo 98 de la Ley Estatutaria 
de Administración de Justicia y demás nor-
mas que desarrollen, modifiquen o adicio-
nen lo relativo a la provisión de este cargo.

De acuerdo con lo dispuesto en la Sec-
ción anterior, el Presidente de la Corpora-
ción actuará como vocero de la Sala Plena 
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de la Corte Constitucional en la postula-
ción de los candidatos.

SECCIÓN III
DE LAS FUNCIONES ELECTORALES 

ATRIBUIDAS A LA CORTE 
CONSTITUCIONAL

Art. 77D.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. El ejercicio de las fun-
ciones electorales previstas en los artículos 
254 y 267 inciso 5º de la Constitución Po-
lítica, se efectuará de conformidad con el 
siguiente procedimiento.

Art. 77E.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Convocatoria. La 
Presidencia de la Corte Constitucional di-
fundirá, a través de la página web y de un 
diario de amplia circulación nacional, la in-
vitación a participar a quienes cumplan los 
requisitos para el cargo que le corresponda 
proveer. Los interesados deberán remitir la 
documentación correspondiente dentro de 
los treinta (30) días calendario siguientes a 
aquel en que se haya hecho la convocatoria.

Art. 77F.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Requisitos mínimos. 
El concurso es público y abierto. En él po-
drán participar los ciudadanos que para la 
fecha de vencimiento de las inscripciones, 
reúnan los requisitos constitucionales y le-
gales para el ejercicio del cargo.

Art. 77G.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Verificación de requi-
sitos mínimos. Dentro de los quince (15) 
días calendario siguientes al cierre de la ins-
cripción, la Presidencia de la Corporación 
estudiará la documentación aportada por 
los aspirantes, a fin de verificar el cumpli-
miento de los requisitos mínimos.

En caso de ser necesario, el término 
antes mencionado podrá prorrogarse por 
una sola vez hasta por uno igual.

Culminada la evaluación, se comunica-
rá la lista de los aspirantes que cumplieron 
con los requisitos, mediante fijación por un 

término de tres (3) días hábiles en la página 
web y en la Secretaría de la Corporación.

Dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la publicación de la lista, se recibirán las 
reclamaciones de los aspirantes y las ob-
servaciones o informaciones ciudadanas 
correspondientes, que se resolverán dentro 
de los quince (15) días calendario siguien-
tes, mediante decisión que no admitirá re-
curso alguno. De ser necesario, este plazo 
podrá ampliarse por un período igual. La 
respuesta a las reclamaciones se fijará en la 
Secretaría y en la página web de la Corpo-
ración, por el término de tres (3) días ca-
lendario.

Art. 77H.- Adicionado por el Acuerdo 
01 de 30 de abril de 2015. Calificación. Para 
efectos de la asignación de puntaje, la Sala 
Plena de la Corporación se sujetará a la re-
glamentación y acuerdos vigentes que lo 
regulen. Si no existieren, deberá decidir, 
en el acto de convocatoria, o en Acuerdo 
que expida para tal fin, la manera en que 
serán asignados los puntajes en considera-
ción a los criterios de experiencia general, 
experiencia relacionada con el ejercicio del 
cargo, formación profesional avanzada, 
docencia, publicaciones, entre otros que 
considere relevantes. El puntaje total asig-
nado a los anteriores requisitos equivale 
al setenta por ciento (70%) del total de la 
calificación, el cual será discriminado de la 
manera en que lo establezca el acto de con-
vocatoria. El porcentaje restante corres-
ponderá a la intervención en la audiencia 
pública.

El puntaje total asignado a cada aspi-
rante será el resultado de la suma de los 
puntajes fijados por cada uno de los inte-
grantes de la Sala Plena de la Corporación, 
los cuales se darán a conocer a los interesa-
dos y a quienes así lo soliciten.

Art. 77I.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Preselección. Una vez 
evaluados y ponderados los factores de la 
etapa clasificatoria, la Sala Plena elaborará 



CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA

un listado, de conformidad con el orden de 
puntaje obtenido, y citará a audiencia pú-
blica a los candidatos que hayan obtenido 
los diez (10) primeros puntajes.

Art. 77J.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Audiencia pública. Los 
candidatos seleccionados serán llamados 
a intervenir en una audiencia con los inte-
grantes de la Sala Plena.

Art. 77K.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Se prohíbe a los Magis-
trados la realización de audiencias privadas 
con los aspirantes a los cargos en cuya elec-
ción intervenga la Corte Constitucional o 
su Presidente.

Art. 77L.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Elección. Dentro de 
los cinco (5) días calendario siguientes a la 
realización de la audiencia pública, la Sala 
Plena escogerá al candidato que haya obte-
nido el mejor puntaje. En caso de empate, 
se deberá someter a votación y seleccionar 
a aquel que obtenga la mayoría de votos.

SECCIÓN IV
DE LAS DECISIONES REFERIDAS AL 

FUNCIONAMIENTO INTERNO
Art. 78.- Modificado por el Acuerdo 01 de 

30 de abril de 2015. Para toda elección en 
propiedad o en interinidad de funcionarios 
o empleados de la Corporación cuya desig-
nación corresponda a la Sala Plena, o para 
cualquier otra decisión relacionada con el 
manejo de personal que deba adoptarse en 
esta instancia, se tendrán en cuenta las si-
guientes reglas.

Art. 78A.- Adicionado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. Citación. Toda elección 
en propiedad o interinidad, requerirá seña-
lamiento de la fecha con no menos de tres 
días de anticipación.

Cuando la elección sea en interinidad y 
además la provisión del cargo se requiera 
con carácter urgente, podrá omitirse la ci-
tación previa.

Art. 78B.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Votación. La votación 
estará sujeta a las siguientes reglas:

1. La elección se efectuará mediante 
votación secreta.

2. Para una elección se requiere el voto 
favorable de la mayoría de los Magistrados.

3. Antes de abrir la votación, el Presi-
dente propondrá que se delibere sobre los 
candidatos y, concluida la deliberación, de-
signará dos Magistrados Escrutadores.

4. Cada voto solo contendrá el nombre 
del candidato que el elector escoja. Toda 
adición se tendrá por no escrita.

5. El voto es obligatorio pero podrá 
votarse en blanco. El voto en blanco no se 
agregará a ningún candidato.

Parágrafo. Cuando ninguno de los can-
didatos obtenga la mayoría requerida, la 
votación se repetirá, con los mismos can-
didatos, u otros nuevos que se propongan, 
hasta cuando alguno de los candidatos al-
cance la mayoría.

Art. 78C.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. La designación la co-
municará el Secretario General de la Cor-
te por escrito a la persona elegida, la cual 
deberá aceptar el cargo, solicitar su con-
firmación y posesionarse, si fuere el caso, 
todo según las condiciones y los términos 
exigidos por la ley.

CAPÍTULO XIX
DE LOS IMPEDIMENTOS Y

 RECUSACIONES
Art. 79.- En los asuntos de constitucionali-

dad. Todos los asuntos de constitucionali-
dad de que conoce la Corte Constitucional 
se someterán, en lo que hace a impedimen-
tos y recusaciones, a las causales y al trámi-
te consagrados en el Capítulo V del Decre-
to número 2067 de 1991, en lo pertinente.

Art. 80.- Modificado por el Acuerdo 01 de 
30 de abril de 2015. En la revisión de accio-
nes de tutela, el Magistrado en quien con-
curran causales de impedimento previstas 
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en el Código de Procedimiento Penal de-
berá declararse impedido, so pena de incu-
rrir en las sanciones penales y disciplina-
rias correspondientes. En dichos procesos 
conocerá del impedimento el resto de los 
Magistrados de las Salas de Selección, Re-
visión o Plena, según el caso. En el evento 
de esta disposición se observará el trámite 
contemplado en el artículo 27 del Decreto 
número 2067 de 1991.

En el caso del artículo 137 de la Cons-
titución se aplicarán en lo pertinente los ar-
tículos 25 a 29 del Decreto 2067 de 1991. 
Podrán recusar la persona renuente y el 
Procurador.

CAPÍTULO XX
DISPOSICIONES VARIAS

Art. 81.- Deberes de los empleados. Todos 
los funcionarios y empleados de la Corte 
Constitucional, están obligados a observar 
los principios de igualdad, moralidad, efi-
cacia, economía, celeridad, imparcialidad 
y publicidad, en los términos consagrados 
en la Constitución y la ley.

También deberán guardar la reserva de 
cuanto ocurra en la Corte, especialmente 
en lo que hace a los trámites y delibera-
ciones de la Sala Plena y a las providencias 
que estén en proyecto o que no hayan sido 
dadas a la publicidad legalmente. La inob-
servancia de estos deberes será sancionada 
conforme a la ley.

Así mismo deberán cumplir las reglas 
de cortesía para con sus superiores, con sus 
iguales y con los particulares.

Ningún funcionario ni empleado podrá 
asumir funciones que no le correspondan 
según la Constitución, la ley y este Regla-
mento.

Art. 82.- Horario de atención al público. El 
horario de atención al público en los des-
pachos de los Magistrados, las Secretarías 
y dependencias administrativas del Con-
sejo de Estado, la Corte Constitucional, 
la Corte Suprema de Justicia y el Consejo 

Superior de la Judicatura fue establecido 
mediante Acuerdo PSAA07-4063 de mayo 
31 de 2007 de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, en los 
siguientes términos: “Artículo 1°.- A partir 
del día primero (1°) de junio de dos mil sie-
te (2007), en los despachos de los Magistra-
dos, las Secretarías y demás dependencias 
administrativas del Consejo de Estado, la 
Corte Constitucional, la Corte Suprema de 
Justicia y el Consejo Superior de la Judica-
tura, el horario de servicio de atención al 
público será de lunes a viernes, de 8:00 a. 
m. a 1:00 p. m. y de 2:00 p. m. a 5:00 p. 
m. Entre la 1:00 p. m. y las 2:00 p. m. per-
manecerán cerrados los despachos por ser 
la hora de almuerzo de los funcionarios y 
empleados de estas Corporaciones...”.

Art. 83.- Llamadas de atención. Los Ma-
gistrados, el Secretario General, el Relator, 
el Bibliotecólogo y el Director Administra-
tivo llamarán la atención a los respectivos 
subalternos de la Corporación, por el com-
portamiento que observen en el desempe-
ño de su cargo e informarán al Presidente, 
si fuere del caso, a fin de que se tomen las 
medidas que se consideren convenientes, 
salvo que se trate de faltas disciplinarias, 
cuya investigación y sanción se someterán 
a la ley.

Art. 84.- Prohibiciones a los Magistrados. 
Es prohibido a los Magistrados conceder 
audiencias particulares o privadas sobre 
negocios que cursan en la Corte.

Art. 85.- Prohibición de participación en po-
lítica. Los funcionarios y empleados de la 
Corte Constitucional tienen prohibición 
constitucional de tomar parte en activi-
dades de los partidos y movimientos y en 
las controversias políticas, sin perjuicio de 
ejercer libremente el derecho al sufragio

Art. 86.- Proposiciones. Toda proposición 
de duelo o de honores deberá presentarse 
por escrito.

Art. 86A.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Sobre las nulidades. 
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Una vez presentada oportunamente una 
solicitud de nulidad y previa comunicación 
a los interesados, la misma deberá ser re-
suelta por la Sala Plena de acuerdo con las 
siguientes reglas:

a) Si la nulidad se invoca con anteriori-
dad a la sentencia, la misma podrá ser de-
cidida en dicha providencia o en un auto 
separado. Si la nulidad se refiere a aspectos 
de trámite se resolverá en auto. En este 
último caso, la decisión se adoptará en los 
quince días siguientes al envío de la solici-
tud al Magistrado Ponente por la Secretaría 
General;

b) Si la nulidad se invoca con respecto a 
la sentencia, la misma será decidida en auto 
separado, en el término máximo de tres 
meses, contado desde el envío de la solici-
tud al Magistrado Ponente por la Secreta-
ría General. Sin perjuicio de lo anterior, el 
proyecto se deberá registrar por lo menos 
quince días antes de su vencimiento.

Art. 86B.- Adicionado por el Acuerdo 01 
de 30 de abril de 2015. Sobre las aclaraciones. 
Una vez presentada oportunamente una 
solicitud de aclaración, la misma deberá ser 
resuelta por la Sala de Revisión o la Sala 
Plena, en el término máximo de quince 
días siguientes al envío de la solicitud al 
Magistrado Ponente por la Secretaría Ge-
neral.

Art. 86C.- Adicionado por el Acuerdo 
01 de 30 de abril de 2015. Nombramiento 
y posesión de Conjueces. Designado un 
conjuez, se le otorgará el término de quin-
ce días para aceptar el nombramiento. En 
caso de no hacerlo, se procederá al sorteo 
de un nuevo conjuez.

Art. 87.- Vehículos. Los vehículos de los 
Magistrados son para su uso personal.

Art. 88.- Disminución de reparto al Presi-
dente. Al Magistrado elegido para la Presi-
dencia de la Corte se le disminuirá, mien-
tras la ejerza, el reparto de los procesos en 
un porcentaje razonable según las circuns-

tancias del caso a juicio del mismo funcio-
nario.

Art. 89.- Días hábiles. Cuando en este 
Reglamento se hable de días, se entenderá 
que son hábiles en los términos de la ley.

Art. 90.- Reforma del Reglamento. Este 
Reglamento no podrá ser reformado sino 
por acuerdo de la Corte, a proposición de 
cualquiera de los Magistrados, aprobado en 
dos debates en sesiones celebradas en días 
distintos y con los votos de la mayoría ab-
soluta de los Magistrados.

CAPÍTULO XXI
DISPOSICIONES

DISCIPLINARIAS INTERNAS
Art. 91.- Modificado por el Acuerdo 01 

de 30 de abril de 2015. Un Comité integra-
do por tres servidores de la Corporación, 
designados por la Sala Plena, recibirá las 
quejas y denuncias contra empleados de la 
Corte, y las remitirá al órgano competente.

LEY 2332 DE 2023
(septiembre 25)

por medio de la cual se establecen los requi-
sitos y el procedimiento necesarios para la adqui-
sición, pérdida y recuperación de la nacionalidad 

colombiana y se dictan otras disposiciones
Decreta:

CAPÍTULO I
GENERALIDADES

Art. 1°.- Objeto. Establecer los requisi-
tos y disposiciones referentes a los proce-
dimientos de adquisición, renuncia y recu-
peración de la nacionalidad colombiana.

Art. 2°.- Ámbito de aplicación. Lo dis-
puesto en esta ley se entenderá, en todo 
caso, sin perjuicio de lo establecido en le-
yes especiales, tratados y acuerdos interna-
cionales en los que Colombia sea parte.

CAPÍTULO II
DE LA NACIONALIDAD COLOMBIA-

NA
Art. 3°.- Son nacionales colombianos 

de conformidad con la Constitución Polí-
tica:
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1. Por nacimiento:
a) Los naturales de Colombia, con una 

de dos condiciones: que el padre o la madre 
hayan sido naturales o nacionales colom-
bianos o que, siendo hijos de extranjeros, 
alguno de sus padres estuviere domiciliado 
en la República en el momento del naci-
miento, y

b) Los hijos de padre o madre colom-
bianos que hubieren nacido en tierra ex-
tranjera y luego se domiciliaren en territo-
rio colombiano o registraren en una oficina 
consular de la República.

2. Por adopción:
a) Los extranjeros que soliciten y ob-

tengan carta de naturalización, de acuerdo 
con la ley, la cual establecerá los casos en 
los cuales se pierde la nacionalidad colom-
biana por adopción;

b) Los latinoamericanos y del Caribe 
por nacimiento domiciliados en Colombia, 
que, con autorización del Gobierno Nacio-
nal y de acuerdo con la ley y el principio 
de reciprocidad, pidan ser inscritos como 
colombianos ante la municipalidad donde 
se establecieren, y

c) Los miembros de los pueblos indíge-
nas que comparten territorios fronterizos, 
con aplicación del principio de reciproci-
dad según tratados públicos.

CAPÍTULO III
DE LA NACIONALIDAD 

COLOMBIANA POR NACIMIENTO
Art. 4°.- De la nacionalidad colombiana por 

nacimiento. Son naturales de Colombia las 
personas nacidas dentro de los límites del 
territorio nacional conforme a lo estable-
cido en el artículo 101 de la Constitución 
Política, según la costumbre y lo dispues-
to en tratados internacionales, siempre y 
cuando el padre y/o la madre hayan sido 
naturales o nacionales colombianos; o que, 
siendo hijos de extranjeros, el padre y/o la 
madre estuvieren domiciliados en Colom-
bia al momento del nacimiento.

Por domicilio se entiende la estancia re-
gular en Colombia acompañada del ánimo 
de permanecer en el territorio nacional. El 
ánimo de permanencia de los extranjeros 
en Colombia se prueba habiendo sido ti-
tular por tres años continuos o ininterrum-
pidos de una visa vigente que le autorice 
a establecerse en el territorio nacional, de 
conformidad con las normas en materia de 
visa expedidas por el Ministerio de Relacio-
nes Exteriores.

Para los hijos nacidos en el exterior de-
berán probar la nacionalidad colombiana 
de su padre y/o madre y aportar documen-
to idóneo que demuestre el nacimiento del 
país de origen. La nacionalidad colombia-
na del padre o de la madre se define a la 
luz del principio de la doble nacionalidad 
según el cual no se pierde la calidad de na-
cional colombiano por el hecho de adquirir 
otra nacionalidad.

Parágrafo 1°. La verificación del cumpli-
miento de los requisitos para el reconoci-
miento y concesión de la nacionalidad por 
nacimiento será competencia de la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil, como 
entidad encargada de registrar e identificar 
a los colombianos.

Parágrafo 2°. Los hijos de extranjeros 
nacidos en territorio colombiano a los 
cuales ningún Estado les reconozca la 
nacionalidad podrán inscribirse como co-
lombianos por nacimiento sin la exigencia 
del domicilio. Para el efecto, se requerirá 
previamente el reconocimiento de la con-
dición de persona apátrida de acuerdo con 
la legislación vigente y el cumplimiento de 
los requisitos que establezca la Registradu-
ría Nacional del Estado Civil o quien haga 
sus veces, como autoridad registral.

Parágrafo 3°. De igual manera, se presu-
me el ánimo de permanencia de los extran-
jeros que estén cobijados por mecanismos 
temporales o especiales de flexibilización 
migratoria, cuando las circunstancias espe-
ciales de un país o nacionalidad lo hayan 
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hecho necesario, en concordancia con el 
artículo 14 de la Ley 2136 de 2021.

Parágrafo 4°. El solo hecho de que un 
extranjero habite en el territorio nacional 
de manera accidental o estacional o como 
visitante, no constituye domicilio en el país. 
La permanencia irregular en el país tampo-
co constituye domicilio.

Art. 5°.- De la prueba de nacionalidad. Se 
considerarán como pruebas de la naciona-
lidad colombiana, la cédula de ciudadanía 
para los mayores de dieciocho (18) años, 
la tarjeta de identidad para los mayores de 
catorce (14) años y menores de dieciocho 
(18) años y el registro civil de nacimiento 
para los menores de catorce (14) años, do-
cumentos expedidos por la Registraduría 
Nacional del Estado Civil. En todo caso, 
con el registro civil de nacimiento se podrá 
probar la nacionalidad si cumple con los 
requisitos establecidos en el artículo 96 de 
la Constitución Política.

Parágrafo. Las personas que dando cum-
plimiento a las condiciones que establece el 
artículo 96 de la Constitución Política para 
ser colombianos por nacimiento, no se les 
haya expedido los documentos que prue-
ban la nacionalidad, de conformidad con 
lo señalado en el presente artículo, podrán, 
solo para efectos de renunciar a la nacio-
nalidad colombiana, presentar la respectiva 
solicitud acompañada de la documenta-
ción que permita probar que la persona es 
nacional colombiana y el cumplimiento de 
los requisitos exigidos en el artículo 96 de 
la Constitución Política.

CAPÍTULO IV
DE LA NACIONALIDAD 

COLOMBIANA POR ADOPCIÓN
Art. 6°.- Definición y competencia. La 

naturalización es la decisión soberana y 
discrecional del Presidente de la Repúbli-
ca, delegada en el Ministro de Relaciones 
Exteriores, de otorgar la nacionalidad co-
lombiana por adopción a un extranjero, 

que cumpla los requisitos establecidos en 
la Constitución y la ley.

Art. 7°.- Trámite. El extranjero que de-
see optar por la nacionalidad colombiana 
por adopción podrá adelantar el procedi-
miento ordinario de naturalización ante el 
Ministerio de Relaciones Exteriores.

CAPÍTULO V
PROCEDIMIENTO ORDINARIO DE 

NATURALIZACIÓN
Art. 8°.- Solicitud. Las solicitudes para el 

trámite de naturalización de los extranjeros 
deberán ser presentadas ante el Ministerio 
de Relaciones Exteriores para efectos de su 
estudio.

Parágrafo. La presentación de la solicitud 
no implica la naturalización del extranjero, 
por lo tanto, el solicitante deberá mantener 
sus documentos vigentes durante el trámi-
te, conforme a las disposiciones migrato-
rias vigentes.

Art. 9°.- De los requisitos para el trámite de 
naturalización. Al momento de presentar la 
solicitud y durante el curso del trámite, el 
extranjero deberá ser titular o beneficiario 
de Visa de Residente y acreditar el término 
de domicilio, así:

Los extranjeros a que se refiere el literal 
a) y b) del numeral 2 del artículo 96 de la 
Constitución Política deberán estar domi-
ciliados en el país por un período mínimo 
de cinco (5) años de forma continua, estos 
inmediatamente anteriores a la fecha de 
presentación de la solicitud.

El término de este domicilio se redu-
cirá a dos (2) años, cuando el extranjero se 
encuentre casado, o sea compañero(a) per-
manente de nacional colombiano o tenga 
hijos colombianos, o se verifique la exis-
tencia de un trato recíproco por parte del 
Estado de origen.

Para efectos del presente artículo los 
términos del domicilio de los extranjeros 
se contarán a partir de la fecha de expedi-
ción de la visa de residente.
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El extranjero deberá registrar la solici-
tud por los medios establecidos y aportar 
los siguientes documentos:

1. Oficio motivado, dirigido al Minis-
tro de Relaciones Exteriores solicitando 
la nacionalidad colombiana, debidamente 
firmado.

2. Copia de la Visa de Residente titular 
o beneficiario.

3. Copia de la cédula de extranjería vi-
gente.

4. Copia simple de la página de datos 
biográficos del pasaporte vigente.

5. Registro Civil de nacimiento que 
acredite de forma idónea el lugar exacto y 
fecha de nacimiento del solicitante.

6. Acreditar mediante documento idó-
neo profesión, actividad u oficio del soli-
citante o de la persona de quien dependa 
económicamente.

7. Aportar documento idóneo que 
compruebe si el solicitante se encuentra 
casado, o sea compañero(a) permanente 
de nacional colombiano o tenga hijos co-
lombianos.

8. Aportar copia del acta o diploma de 
grado en el evento en que haya culmina-
do estudios secundarios o universitarios 
en el territorio nacional. En caso contrario 
deberá presentar los exámenes de conoci-
miento de que trata la presente ley.

9. Cuando los solicitantes pertenezcan 
a una comunidad indígena deberá presen-
tar documento idóneo expedido por la au-
toridad competente de su comunidad de 
origen.

10. Los solicitantes con discapacidad 
cognitiva deberán aportar certificado en el 
que conste tal condición, expedido por el 
profesional competente.

Parágrafo 1°. Estas disposiciones se apli-
carán sin perjuicio de los requisitos que 
hayan sido acordados por medio de los 
tratados internacionales vigentes con otros 
Estados en materia de nacionalidad.

Parágrafo 2°. La salida del territorio co-
lombiano por un período igual o superior 
a un (1) año anterior a la presentación de la 
solicitud interrumpe el tiempo de domici-
lio requerido en este artículo.

Parágrafo 3°. El solicitante que no acre-
dite alguno de los requisitos señalados en 
este artículo, deberá presentar oficio diri-
gido al Ministro de Relaciones Exteriores, 
debidamente motivado en el que se indi-
quen las razones por las que le fue imposi-
ble el cumplimiento de dicho requisito.

Es discreción del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores considerar la autoriza-
ción de pruebas que suplan el requisito 
faltante si fuere el caso.

Parágrafo 4°. Las personas naturalizadas 
que deban definir su situación militar debe-
rán realizarlo ante la autoridad competente 
conforme a la legislación vigente sobre la 
materia.

Art. 10.- Extensión de la nacionalidad. 
El extranjero podrá solicitar la extensión 
de la nacionalidad a sus hijos extranjeros 
menores de edad que se encuentren domi-
ciliados en el territorio colombiano y sean 
titulares de visa de residente en calidad de 
beneficiarios.

La solicitud de extensión de la natura-
lización se suscribirá únicamente por quie-
nes ejerzan la patria potestad del menor de 
conformidad con la ley colombiana.

Parágrafo 1°. La extensión de la naciona-
lidad colombiana deberá presentarse con 
la solicitud de la naturalización, en razón 
a que esta condición debe estar contenida 
en el acto administrativo que autoriza la na-
turalización del extranjero quien ejerza la 
patria potestad del menor.

Parágrafo 2°. Al momento de proferir la 
carta de naturalización, el hijo del extranje-
ro deberá continuar siendo menor de edad.

Art. 11.- Del trámite de naturalización de 
los mayores de edad beneficiarios de Visa de Resi-
dente. El extranjero mayor de edad en cali-
dad beneficiario de visa de residente podrá 
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iniciar el trámite de naturalización parale-
lamente con el titular de dicha visa, lo cual 
deberá informar en el oficio del numeral 1, 
del artículo 7 de la presente ley.

Parágrafo. Si el titular principal de la visa 
de residente es naturalizado, la vigencia de 
la visa de los beneficiarios termina antici-
padamente, sin que medie pronunciamien-
to de la autoridad de visas.

Art. 12.- Revisión de los requisitos. El Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores procede-
rá a revisar los documentos aportados den-
tro del trámite de naturalización en los tres 
(3) meses siguientes a la fecha de registro 
del pago.

Cuando la solicitud no reúna las exi-
gencias hechas en la presente ley, se le co-
municará al solicitante para que proceda 
a subsanar los requerimientos efectuados 
dentro de los seis (6) meses siguientes al 
envío de la comunicación.

Una vez hayan transcurrido seis (6) me-
ses sin que el interesado haya subsanado las 
exigencias, se entenderá que ha desistido 
de continuar con la solicitud y se ordenará 
el archivo definitivo del expediente.

Contra la decisión de archivo no proce-
de recurso alguno.

Parágrafo 1°. Durante los seis (6) meses 
a que se refiere el inciso anterior, el ex-
tranjero podrá solicitar por una sola vez la 
ampliación del término, hasta por tres (3) 
meses, para subsanar el requerimiento.

Parágrafo 2°. Una vez archivado el ex-
pediente, el extranjero podrá iniciar nue-
vamente el trámite de naturalización si ha 
transcurrido un (1) año contado a partir 
de la fecha de comunicación del respectivo 
auto de archivo.

Art. 13.- Exámenes de conocimientos. Den-
tro del trámite de naturalización, los ex-
tranjeros acreditarán conocimientos sobre 
la Constitución Política, historia patria, cul-
tura y geografía de Colombia.

Adicionalmente, los extranjeros debe-
rán presentar prueba de castellano, cuando 
este no fuere su lengua materna.

El Ministerio de Relaciones Exteriores, 
con el apoyo y asesoría de la entidad o ins-
titución técnica pertinente, definirá los pa-
rámetros y metodología para la elaboración 
y calificación de los exámenes de conoci-
miento de las áreas a evaluar.

La práctica de los exámenes de conoci-
miento se realizará por la gobernación del 
domicilio del extranjero bajo la dirección 
del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Parágrafo 1°. La acreditación de conoci-
mientos no implica la naturalización.

Parágrafo 2°. Los extranjeros tendrán 
derecho a presentar hasta dos veces el exa-
men de conocimiento.

Parágrafo 3°. Si el extranjero pierde los 
exámenes de conocimientos, estos se po-
drán repetir seis (6) meses después de la 
fecha de presentación de los exámenes 
iniciales, siempre y cuando el interesado 
comunique por escrito al Ministerio de Re-
laciones Exteriores su interés en repetirlos, 
dentro de los tres (3) meses siguientes a la 
notificación; si el solicitante no informa 
dentro de este término, se ordenará el ar-
chivo definitivo del expediente.

Contra la decisión de archivo no proce-
de recurso alguno.

Parágrafo 4°. Se exceptúan de acreditar 
el requisito de examen de conocimiento 
aquellos extranjeros que al momento de 
iniciar el trámite de naturalización hayan 
obtenido el título de bachiller, o título en 
pregrado o postgrado en instituciones 
educativas colombianas oficialmente reco-
nocidas, y las personas mayores de sesenta 
(60) años, los solicitantes con discapacidad 
cognitiva y quienes pertenezcan a comuni-
dades indígenas que compartan territorio 
fronterizo con Colombia.

Parágrafo 5°. La homologación o con-
validación de títulos universitarios en Co-
lombia no exime de la acreditación de los 
conocimientos a evaluar.

Art. 14.- Informe migratorio. El Ministerio 
de Relaciones Exteriores solicitará a la Uni-
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dad Administrativa Especial de Migración 
Colombia o a quien haga sus veces, un in-
forme de carácter reservado que contenga 
la situación personal, familiar y migratoria 
del extranjero, así como también datos que 
sean de carácter relevante y complementen 
el estudio del trámite de naturalización. En 
el evento en que el informe no sea satisfac-
torio, el Ministerio de Relaciones Exterio-
res podrá, sin necesidad de trámite adicio-
nal, negar la nacionalidad colombiana por 
adopción al solicitante.

Art. 15.- Informe confidencial. El Ministe-
rio de Relaciones Exteriores podrá solicitar 
a la Dirección Nacional de Inteligencia, un 
informe de carácter reservado que conten-
ga la situación judicial del extranjero, así 
como también datos que sean de carácter 
relevante y complementen el estudio del 
trámite de naturalización. En el evento 
en que el informe no sea satisfactorio, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores po-
drá negar la nacionalidad colombiana por 
adopción al solicitante.

Art. 16.- Informe tributario. El Ministerio 
de Relaciones Exteriores solicitará a la Di-
rección de Impuestos y Aduanas Naciona-
les -DIAN- o a quien haga sus veces, un 
informe de carácter reservado que conten-
ga la situación tributaria del extranjero con 
el Estado colombiano.

Art. 17.- Informe de otras autoridades. El 
Ministerio de Relaciones Exteriores podrá 
solicitar a cualquier autoridad oficial, infor-
mación adicional de carácter confidencial 
para completar, rectificar o actualizar los 
datos contenidos en los informes de que 
trata la presente ley.

Art. 18.- Entrevista. A criterio del Minis-
terio de Relaciones Exteriores, se solicitará 
una entrevista personal al solicitante, con el 
fin de recolectar la información suficiente 
para la continuidad del trámite de natura-
lización.

Art. 19.- Análisis de la solicitud. Surtido 
el trámite de revisión y análisis de la docu-

mentación acorde a las exigencias y con los 
informes allegados por parte de las entida-
des respectivas, el Ministerio de Relaciones 
Exteriores emitirá concepto sobre la natu-
ralización o no del extranjero.

Art. 20.- Notificación y publicación. Los 
actos que se expidan como resultado de la 
aprobación del trámite de naturalización 
serán notificados y publicados conforme a 
las disposiciones sobre la materia.

Hecha la publicación, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores remitirá a la alcaldía 
del domicilio de los extranjeros la carta de 
naturalización para efecto del perfecciona-
miento del trámite, a través de la toma de 
juramento.

Art. 21.- Toma de juramento. Los extran-
jeros con previa autorización del Ministerio 
de Relaciones Exteriores mediante carta de 
naturaleza serán inscritos en la alcaldía de 
su domicilio, con el fin de perfeccionar el 
vínculo de la naturalización con la toma de 
juramento o protesta solemne, este último 
caso, cuando por motivos de fe religiosa no 
le sea permitido jurar.

En dichas diligencias se requerirán la 
presencia del alcalde o a quien éste designe 
para tal fin y la del interesado.

El naturalizado jurará o protestará so-
lemnemente, si su religión no le permite 
jurar, que como colombiano por adop-
ción se someterá y obedecerá fielmente la 
Constitución y las leyes de la República de 
Colombia.

Una vez sea adelantada la toma de ju-
ramento, la alcaldía remitirá copia del acta 
de juramento al Ministerio de Relaciones 
Exteriores.

Parágrafo. Cuando el menor a quien se 
le haya extendido la nacionalidad cumpla 
la mayoría de edad podrá solicitar la cédula 
de ciudadanía colombiana si su intención 
es conservar la nacionalidad colombiana 
por adopción, o iniciar el trámite de renun-
cia ante el Ministerio de Relaciones Exte-
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riores o las oficinas de los Consulados de 
Colombia en el exterior.

CAPÍTULO VI
DE LA NATURALIZACIÓN 

MEDIANTE EXONERACIÓN PARCIAL 
DE REQUISITOS

Art. 22.- Exoneración parcial de requisitos 
para la naturalización. Es potestad única del 
Presidente de la República exonerar de los 
requisitos para solicitar la naturalización, 
previo concepto de conveniencia emitido 
por la Presidencia de República enviado al 
Ministerio de Relaciones Exteriores con 
miras a la expedición del respectivo decre-
to de exoneración.

Art. 23.- De los requisitos para presentar la 
solicitud. El extranjero que solicite la natura-
lización bajo la modalidad de exoneración 
parcial de requisitos deberá presentar ante 
la Presidencia de la República los siguientes 
documentos:

1. Carta de presentación sobre el so-
licitante, firmada por parte del ministro, 
embajador, congresista o persona prestan-
te, mediante la cual se manifieste la conve-
niencia o relevancia para el país de otorgar-
le la nacionalidad colombiana a la persona 
recomendada o presentada.

2. Oficio motivado, dirigido al Pre-
sidente de la República solicitando la na-
turalización, debidamente firmado por el 
interesado.

3. Fotocopia de la página del pasaporte 
en donde aparece el nombre completo, fe-
cha y lugar de nacimiento o registro civil de 
nacimiento que acredite de forma idónea 
el lugar exacto y fecha de nacimiento del 
solicitante.

4. Hoja de vida del extranjero.
Parágrafo 1°. La presentación de la so-

licitud del trámite de naturalización me-
diante exoneración parcial de requisitos no 
implica su concesión.

Parágrafo 2°. Con la presentación del 
trámite de naturalización, el extranjero 

podrá solicitar la exoneración de requisi-
tos para su cónyuge o compañero(a) per-
manente y sus hijos menores de edad que 
estén bajo su patria potestad, para lo cual 
se deberá aportar documento idóneo que 
compruebe el vínculo.

Art. 24.- Procedimiento. En lo no pre-
visto en este capítulo podrá aplicarse lo 
dispuesto para el trámite ordinario de na-
turalización.

CAPÍTULO VII
FACILIDADES PARA LA

NATURALIZACIÓN DE LAS PERSONAS 
APÁTRIDAS

Art. 25.- De la naturalización y su compe-
tencia. Las personas nacidas fuera del te-
rritorio nacional, radicadas en Colombia, 
a las que se haya reconocido la condición 
de persona apátrida de conformidad con 
la legislación vigente, podrán solicitar de 
manera gratuita la naturalización ante el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, una 
vez hayan cumplido con el término de un 
(1) año de domicilio, contado a partir de la 
expedición de la visa de residente.

El solicitante gozará de las facilidades 
para la naturalización que para el efecto 
disponga el Ministerio de Relaciones Ex-
teriores.

Parágrafo. Se exime a las personas apá-
tridas de presentar exámenes de conoci-
miento.

Art. 26.- Extensión de la naturalización. 
Con la presentación de la solicitud de natu-
ralización, la persona bajo la condición de 
apátrida podrá solicitar la extensión de la 
nacionalidad a sus hijos menores de edad.

Art. 27.- Naturalización de menores de edad 
nacidos fuera del territorio nacional y reconocidos 
como apátridas en Colombia. Los menores de 
edad una vez sean reconocidos por el Es-
tado colombiano como personas apátridas 
les otorgará la nacionalidad colombiana 
por adopción mediante acto administrati-
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vo, de conformidad con la reglamentación 
expedida sobre la materia por el Ministerio 
de Relaciones Exteriores.

En el caso de los menores de edad no 
acompañados, el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar o quien haga sus veces, 
representará a los niños, niñas o adolescen-
tes durante todo el trámite, de acuerdo con 
la legislación vigente en materia de infancia 
y adolescencia.

Art. 28.- Conservación de la nacionalidad. 
Los naturalizados no están obligados a re-
nunciar a su nacionalidad de origen o de 
adopción.

Art. 29.- Negación de la naturalización. El 
Presidente de la República o el Ministro 
de Relaciones Exteriores, podrán negar el 
otorgamiento de la nacionalidad colombia-
na por adopción mediante acto administra-
tivo.

El extranjero a quien se le negare la so-
licitud, podrá presentarla nuevamente sólo 
hasta dos (2) años después, contados a par-
tir de la fecha de firmeza del acto adminis-
trativo que niega la naturalización.

Art. 30.- Revocatoria de la carta de natu-
ralización. El Presidente de la República o 
el Ministro de Relaciones Exteriores, po-
drán revocar mediante acto administrativo 
motivado la carta de naturalización dentro 
de los seis (6) meses siguientes contados a 
partir de la firmeza del mismo cuando el 
solicitante no hubiere cumplido con el per-
feccionamiento de la naturalización salvo 
que exista justificación válida que le hubie-
re impedido cumplir con el requisito.

Parágrafo. Cuando el solicitante no pu-
diere llevar a cabo la toma de juramento 
dentro de los seis (6) meses de que trata 
el presente artículo, podrá solicitar prórro-
ga al Ministerio de Relaciones Exteriores 
justificando los motivos que le impiden 
cumplir con el perfeccionamiento de la na-
turalización.

Art. 31.- Nulidad de la carta de naturali-
zación. Las cartas de naturalización expe-

didas por el Presidente de la República o 
el Ministro de Relaciones Exteriores, están 
sujetas al proceso de nulidad ante la auto-
ridad judicial competente, en los siguientes 
casos:

a) Si se han expedido en virtud de prue-
bas o documentos viciados de falsedad.

b) Si el extranjero naturalizado hubiese 
cometido algún delito en otro país antes de 
radicarse en Colombia y que este dé lugar 
a la extradición.

Parágrafo 1°. No procederá la suspen-
sión provisional de la carta de naturaliza-
ción cuya nulidad se solicite.

Parágrafo 2°. La autoridad competente 
deberá remitir al Ministerio de Relaciones 
Exteriores dentro de los diez (10) días si-
guientes a su ejecutoria, copia certificada 
de la sentencia que declare la nulidad de la 
carta de naturalización.

Art. 32.- Caducidad de la acción de nulidad 
de las cartas de naturalización. Se podrá solici-
tar la nulidad de las cartas de naturalización 
que se expidan en lo sucesivo y de las ex-
pedidas con anterioridad a la vigencia de 
esta ley. En los dos casos, el término para 
la caducidad de la acción será el dispuesto 
en el Código de Procedimiento Adminis-
trativo y de lo Contencioso Administrativo.

Art. 33.- Pérdida de la nacionalidad colom-
biana por adopción. La nacionalidad colom-
biana por adopción se perderá por senten-
cia condenatoria por delitos cometidos que 
afecten o pongan en riesgo la existencia y 
seguridad del Estado y el régimen consti-
tucional.

CAPÍTULO VIII
DE LA DOBLE NACIONALIDAD

Art. 34.- Doble nacionalidad. La calidad 
de nacional colombiano no se pierde por el 
hecho de adquirir otra nacionalidad.

El nacional colombiano que posea do-
ble nacionalidad en Colombia, se someterá 
a la Constitución Política y la legislación 
colombiana. Su ingreso, permanencia y sa-
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lida deberá hacerlo siempre en calidad de 
colombiano, debiendo identificarse como 
tal en todos los actos civiles y políticos que 
realice.

El acceso al desempeño de funciones 
y cargos públicos de los nacionales por 
adopción podrá ser limitado en los térmi-
nos previstos en la Constitución y la ley.

CAPÍTULO IX
DE LOS NATURALIZADOS 

COLOMBIANOS Y CARGOS PÚBLICOS
Art. 35.- Restricción para desempeñar ciertos 

cargos. Los naturalizados colombianos no 
pueden acceder al desempeño de los car-
gos públicos establecidos en la Constitu-
ción Política y adicionalmente:

1. Ministro de Relaciones Exteriores y 
Ministro de Defensa Nacional.

2. Miembro de las Fuerzas Militares, 
en calidad de oficiales y suboficiales, o sus 
equivalentes en la Policía Nacional.

3. Director de organismos de inteligen-
cia y seguridad.

4. Los demás que determine la Consti-
tución Política y la ley.

Parágrafo. Los naturalizados colom-
bianos que tengan doble nacionalidad no 
podrán acceder al desempeño de los car-
gos mencionados anteriormente en este 
mismo artículo, así como tampoco podrán 
desempeñarse como:

1. Congresistas.
2. Ministros y directores de Departa-

mentos Administrativos.
CAPÍTULO X

DE LA RENUNCIA DE LA 
NACIONALIDAD COLOMBIANA

Art. 36.- Renuncia a la nacionalidad co-
lombiana. Los nacionales colombianos por 
nacimiento o por adopción, podrán renun-
ciar a la nacionalidad de manera voluntaria 
ante las oficinas del Ministerio de Relacio-
nes Exteriores o las oficinas consulares de 
Colombia en el exterior.

Parágrafo. La presentación de la solici-
tud de renuncia no implica su concesión, 
por lo tanto, el Ministerio de Relaciones 
Exteriores evaluará y determinará la proce-
dencia de la emisión del acta de renuncia a 
la nacionalidad colombiana, de conformi-
dad con la respuesta brindada por las auto-
ridades judiciales y las demás que considere 
pertinentes.

Art. 37.- De la renuncia y los requisitos para 
su presentación. El ciudadano que solicite re-
nunciar a su nacionalidad colombiana de-
berá presentar los siguientes documentos:

1. Oficio motivado donde se manifieste 
la intención de renunciar a la nacionalidad 
colombiana de manera voluntaria.

2. Original y copia del pasaporte ex-
tranjero vigente por medio del cual se de-
muestre que es titular de otra nacionalidad 
o certificado expedido por la autoridad ex-
tranjera competente en el que conste que 
se encuentra tramitando otra nacionalidad.

3. Original y copia de la cédula de ciu-
dadanía colombiana en caso de que esta 
haya sido expedida.

4. Original y copia del pasaporte co-
lombiano en caso de que este haya sido 
expedido.

5. 1 foto 4X5 fondo blanco tipo docu-
mento.

6. Los hombres entre los 18 y 50 años 
deberán presentar constancia de que haya 
definido su situación militar de acuerdo 
con la ley vigente en Colombia, a menos 
de que la haya definido en el país de su otra 
nacionalidad, lo cual deberá comprobar 
mediante certificado de la autoridad ex-
tranjera competente.

Parágrafo 1°. Para las solicitudes pre-
sentadas ante las oficinas del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, el oficio motivado 
requerirá presentación personal ante nota-
rio y para las solicitudes presentadas ante 
las oficinas consulares de Colombia en el 
exterior, el oficio deberá contener recono-
cimiento de firma ante el cónsul.
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Parágrafo 2°. En caso de que al nacional 
colombiano no se le haya expedido cédula 
de ciudadanía deberá presentar copia sim-
ple del registro civil de nacimiento colom-
biano.

Parágrafo 3°. Cuando al solicitante no le 
sea posible presentar copia del pasaporte 
extranjero vigente, el Ministerio de Rela-
ciones Exteriores o el Cónsul podrán de-
terminar el documento idóneo para suplir 
este requisito.

Art. 38.- Renuncia a la nacionalidad colom-
biana para menores de edad. Los menores de 
edad podrán presentar renuncia a la na-
cionalidad colombiana, por intermedio de 
quienes conjunta o separadamente ejerzan 
la patria potestad, de conformidad, con las 
normas establecidas por el Código Civil 
Colombiano, para ello se deberá presentar:

1. Oficio motivado de quienes conjunta 
o separadamente ejerzan la patria potestad 
donde se manifieste el interés de adelantar 
el trámite de renunciar a la nacionalidad 
colombiana para el menor de edad.

2. Copia simple del registro civil de na-
cimiento colombiano.

3. Original y copia del pasaporte co-
lombiano en caso de que este haya sido 
expedido.

4. Original y copia de la tarjeta de iden-
tidad del menor en caso de que este haya 
sido expedido.

5. Copia del pasaporte extranjero vi-
gente por medio del cual se demuestre que 
el menor es titular de otra nacionalidad o 
certificado expedido por la autoridad ex-
tranjera competente en el que conste que 
se encuentra tramitando otra nacionalidad.

6. Copia del documento de identifica-
ción de quienes conjunta o separadamente 
ejerzan la patria potestad.

7. 1 foto 4X5 fondo blanco tipo docu-
mento.

Parágrafo 1°. Para las solicitudes pre-
sentadas ante las oficinas del Ministerio de 
Relaciones Exteriores el oficio motivado 

requerirá presentación personal ante nota-
rio y para las solicitudes presentadas ante 
las oficinas consulares de Colombia en el 
exterior, el oficio deberá contener recono-
cimiento de firma ante el Cónsul.

Parágrafo 2°. Si la patria potestad fue 
otorgada a uno (1) de los padres o a un 
tercero, éste deberá aportar la sentencia 
proferida por juez de la República de Co-
lombia, en donde así lo determine; en caso 
de que haya sido emitido por un juez ex-
tranjero, se deberá homologar la sentencia 
en el territorio colombiano.

Parágrafo 3°. Cuando al menor no le 
sea posible presentar copia del pasaporte 
extranjero vigente, el Ministerio de Rela-
ciones Exteriores o el Cónsul podrán de-
terminar el documento idóneo para suplir 
este requisito.

Art. 39.- Estudio de la solicitud. Una vez 
las oficinas del Ministerio de Relaciones 
Exteriores o las oficinas consulares de 
Colombia en el exterior, reciban la docu-
mentación y el nacional colombiano haya 
efectuado el pago correspondiente, el 
funcionario procederá a consultar con las 
entidades competentes, si existe alguna si-
tuación judicial que pueda afectar la expe-
dición del acta de renuncia.

Lo anterior en aras de evitar que el acto 
de renuncia a la nacionalidad colombiana 
se convierta en un mecanismo para evadir 
las normas del ordenamiento jurídico vi-
gente.

Parágrafo. El término de expedición de 
acta de renuncia se suspenderá hasta tanto 
no se reciba respuesta por parte de las au-
toridades judiciales oficiadas.

Art. 40.- Informe de otras autoridades. Las 
oficinas del Ministerio de Relaciones Ex-
teriores o las oficinas consulares de Co-
lombia en el exterior podrán solicitar a 
cualquier autoridad oficial, información 
adicional para completar, rectificar o actua-
lizar los datos contenidos en los informes 
de que trata la presente ley.
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Art. 41.- Término de contestación. La res-
puesta al trámite de renuncia a la naciona-
lidad colombiana será otorgada dentro de 
los tres (3) meses posteriores, contados a 
partir del día siguiente de la fecha del pago 
del trámite.

Art. 42.- Notificación. Los actos que se 
expidan como resultado de la aprobación 
del trámite de renuncia serán notificados 
conforme las disposiciones sobre la mate-
ria y se comunicarán a las entidades com-
petentes.

Parágrafo. Una vez realizada la notifica-
ción del acto administrativo el solicitante 
deberá hacer entrega de los originales de la 
cédula de ciudadanía, tarjeta de identidad y 
pasaporte colombianos, ante el funciona-
rio del Ministerio de Relaciones Exteriores 
o de la oficina consular.

CAPÍTULO XI
DE LA RECUPERACIÓN DE LA 

NACIONALIDAD COLOMBIANA
Art. 43.- Recuperación de la nacionalidad. 

Los nacionales colombianos que hayan 
perdido la nacionalidad por haberse na-
turalizado en otro país antes de la entrada 
en vigencia de la Constitución Política de 
1991 y cuya cédula de ciudadanía se en-
cuentre cancelada en el Archivo Nacional 
de Identificación -ANI- de la Dirección 
Nacional de Identificación de la Registra-
duría Nacional del Estado Civil y quienes 
hayan renunciado a la nacionalidad colom-
biana conforme lo dispone esta ley, podrán 
recuperarla de manera voluntaria ante el 
Ministerio de Relaciones Exteriores o en 
los consulados de Colombia en el exterior.

Parágrafo. No requerirán adelantar el 
trámite de recuperación de la nacionalidad 
colombiana quienes se hayan naturalizado 
en otro país antes de la entrada en vigencia 
de la Constitución Política de 1991, y cuyo 
acto no haya queda inscrito o anotado en 
el respectivo folio del registro civil de na-
cimiento.

Art. 44.- De la recuperación y los requisitos 
para su presentación. El extranjero que soli-
cite recuperar la nacionalidad colombiana 
deberá registrar la solicitud acompañada de 
los siguientes documentos:

1. Oficio motivado, dirigido al Minis-
tro de Relaciones Exteriores en el que se 
exprese su intención de recuperar la nacio-
nalidad colombiana y su voluntad de res-
paldar y acatar la Constitución Política y las 
leyes de Colombia.

2. Copia simple de la cédula de ciuda-
danía, si la posee, o copia del registro civil 
de nacimiento. Las personas que nacieron 
antes de 1938 deberán presentar la partida 
de bautismo.

3. Copia del acta de renuncia a la nacio-
nalidad colombiana o documento idóneo 
en donde conste fecha de naturalización en 
el Estado de su otra nacionalidad en caso 
de que la cédula de ciudadanía se encuentre 
cancelada en el Archivo Nacional de Iden-
tificación -ANI- de la Dirección Nacional 
de Identificación de la Registraduría Na-
cional del Estado Civil.

4. 1 foto 4X5 fondo blanco tipo docu-
mento.

Parágrafo 1°. Los nacionales por naci-
miento o por adopción que renuncien a 
la nacionalidad colombiana, sólo podrán 
recuperarla una vez transcurridos dos (2) 
años, contados a partir de la firmeza del 
acta de renuncia.

Parágrafo 2°. Los colombianos por na-
cimiento o por adopción que hayan re-
nunciado a su nacionalidad como parte del 
proceso para adquirir la nacionalidad de 
otro Estado, podrán recuperarla en cual-
quier tiempo cuando el otro Estado decida 
negarle la solicitud de naturalización.

Art. 45.- Recuperación de la nacionalidad 
colombiana para menores de edad. Los meno-
res de edad, podrán solicitar la recupera-
ción de la nacionalidad colombiana, por 
intermedio de quienes conjunta o separa-
damente ejerzan la patria potestad, de con-
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formidad, con las normas establecidas por 
el Código Civil Colombiano, para ello se 
deberá presentar:

1. Oficio motivado de quienes conjunta 
o separadamente ejerzan la patria potestad 
donde se manifieste el interés de adelantar 
el trámite de recuperación de la naciona-
lidad colombiana para el menor de edad.

2. Copia simple del registro civil de na-
cimiento colombiano o tarjeta de identidad 
si le fue expedida.

3. Copia del acta de renuncia a la nacio-
nalidad colombiana.

4. Copia del documento de identifica-
ción de quienes conjunta o separadamente 
ejerzan la patria potestad.

5. 1 foto 4X5 fondo blanco tipo docu-
mento.

Parágrafo. Si la patria potestad fue otor-
gada a uno de los padres o a un tercero, 
este deberá aportar la sentencia proferida 
por juez de la República de Colombia, en 
donde así lo determine; en caso de que 
haya sido emitido por un juez extranjero, 
se deberá homologar la sentencia en el te-
rritorio colombiano.

Art. 46.- Revisión de los documentos. Una 
vez las oficinas del Ministerio de Relacio-
nes Exteriores o las oficinas consulares de 
Colombia en el exterior, reciban la docu-
mentación, el funcionario procederá a de-
terminar la procedencia de la solicitud.

Cuando la solicitud no reúna las exi-
gencias hechas en la presente ley, se le co-
municará al solicitante para que proceda 
a subsanar los requerimientos efectuados, 
dentro de los seis (6) meses siguientes al 
envío de la comunicación.

Una vez hayan transcurrido seis (6) me-
ses sin que el interesado haya subsanado las 
exigencias, se entenderá que ha desistido 
de continuar con la solicitud y se ordenará 
el archivo definitivo del expediente.

Contra el auto de archivo no procede 
recurso alguno.

Parágrafo. Durante los seis (6) meses a 
que se refiere el inciso anterior, el solicitan-
te podrá solicitar por una sola vez a través 
de oficio la ampliación de los términos 
hasta por tres (3) meses, para subsanar el 
requerimiento.

Art. 47.- Término de respuesta. El Ministe-
rio de Relaciones Exteriores emitirá el acta 
de recuperación correspondiente, dentro 
de los quince (15) días hábiles, contados a 
partir del día siguiente de la fecha del radi-
cado de la solicitud, siempre y cuando esta 
cumpla con los requisitos.

Art. 48.- Notificación. Los actos admi-
nistrativos mediante los cuales se otorgue 
la recuperación de la nacionalidad colom-
biana serán notificados conforme las dis-
posiciones sobre la materia.

CAPÍTULO XII
CERTIFICADO DE ANTEPASADOS 

NATURALIZADOS
Art. 49.- Certificado de naturalización. 

Constancia emitida por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, mediante la cual se 
certifica si un extranjero o un antepasado 
extranjero de nacional colombiana por na-
cimiento obtuvo o no la nacionalidad co-
lombiana por adopción.

Art. 50.- Del certificado y los requisitos para 
su presentación. La persona que solicite la ex-
pedición del certificado deberá presentar 
los siguientes documentos:

1. Solicitud ante el Ministerio de Rela-
ciones Exteriores, en el cual se indique el 
nombre del solicitante.

En caso de que se requiera certificado 
para antepasado, se deberá relacionar su 
nombre completo con un documento de 
identificación.

2. Copia del documento de identifica-
ción del solicitante y/o del antepasado.

Art. 51.- Término de respuesta. El Minis-
terio de Relaciones Exteriores emitirá el 
certificado de antepasados naturalizados, 
dentro de los quince (15) días posteriores, 
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contados a partir del día siguiente del pago, 
siempre y cuando la solicitud cumpla con 
los requisitos.

Art. 52.- Reserva sobre la información apor-
tada. En cumplimiento de lo dispuesto en 
el artículo 15 de la Constitución Política, 
la información sobre la documentación 
aportada por los extranjeros, los nacionales 
y demás entidades en el trámite de solicitud 
de naturalización, renuncia, recuperación 
de la nacionalidad colombiana o certifica-
do de antepasados naturalizados, tendrán 
carácter de reserva y confidencialidad.

CAPÍTULO XIII
DE LA APLICACIÓN DEL RÉGIMEN 

DE EXTRANJERÍA
Art. 53.- Expedición de visa de residente a 

quienes renuncien a la nacionalidad colombiana 
siendo naturalizados. Los colombianos por 
nacimiento o por adopción, que hubieren 
renunciado a la nacionalidad colombiana 
conforme lo dispone la presente ley, así 
como sus hijos menores, podrán regulari-
zar su situación migratoria en el territorio 
nacional de conformidad con las normas 
en materia de visas expedidas por el Minis-
terio de Relaciones Exteriores.

CAPÍTULO XIV
DISPOSICIONES FINALES

Art. 54.- Derogaciones. La presente ley 
deroga la Ley 43 de 1993 y todas aquellas 
disposiciones que le sean contrarias.

Parágrafo. Las solicitudes de nacio-
nalidad colombiana por adopción que se 
encuentren en curso antes de la entrada 
en vigencia de la presente ley continuarán 
su trámite hasta la finalización del mismo, 
conforme al procedimiento establecido en 
la Ley 43 de 1993.

Art. 55.- Vigencia. La presente Ley ten-
drá vigencia desde su promulgación.

Publíquese y cúmplase.

LEY 131 DE 1994
(mayo 9)

por la cual se reglamenta el voto programático  
y se dictan otras disposiciones

decreta:
Art. 1º.- En desarrollo del artículo 259 

de la Constitución Política, se entiende por 
Voto Programático el mecanismo de par-
ticipación mediante el cual los ciudadanos 
que votan para elegir gobernadores y alcal-
des, imponen como mandato al elegido el 
cumplimiento del programa de gobierno 
que haya presentado como parte integral 
en la inscripción de su candidatura.

Art. 2º.- En desarrollo de los artícu-
los 40 y 103 de la Constitución Política, la 
revocatoria del mandato por el incumpli-
miento del programa de gobierno, es un 
mecanismo de participación popular, en 
los términos de esta ley.

Art. 3º.- Los candidatos a ser elegi-
dos popularmente como gobernadores y 
alcaldes deberán someter a consideración 
ciudadana un programa de gobierno, que 
hará parte integral de la inscripción ante las 
autoridades electorales respectivas, debién-
dose surtir posteriormente su publicación 
en el órgano oficial de la entidad territorial 
respectiva o, en su defecto, las administra-
ciones departamentales o municipales or-
denarán editar una publicación donde se 
den a conocer los programas de todos los 
aspirantes, sin perjuicio de su divulgación 
pública de acuerdo con la reglamentación 
en materia de uso de medios de comuni-
cación.

Art. 4º.- Inexequible. Corte Constitucional. 
Sentencia C-011 del 21 de enero de 1994.

Art. 5º.- Los alcaldes elegidos popu-
larmente propondrán ante sus respectivos 
concejos municipales en las sesiones ordi-
narias siguientes a la fecha de su posesión, 
las modificaciones, adiciones o supresiones 
al plan económico y social que se encuen-
tre vigente en esa fecha, a fin de actualizar-
lo e incorporarle los lineamentos generales 
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del programa político de gobierno inscrito 
en su calidad de candidatos. De no existir 
plan alguno, procederán a su presentación 
dentro del mismo término, de conformi-
dad con el programa inscrito, sin perjuicio 
de lo consagrado en el inciso 3º del artículo 
1º de la Ley 02 de 1991.

Podrá el alcalde proponer las modifica-
ciones al plan de inversiones del municipio, 
ante sus respectivos concejos municipales 
en las sesiones ordinarias siguientes a la fe-
cha de su posesión.

Una vez aprobadas las modificaciones 
por el Concejo Municipal, se notificará de 
las mismas para su respectivo control al 
organismo departamental de planeación 
correspondiente, en un plazo no mayor a 
los diez (10) días siguientes a la respectiva 
aprobación.

Art. 6º.- Los gobernadores elegidos 
popularmente convocarán a las asambleas, 
si se encuentran en receso, y presentarán 
dentro de los dos (2) meses siguientes a su 
posesión, las modificaciones, supresiones 
o adiciones a los planes departamentales 
de desarrollo, a fin de actualizarlos e in-
corporarles los lineamientos generales del 
programa inscrito en su calidad de candi-
datos.

De no existir plan de desarrollo alguno, 
procederán a su presentación ante la asam-
blea departamental, dentro de los mismos 
términos y condiciones, de conformidad 
con el programa inscrito.

Art. 7º.- Modificado. Ley 741 de 2002, art. 
1º. La revocatoria del mandato procederá, 
siempre y cuando se surtan los siguientes 
requisitos:

1. Haber transcurrido no menos de un 
año, contado a partir del momento de la 
posesión del respectivo alcalde o goberna-
dor.

2. Mediar por escrito, ante la Registra-
duría Nacional, solicitud de convocatoria a 
pronunciamiento popular para revocatoria, 
mediante un memorial que suscriban los 

ciudadanos en número no inferior al 40% 
del total de votos que obtuvo el elegido.

Art. 8º.- El memorial de solicitud de 
convocatoria a pronunciamiento popular 
para la revocatoria deberá sustentar las ra-
zones que la animan.

Art. 9º.- Los ciudadanos de la respec-
tiva entidad territorial serán convocados a 
pronunciamiento popular sobre la revoca-
toria por la Registraduría Nacional dentro 
de un término no superior a dos meses, 
contados a partir de la fecha de radicación 
del memorial de solicitud.

Art. 10.- Corresponde al Registrador 
Nacional, una vez reunidos los requisitos 
establecidos en el artículo 7º de la presente 
Ley, coordinar con las autoridades electo-
rales del respectivo departamento o muni-
cipio la divulgación, promoción y realiza-
ción de la convocatoria a pronunciamiento 
popular.

Art. 11.- Modificado. Ley 741 de 2002, art. 
2º. Sólo para efectos del voto programático, 
procederá la revocatoria del mandato para 
gobernadores y alcaldes, al ser ésta apro-
bada en el pronunciamiento popular por 
la mitad más uno de los votos ciudadanos 
que participen en la respectiva convocato-
ria, siempre que el número de sufragios no 
sea inferior al cincuenta y cinco por ciento 
(55%) de la votación valida registrada el día 
en que se eligió al respectivo mandatario.

Art. 12.- Habiéndose realizado el pro-
nunciamiento popular y el previo informe 
de escrutinios de la autoridad electoral de 
la respectiva entidad territorial, el Registra-
dor Nacional trasladará a conocimiento del 
Presidente de la República o del goberna-
dor respectivo para que procedan, según el 
caso, a la remoción del cargo del respectivo 
gobernador o el alcalde revocado.

Art. 13.- La revocatoria del mandato, 
surtido el trámite establecido en el artícu-
lo 12 de la presente ley, será de ejecución 
inmediata.
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Art. 14.- Revocado el mandato al go-
bernador o al alcalde, se convocará a elec-
ciones de nuevo mandatario dentro de los 
dos (2) meses siguientes a la fecha de revo-
catoria. Durante el período que transcurra 
entre la fecha de revocatoria y la posesión 
del nuevo mandatario, será designado en 
calidad de encargado por el Presidente de 
la República o el gobernador, según sea 
el caso, un ciudadano del mismo grupo, 
movimiento, sector o partido político del 
mandatario revocado.

Art. 15.- Inexequible. Corte Constitucional. 
Sentencia C-011 del 21 de enero de 1994.

Art. 16.- La presente Ley rige a partir 
de su promulgación.

LEY 137 DE 1994
(junio 2)

por la cual se regulan los estados de excepción 
en Colombia

decreta:
CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Art. 1º.- Ámbito de la ley. La presente 

ley estatutaria regula los estados de guerra 
exterior, conmoción interior y emergencia 
económica, social y ecológica.

Los estados de excepción sólo se regi-
rán por las disposiciones constitucionales, 
los tratados o convenios internacionales 
sobre derechos humanos incorporados al 
ordenamiento jurídico nacional, y las leyes 
estatutarias correspondientes.

Art. 2º.- Objeto de la ley. La presente 
ley tiene por objeto regular las facultades 
atribuidas al gobierno durante los estados 
de excepción. Estas facultades sólo po-
drán ser utilizadas cuando circunstancias 
extraordinarias hagan imposible el man-
tenimiento de la normalidad mediante los 
poderes ordinarios del Estado.

La ley también tiene por objeto estable-
cer los controles al ejercicio de las facul-
tades excepcionales del gobierno así como 
las garantías para proteger los derechos 

humanos de conformidad con los tratados 
internacionales.

Art. 3º.- Prevalencia de tratados internacio-
nales. De conformidad con el artículo 93 
de la Constitución Política, los tratados y 
convenios internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por el Congreso de 
Colombia prevalecen en el orden interno. 
En todo caso se respetarán las reglas del 
derecho internacional humanitario, como 
lo establece el numeral 2o. del artículo 
214 de la Constitución. La enunciación 
de los derechos y garantías contenidos en 
la Constitución y en los convenios inter-
nacionales vigentes, no debe entenderse 
como negación de otros que, siendo in-
herentes a la persona humana, no figuren 
expresamente en ellos.

En caso de guerra exterior, las faculta-
des del gobierno estarán limitadas por los 
convenios ratificados por Colombia y las 
demás normas de derecho positivo y con-
suetudinario que rijan sobre la materia.

Art. 4º.- Derechos intangibles. De confor-
midad con el artículo 27 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, y los 
demás tratados sobre la materia ratificados 
por Colombia, durante los estados de ex-
cepción serán intangibles: el derecho a la 
vida y a la integridad personal; el derecho a 
no ser sometido a desaparición forzada, a 
torturas, ni a tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes; el derecho al recono-
cimiento de la personalidad jurídica; la pro-
hibición de la esclavitud, la servidumbre y 
la trata de seres humanos, la prohibición de 
las penas de destierro, prisión perpetua y 
confiscación; la libertad de conciencia; la 
libertad de religión; el principio de la lega-
lidad, de favorabilidad y de irretroactividad 
de la ley penal; el derecho a elegir y ser ele-
gido; el derecho a contraer matrimonio y a 
la protección de la familia; los derechos del 
niño, a la protección por parte de su fami-
lia, de la sociedad y del Estado; el derecho 
a no ser condenado a prisión por deudas 
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civiles; el derecho al Hábeas Corpus y el 
derecho de los colombianos por nacimien-
to a no ser extraditados.

Tampoco podrán ser suspendidas las 
garantías judiciales indispensables para la 
protección de tales derechos.

De conformidad con el literal b) del ar-
tículo 29 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, ninguna disposición 
de la convención, puede ser interpretada 
en el sentido de limitar el goce y ejercicio 
de cualquier derecho o libertad que pueda 
estar reconocido de acuerdo con las leyes 
de cualquiera de los Estados partes o de 
acuerdo con otra convención en que sea 
parte uno de estos Estados.

Parágrafo 1o.- Garantía de la libre y pa-
cífica actividad política. Los derechos a 
constituir partidos, movimientos y agrupa-
ciones políticas, a formar parte de ellas, a 
participar en sus actividades legítimas y a 
hacer oposición, podrán ser ejercidos libre-
mente dentro del respeto a la Constitución 
Política y sin recurrir a ninguna forma de 
violencia.

Parágrafo 2o.- Para asegurar la efectivi-
dad del derecho a la paz, en ejercicio de las 
facultades derivadas del estado de conmo-
ción interior, se podrá expedir medidas ex-
ceptivas encaminadas a facilitar la reincor-
poración de delincuentes políticos a la vida 
civil y para remover obstáculos de índole 
administrativa, presupuestal o jurídica.

Art. 5º.- Prohibición de suspender derechos. 
Las limitaciones a los derechos no podrán 
ser tan gravosas que impliquen la negación 
de la dignidad humana, de la intimidad, de 
la libertad de asociación, del derecho al 
trabajo, del derecho a la educación, de la 
libertad de expresión y de los demás dere-
chos humanos y libertades fundamentales 
que no pueden ser suspendidos en ningún 
estado de excepción.

Tampoco podrán ser suspendidas las 
garantías judiciales indispensables para 
la protección de tales derechos. De todas 

formas se garantizarán los derechos consa-
grados en el artículo 29 de la Constitución 
Política.

Art. 6º.- Ausencia de regulación. En caso 
que sea necesario limitar el ejercicio de al-
gún derecho no intangible, no tratado en la 
presente ley, no se podrá afectar su núcleo 
esencial y se deberán establecer garantías y 
controles para su ejercicio.

Art. 7º.- Vigencia del estado de derecho. 
En ningún caso se podrá afectar el núcleo 
esencial de los derechos fundamentales. El 
estado de excepción es un régimen de lega-
lidad y por lo tanto no se podrán cometer 
arbitrariedades so pretexto de su declara-
ción.

Cuando un derecho o una libertad fun-
damentales puedan ser restringidos o su 
ejercicio reglamentado mediante decretos 
legislativos de estados de excepción, estos 
no podrán afectar el núcleo esencial de ta-
les derechos y libertades.

Art. 8º.- Justificación expresa de la limita-
ción del derecho. Los decretos de excepción 
deberán señalar los motivos por los cuales 
se imponen cada una de las limitaciones de 
los derechos constitucionales, de tal mane-
ra que permitan demostrar la relación de 
conexidad con las causas de la perturba-
ción y los motivos por las cuales se hacen 
necesarias.

Art. 9º.- Uso de las facultades. Las facul-
tades a que se refiere esta ley no pueden 
ser utilizadas siempre que se haya decla-
rado el estado de excepción sino, única-
mente, cuando se cumplan los principios 
de finalidad, necesidad, proporcionalidad, 
motivación de incompatibilidad, y se den 
las condiciones y requisitos a los cuales se 
refiere la presente ley.

Art. 10.- Finalidad. Cada una de las me-
didas adoptadas en los decretos legislativos 
deberá estar directa y específicamente en-
caminada a conjurar las causas de la per-
turbación y a impedir la extensión de sus 
efectos.
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Art. 11.- Necesidad. Los decretos legisla-
tivos deberán expresar claramente las razo-
nes por las cuales cada una de las medidas 
adoptadas es necesaria para alcanzar los 
fines que dieron lugar a la declaratoria del 
estado de excepción correspondiente.

Art. 12.- Motivación de incompatibilidad. 
Los decretos legislativos que suspendan 
leyes deberán expresar las razonas por las 
cuales son incompatibles con el correspon-
diente estado de excepción.

Art. 13.- Proporcionalidad. Las medidas 
expedidas durante los estados de excep-
ción deberán guardar proporcionalidad 
con la gravedad de los hechos que buscan 
conjurar.

La limitación en el ejercicio de los dere-
chos y libertades sólo será admisible en el 
grado estrictamente necesario, para buscar 
el retorno a la normalidad.

Art. 14.- No discriminación. Las medidas 
adoptadas con ocasión de los estados de 
excepción, no pueden entrañar discrimina-
ción alguna, fundada en razones de raza, 
lengua, religión, origen nacional o familiar, 
opinión política o filosófica. Lo anterior no 
obsta para que se adopten medidas en fa-
vor de miembros de grupos rebeldes para 
facilitar y garantizar su incorporación a la 
vida civil.

La Procuraduría General de la Nación, 
en desarrollo de su función constitucional, 
velará por el respeto al principio de no dis-
criminación consagrado en este artículo, en 
relación con las medidas concretas adopta-
das durante los estados de excepción. Para 
ello tomará medidas, desde la correctiva, 
hasta la destitución, según la gravedad de 
la falta y mediante procedimiento especial, 
sin perjuicio del derecho de defensa.

Art. 15.- Prohibiciones. Además de las 
prohibiciones señaladas en esta ley, en los 
estados de excepción de acuerdo con la 
Constitución, no se podrá:

a) Suspender los derechos humanos ni 
las libertades fundamentales;

b) Interrumpir el normal funciona-
miento de las ramas del poder público ni 
de los órganos del Estado, y

c) Suprimir ni modificar los organis-
mos ni las funciones básicas de acusación 
y juzgamiento.

Art. 16.- Información a los organismos in-
ternacionales. De acuerdo con el artículo 27 
de la Convención Americana de los Dere-
chos Humanos y el artículo 4o. del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos, al día siguiente de la declaratoria del 
estado de excepción, el gobierno enviará 
al secretario general de la Organización de 
Estados Americanos y al secretario general 
de las Naciones Unidas, una comunicación 
en que dé aviso a los Estados partes de los 
tratados citados, de la declaratoria del es-
tado de excepción, y de los motivos que 
condujeron a ella. Los decretos legislativos 
que limiten el ejercicio de derechos, debe-
rán ser puestos en conocimiento de dichas 
autoridades. Igual comunicación deberá 
enviarse cuando sea levantado el estado de 
excepción.

Art. 17.- Independencia y compatibilidad. 
Los estados de excepción por guerra ex-
terior, conmoción interior y emergencia 
económica, social y ecológica son inde-
pendientes. Su declaratoria y las medidas 
que en virtud de ellos se adopten, deberán 
adoptarse separadamente.

Esta independencia no impide el que 
puedan declararse simultáneamente varios 
de estos estados, siempre que se den las 
condiciones constitucionales y siguiendo 
los procedimientos legales correspondien-
tes.

Art. 18.- Presencia del Presidente de la Re-
pública. Cuando con ocasión de los estados 
de excepción el Presidente de la República 
considerare conveniente su presencia en 
las sesiones del Congreso, podrá concurrir 
previa comunicación escrita al presidente 
de la cámara respectiva, quien dispondrá lo 
pertinente para el día y hora señalada.
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Si de su intervención surgieren debates, 
deberán hacerse en otra sesión y no obli-
gará su presencia. En todo caso deberán 
responder los ministros que fueren citados 
para tal efecto.

Art. 19.- Prohibición de reproducir normas. 
Ningún decreto declarado inconstitucional 
podrá ser reproducido por el gobierno, a 
menos que con posterioridad a la sentencia 
o decisión, hayan desaparecido los funda-
mentos que la originaron.

Parágrafo.- Inexequible. Corte Constitucional, 
sentencia C-179, de abril 13 de 1994.

Art. 20.- Control de legalidad. Las medi-
das de carácter general que sean dictadas 
en ejercicio de la función administrativa 
y como desarrollo de los decretos legis-
lativos durante los estados de excepción, 
tendrán un control inmediato de legalidad, 
ejercido por la autoridad de lo contencio-
so- administrativo en el lugar donde se ex-
pidan, si se tratare de entidades territoriales 
o del Consejo de Estado si emanaren de 
autoridades nacionales.

Las autoridades competentes que los 
expidan enviarán los actos administrativos 
a la jurisdicción contencioso-administrati-
va indicada, dentro de las cuarenta y ocho 
(48) horas siguientes a su expedición.

Art. 21.- Atribuciones precisas de funciones 
judiciales a autoridades civiles. Cuando existan 
lugares en los cuales no haya jueces o estos 
no puedan, por la gravedad de la pertur-
bación, ejercer sus funciones, el gobierno, 
mediante decreto legislativo, podrá deter-
minar que las autoridades civiles ejecutivas 
ejerzan funciones judiciales, las cuales de-
berán ser claramente precisadas, y diferen-
tes a las de investigar y juzgar delitos. Las 
providencias que dicten tales autoridades 
podrán ser revisadas por un órgano judicial 
de conformidad con el procedimiento que 
señale el decreto legislativo.

CAPÍTULO II
DEL ESTADO DE GUERRA EXTERIOR
Art. 22.- Declaratoria del estado de guerra 

exterior. Para alcanzar los fines señalados 

en el artículo 212 de la Constitución Po-
lítica, el presidente, con la firma de todos 
los ministros, una vez haya obtenido auto-
rización del Senado para la declaratoria de 
guerra, podrá declarar el estado de guerra 
exterior.

El decreto que declare el estado de gue-
rra exterior deberá expresar los motivos 
que justifican la declaración.

En ningún caso se podrá declarar el es-
tado de guerra exterior para afrontar cau-
sas internas de grave perturbación.

Art. 23.- Envío de tropas al exterior. En 
cumplimiento de tratados internacionales, 
el gobierno podrá enviar tropas al exterior 
para coadyuvar la defensa de un Estado 
que sufra una agresión armada, sin que 
para ello sea necesario declarar el estado de 
guerra exterior.

En este caso, deberá rendir un informe 
al Senado de la República.

Art. 24.- Caso de agresión externa. Informe 
al Congreso. Cuando sea necesario repeler 
una agresión externa el Presidente, con la 
firma de todos los ministros podrá declarar 
el estado de guerra exterior, sin autoriza-
ción previa del Senado.

Si el Congreso no se halla reunido, se 
reunirá por derecho propio dentro de los 
tres días siguientes a la declaratoria del es-
tado de guerra exterior y el gobierno ren-
dirá inmediatamente un informe motiva-
do sobre las razones que determinaron la 
declaratoria y las medidas que se hubieren 
adoptado para repeler la agresión.

Art. 25.- Facultades generales. En virtud 
de la declaración del estado de guerra ex-
terior, el gobierno ejercerá las facultades 
estrictamente necesarias para repeler la 
agresión, defender la soberanía, atender los 
requerimientos de la guerra y procurar el 
restablecimiento de la normalidad.

Art. 26.- Expropiación y ocupación. De 
conformidad con el artículo 59 de la Cons-
titución Política, el Gobierno Nacional 
podrá decretar expropiaciones sin indem-
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nización previa, cuando sea necesario para 
atender los requerimientos de la guerra.

Los bienes inmuebles sólo podrán ser 
temporalmente ocupados para atender las 
necesidades de la guerra o para destinar a 
ella sus productos.

El decreto legislativo que consagre 
estas medidas señalará el procedimiento 
para fijar el monto de la indemnización 
ocasionada por motivo de la expropiación 
y establecerá la manera de asegurar la res-
ponsabilidad del Estado. En todo caso y a 
petición de parte la decisión será revisada 
por la jurisdicción contencioso- adminis-
trativa.

Art. 27.- Medios de comunicación. El go-
bierno podrá establecer mediante decretos 
legislativos restricciones a la prensa escrita, 
la radio o la televisión, de divulgar infor-
maciones que puedan entorpecer el eficaz 
desarrollo de las operaciones de guerra; co-
locar en peligro la vida de personas o cla-
ramente mejorar la posición del enemigo, 
conductas que serán sancionadas por grave 
irresponsabilidad social, con las medidas 
previstas en el respectivo decreto.

Cuando mediante la radio, la televisión, 
o por proyecciones cinematográficas, se 
pueda afectar en forma grave e inminen-
te el eficaz desarrollo de las operaciones 
de guerra, o se divulgue propaganda en 
beneficio del enemigo o se haga su apolo-
gía, el gobierno como respuesta a la grave 
irresponsabilidad social que esas conductas 
comportan, podrá suspender las emisiones 
o proyecciones y sancionar, a los infracto-
res, en los términos de los decretos legisla-
tivos pertinentes.

El gobierno podrá utilizar los canales 
de televisión o las frecuencias de radio 
cuando lo considere necesario.

El gobierno podrá suspender tempo-
ralmente los servicios de radiocomunica-
ciones de redes públicas o privadas.

Todas estas determinaciones estarán 
sometidas al control de la Corte Constitu-
cional.

Parágrafo.- En ningún caso se podrá con 
estas medidas, establecer juntas de censo-
res previas.

Sin perjuicio de las facultades otorga-
das en la presente ley, durante el estado de 
guerra exterior, las agremiaciones periodís-
ticas legalmente reconocidas, se constitui-
rán en tribunales de autorregulación para el 
ejercicio del derecho de información.

Art. 28.- Limitaciones a la libertad de mo-
vimiento y residencia. Con el objeto de prote-
ger la vida de los habitantes y facilitar las 
operaciones de guerra, el gobierno podrá 
restringir la circulación o residencia de per-
sonas en áreas del territorio nacional.

Así mismo, podrá establecer zonas 
especiales de circulación y residencia, tan 
solo para asegurar la protección de la po-
blación que pudiera resultar afectada por 
las acciones propias del conflicto armado. 
Nadie podrá ser conducido por la fuerza a 
las zonas especiales, ni obligado a perma-
necer en ellas.

En este caso el gobierno deberá pro-
veer los recursos necesarios para garantizar 
las condiciones de alojamiento, transporte 
y manutención de las personas afectadas.

Semanalmente el Ministerio de Go-
bierno enviará un informe detallado a la 
Procuraduría General de la Nación, sobre 
el número de personas de que se trata, su 
identidad, la fecha de ingreso, las condicio-
nes en que se encuentran, las autoridades 
responsables y las acciones adelantadas 
para la protección de sus derechos; ade-
más, los informes que juzguen necesarios 
los titulares de los citados organismos ofi-
ciales.

Art. 29.- Movilización nacional. Durante 
el estado de guerra exterior el gobierno 
podrá decretar la movilización nacional 
en forma total o parcial, para adecuar a las 
necesidades de la guerra los recursos y ser-
vicios requeridos.

Cuando la naturaleza y el alcance del 
conflicto así lo determinen, el gobierno 
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podrá decretar la movilización militar, caso 
en el cual la fuerza pública, la defensa civil 
y los organismos de seguridad del Estado, 
serán apoyados con todos los medios dis-
ponibles de la Nación, a fin de garantizar-
les los recursos y servicios requeridos.

En todo caso y de conformidad con la 
Constitución, los colombianos por adop-
ción y los extranjeros domiciliados en Co-
lombia, no podrán ser obligados a tomar 
las armas contra su país de origen; tampo-
co lo serán los colombianos nacionalizados 
en país extranjero, contra el país de su nue-
va nacionalidad.

Art. 30.- Servicio militar. El gobierno po-
drá modificar transitoriamente las normas 
ordinarias que regulan el servicio militar 
obligatorio.

Art. 31.- Informes al Congreso. Mientras 
subsista el estado de guerra exterior, el 
gobierno deberá rendir periódicamente, 
informes motivados al Congreso sobre las 
medidas legislativas adoptadas, su aplica-
ción; y la evolución de los acontecimien-
tos. En todo caso tendrá que hacerlo por 
lo menos cada treinta (30) días.

Art. 32.- Control de facultades legislativas 
por el Congreso. El Congreso podrá refor-
mar o derogar, en cualquier tiempo, los 
decretos legislativos que dicte el gobierno 
durante el estado de guerra exterior, con 
el voto favorable de los dos tercios de los 
miembros de una y otra cámara.

Durante los debates, el Congreso po-
drá invitar al presidente y éste podrá pre-
sentarse o enviar un mensaje para explicar 
la necesidad de las medidas adoptadas que 
se pretende derogar o reformar.

En ningún caso, las disposiciones de-
rogadas por el Congreso podrán ser repro-
ducidas posteriormente por el gobierno, 
durante la vigencia del estado para el cual 
fueron dictadas, salvo que el Congreso ex-
presamente lo faculte para hacerlo.

Art. 33.- Facultades complementarias. Ade-
más de las facultades consagradas para la 

guerra exterior, el gobierno tendrá aquéllas 
otorgadas por la Constitución y por las le-
yes estatutarias que rijan la materia, durante 
el estado de conmoción interior, siempre 
y cuando sean conexas con las causas que 
determinaron su declaratoria.

CAPÍTULO III
DEL ESTADO DE CONMOCIÓN

 INTERIOR
Art. 34.- Declaratoria del estado de conmo-

ción interior. Cuando se presente una grave 
perturbación del orden público que atente 
de manera inmimente contra la estabilidad 
institucional, la seguridad del Estado o la 
convivencia ciudadana, que no pueda ser 
conjurada mediante el uso de las atribucio-
nes ordinarias de las autoridades de policía, 
de conformidad con el artículo 213 de la 
Constitución, el Presidente de la República, 
con la firma de todos los ministros, podrá 
declarar el estado de conmoción interior.

El decreto declaratorio determinará el 
ámbito territorial de la conmoción interior 
y su duración, que no podrá exceder de 90 
días.

Art. 35.- Prórrogas. De conformidad 
con el artículo 213 de la Constitución, el 
gobierno podrá prorrogar el estado de 
conmoción interior hasta por dos períodos 
de noventa días, el segundo de los cuales 
requerirá concepto previo y favorable del 
Senado de la República.

Art. 36.- Facultades generales. En virtud 
de la declaración del estado de conmoción 
interior, el gobierno podrá suspender las 
leyes incompatibles con dicho estado y 
tendrá las facultades estrictamente necesa-
rias para conjurar las causas de la perturba-
ción e impedir la extinción de sus efectos. 
Estas facultades incluyen las demás consa-
gradas por la Constitución y la presente ley.

Art. 37.- Unidades especiales de investiga-
ción. Las unidades especiales creadas para 
que el Fiscal General de la Nación ejerza la 
facultad a que se refiere el numeral 4o. del 
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artículo 251 de la Constitución, no podrán 
estar integradas por militares.

Art. 38.- Facultades. Durante el estado 
de conmoción interior el gobierno tendrá 
además la facultad de adoptar las siguientes 
medidas:

a) Restringir, sin que se afecte su nú-
cleo esencial, el derecho de circulación y 
residencia. En tal virtud podrá limitarse o 
prohibirse genéricamente la circulación o 
permanencia de personas o vehículos en 
horas y lugares determinados que puedan 
obstruir la acción de la fuerza pública, con 
miras al restablecimiento del orden públi-
co.

En la respectiva entidad territorial po-
drá también imponerse el toque de queda.

Igualmente podrá exigir a personas de-
terminadas que comuniquen, con una an-
telación de dos días, todo desplazamiento 
fuera de la localidad en que tengan su resi-
dencia habitual.

Parágrafo 1o.- Cuando esta medida deba 
aplicarse en zonas rurales, el gobierno po-
drá expedir permisos especiales con el fin 
de garantizar el libre tránsito de las perso-
nas, cuando quiera que se trate de sus resi-
dencias o zonas donde ejercen su actividad 
comercial, económica o profesional.

Parágrafo 2o.- No podrá en ningún caso 
ordenarse el desarraigo ni el exilio interno.

b) Utilizar temporalmente bienes e im-
poner la prestación de servicios técnicos y 
profesionales. Esta facultad sólo podrá ser 
aplicada cuando no existan bienes y servi-
cios oficiales, ni medio alternativo alguno 
para proteger los derechos fundamentales 
o cuando sea urgente garantizar la vida y 
la salud de las personas. En todo caso el 
Estado responderá por los daños causados 
a los bienes utilizados mediante indemni-
zación plena. Cuando la utilización afecte 
bienes indispensables para la supervivencia 
de las personas, la autoridad, simultánea-
mente con ésta, deberá proveer las medi-
das necesarias para compensar los efectos 
nocivos de la utilización.

Simultáneamente se deberá levantar 
una acta en la cual se expresan los moti-
vos, la información de las autoridades que 
ejecutan la medida y de las personas que 
deben cumplirla, así como el tipo de ser-
vicio impuesto y la descripción del estado 
en que se encuentra el bien utilizado; este 
documento deberá ser enviado a la Procu-
raduría dentro de los dos días siguientes a 
la ejecución de la medida.

Parágrafo.- No podrán imponerse traba-
jos forzados de conformidad con lo esta-
blecido en los convenios internacionales;

c) Establecer, mediante decretos legis-
lativos, restricciones a la radio y la televi-
sión de divulgar informaciones que puedan 
generar un peligro grave e inminente para 
la vida de las personas, o incidir de ma-
nera directa en la perturbación del orden 
público, conductas que serán sancionadas 
por grave irresponsabilidad social, con las 
medidas previstas en el respectivo decreto.

El gobierno podrá utilizar los canales 
de televisión o las frecuencias de radio, 
cuando lo considere necesario.

El gobierno podrá suspender tempo-
ralmente los servicios de radio- comunica-
ciones de redes públicas o privadas.

No se podrá prohibir a organizaciones 
o personas la divulgación de información 
sobre violación de los derechos humanos.

Todas estas determinaciones estarán 
sometidas al control de la Corte Constitu-
cional.

Parágrafo.- En ningún caso se podrá, 
con estas medidas, establecer juntas de 
censores previas.

Sin perjuicio de las facultades otorga-
das en la presente ley, durante el estado de 
conmoción interior, las agremiaciones pe-
riodísticas legalmente reconocidas se cons-
tituirán en tribunales de autorregulación, 
para el ejercicio del derecho de informa-
ción.

d) Someter a permiso previo o restrin-
gir la celebración de reuniones y manifes-
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taciones, que puedan contribuir, en forma 
grave e inminente, a la perturbación del 
orden público, y disolver aquéllas que lo 
perturben;

e) Disponer con orden de autoridad 
judicial competente, la interceptación o re-
gistro de comunicaciones con el único fin 
de buscar pruebas judiciales o prevenir la 
comisión de delitos.

Cuando existan circunstancias de ur-
gencia insuperables y sea necesario pro-
teger un derecho fundamental en grave e 
inminente peligro, la autorización judicial 
previamente escrita podrá ser comunicada 
verbalmente.

La respectiva autoridad judicial deberá 
registrar en un libro especial, que para es-
tos efectos deberá llevar la pertinente or-
den verbal o escrita, indicando la hora, el 
lugar, y el motivo, los nombres de las per-
sonas afectadas con dicha orden y la auto-
ridad que lo solicita.

f) Disponer con orden autoridad judi-
cial competente, la aprehensión preventiva 
de personas de quienes se tenga indicio so-
bre su participación o sobre sus planes de 
participar en la comisión de delitos relacio-
nados con las causas de la perturbación del 
orden público.

Cuando existan circunstancias de ur-
gencia insuperables y sea necesario pro-
teger un derecho fundamental en grave e 
inminente peligro, la autorización judicial 
previamente escrita podrá ser comunicada 
verbalmente.

Cuando las circunstancias señaladas en 
el inciso anterior se presenten y sea impo-
sible requerir la autorización judicial, podrá 
actuarse sin orden del funcionario judicial. 
El aprehendido preventivamente deberá 
ser puesto a disposición de un fiscal tan 
pronto como sea posible y en todo caso 
dentro de las veinticuatro horas siguientes, 
para que éste adopte la decisión correspon-
diente en el término de treinta y seis horas. 
En este caso deberá informarse a la Pro-

curaduría del hecho y de las razones que 
motivaron dicha actuación, para lo de su 
competencia.

En el decreto respectivo se establecerá 
un sistema que permita identificar el lugar, 
la fecha y la hora en que se encuentra apre-
hendida una persona y las razones de la 
aprehensión.

La respectiva autoridad judicial debe-
rá registrar en un libro especial, que para 
estos efectos deberá llevar la pertinente 
orden escrita, indicando la hora, el lugar, 
y el motivo, los nombres de las personas 
afectadas con dicha orden y la autoridad 
que lo solicita;

g) No se podrá restringir el derecho de 
huelga en los servicios públicos no esen-
ciales.

Durante la conmoción interior tendrán 
vigencia los convenios de la Organización 
Internacional del Trabajo relativos a la li-
bertad sindical y ratificados por Colombia;

h) Limitar o racionar el uso de servi-
cios o el consumo de artículos de primera 
necesidad. La aplicación de este literal, se 
entenderá para lo estatuido por el literal i) 
del presente artículo;

i) Impartir las órdenes necesarias para 
asegurar el abastecimiento de los mercados 
y el funcionamiento de los servicios y de 
los centros de producción;

j) Subordinar a condiciones especiales 
o negar el ejercicio de determinados dere-
chos civiles a los extranjeros, de conformi-
dad con el artículo 100 de la Constitución.

Los extranjeros deberán realizar las 
comparecencias que se ordenen, cumplir 
las normas que se dicten sobre renovación 
o control de permisos de residencia y ob-
servar las demás formalidades que se esta-
blezcan. Quienes contravengan las normas 
que se dicten, o contribuyan a perturbar el 
orden público, podrán ser expulsados de 
Colombia. Las medidas de expulsión debe-
rán ser motivadas. En todo caso se garanti-
zará el derecho de defensa.
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En ningún caso, los extranjeros resi-
dentes en Colombia podrán ser declarados 
responsables ni obligados a responder con 
su patrimonio, por los actos del gobierno 
de su país.

Los apátridas y refugiados respecto de 
los cuales no sea posible la expulsión, se 
someterán al mismo régimen que los co-
lombianos.

k) El presidente de la República podrá 
suspender al alcalde o gobernador, y éste 
a su vez podrá suspender a los alcaldes de 
su departamento, cuando contribuyan a la 
perturbación del orden, u obstaculicen la 
acción de la fuerza pública, o incumplan las 
órdenes que al respecto emita su superior, 
y designar temporalmente cualquier auto-
ridad civil, según los procedimientos y las 
causales que se establezcan.

l) Imponer contribuciones fiscales o 
parafiscales para una sola vigencia fiscal, o 
durante la vigencia de la conmoción, per-
cibir contribuciones o impuestos que no 
figuren en el presupuesto de rentas y hacer 
erogaciones con cargo al tesoro que no se 
hallen incluidas en el de gastos.

Parágrafo.- Los ingresos percibidos por 
concepto de regalías por los departamen-
tos productores de recursos naturales no 
renovables, así como los puertos maríti-
mos y fluviales contemplados en los artí-
culos 360 y 361 de la Constitución Política, 
no podrán afectarse en más de un diez por 
ciento (10%). Los recursos afectados de-
berán destinarse a inversiones en seguridad 
dentro de la misma entidad territorial. La 
limitación señalada en este parágrafo no se 
tendrá en cuenta en caso de guerra exterior.

ll) Modificar el presupuesto, de lo cual 
deberá rendir cuenta al Congreso en un 
plazo de cinco días para que éste pueda de-
rogar o modificar disposiciones según su 
competencia.

m) Suspender la vigencia de los salvo-
conductos expedidos por las autoridades 

militares, para el porte de armas y carros 
blindados en determinadas zonas, y

n) Disponer con orden de autoridad ju-
dicial competente, inspecciones o registros 
domiciliarios con el único fin de buscar 
pruebas judiciales o prevenir la comisión 
de delitos.

Se levantará acta de la inspección o re-
gistro, en la cual se hará constar la identidad 
de las personas que asistan y las circunstan-
cias en que concurran. El acta será firmada 
por la autoridad que efectúe el reconoci-
miento y por el morador. Si los familiares 
y los vecinos no saben o no quieren firmar 
se dejará constancia en el acta.

Cuando existan circunstancias de ur-
gencia insuperables y sea necesario para 
garantizar un derecho fundamental en 
grave e inminente peligro, la autorización 
judicial previamente escrita podrá ser co-
municada verbalmente.

Si las circunstancias señaladas en el in-
ciso anterior se presentan y resulta imposi-
ble requerir la autorización judicial, podrá 
actuarse sin orden del funcionario judicial, 
pero deberá informársele inmediatamente, 
y en todo caso no más tarde de las 24 horas 
siguientes, de las causas que motivaron la 
inspección o el registro y de sus resultados, 
con remisión de copia del acta levantada. 
La información correspondiente deberá 
enviarse, simultáneamente, a la Procura-
duría General de la Nación para lo de su 
competencia, señalando las razones que 
motivaron dicha actuación.

La respectiva autoridad judicial deberá 
registrar un libro especial, que para estos 
efectos deberá llevar la pertinente orden 
escrita, indicando la hora, el lugar, y el mo-
tivo, los nombres de las personas afectadas 
con dicha orden y la autoridad que lo so-
licita.

Parágrafo 1º.- Las facultades conferidas 
en este artículo no implican menoscabo de 
aquéllas de que disponen las autoridades 
en tiempos de paz.
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Parágrafo 2º.- Las facultades a que se re-
fieren los literales a), b), c), d), g), h), i), j), 
k), l), ll), sólo pueden ser atribuidas al pre-
sidente, a los ministros, a los gobernadores 
o a los alcaldes.

Parágrafo 3º.- Las autoridades que hagan 
uso de las facultades señaladas en los litera-
les e), f) y n), sin que se den las condiciones 
y circunstancias allí previstas, serán respon-
sables civil y penalmente.

Art. 39.- Informes al Congreso. Si dentro 
de los tres días siguientes a la declaratoria 
del estado de conmoción interior, el Con-
greso no se halla reunido, lo hará por dere-
cho propio y el gobierno le rendirá inme-
diatamente un informe sobre las razones 
que determinaron la declaración. También 
deberá presentarle un informe cuando sea 
necesario prorrogar el estado de conmo-
ción interior.

Cada una de las cámaras dispondrá de 
un plazo máximo de 15 días para pronun-
ciarse sobre los informes de que trata el 
presente artículo.

Mientras subsista la conmoción inte-
rior, el gobierno enviará cada treinta días 
un informe sobre la evolución de los acon-
tecimientos, las medidas adoptadas, su eva-
luación, así como de las investigaciones en 
curso sobre eventuales abusos en el uso de 
las facultades.

Cuando haya lugar, las comisiones de 
derechos humanos y audiencias, presen-
tarán ante la respectiva cámara las reco-
mendaciones que juzguen convenientes y 
necesarias.

Art. 40.- Concepto favorable del Senado. 
Si al cabo de 180 días, persistieren las cir-
cunstancias que dieron lugar a la declara-
toria del estado de conmoción interior, el 
presidente podrá prorrogarlo nuevamente 
por 90 días más, siempre que haya obte-
nido concepto favorable del Senado de la 
República.

Para tal efecto, el presidente deberá 
solicitar al Senado, con una antelación no 

menor de 15 días al vencimiento de la pri-
mera prórroga, que rinda su concepto y el 
Senado deberá pronunciarse antes del ven-
cimiento de dicho término.

Art. 41.-Prórroga de la vigencia. Los de-
cretos legislativos que dicte el gobierno 
durante el estado de conmoción interior, 
dejarán de regir tan pronto como se de-
clare restablecido el orden público, pero se 
podrá prorrogar su vigencia hasta por 90 
días más.

Art. 42.- Prohibición de tribunales militares. 
Funciones judiciales de autoridades civiles 
ejecutivas. Durante el Estado de conmo-
ción interior los civiles no podrán ser in-
vestigados o juzgados por tribunales pena-
les militares.

Art. 43.- Inexequible. Corte Constitucional, 
sentencia C- 179, de abril 13 de 1994.

Art. 44.- Poder punitivo. Durante el esta-
do de conmoción interior, mediante decre-
to legislativo, se podrán tipificar penalmen-
te conductas, aumentar y reducir penas, así 
como modificar las disposiciones de pro-
cedimiento penal y de policía y autorizar el 
cambio de radicación de procesos.

En ningún caso un decreto legisla-
tivo dictado con ocasión del estado de 
conmoción interior, podrá modificar los 
procedimientos penales para suprimir la 
intervención del Ministerio Público en las 
actuaciones correspondientes.

Las medidas contempladas en el inciso 
primero sólo podrán dictarse siempre que:

a) Se trate de hechos punibles que 
guarden relación directa con las causas 
que originaron la declaratoria del estado de 
conmoción interior o pretendan impedir la 
extensión de sus efectos;

b) Se respete lo dispuesto en materia de 
juzgamientos por los tratados internacio-
nales ratificados por Colombia;

c) Se garanticen los derechos consagra-
dos en el artículo 29 de la Constitución Po-
lítica, así como la vigencia del artículo 228 
de la Carta, y
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d) De acuerdo con la Constitución, no 
se supriman, ni modifiquen los organismos 
ni las funciones básicas de acusación y juz-
gamiento.

El gobierno no podrá tipificar como 
delito los actos legítimos de protesta social.

Levantado el estado de conmoción in-
terior los procesos iniciados serán traslada-
dos a la autoridad judicial ordinaria compe-
tente para continuar el trámite de acuerdo 
con el procedimiento penal ordinario y las 
penas no podrán ser superiores a la máxi-
ma ordinaria.

Art. 45.- Garantía de autonomía de las 
entidades territoriales. Para asegurar los de-
rechos que corresponden a las entidades 
territoriales, cuando se trate de recursos 
o ingresos ordinarios, que a ellas perte-
necen, no podrán, durante la conmoción 
interior, afectarse en forma alguna, salvo 
lo dispuesto por normas constitucionales. 
Ello no impide, sin embargo, que puedan 
establecerse especiales controles, en la ad-
ministración de los recursos de las entida-
des territoriales.

CAPÍTULO IV
DEL ESTADO DE EMERGENCIA 

ECONÓMICA, SOCIAL Y ECOLÓGICA
Art. 46.- Declaratoria del estado de emergen-

cia económica, social y ecológica. Cuando sobre-
vengan hechos distintos de los previstos 
en los artículos 212 y 213 de la Constitu-
ción, que perturben o amenacen perturbar 
en forma grave e inminente el orden eco-
nómico, social y ecológico del país, o que 
constituyen grave calamidad pública, po-
drá el presidente, con la firma de todos los 
ministros, declarar el estado de emergencia 
económica, social y ecológica.

En el decreto declarativo el gobierno 
deberá establecer la duración del estado de 
emergencia, que no podrá exceder de trein-
ta días y convocará al Congreso, si no se 
halla reunido, para los 10 días siguientes al 
vencimiento del término de dicho estado.

De conformidad con la Constitución, 
en ningún caso, los estados de emergencia 
sumados podrán exceder de noventa días 
en el año calendario.

Art. 47.- Facultades. En virtud de la de-
claración del estado de emergencia, el go-
bierno podrá dictar decretos con fuerza de 
ley, destinados exclusivamente a conjurar la 
crisis a impedir la extensión de sus efectos.

Los decretos deberán referirse a mate-
rias que tengan relación directa y específica 
con dicho estado.

Parágrafo.- Durante el estado de emer-
gencia el gobierno podrá establecer nue-
vos tributos o modificar los existentes. En 
estos casos las medidas dejarán de regir al 
término de la siguiente vigencia fiscal, sal-
vo que el Congreso, durante el año siguien-
te, les otorgue carácter permanente.

Art. 48.- Informes al Congreso. El gobier-
no le rendirá al Congreso un informe mo-
tivado sobre las causales que determinaron 
la declaración y las medidas adoptadas.

El Congreso examinará dicho informe 
en un plazo hasta de treinta (30) días, pro-
rrogables por acuerdo de las dos cámaras, 
y se pronunciará sobre la conveniencia y 
oportunidad de las medidas adoptadas.

Art. 49.- Reforma, adiciones o derogaciones 
de medidas. El Congreso podrá, durante el 
año siguiente a la declaratoria del estado de 
emergencia, reformar, derogar, o adicionar 
los decretos legislativos que dicte el gobier-
no durante dicho estado, en aquellas ma-
terias que ordinariamente son de iniciativa 
gubernamental.

También podrá, en cualquier momen-
to, ejercer estas atribuciones en relación 
con las materias que sean de iniciativa de 
sus miembros.

Art. 50.- Derechos sociales de los trabajado-
res. De conformidad con la Constitución, 
en ningún caso el gobierno podrá desme-
jorar los derechos sociales de los trabaja-
dores mediante los decretos legislativos 
dictados durante el estado de emergencia.
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CAPÍTULO V
PRINCIPIOS DE APLICACIÓN Y 
CONTROL CONSTITUCIONAL

Art. 51.- Indemnización de perjuicios. El 
Estado será siempre responsable por los 
excesos en la utilización de las facultades 
previstas en la presente ley, sin perjuicio 
de la responsabilidad civil, penal o disci-
plinaria que corresponda a los servidores 
públicos.

Art. 52.- Responsabilidad. Cuando se de-
claren los estados de excepción sin haber 
ocurrido los casos de guerra exterior, con-
moción interior, o emergencia económica, 
social y ecológica, serán responsables el 
Presidente de la República y los ministros. 
También lo serán los demás funcionarios 
y agentes del gobierno por los abusos y 
extralimitaciones que hubieren cometido 
en el ejercicio de las facultades y en la apli-
cación de las medidas de que tratan estas 
materias.

Para tal efecto, durante estos estados, 
también regirán las disposiciones consti-
tucionales y legales sobre responsabilidad 
política, civil, administrativa y penal. En los 
decretos respectivos serán establecidas las 
medidas, sistemas y procedimientos que 
impidan o eviten excesos en la función que 
corresponde cumplir a los representantes 
o agentes gubernamentales.

La cámara de representantes, median-
te los procedimientos dispuestos, cuando 
encontrare motivos de responsabilidad 
contra funcionarios sometidos a su juris-
dicción, y en tratándose de asuntos relacio-
nados con los estados de excepción, ade-
lantará preferentemente la investigación 
correspondiente y procederá en los térmi-
nos legales que rigen el juzgamiento de los 
altos funcionarios del Estado.

Si los responsables no estuvieren so-
metidos a esta clase de investigaciones por 
el órgano legislativo, se dará traslado a la 
autoridad competente. En este evento las 
comisiones legales de derechos humanos y 

audiencias en cada una de las cámaras, de-
berán ser informadas, sin violar la reserva 
del sumario, del curso de la respectiva in-
vestigación y juzgamiento.

Estas comisiones velarán, además, por 
el cumplimiento de las disposiciones que 
deben proteger en todo momento los 
derechos humanos y las libertades funda-
mentales, y promover las investigaciones 
pertinentes ante las autoridades corres-
pondientes.

Art. 53.- Régimen disciplinario. Siempre 
que un funcionario administrativo obsta-
culice grave e injustificadamente el cum-
plimiento de las medidas legislativas de 
excepción o se extralimite en su ejercicio, 
podrá ser destituido previo el adelanta-
miento del proceso breve, por la Procura-
duría General de la Nación la cual podrá, 
así mismo, cuando la falta sea grave, orde-
nar la suspensión inmediata y provisional 
del funcionario investigado. En todo caso 
se respetarán los fueros señalados en la 
Constitución para la investigación y juzga-
miento de funcionarios públicos.

El procedimiento especial de que trata 
el inciso anterior se adelantará verbalmente 
de acuerdo con el siguiente trámite:

a) El agente de la procuraduría com-
petente citará por el medio más expedito 
que resulte pertinente y con indicación de 
los motivos determinantes de la acción dis-
ciplinaria, al funcionario investigado para 
que comparezca el proceso dentro de los 
tres días siguientes a la citación, para la rea-
lización de una audiencia especial;

b) Llegada la fecha de la audiencia se 
informará al investigado sobre los motivos 
de la acusación;

c) El funcionario expondrá inmediata-
mente sus descargos, por sí o por medio 
de apoderado, y solicitará las pruebas que 
resultaren pertinentes;

d) El agente de la procuraduría practi-
cará las pruebas que resultaren conducen-
tes, en el término de cinco días y a más tar-
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dar dentro de los días siguientes resolverá 
lo pertinente mediante decisión motivada, 
y

e) Si procediere el recurso de apelación, 
éste se concederá en el efecto devolutivo.

Art. 54.- Control del Ministerio Público. 
Cuando los decretos expedidos durante los 
estados de excepción establezcan limita-
ciones a los derechos fundamentales de los 
ciudadanos, se deberán también consagrar 
controles expeditos y precisos que deberá 
realizar el Ministerio Público para garan-
tizar que la aplicación de las restricciones 
establecidas no excedan de los límites pre-
vistos en las normas correspondientes.

Durante los estados de excepción el 
Procurador General de la Nación, podrá 
sugerir a las autoridades administrativas 
correspondientes que las medidas que a 
su juicio sean abiertamente contrarias a la 
Constitución, o afecten el núcleo esencial 
de los derechos fundamentales de los ciu-
dadanos, sean revocadas o modificadas en 
forma inmediata.

Art. 55.- Corte Constitucional. La Corte 
Constitucional ejercerá el control jurisdic-
cional de los decretos legislativos dictados 
durante los estados de excepción de ma-
nera automática, de conformidad con el 
numeral 7o. del artículo 241 de la Constitu-
ción, dentro de los plazos establecidos en 
su artículo 242 y de acuerdo con las con-
diciones previstas en el Decreto 2067 del 
4 de septiembre de 1991 o normas que lo 
modifiquen.

Art. 56.- En cualquier momento y an-
tes del vencimiento del término estableci-
do, el gobierno podrá derogar las medidas 
de excepción adoptadas si considerare que 
las graves causas de perturbación han des-
aparecido o han sido conjuradas.

Art. 57.- De la acción de tutela. La acción 
de tutela procede aun durante los estados 
de excepción, en los términos establecidos 
en la Constitución y en las disposiciones 
legales vigentes que la reglamenta. Por lo 

tanto, su presentación y tramitación no po-
drán ser condicionadas o restringidas.

Art. 58.- Modificación o adición a la pre-
sente ley. Esta ley estatutaria no podrá ser, 
en ningún caso, suspendida por un decreto 
legislativo dictado durante los estados de 
excepción, y sólo podrá ser modificada por 
los procedimientos previstos en la Consti-
tución por una ley estatutaria.

Art. 59.- Esta ley rige a partir de la fe-
cha de su promulgación.

LEY 393 DE 1997
(julio 29)

por la cual se desarrolla el artículo 87 de la 
Constitución Política (Acción de cumplimiento)

decreta:
Art. 1º.- Objeto. Toda persona podrá 

acudir ante la autoridad judicial definida en 
esta ley para hacer efectivo el cumplimien-
to de normas aplicables con fuerza mate-
rial de ley o actos administrativos.

Art. 2º.- Principios. Presentada la de-
manda, el trámite de la Acción de Cumpli-
miento se desarrollará en forma oficiosa y 
con arreglo a los principios de publicidad, 
prevalencia del derecho sustancial, econo-
mía, celeridad, eficacia y gratuidad.

[En todo caso, la interpretación del no 
cumplimiento, por parte del Juez o Tribu-
nal que conozca del asunto, será restrictiva 
y sólo procederá cuando el mismo sea evi-
dente].

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia del 29 de abril de 1998.

Art. 3º.- Competencia. De las acciones 
dirigidas al cumplimiento de normas con 
fuerza material de ley o acto administrati-
vo, conocerán en primera instancia los Jue-
ces Administrativos con competencia en el 
domicilio del accionante. En segunda ins-
tancia será competente el Tribunal Conten-
cioso Administrativo del Departamento al 
cual pertenezca el Juzgado Administrativo.
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Parágrafo. Las Acciones de Cumplimien-
to de que conozca el Consejo de Estado, 
serán resueltas por la Sección o subsección 
de la Sala de lo Contencioso Administra-
tivo de la cual haga parte el Consejero a 
quien corresponda en reparto. Su trámi-
te se hará a través de la correspondiente 
Secretaría. El reparto se efectuará por el 
Presidente de la Corporación, entre todos 
los Magistrados que conforman la Sala de 
lo Contencioso Administrativo, en forma 
igualitaria.

Parágrafo transitorio. Mientras entran en 
funcionamiento los Jueces Administrati-
vos, la competencia en primera instancia 
se radicará en los Tribunales Contenciosos 
Administrativos y la segunda en el Consejo 
de Estado [tratándose de acciones dirigidas 
al cumplimiento de un acto administrati-
vo].

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia del 29 de abril de 1998.

Art. 4º.- Titulares de la acción. Cualquier 
persona podrá ejercer la Acción de Cum-
plimiento frente a normas con fuerza ma-
terial de ley o actos administrativos.

También podrán ejercitar la Acción de 
Cumplimiento de normas con fuerza ma-
terial de ley o actos administrativos:

a) Los Servidores públicos; en espe-
cial: el Procurador General de la Nación, 
los Procuradores Delegados, Regionales 
y Provinciales, el Defensor del Pueblo y 
sus delegados, los Personeros Municipales, 
el Contralor General de la República, los 
Contralores Departamentales, Distritales y 
Municipales.

b) Las Organizaciones Sociales.
c) Las organizaciones no gubernamen-

tales.
Art. 5º.- Autoridad pública contra quien se 

dirige. La acción de Cumplimiento se diri-
girá contra la autoridad [administrativa] a 
la que corresponda el cumplimiento de la 

norma con fuerza material de ley o acto 
administrativo.

Si contra quien se dirige la acción no es 
la autoridad obligada, aquél deberá infor-
marlo al Juez que tramita la Acción, indi-
cando la autoridad a quien corresponde su 
cumplimiento. En caso de duda, el proce-
so continuará también con las autoridades 
respecto de las cuales se ejercita la Acción 
hasta su terminación. En todo caso, el Juez 
de cumplimiento deberá notificar a la auto-
ridad que conforme al ordenamiento jurí-
dico, tenga competencia para cumplir con 
el deber omitido.

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia del 29 de abril de 1998.

Art. 6º.- Acción de cumplimiento contra par-
ticulares. La Acción de Cumplimiento pro-
cederá contra acciones u omisiones de par-
ticulares que impliquen el incumplimiento 
de una norma con fuerza material de ley 
o acto administrativo, cuando el particular 
actúe o deba actuar en ejercicio de funcio-
nes públicas, pero sólo para el cumplimien-
to de las mismas.

En el evento contemplado en este ar-
tículo, la Acción de Cumplimiento podrá 
dirigirse contra el particular o contra la au-
toridad competente para imponerle dicho 
cumplimiento al particular.

Art. 7º.- Caducidad. Por regla general, la 
Acción de Cumplimiento podrá ejercitar-
se en cualquier tiempo y la sentencia que 
ponga fin al proceso hará tránsito a cosa 
juzgada, cuando el deber omitido fuere de 
aquellos en los cuales la facultad de la auto-
ridad renuente se agota con la ejecución del 
primer acto. Pero si el deber omitido fue-
re de aquellos cuyo cumplimiento pueda 
demandarse simultáneamente ante varias 
autoridades o en diferentes oportunidades 
en el tiempo, podrá volver a intentarse sin 
limitación alguna. Sin embargo será im-
procedente por los mismos hechos que ya 
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hubieren sido decididos y en el ámbito de 
competencia de la misma autoridad.

Art. 8º.- Procedibilidad. La Acción de 
Cumplimiento procederá contra toda ac-
ción u omisión de la autoridad que incum-
pla o ejecute actos o hechos que permitan 
deducir inminente incumplimiento de nor-
mas con fuerza de ley o actos administra-
tivos. También procederá contra acciones 
u omisiones de los particulares, de confor-
midad con lo establecido en la presente ley.

Con el propósito de constituir la re-
nuencia, la procedencia de la acción reque-
rirá que el accionante previamente haya 
reclamado el cumplimiento del deber legal 
o administrativo y la autoridad se haya rati-
ficado en su incumplimiento o no contes-
tado dentro de los diez (10) días siguientes 
a la presentación de la solicitud. Excep-
cionalmente se podrá prescindir de este 
requisito, cuando el cumplirlo a cabalidad 
genere el inminente peligro de sufrir un 
perjuicio irremediable [para el accionante], 
caso en el cual deberá ser sustentado en la 
demanda.

También procederá para el cumpli-
miento de normas con fuerza de ley y ac-
tos administrativos, lo cual no excluirá el 
ejercicio de la acción popular para la repa-
ración del derecho.

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C-1194 del 15 de noviembre de 2001.

Art. 9º.- Improcedibilidad. La Acción de 
Cumplimiento no procederá para la pro-
tección de derechos que puedan ser garan-
tizados mediante la Acción de Tutela. En 
estos eventos, el Juez le dará a la solicitud 
el trámite correspondiente al derecho de 
Tutela.

Tampoco procederá cuando el afectado 
tenga o haya tenido otro instrumento judi-
cial para lograr el efectivo cumplimiento de 
[la norma o] acto administrativo, salvo, que 
de no proceder el Juez, se siga un perjuicio 
grave e inminente para el accionante.

Parágrafo. La Acción regulada en la 
presente ley no podrá perseguir el cumpli-
miento de normas que establezcan gastos.

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia del 7 de mayo de 1998.

Art. 10.- Contenido de la solicitud. La soli-
citud deberá contener:

1. El nombre, identificación y lugar de 
residencia de la persona que instaura la ac-
ción.

2. La determinación de la norma con 
fuerza material de ley o acto administrativo 
incumplido. Si la Acción recae sobre acto 
administrativo, deberá adjuntarse copia del 
mismo. Tratándose de acto administrativo 
verbal, deberá anexarse prueba siquiera su-
maria de su existencia.

3. Una narración de los hechos consti-
tutivos del incumplimiento.

4. Determinación de la autoridad o par-
ticular incumplido.

5. Prueba de la renuencia, salvo lo con-
templado en la excepción del inciso segun-
do del artículo 8o. de la presente ley, y que 
consistirá en la demostración de haberle 
pedido directamente su cumplimiento a la 
autoridad respectiva.

6. Solicitud de pruebas y enunciación 
de las que pretendan hacer valer.

7. La manifestación, que se entiende 
presentada bajo gravedad del juramento, 
de no haber presentado otra solicitud res-
pecto a los mismos hechos o derechos ante 
ninguna otra autoridad.

Parágrafo.- La solicitud también podrá 
ser presentada en forma verbal cuando el 
solicitante no sepa leer ni escribir, sea me-
nor de edad o se encuentre en situación de 
extrema urgencia.

Art. 11.- Trámite preferencial. La trami-
tación de la Acción de Cumplimiento es-
tará a cargo del Juez, en turno riguroso, y 
será sustanciada con prelación, para lo cual 
pospondrá cualquier asunto de naturaleza 
diferente, salvo la Acción de Tutela.
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Cuando en la localidad donde se pre-
sente la Acción de Cumplimiento funcio-
nen varios despachos judiciales de la mis-
ma jerarquía y especialidad de aquél ante 
el cual se ejerció, la misma se someterá a 
reparto que se realizará el mismo día y a 
la mayor brevedad. Una vez realizado el 
reparto de la solicitud de cumplimiento 
se remitirá inmediatamente al funcionario 
competente.

Los términos son perentorios e impro-
rrogables.

Art. 12.- Corrección de la solicitud. Dentro 
de los tres (3) días siguientes a la presen-
tación de la demanda el Juez de Cumpli-
miento decidirá sobre su admisión o re-
chazo. Si la solicitud careciere de alguno de 
los requisitos señalados en el artículo 10 se 
prevendrá al solicitante para que la corri-
ja en el término de dos (2) días. Si no lo 
hiciere dentro de este término la demanda 
será rechazada. En caso de que no aporte 
la prueba del cumplimiento del requisito 
de procedibilidad de que trata el inciso se-
gundo del artículo 8o., salvo que se trate de 
la excepción allí contemplada, el rechazo 
procederá de plano.

Si la solicitud fuere verbal, el Juez pro-
cederá a corregirla en el acto con la infor-
mación adicional que le proporcione el 
solicitante.

Art. 13.- Contenido del auto admisorio. 
Dentro de los tres (3) días siguientes a su 
presentación, el Juez decidirá sobre su ad-
misión. De ser admitida, el Juez ordenará 
su notificación personal al demandado y la 
entrega de una copia de la demanda y sus 
anexos dentro de los tres (3) días siguientes 
a la admisión. Si no fuere posible, el Juez 
podrá recurrir a la comunicación telegráfi-
ca o a cualquier otro medio que garantice 
el derecho de defensa.

El auto también informará que la de-
cisión será proferida dentro de los veinte 
(20) días siguientes a la admisión de la soli-
citud de cumplimiento y que tiene derecho 

a hacerse parte en el proceso y a allegar 
pruebas o solicitar su práctica, dentro de 
los tres (3) días siguientes a la notificación.

Art. 14.- Notificaciones. Las providencias 
se notificarán por estado que se fijará al día 
siguiente de proferidas y se comunicarán 
por vía telegráfica, salvo lo prescrito en los 
artículos 13 y 22.

Art. 15.- Cumplimiento inmediato. En de-
sarrollo del principio Constitucional de la 
prevalencia del derecho sustancial sobre 
el procesal, el Juez que conozca de la so-
licitud podrá ordenar el cumplimiento del 
deber omitido, prescindiendo de cualquier 
consideración formal, siempre y cuando el 
fallo se funde en un medio de prueba del 
cual se pueda deducir una grave o inminen-
te violación de un derecho por el incumpli-
miento del deber contenido en la ley o acto 
administrativo, salvo que en el término de 
traslado el demandado haya hecho uso de 
su derecho a pedir pruebas.

Art. 16.- Recursos. Las providencias 
que se dicten en el trámite de la Acción de 
Cumplimiento, con excepción de la sen-
tencia, carecerán de recurso alguno, salvo 
que se trate del auto que deniegue la prác-
tica de pruebas, el cual admite el recurso 
de reposición que deberá ser interpuesto al 
día siguiente de la notificación por estado y 
resuelto a más tardar al día siguiente.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-319 del 28 de mayo de 2013, declaró 
exequible la expresión “Las providencias que se 
dicten en el trámite de la Acción de Cumplimiento, 
con excepción de la sentencia, carecerán de recurso 
alguno” contenida en la presente norma. 

Art. 17.- Informes. El Juez podrá reque-
rir informes al particular o a la autoridad 
pública contra quien se hubiere hecho la 
solicitud y en el caso de actuaciones admi-
nistrativas pedir el expediente a la docu-
mentación donde consten los antecedentes 
del asunto. La omisión injustificada en el 
envío de esas pruebas al Juez acarreará res-
ponsabilidad disciplinaria.
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El plazo para informar será de uno (1) 
a cinco (5) días, y se fijará según sea la ín-
dole del asunto, la distancia y la rapidez de 
los medios de comunicación.

Los informes se consideran rendidos 
bajo la gravedad del juramento.

Art. 18.- Suspensión del trámite. El trá-
mite de la Acción de Cumplimiento cuyo 
propósito sea hacer efectivo un acto admi-
nistrativo, se suspenderá hasta tanto no se 
profiera decisión definitiva, en el evento en 
que en un proceso de nulidad en curso se 
haya decretado la suspensión provisional 
del acto incumplido.

Art. 19.- Terminación anticipada. Si estan-
do en curso la Acción de Cumplimiento, 
la persona contra quien se hubiere dirigido 
la Acción desarrollare la conducta reque-
rida por la ley o el acto administrativo, se 
dará por terminado el trámite de la acción 
dictando auto en el que se declarará tal cir-
cunstancia y se condenará en costas, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24 
de esta ley.

Art. 20.- Excepción de inconstitucionalidad. 
Cuando el incumplimiento de norma con 
fuerza de ley o acto administrativo sea pro-
veniente del ejercicio de la excepción de in-
constitucionalidad, el Juez de cumplimien-
to deberá resolver el asunto en la sentencia. 
Lo anterior sin perjuicio de que el juez la 
aplique oficiosamente.

Parágrafo. El incumplido no podrá ale-
gar la excepción de inconstitucionalidad 
sobre normas que hayan sido objeto de 
análisis de exequibilidad por el Consejo de 
Estado o la Corte Constitucional, según 
sea el caso.

Art. 21.- Contenido del fallo. Concluida la 
etapa probatoria, si la hubiere, el Juez dic-
tará fallo, el que deberá contener:

1. La identificación del solicitante.
2. La determinación de la obligación 

incumplida.
3. La identificación de la autoridad de 

quien provenga el incumplimiento.

4. La orden a la autoridad renuente de 
cumplir el deber omitido.

5. Plazo perentorio para el cumplimien-
to de lo resuelto, que no podrá exceder de 
diez (10) días hábiles, contados a partir de 
la fecha en que quede ejecutoriado el fallo. 
En caso de que fuese necesario un término 
mayor, el Juez lo definirá previa sustenta-
ción en la parte motiva de la sentencia.

6. Orden a la autoridad de control per-
tinente de adelantar la investigación del 
caso para efectos de responsabilidades pe-
nales o disciplinarias, cuando la conducta 
del incumplido así lo exija.

7. Si hubiere lugar, la condena en cos-
tas.

En el evento de no prosperar las pre-
tensiones del actor, el fallo negará la peti-
ción advirtiendo que no podrá instaurarse 
nueva acción con la misma finalidad, en los 
términos del artículo 7o. de la presente ley.

Art. 22.- Notificación. La sentencia se 
notificará a las partes en la forma indicada 
en el Código de Procedimiento Civil para 
las providencias que deban ser notificadas 
personalmente.

Art. 23.- Alcances del fallo. El cumpli-
miento del fallo no impedirá que se pro-
ceda contra quien ejerció la Acción de 
Cumplimiento, si las acciones u omisiones 
en que incurrió generasen responsabilidad.

Art. 24.- Indemnización de perjuicios. La 
Acción de Cumplimiento no tendrá fines 
indemnizatorios. Cuando del incumpli-
miento de la ley o de actos administrativos 
se generen perjuicios, los afectados podrán 
solicitar las indemnizaciones por medio de 
las acciones judiciales pertinentes.

El ejercicio de la acción de que trata 
esta ley, no revivirá en ningún caso los tér-
minos para interponer las acciones de re-
paración de perjuicios.

Art. 25.- Cumplimiento del fallo. En firme 
el fallo que ordena el cumplimiento del de-
ber omitido, la autoridad renuente deberá 
cumplirlo sin demora.
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Si no lo hiciere dentro del plazo defi-
nido en la sentencia, el Juez se dirigirá al 
superior del responsable y le requerirá para 
que lo haga cumplir y abra el correspon-
diente procedimiento disciplinario contra 
aquél. Pasados cinco (5) días ordenará abrir 
proceso contra el superior que no hubiere 
procedido conforme a lo ordenado y adop-
tará directamente todas las medidas para el 
cabal cumplimiento del mismo. El Juez po-
drá sancionar por desacato al responsable 
y al superior hasta que estos cumplan su 
sentencia. Lo anterior conforme a lo dis-
puesto en el artículo 30 de la presente ley.

De todas maneras, el Juez establece-
rá los demás efectos del fallo para el caso 
concreto y mantendrá la competencia has-
ta que cese el incumplimiento.

Art. 26.- Impugnación del fallo. Dentro de 
los tres (3) días siguientes al de su notifi-
cación, la sentencia podrá ser impugnada 
por el solicitante, por la autoridad renuen-
te o por el representante de la entidad a la 
que éste pertenezca y por el Defensor del 
Pueblo.

La impugnación se concederá en el 
efecto suspensivo, salvo que la suspensión 
de cumplimiento del fallo genere un perjui-
cio irremediable del demandante.

Art. 27.- Trámite de la impugnación. Pre-
sentada debidamente la impugnación, el 
Juez remitirá el expediente a más tardar al 
día siguiente al superior jerárquico.

El Juez que conozca de la impugnación 
estudiará el contenido de la misma, cote-
jándola con el acervo probatorio y con el 
fallo. Podrá solicitar informes y ordenar 
la práctica de pruebas de oficio. En todo 
caso, proferirá el fallo dentro de los diez 
(10) días siguientes a la recepción del ex-
pediente. Si a su juicio el fallo carece de 
fundamento, procederá a revocarlo comu-
nicándolo de inmediato; si lo encuentra 
ajustado a derecho lo confirmará.

Art. 28.- Actuación temeraria. Cuando 
sin motivo justificado, la misma Acción de 

Cumplimiento sea presentada por la mis-
ma persona o su representante ante varios 
jueces, se rechazarán o se negarán todas 
ellas si hubieren sido admitidas.

El abogado que promoviere la pre-
sentación de varias Acciones de Cumpli-
miento respecto de los mismos hechos y 
normas, será sancionado por la autoridad 
competente con la suspensión de la tarjeta 
profesional al menos de dos (2) años. En 
caso de reincidencia, la suspensión será por 
cinco (5) años, sin perjuicio de las sancio-
nes [disciplinarias o] penales a que hubiere 
lugar.

Nota: La expresión entre corchetes fue decla-
rada inexequible por la Corte Constitucional me-
diante sentencia C-870 del 15 de octubre de 2002.

Art. 29.- Desacato. El que incumpla or-
den judicial proferida con base en la pre-
sente ley, incurrirá en desacato sancionable 
de conformidad con las normas vigentes, 
sin perjuicio de las sanciones disciplinarias 
o penales a que hubiere lugar.

La sanción será impuesta por el mismo 
Juez mediante trámite incidental; de no ser 
apelada se consultará con el superior jerár-
quico quien decidirá dentro de los tres (3) 
días siguientes si debe revocar o no la san-
ción. La apelación o la consulta se harán en 
el efecto suspensivo.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-010 del 17 de enero de 2001, declaró 
exequible la expresión “de conformidad con las 
normas vigentes”, contenida en el inciso primero de 
la presente norma.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-542 del 30 de junio de 2010, decla-
ró exequible la expresión “de no ser apelada se 
consultará con el superior jerárquico quien decidirá 
dentro de los tres (3) días siguientes si debe revocar 
o no la sanción” contenida en la presente norma.

Art. 30.- Remisión. En los aspectos no 
contemplados en esta ley se seguirá el Có-
digo Contencioso Administrativo en lo 
que sea compatible con la naturaleza de las 
Acciones de Cumplimiento.
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Art. 31.- Seguimiento. La Dirección Ge-
neral de Políticas Jurídicas y Desarrollo 
Legislativo del Ministerio de Justicia y del 
Derecho hará el seguimiento de los efectos 
producidos por la aplicación de la presente 
ley, y rendirá un informe sobre los efec-
tos de la misma ante las Presidencias del 
Senado y de la Cámara de Representantes 
dentro de los dieciocho (18) meses siguien-
tes a su vigencia. Igualmente, correspon-
de al Ministerio de Justicia y del Derecho 
emprender dentro de los tres (3) meses si-
guientes a su promulgación, una campaña 
de difusión y pedagogía ciudadana.

Art. 32.- Vigencia. La presente Ley rige 
a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga los artículos 77 a 
82 de la Ley 99 de 1993 y todas las que le 
sean contrarias.

Publíquese y ejecútese.

LEY 472 DE 1998
(agosto 5)

por la cual se desarrolla el artículo 88 de la 
Constitución Política de Colombia en relación con 
el ejercicio de las acciones populares y de grupo y 

se dictan otras disposiciones
decreta:
TÍTULO I

OBJETO, DEFINICIONES, PRINCIPIOS  
GENERALES Y FINALIDADES

CAPÍTULO I
OBJETO

Art. 1º.- Objeto de la ley. La presente ley 
tiene por objeto regular las acciones popu-
lares y las acciones de grupo de que trata 
el artículo 88 de la Constitución Política 
de Colombia. Estas acciones están orien-
tadas a garantizar la defensa y protección 
de los derechos e intereses colectivos, así 
como los de grupo o de un número plural 
de personal.

CAPÍTULO II
DEFINICIONES

Art. 2º.- Acciones populares. Son los me-
dios procesales para la protección de los 
derechos e intereses colectivos.

Las acciones populares se ejercen para 
evitar el daño contingente, hacer cesar el 
peligro, la amenaza, la vulneración o agra-
vio sobre los derechos e intereses colecti-
vos, o restituir las cosas a su estado anterior 
cuando fuere posible.

Art. 3º.- Acciones de grupo. Son aquellas 
acciones interpuestas por un número plu-
ral o un conjunto de personas que reúnen 
condiciones uniformes respecto de una 
misma causa que originó perjuicios indivi-
duales para dichas personas. [Las condicio-
nes uniformes deben tener también lugar 
respecto de todos los elementos que confi-
guran la responsabilidad].

La acción de grupo se ejercerá exclu-
sivamente para obtener el reconocimiento 
y pago de indemnización de los perjuicios.

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional median-
te sentencia C-569 del 8 de junio de 2004. La 
misma sentencia declaró exequible la expresión 
“Son aquellas acciones interpuestas por un número 
plural o un conjunto de personas que reúnen condi-
ciones uniformes respecto de una misma causa que 
originó perjuicios individuales para dichas perso-
nas” contenida en esta norma.

Art. 4º.- Derechos e intereses colectivos. Son 
derechos e intereses colectivos, entre otros, 
los relacionados con:

a) El goce de un ambiente sano, de 
conformidad con lo establecido en la 
Constitución, la ley y las disposiciones re-
glamentarias;

b) La moralidad administrativa;
c) La existencia del equilibrio ecológi-

co y el manejo y aprovechamiento racional 
de los recursos naturales para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, res-
tauración, o sustitución. La conservación 
de las especies animales y vegetales, la pro-
tección de áreas de especial importancia 
ecológica, de los ecosistemas situados en 
las zonas fronterizas, así como los demás 
intereses de la comunidad relacionados 
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con la preservación y restauración del me-
dio ambiente;

d) El goce del espacio público y la uti-
lización y defensa de los bienes de uso pú-
blico;

e) La defensa del patrimonio público;
f) La defensa del patrimonio cultural de 

la Nación;
g) La seguridad y salubridad públicas;
h) El acceso a una infraestructura de 

servicios que garantice la salubridad públi-
ca;

i) La libre competencia económica;
j) El acceso a los servicios públicos y a 

que su prestación sea eficiente y oportuna;
k) La prohibición de la fabricación, 

importación, posesión, uso de armas quí-
micas, biológicas y nucleares, así como la 
introducción al territorio nacional de resi-
duos nucleares o tóxicos;

l) El derecho a la seguridad y preven-
ción de desastres previsibles técnicamente;

m) La realización de las construccio-
nes, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas, de 
manera ordenada, y dando prevalencia al 
beneficio de la calidad de vida de los ha-
bitantes;

n) Los derechos de los consumidores 
y usuarios.

Igualmente son derechos e intereses 
colectivos los definidos como tales en la 
Constitución, las leyes ordinarias y los tra-
tados de Derecho Internacional celebrados 
por Colombia.

Parágrafo. Los derechos e intereses 
enunciados en el presente artículo esta-
rán definidos y regulados por las normas 
actualmente vigentes o las que se expidan 
con posterioridad a la vigencia de la pre-
sente ley.

CAPÍTULO III
PRINCIPIOS

Art. 5º.- Trámite. El trámite de las ac-
ciones reguladas en esta ley se desarrollará 

con fundamento en los principios consti-
tucionales y especialmente en los de pre-
valencia del derecho sustancial, publicidad, 
economía, celeridad y eficacia. Se aplicarán 
también los principios generales del Códi-
go de Procedimiento Civil, cuando estos 
no se contrapongan a la naturaleza de di-
chas acciones.

El Juez velará por el respeto al debido 
proceso, las garantías procesales y el equili-
brio entre las partes.

Promovida la acción, es obligación del 
juez impulsarla oficiosamente y producir 
decisión de mérito so pena de incurrir en 
falta disciplinaria, sancionable con destitu-
ción. Para este fin el funcionario de conoci-
miento deberá adoptar las medidas condu-
centes para adecuar la petición a la acción 
que corresponda.

Art. 6º.- Trámite preferencial. Las accio-
nes populares preventivas se tramitarán 
con preferencia a las demás que conozca 
el juez competente, excepto el recurso de 
Hábeas Corpus, la Acción de Tutela y la 
Acción de Cumplimiento.

Art. 7º.- Interpretación de los derechos pro-
tegidos. Los derechos e intereses protegidos 
por las Acciones Populares y de Grupo, 
de conformidad con el artículo 4o. de la 
presente ley se observarán y aplicarán de 
acuerdo a como están definidos y regula-
dos en la Constitución, las leyes y los tra-
tados internacionales que vinculen a Co-
lombia.

Art. 8o.- Estados de excepción. Las accio-
nes populares podrán incoarse y tramitarse 
en todo tiempo.

TÍTULO II
DE LAS ACCIONES POPULARES

CAPÍTULO I
PROCEDENCIA Y CADUCIDAD

Art. 9o.- Procedencia de las acciones po-
pulares. Las acciones populares proceden 
contra toda acción u omisión de las auto-
ridades públicas o de los particulares, que 
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hayan violado o amenacen violar los dere-
chos e intereses colectivos.

Art. 10.- Agotamiento opcional de la vía gu-
bernativa. Cuando el derecho o interés co-
lectivo se vea amenazado o vulnerado por 
la actividad de la administración, no será 
necesario interponer previamente los re-
cursos administrativos como requisito para 
intentar la acción popular.

Art. 11.- Caducidad. La Acción Popular 
podrá promoverse durante el tiempo que 
subsista la amenaza o peligro al derecho 
e interés colectivo. [Cuando dicha acción 
esté dirigida a volver las cosas a su estado 
anterior, el término para interponerla será 
de cinco (5) años, contados a partir de la 
acción u omisión que produjo la altera-
ción].

Nota: La parte entre corchetes fue declarada 
inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia del 14 de abril de 1999 (C-215).

CAPÍTULO II
LEGITIMACIÓN

Art. 12.- Titulares de las acciones. Podrán 
ejercitar las acciones populares:

1. Toda persona natural o jurídica.
2. Las organizaciones No Guberna-

mentales, las Organizaciones Populares, 
Cívicas o de índole similar.

3. Las entidades públicas que cumplan 
funciones de control, intervención o vigi-
lancia, siempre que la amenaza o vulnera-
ción a los derechos e intereses colectivos 
no se haya originado en su acción u omi-
sión.

4. El Procurador General de la Nación, 
el Defensor del Pueblo y los Personeros 
Distritales y Municipales, en lo relacionado 
con su competencia.

5. Los alcaldes y demás servidores pú-
blicos que por razón de sus funciones de-
ban promover la protección y defensa de 
estos derechos e intereses.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 

exequibles los incisos cuarto y quinto de la presente 
norma.

Art. 13.- Ejercicio de la acción popular. Los 
legitimados para ejercer acciones popula-
res pueden hacerlo por sí mismos o por 
quien actúe en su nombre.

Cuando se interponga una acción po-
pular sin la intermediación de un apodera-
do judicial, la Defensoría del Pueblo podrá 
intervenir, para lo cual, el juez deberá no-
tificarle el auto admisorio de la demanda.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 14.- Personas contra quienes se dirige la 
acción. La Acción Popular se dirigirá contra 
el particular, persona natural o jurídica, o 
la autoridad pública cuya actuación u omi-
sión se considere que amenaza, viola o ha 
violado el derecho o interés colectivo. En 
caso de existir la vulneración o amenaza y 
se desconozcan los responsables, corres-
ponderá al juez determinarlos.

CAPÍTULO III
DE LA JURISDICCIÓN Y 

COMPETENCIA
Art. 15.- Jurisdicción. La jurisdicción de 

lo Contencioso Administrativo conocerá 
de los procesos que se susciten con oca-
sión del ejercicio de las Acciones Populares 
originadas en actos, acciones u omisiones 
de las entidades públicas y de las personas 
privadas que desempeñen funciones ad-
ministrativas, de conformidad con lo dis-
puesto en las disposiciones vigentes sobre 
la materia.

En los demás casos, conocerá la juris-
dicción ordinaria civil.

Art. 16.- Competencia. De las Acciones 
Populares conocerán en primera instancia 
los jueces administrativos y los jueces ci-
viles de circuito. En segunda instancia la 
competencia corresponderá a la sección 
primera del Tribunal Contencioso Admi-
nistrativo o a la Sala Civil del Tribunal de 
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Distrito Judicial al que pertenezca el Juez 
de primera instancia.

Será competente el juez del lugar de 
ocurrencia de los hechos o el del domicilio 
del demandado a elección del actor popu-
lar. Cuando por los hechos sean varios los 
jueces competentes, conocerá a preven-
ción el juez ante el cual se hubiere presen-
tado la demanda.

Parágrafo. Hasta tanto entren en funcio-
namiento, los juzgados administrativos, de 
las acciones populares interpuestas ante la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa 
conocerán en primera instancia los Tribu-
nales Contencioso-Administrativos y en 
segunda instancia el Consejo de Estado.

CAPÍTULO IV
PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA O 

PETICIÓN
Art. 17.- Facilidades para promover las ac-

ciones populares. El interesado podrá acudir 
ante el Personero Distrital o Municipal, o a 
la Defensoría del Pueblo para que se le co-
labore en la elaboración de su demanda o 
petición, así como en los eventos de urgen-
cia o cuando el solicitante no sepa escribir.

Donde no exista juez del circuito o de 
lo Contencioso Administrativo, podrá pre-
sentarse la demanda ante cualquier Juez Ci-
vil Municipal o Promiscuo, quien dentro de 
los dos (2) días siguientes deberá remitirla 
al funcionario competente. En el evento de 
comprometerse grave y permanentemente 
uno o varios de los derechos amparados 
en la presente ley, el Juez Civil Municipal 
o Promiscuo deberá remitir de inmediato 
y por el medio más eficaz las diligencias al 
juez competente.

En desarrollo del principio de la pre-
valencia del derecho sustancial sobre el 
procesal, el juez competente que reciba la 
acción popular tendrá la facultad de tomar 
las medidas cautelares necesarias para im-
pedir perjuicios irremediables e irrepara-
bles o suspender los hechos generadores 
de la amenaza a los derechos e intereses 
colectivos.

Art. 18.- Requisitos de la demanda o peti-
ción. Para promover una acción popular se 
presentará una demanda o petición con los 
siguientes requisitos:

a) La indicación del derecho o interés 
colectivo amenazado o vulnerado;

b) La indicación de los hechos, actos, 
acciones u omisiones que motivan su pe-
tición;

c) La enunciación de las pretensiones;
d) La indicación de las personas natural 

o jurídica, o la autoridad pública presun-
tamente responsable de la amenaza o del 
agravio, si fuere posible;

e) Las pruebas que pretenda hacer va-
ler;

f) Las direcciones para notificaciones;
g) Nombre e identificación de quien 

ejerce la acción.
La demanda se dirigirá contra el pre-

sunto responsable del hecho u omisión que 
la motiva, si fuere conocido. No obstante, 
cuando en el curso del proceso se establez-
ca que existen otros posibles responsables, 
el juez de primera instancia de oficio or-
denará su citación en los términos en que 
aquí se prescribe para el demandado.

Art. 19.- Amparo de pobreza. El juez po-
drá conceder el amparo de pobreza cuando 
fuere pertinente, de acuerdo con lo estable-
cido en el Código de Procedimiento Civil, 
o cuando el Defensor del Pueblo o sus de-
legados lo soliciten expresamente.

Parágrafo. El costo de los peritazgos, en 
los casos de amparo de pobreza, correrá 
a cargo del Fondo para la Defensa de los 
Derechos e Intereses Colectivos, a partir 
de su creación. Estos costos se reembol-
sarán al Fondo por el demandado, en el 
momento de satisfacer la liquidación de 
costas, siempre y cuando fuere condenado.

CAPÍTULO V
ADMISIÓN, NOTIFICACIÓN Y 

TRASLADO
Art. 20.- Admisión de la demanda. Den-

tro de los tres (3) días hábiles siguientes a 
la presentación de la demanda o petición 
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inicial, el juez competente se pronunciará 
sobre su admisión.

Inadmitirá la demanda que no cumpla 
con los requisitos señalados en esta ley, 
precisando los defectos de que adolezca 
para que el demandante los subsane en el 
término de tres (3) días. Si éste no lo hicie-
re, el juez la rechazará.

Art. 21.- Notificación del auto admisorio 
de la demanda. En el auto que admita la de-
manda el juez ordenará su notificación per-
sonal al demandado. A los miembros de la 
comunidad se les podrá informar a través 
de un medio masivo de comunicación o de 
cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta 
de los eventuales beneficiarios.

Para este efecto, el juez podrá utilizar 
simultáneamente diversos medios de co-
municación.

Cuando se trate de entidades públicas, 
el auto admisorio de la demanda deberá 
notificarse personalmente a su represen-
tante legal o a quien éste haya delegado la 
facultad de recibir notificaciones, todo de 
acuerdo con lo dispuesto por el Código 
Contencioso Administrativo.

Cuando el demandado sea un par-
ticular, la notificación personal del auto 
admisorio se practicará de acuerdo con lo 
dispuesto en el Código de Procedimiento 
Civil.

En todo caso, si la persona a quien 
deba hacerse la notificación, o su delegado, 
no se encontrare o no pudiere; por cual-
quier motivo, recibir la notificación, ésta se 
practicará mediante entrega que el notifica-
dor haga al empleado que allí se encuentre 
de copia auténtica de la demanda y del auto 
admisorio y del aviso que enviará, por el 
mismo conducto, al notificado.

Si la demanda no hubiere sido promo-
vida por el Ministerio Público se le comu-
nicará a éste el auto admisorio de la de-
manda, con el fin de que intervenga como 
parte pública en defensa de los derechos 

e intereses colectivos, en aquellos procesos 
que lo considere conveniente.

Además, se le comunicará a la entidad 
administrativa encargada de proteger el de-
recho o el interés colectivo afectado.

Art. 22.- Traslado y contestación de la de-
manda. En el auto admisorio de la demanda 
el juez ordenará su traslado al demandado 
por el término de diez (10) días para con-
testarla. También dispondrá informarle 
que la decisión será proferida dentro de los 
treinta (30) días siguientes al vencimiento 
del término de traslado y que tiene derecho 
a solicitar la práctica de pruebas con la con-
testación de la demanda.

Si hubiere varios demandados, podrán 
designar un representante común.

Art. 23.- Excepciones. En la contestación 
de la demanda sólo podrá proponerse las 
excepciones de mérito y las previas de fal-
ta de jurisdicción y cosa juzgada, las cuales 
serán resueltas por el juez en la sentencia.

En consecuencia, las pruebas perti-
nentes se practicarán en el mismo plazo 
señalado para las pruebas solicitadas en la 
demanda y en la contestación de la misma.

CAPÍTULO VI
COADYUVANCIA Y MEDIDAS 

CAUTELARES
Art. 24.- Coadyuvancia. Toda persona 

natural o jurídica podrá coadyuvar estas 
acciones, antes de que se profiera fallo de 
primera instancia. La coadyuvancia operará 
hacia la actuación futura. Podrán coadyu-
var igualmente estas acciones las organi-
zaciones populares, cívicas y similares, así 
como el Defensor del Pueblo o sus delega-
dos, los Personeros Distritales o Municipa-
les y demás autoridades que por razón de 
sus funciones deban proteger o defender 
los derechos e intereses colectivos.

Art. 25.- Medidas cautelares. Antes de ser 
notificada la demanda y en cualquier esta-
do del proceso podrá el juez, de oficio o 
a petición de parte, decretar, debidamente 
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motivadas, las medidas previas que estime 
pertinentes para prevenir un daño inmi-
nente o para hacer cesar el que se hubiere 
causado. En particular, podrá decretar las 
siguientes:

a) Ordenar la inmediata cesación de las 
actividades que puedan originar el daño, 
que lo hayan causado o lo sigan ocasionan-
do;

b) Ordenar que se ejecuten los actos 
necesarios, cuando la conducta potencial-
mente perjudicial o dañina sea consecuen-
cia de la omisión del demandado;

c) Obligar al demandado a prestar cau-
ción para garantizar el cumplimiento de 
cualquiera de las anteriores medidas pre-
vias;

d) Ordenar con cargo al Fondo para la 
Defensa de los Derechos e Intereses Co-
lectivos los estudios necesarios para esta-
blecer la naturaleza del daño y las medidas 
urgentes a tomar para mitigarlo.

Parágrafo 1o.- El decreto y práctica de las 
medidas previas no suspenderá el curso del 
proceso.

Parágrafo 2o.- Cuando se trate de una 
amenaza por razón de una omisión atribui-
da a una autoridad o persona particular, el 
juez deberá ordenar el cumplimiento inme-
diato de la acción que fuere necesaria, para 
lo cual otorgará un término perentorio. Si 
el peligro es inminente podrá ordenar que 
el acto, la obra o la acción la ejecute el ac-
tor o la comunidad amenazada, a costa del 
demandado.

Art. 26.- Oposición a las medidas cautelares. 
El auto que decrete las medidas previas será 
notificado al demandado simultáneamente 
con la admisión de la demanda y podrá ser 
objeto de los recursos de reposición y de 
apelación; los recursos se concederán en el 
efecto devolutivo y deberán ser resueltos 
en el término de cinco días. La oposición a 
las medidas previas sólo podrá fundamen-
tarse en los siguientes casos:

a) Evitar mayores perjuicios al derecho 
o interés colectivo que se pretende prote-
ger;

b) Evitar perjuicios ciertos e inminen-
tes al interés público;

c) Evitar al demandado perjuicios cuya 
gravedad sea tal que le haga prácticamente 
imposible cumplir un eventual fallo desfa-
vorable.

Corresponde a quien alegue estas cau-
sales demostrarlas.

CAPÍTULO VII
PACTO DE CUMPLIMIENTO

Art. 27.- Pacto de cumplimiento. El juez, 
dentro de los tres (3) días siguientes al 
vencimiento del término de traslado de la 
demanda, citará a las partes y al Ministerio 
Público a una audiencia especial en la cual 
el juez escuchará las diversas posiciones 
sobre la acción instaurada, pudiendo in-
tervenir también las personas naturales o 
jurídicas que hayan registrado comentarios 
escritos sobre el proyecto. La intervención 
del Ministerio Público y de la entidad res-
ponsable de velar por el derecho o interés 
colectivo será obligatoria.

La inasistencia a esta audiencia por par-
te de los funcionarios competentes, hará 
que incurran en causal de mala conducta, 
sancionable con destitución del cargo.

Si antes de la hora señalada para la 
audiencia, algunas de las partes presenta 
prueba siquiera sumaria de una justa causa 
para no comparecer, el juez señalará nueva 
fecha para la audiencia, no antes del quinto 
día siguiente ni después del décimo día, por 
auto que no tendrá recursos, sin que pueda 
haber otro aplazamiento.

En dicha audiencia podrá establecerse 
un pacto de cumplimiento a iniciativa del 
juez en el que se determine la forma de 
protección de los derechos e intereses co-
lectivos y el restablecimiento de las cosas a 
su estado anterior, de ser posible.
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El pacto de cumplimiento así celebra-
do será revisado por el juez en un plazo 
de cinco (5) días, contados a partir de su 
celebración. Si observare vicios de ilegali-
dad en alguno de los contenidos del pro-
yecto de pacto, estos serán corregidos por 
el juez con el consentimiento de las partes 
interesadas.

La audiencia se considerará fallida en 
los siguientes eventos:

a) Cuando no compareciere la totalidad 
de las partes interesadas;

b) Cuando no se formule proyecto de 
pacto de cumplimiento;

c) Cuando las partes no consientan en 
las correcciones que el juez proponga al 
proyecto de pacto de cumplimiento.

En estos eventos el juez ordenará la 
práctica de pruebas, sin perjuicio de las 
acciones que procedieren contra los fun-
cionarios públicos ausentes en el evento 
contemplado en el literal a).

La aprobación del pacto de cumpli-
miento se surtirá mediante sentencia, cuya 
parte resolutiva será publicada en un diario 
de amplia circulación nacional a costa de 
las partes involucradas.

El juez conservará la competencia para 
su ejecución y podrá designar a una perso-
na natural o jurídica como auditor que vigi-
le y asegure el cumplimiento de la fórmula 
de solución del conflicto.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró con-
dicionalmente exequible la presente norma, en el 
entendido de que la sentencia que aprueba el pacto 
de cumplimiento hace tránsito a cosa juzgada, salvo 
que se presenten hechos nuevos y causas distintas 
a las alegadas en el respectivo proceso, así como 
informaciones de carácter técnico que no fueron 
apreciadas por el juez y las partes al momento de 
celebrarse dicho pacto, evento en el cual la sentencia 
hace tránsito a cosa juzgada relativa.

CAPÍTULO VIII
PERÍODO PROBATORIO

Art. 28.- Pruebas. Realizada la citación 
para establecer el proyecto de pacto de 

cumplimiento, sin lograr acuerdo, o ci-
tada ésta, y no efectuada por ausencia de 
las partes, el juez decretará, previo análisis 
de conducencia, pertinencia y eficacia, las 
pruebas solicitadas y las que de oficio esti-
me pertinentes, señalando día y hora para 
su práctica, dentro del término de veinte 
(20) días prorrogables por veinte (20) días 
más si la complejidad del proceso lo re-
quiere.

El juez podrá ordenar o practicar cual-
quier prueba conducente, incluida la pre-
sentación de estadísticas provenientes de 
fuentes que ofrezcan credibilidad.

También podrá el juez ordenar a las en-
tidades públicas y a sus empleados rendir 
conceptos a manera de peritos, o aportar 
documentos u otros informes que puedan 
tener valor probatorio. Así mismo, podrá 
requerir de los particulares certificaciones, 
informaciones, exámenes o conceptos. En 
uno u otro caso las órdenes deberán cum-
plirse en el estricto término definido por 
el juez.

El juez practicará personalmente las 
pruebas; pero si ello fuere imposible, podrá 
comisionar en aras de la economía proce-
sal.

En los procesos a que se refiere esta ley, 
el juez podrá ordenar la práctica de prue-
bas dentro o fuera del territorio nacional.

Art. 29.- Clases y medios de prueba. Para 
estas acciones son procedentes los me-
dios de prueba establecidos en el Código 
de Procedimiento Civil, sin perjuicio de lo 
que respecto de ellos se disponga en la pre-
sente ley.

Art. 30.- Carga de la prueba. La carga de 
la prueba corresponderá al demandante. 
Sin embargo, si por razones de orden eco-
nómico o técnico, si dicha carga no pudiere 
ser cumplida, el juez impartirá las órdenes 
necesarias para suplir la deficiencia y obte-
ner los elementos probatorios indispensa-
bles para proferir un fallo de mérito solici-
tando dichos experticios probatorios a la 
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entidad pública cuyo objeto esté referido al 
tema materia de debate y con cargo a ella.

En el evento de no existir la posibilidad 
de allegar la prueba respectiva, en virtud 
de lo establecido en el inciso anterior, el 
juez podrá ordenar su práctica con cargo al 
Fondo para la Defensa de los Derechos e 
Intereses Colectivos.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 31.- Pruebas anticipadas. Conforme 
a las disposiciones legales podrá solicitarse 
y practicarse antes del proceso las pruebas 
necesarias con el objeto de impedir que se 
desvirtúen o se pierdan, o que su prácti-
ca se haga imposible y para conservar las 
cosas y las circunstancias de hecho que 
posteriormente deben ser probadas en el 
proceso.

Parágrafo. Los jueces de la República le 
darán trámite preferencial a las solicitudes 
y prácticas de pruebas anticipadas con des-
tino a los procesos en que se adelanten ac-
ciones populares.

Art. 32.- Prueba pericial. En el auto en 
que se decrete el peritazgo se fijará la fe-
cha de entrega del informe al juzgado y a 
partir de esta fecha estará a disposición de 
las partes durante cinco (5) días hábiles. El 
informe del perito deberá rendirse en ori-
ginal y tres copias.

Los informes técnicos se valorarán en 
conjunto con el acervo probatorio existen-
te, conforme a las reglas de la sana crítica 
y podrán tenerse como suficientes para ve-
rificar los hechos a los cuales se refieren.

El segundo dictamen es inobjetable y el 
juez podrá acogerlo en su sentencia.

Parágrafo 1o. Los impedimentos debe-
rán manifestarse en los tres (3) días siguien-
tes al conocimiento del nombramiento. La 
omisión en esta materia, hará incurrir al pe-
rito en las sanciones que determina esta ley.

Parágrafo 2o. El juez podrá imponer al 
perito, cuando se violen estas disposicio-
nes, las siguientes sanciones:

- Ordenar su retiro del registro públi-
co de peritos para acciones populares y de 
grupo.

- Decretar su inhabilidad para contratar 
con el Estado durante cinco (5) años.

- Ordenar la investigación disciplinaria 
y/o penal correspondiente.

CAPÍTULO IX
SENTENCIA

Art. 33.- Alegatos. Vencido el término 
para practicar pruebas, el juez dará traslado 
a las partes para alegar por el término co-
mún de cinco (5) días.

Vencido el término del traslado para 
alegar, el secretario inmediatamente pasará 
el expediente al despacho para que se dicte 
sentencia, sin que puedan proponerse in-
cidentes, salvo el de recusación, ni surtir-
se actuaciones posteriores distintas a la de 
expedición de copias, desgloses o certifica-
dos, las cuales no interrumpirán el término 
para proferirlas, ni el turno que le corres-
ponda al proceso.

El secretario se abstendrá de pasar al 
despacho los escritos que contravengan 
esta disposición.

Art. 34.- Sentencia. Vencido el término 
para alegar, el juez dispondrá de veinte (20) 
días para proferir sentencia. La sentencia 
que acoja las pretensiones del demandante 
de una acción popular podrá contener una 
orden de hacer o de no hacer, condenar al 
pago de perjuicios cuando se haya causa-
do daño a un derecho o interés colectivo 
en favor de la entidad pública no culpable 
que los tenga a su cargo, y exigir la reali-
zación de conductas necesarias para volver 
las cosas al estado anterior a la vulneración 
del derecho o del interés colectivo, cuan-
do fuere físicamente posible. La orden de 
hacer o de no hacer definirá de manera 
precisa la conducta a cumplir con el fin de 
proteger el derecho o el interés colectivo 
amenazado o vulnerado y de prevenir que 
se vuelva a incurrir en las acciones u omi-
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siones que dieron mérito para acceder a las 
pretensiones del demandante. Igualmente 
fijará el monto del incentivo para el actor 
popular.

La condena al pago de los perjuicios se 
hará “in genere” y se liquidará en el inci-
dente previsto en el artículo 307 del C.P.C.; 
en tanto, se le dará cumplimiento a las ór-
denes y demás condenas. Al término del 
incidente se adicionará la sentencia con la 
determinación de la correspondiente con-
dena incluyéndose la del incentivo adicio-
nal en favor del actor.

En caso de daño a los recursos natura-
les el juez procurará asegurar la restaura-
ción del área afectada destinando para ello 
una parte de la indemnización.

En la sentencia el juez señalará un 
plazo prudencial, de acuerdo con el al-
cance de sus determinaciones, dentro del 
cual deberá iniciarse el cumplimiento de 
la providencia y posteriormente culminar 
su ejecución. En dicho término el juez 
conservará la competencia para tomar las 
medidas necesarias para la ejecución de la 
sentencia de conformidad con las normas 
contenidas en el Código de Procedimiento 
Civil y podrá conformar un comité para la 
verificación del cumplimiento de la senten-
cia en el cual participarán además del juez, 
las partes, la entidad pública encargada de 
velar por el derecho o interés colectivo, el 
Ministerio Público y una organización no 
gubernamental con actividades en el obje-
to del fallo.

También comunicará a las entidades o 
autoridades administrativas para que, en lo 
que sea de su competencia, colaboren en 
orden a obtener el cumplimiento del fallo.

Nota: La Corte Constitucional, me-
diante sentencia C-511 del 25 de mayo de 2004, 
declaró exequible la expresión “Igualmente fijará 
el monto del incentivo para el actor popular”, con-
tenida en el inciso primero de la presente norma.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, decla-

ró exequibles las expresiones “Vencido el término 
para alegar, el juez dispondrá de veinte (20) días 
para proferir sentencia” y “en favor de la entidad 
pública no culpable que los tenga a su cargo”, con-
tenidas en el inciso primero de la presente norma. 
Bajo la misma sentencia es declarado exequible el 
inciso segundo.

Art. 34A.- Adicionado. Ley 2195 de 2022, 
art. 60. Sentencia en los casos de corrup-
ción. En los casos en que la amenaza o 
vulneración al derecho colectivo hayan 
sido producto de un acto de corrupción 
que causare un daño al patrimonio públi-
co, el juez en la sentencia deberá imponer, 
adicional al daño probado en el proce-
so, una multa al responsable de hasta mil 
(1.000) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes, la cual atenderá a la gravedad de 
la conducta, el grado de participación del 
demandado y su capacidad económica. El 
pago de la multa impuesta deberá dirigirse 
al Fondo de Reparación de las Víctimas de 
Actos de Corrupción.

En la sentencia se deberán decretar las 
medidas cautelares que garanticen el pago 
de la sanción.

Art. 35.- Efectos de la sentencia. La sen-
tencia tendrá efectos de cosa juzgada res-
pecto de las partes y del público en general.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-622 del 14 de agosto de 2007, declaró la 
exequibilidad condicionada de la presente norma, 
en el entendido que las sentencias que resuelven los 
procesos de acción popular hacen tránsito a cosa 
juzgada respecto de las partes y del público en gene-
ral, salvo cuando surjan con posterioridad a la sen-
tencia desestimatoria, nuevas pruebas trascendentes 
que pudieran variar la decisión anterior. 

CAPÍTULO X
RECURSOS Y COSTAS

Art. 36.- Recurso de reposición. Contra 
los autos dictados durante el trámite de la 
Acción Popular procede el recurso de re-
posición, el cual será interpuesto en los tér-
minos del Código de Procedimiento Civil.
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Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-377 del 14 de mayo de 2002, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 37.- Recurso de apelación. El recurso 
de apelación procederá contra la sentencia 
que se dicte en primera instancia, en la for-
ma y oportunidad señalada en el Código de 
Procedimiento Civil, y deberá ser resuelto 
dentro de los veinte (20) días siguientes 
contados a partir de la radicación del ex-
pediente en la Secretaría del Tribunal com-
petente.

La práctica de pruebas durante la se-
gunda instancia se sujetará, también, a la 
forma prevista en el Código de Procedi-
miento Civil; en el auto que admite el re-
curso se fijará un plazo para la práctica de 
las pruebas que, en ningún caso, excederá 
de diez (10) días contados a partir de la 
notificación de dicho auto; el plazo para 
resolver el recurso se entenderá ampliado 
en el término señalado para la práctica de 
pruebas.

Art. 38.- Costas. El juez aplicará las nor-
mas de procedimiento civil relativas a las 
costas. Sólo podrá condenar al demandan-
te a sufragar los honorarios, gastos y cos-
tos ocasionados al demandado, cuando la 
acción presentada sea temeraria o de mala 
fe. En caso de mala fe de cualquiera de las 
partes, el juez podrá imponer una multa 
hasta de veinte (20) salarios mínimos men-
suales, los cuales serán destinados al Fondo 
para la Defensa de los Derechos e Intere-
ses Colectivos, sin perjuicio de las demás 
acciones a que haya lugar.

CAPÍTULO XI
INCENTIVOS

Art. 39.- Derogado. Ley 1425 de 2010, art. 
1º. 

Art. 40.- Derogado. Ley 1425 de 2010, art. 
1º. 

CAPÍTULO XII
MEDIDAS COERCITIVAS Y OTRAS 

DISPOSICIONES
Art. 41.- Desacato. La persona que in-

cumpliere una orden judicial proferida por 

la autoridad competente en los procesos 
que se adelanten por acciones populares, 
incurrirá en multa hasta de cincuenta (50) 
salarios mínimos mensuales con destino 
al Fondo para la Defensa de los Derechos 
e Intereses Colectivos, conmutables en 
arresto hasta de seis (6) meses, sin perjui-
cio de las sanciones penales a que hubiere 
lugar.

La sanción será impuesta por la misma 
autoridad que profirió la orden judicial, 
mediante trámite incidental y será consul-
tada al superior jerárquico, quien decidirá 
en el término de tres (3) días si debe revo-
carse o no la sanción. La consulta se hará 
en efecto devolutivo.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-542 del 30 de junio de 2010 declaró 
exequible la expresión “incidental y será consul-
tada al superior jerárquico, quien decidirá en el 
término de tres (3) días si debe revocarse o no la 
sanción” contenida en la presente norma. 

Art. 42.- Garantía. La parte vencida en 
el juicio deberá otorgar una garantía ban-
caria o póliza de seguros, por el monto que 
el juez determine, la que se hará efectiva 
en caso de incumplimiento a lo dispuesto 
por la sentencia. Si el demandado presta la 
garantía a satisfacción, no habrá lugar al 
embargo, o se levantará el que hubiese sido 
proferido.

Art. 43.- Moral administrativa. En las ac-
ciones populares que versen sobre la moral 
administrativa y con miras a evitar la du-
plicidad de funciones para los efectos de 
los artículos 277 y 278 de la Constitución 
Política, el juez que conozca de estas accio-
nes decretará las medidas previas o caute-
lares que estime procedentes y comunicará 
la demanda a la Procuraduría para que la 
misma se haga parte si lo considera con-
veniente.

Si de los hechos se desprende que se 
ha incurrido en una situación de orden 
disciplinario, la acción popular se adelan-
tará sin perjuicio de la competencia que 
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corresponda a la Procuraduría en materia 
disciplinaria. La acción popular no puede 
interferir las acciones disciplinarias o pena-
les que para el caso procedan.

Art. 44.- Aspectos no regulados. En los 
procesos por acciones populares se aplica-
rán las disposiciones del Código de Proce-
dimiento Civil y del Código Contencioso 
Administrativo dependiendo de la jurisdic-
ción que le corresponda, en los aspectos 
no regulados en la presente ley, mientras 
no se opongan a la naturaleza y la finalidad 
de tales acciones.

Art. 45.- Aplicación. Continuarán vi-
gentes las acciones populares consagradas 
en la legislación nacional, pero su trámite 
y procedimiento se sujetarán a la presente 
ley.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

TÍTULO III
DEL PROCESO EN LAS ACCIONES DE 

GRUPO

CAPÍTULO I
PROCEDENCIA

Art. 46.- Procedencia de las acciones 
de grupo. Las acciones de grupo son aque-
llas acciones interpuestas por un número 
plural o un conjunto de personas que re-
únen condiciones uniformes respecto de 
una misma causa que originó perjuicios 
individuales para dichas personas. [Las 
condiciones uniformes deben tener tam-
bién lugar respecto de los elementos que 
configuran la responsabilidad].

La acción de grupo se ejercerá exclusi-
vamente para obtener el reconocimiento y 
pago de la indemnización de los perjuicios.

El grupo estará integrado al menos por 
veinte (20) personas.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-569 del 8 de junio de 2004, declaró 
exequible el primer inciso, a excepción de la expre-
sión entre corchetes que fue declarada inexequible.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-116 del 13 de febrero de 2008, declaró 
condicionalmente exequible el inciso tercero de la 
presente norma, en el entendido de que la legitima-
ción activa en las acciones de grupo no se requiere 
en conformar un número de veinte personas que 
instauren la demanda, pues basta que un miembro 
del grupo que actúe a su nombre señale en ella los 
criterios que permitan establecer la identificación 
del grupo afectado.

Art. 47.- Caducidad. Sin perjuicio de la 
acción individual que corresponda por la 
indemnización de perjuicios, la acción de 
grupo deberá promoverse dentro de los 
dos (2) años siguientes a la fecha en que se 
causó el daño o cesó la acción vulnerante 
causante del mismo.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

CAPÍTULO II
LEGITIMACIÓN

Art. 48.- Titulares de las acciones. Podrán 
presentar acciones de grupo las personas 
naturales o jurídicas que hubieren sufrido 
un perjuicio individual conforme lo esta-
blece el artículo 47.

El Defensor del Pueblo, los Persone-
ros Municipales y Distritales podrán, sin 
perjuicio del derecho que asiste a los in-
teresados, interponer acciones de grupo 
en nombre de cualquier persona que se 
lo solicite o que se encuentre en situación 
de desamparo o indefensión. En este caso 
será parte en el proceso judicial junto con 
los agraviados.

Parágrafo. En la acción de grupo el actor 
o quien actúe como demandante, repre-
senta a las demás personas que hayan sido 
afectadas individualmente por los hechos 
vulnerantes, sin necesidad de que cada uno 
de los interesados ejerza por separado su 
propia acción, ni haya otorgado poder.
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Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible el inciso segundo de la presente norma.

Art. 49.- Ejercicio de la acción. Las accio-
nes de grupo deben ejercerse por conduc-
to de abogado.

Cuando los miembros del grupo otor-
guen poder a varios abogados, deberá in-
tegrarse un comité y el juez reconocerá 
como coordinador y apoderado legal del 
grupo, a quien represente el mayor número 
de víctimas, o en su defecto al que nombre 
el comité.

CAPÍTULO III
DE LA JURISDICCIÓN Y COMPETEN-

CIA
Art. 50.- Jurisdicción. La jurisdicción de 

la Contencioso Administrativo conocerá 
de los procesos que se susciten con oca-
sión del ejercicio de las acciones de grupo 
originadas en la actividad de las entidades 
públicas y de las personas privadas que 
desempeñen funciones administrativas.

La jurisdicción civil ordinaria conoce-
rá de los demás procesos que se susciten 
con ocasión del ejercicio de las acciones de 
grupo.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 51.- Competencia. De las acciones de 
grupo conocerán en primera instancia los 
jueces administrativos y los jueces civiles 
de circuito. En segunda instancia la compe-
tencia corresponderá a la sección primera 
del Tribunal Contencioso Administrativo o 
a la Sala Civil del Tribunal del Distrito Ju-
dicial al que pertenezca el juez de primera 
instancia.

Será competente el juez del lugar de 
ocurrencia de los hechos o el del domicilio 
del demandado o demandante, a elección 
de éste. Cuando por los hechos sean varios 
los jueces competentes, conocerá a preven-
ción el juez ante el cual se hubiere presen-
tado la demanda.

Parágrafo. Hasta tanto entren en funcio-
namiento, los Juzgados Administrativos, 
de las acciones de grupo interpuestas ante 
la jurisdicción contencioso administrativa 
conocerán en primera instancia los Tribu-
nales Contencioso Administrativos y en se-
gunda instancia el Consejo de Estado.

CAPÍTULO IV
REQUISITOS Y ADMISIÓN DE LA 

DEMANDA
Art. 52.- Requisitos de la demanda. La de-

manda mediante la cual se ejerza una ac-
ción de grupo deberá reunir los requisitos 
establecidos en el Código de Procedimien-
to Civil o en el Código Contencioso Admi-
nistrativo, según el caso, y además expresar 
en ella:

1. El nombre del apoderado o apode-
rados, anexando el poder legalmente con-
ferido.

2. La identificación de los poderdantes, 
identificando sus nombres, documentos de 
identidad y domicilio.

3. El estimativo del valor de los per-
juicios que se hubieren ocasionado por la 
eventual vulneración.

4. Si no fuere posible proporcionar el 
nombre de todos los individuos de un mis-
mo grupo, expresar los criterios para iden-
tificarlos y definir el grupo.

5. La identificación del demandado.
6. La justificación sobre la procedencia 

de la acción de grupo en los términos de 
los artículos 3o y 49 de la presente ley.

7. Los hechos de la demanda y las prue-
bas que se pretendan hacer valer dentro del 
proceso.

Parágrafo. La demanda se dirigirá contra 
el presunto responsable del hecho u omi-
sión que la motiva, el cual debe ser deter-
minado. No obstante, cuando en el curso 
del proceso se establezca que existen otros 
posibles responsables, el juez de primera 
instancia, de oficio ordenará su citación.
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Art. 53.- Admisión, notificación y traslado. 
Dentro de los diez (10) días hábiles siguien-
tes a la presentación de la demanda, el juez 
competente se pronunciará sobre su admi-
sión. En el auto que admita la demanda, 
además de disponer su traslado al deman-
dado por el término de diez (10) días, el 
juez ordenará la notificación personal a los 
demandados. A los miembros del grupo se 
les informará a través de un medio masivo 
de comunicación o de cualquier mecanis-
mo eficaz, habida cuenta de los eventuales 
beneficiarios. Para este efecto el juez podrá 
utilizar simultáneamente diversos medios 
de comunicación.

Si la demanda no hubiere sido promo-
vida por el Defensor del Pueblo, se le noti-
ficará personalmente el auto admisorio de 
la demanda con el fin de que intervenga 
en aquellos procesos en que lo considere 
conveniente.

Parágrafo. El auto admisorio deberá va-
lorar la procedencia de la acción de grupo 
en los términos de los artículos 3o y 47 de 
la presente Ley.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible el inciso segundo de la presente norma.

Art. 54.- Notificación del auto admisorio 
de la demanda a entidades públicas y sociedades. 
Cuando se trate de entidades públicas, el 
auto admisorio de la demanda deberá no-
tificarse personalmente a su representante 
legal o a quien éste haya delegado la facul-
tad de recibir notificaciones. Sin embargo, 
si la persona a quien deba hacerse la noti-
ficación, o su delegado, no se encontrare 
o no pudiere, por cualquier motivo, recibir 
la notificación, esta se practicará mediante 
entrega que el notificador haga al emplea-
do que lo reciba de copia auténtica de la 
demanda y del auto admisorio al notifica-
do.

Cuando se trate de sociedades, el auto 
admisorio de la demanda deberá notificar-
se personalmente a su representante legal, 

en la dirección que indique el demandante. 
De no conocerla deberá hacer dicha afir-
mación bajo la gravedad de juramento, 
caso en el cual se notificará en la dirección 
que aparezca registrada en la Cámara de 
Comercio respectiva. Sin embargo, si la 
persona a quien deba hacerse la notifica-
ción, no se encontrare o no pudiere, por 
cualquier motivo, recibir la notificación 
esta se practicará mediante entrega que el 
notificador haga al empleado que lo reciba 
de copia auténtica de la demanda y del auto 
admisorio al notificado.

Art. 55.- Integración al grupo. Cuando la 
demanda se haya originado en daños oca-
sionados a un número plural de personas 
por una misma acción u omisión, o por va-
rias acciones u omisiones, derivadas de la 
vulneración de derechos o intereses colec-
tivos, quienes hubieren sufrido un perjui-
cio podrán hacerse parte dentro del proce-
so, antes de la apertura a pruebas, mediante 
la presentación de un escrito en el cual se 
indique su nombre, el daño sufrido, el ori-
gen del mismo y el deseo de acogerse al 
fallo y de pertenecer al conjunto de indivi-
duos que interpuso la demanda como un 
mismo grupo. Quien no concurra al proce-
so, [y siempre y cuando su acción no haya 
prescrito y/o caducado de conformidad 
con las disposiciones vigentes], podrá aco-
gerse posteriormente, dentro de los veinte 
(20) días siguientes a la publicación de la 
sentencia, suministrando la información 
anterior, pero no podrá invocar daños ex-
traordinarios o excepcionales para obtener 
una indemnización mayor y tampoco se 
beneficiará de la condena en costas.

La integración de nuevos miembros al 
grupo, con posterioridad a la sentencia, no 
incrementará el monto de la indemniza-
ción contenida en ella.

Las acciones individuales relativas a los 
mismos hechos podrán acumularse a la ac-
ción de grupo, a solicitud del interesado. 
En este evento, el interesado ingresará al 
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grupo, terminará la tramitación de la ac-
ción individual y se acogerá a los resultados 
de la acción de grupo.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-1062 del 16 de agosto de 2000, declaró 
condicionalmente exequible la expresión “deriva-
das de la vulneración de derechos o intereses colec-
tivos”, contenida en el inciso primero de la presente 
norma, en el entendido de que con su interpretación 
y aplicación no se excluyan los demás derechos sub-
jetivos de origen constitucional o legal, cualquiera 
que sea su naturaleza, como derechos igualmente 
amparables por las acciones de clase o de grupo.

Nota: El aparte señalado entre corchetes con-
tenido en el inciso primero de la presente norma, fue 
declarado inexequible por la Corte Constitucional 
mediante sentencia C-241 del 1º de abril de 2009.

Nota: La Corte Constitucional, mediante sen-
tencia C-242 del 22 de marzo de 2012, declaró 
exequible la expresión “dentro de los veinte (20) 
días siguientes a la publicación de la sentencia, su-
ministrando la información anterior”, contenida en 
la presente norma. 

• “Acciones de grupo. Integración del 
grupo. Situación de las personas que no 
concurren al proceso por haber prescrito 
o caducado su acción individual. 

“La Corte determinó que la regla acusa-
da es contraria al propósito de las acciones 
de grupo, restringe el acceso a la adminis-
tración de justicia, propicia una discrimi-
nación contraria al derecho a la igualdad 
y afecta el debido proceso de las personas 
perjudicadas por el hecho dañoso. Reiteró 
que al legislador le asiste un amplio mar-
gen de configuración normativa en rela-
ción con el alcance del derecho de acceder 
a la administración de justicia, por lo que 
en principio no resulta posible cuestionar 
desde el punto de vista constitucional la 
mayor o menor amplitud de los mecanis-
mos que las leyes hayan establecido para 
materializar este derecho. Cosa distinta es 

cuando se trata de mecanismos de acceso a 
la justicia expresamente contemplados por 
el texto constitucional, pues la autonomía 
legislativa se encuentra limitada por la fi-
nalidad de las respectivas acciones en los 
eventos para los cuales las diseñó la Cons-
titución Política. 

Para la Corte, la expresión impugnada 
del artículo 55 de la Ley 472 de 1998 impi-
de el acceso a la administración de justicia, 
en la medida en que quienes no se hicieron 
parte en el curso del proceso de la acción 
de grupo, no podrán obtener la indemni-
zación de perjuicios ordenada en la res-
pectiva sentencia, si para ese momento su 
acción indemnizatoria individual hubiere 
prescrito o caducado. Esto, por cuanto la 
determinación del momento en el cual se 
profiere la sentencia, para poderse acoger a 
ésta, no depende del afectado sino de fac-
tores externos como la congestión judicial. 
Por esta razón, el Consejo de Estado ha 
venido inaplicando este aparte normativo, 
con fundamento en su incompatibilidad 
con el artículo 229 Superior. 

Consecuencialmente, en la medida en 
que la disposición acusada implica serias 
restricciones en el acceso a la justicia, tam-
bién resulta contraria al debido proceso, 
ya que en esas circunstancias sería cuando 
menos controvertible, considerar que los 
perjudicados por el hecho dañoso común 
cuentan en realidad con un recurso efecti-
vo para alcanzar justicia en relación con los 
hechos de que han sido víctimas. 

Al mismo tiempo, el precepto deman-
dado lesiona también el derecho a la igual-
dad, porque no obstante existir identidad 
de circunstancias entre todas las personas 
afectadas por un mismo hecho dañoso, y 
existiendo en cabeza de todos ellos el dere-
cho a beneficiarse del ejercicio de la acción 
de grupo iniciada por cualquiera de ellos, 
algunos podrán ver cercenado su derecho 
a la correspondiente indemnización como 
resultado del no ejercicio de las acciones 
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individuales precedentes, requisito que no 
estarían obligados a agotar”. (Corte Cons-
titucional sentencia C-241 del 1º de abril 
de 2009). 

Art. 56.- Exclusión del grupo. Dentro de 
los cinco (5) días siguientes al vencimien-
to del término de traslado de la demanda, 
cualquier miembro de un mismo grupo 
podrá manifestar su deseo de ser excluido 
del grupo y, en consecuencia, no ser vin-
culado por el acuerdo de conciliación o la 
sentencia. Un miembro del grupo no que-
dará vinculado a los efectos de la sentencia 
en dos situaciones:

a) Cuando se haya solicitado en forma 
expresa la exclusión del grupo en el térmi-
no previsto en el inciso anterior;

b) Cuando la persona vinculada por 
una sentencia pero que no participó en el 
proceso, demuestre en el mismo término 
que sus intereses no fueron representados 
en forma adecuada por el representante del 
grupo o que hubo graves errores en la no-
tificación.

Transcurrido el término sin que el 
miembro así lo exprese, los resultados del 
acuerdo o de la sentencia lo vincularán. Si 
decide excluirse del grupo, podrá intentar 
acción individual por indemnización de 
perjuicios.

Art. 57.- Contestación, excepciones previas. 
La parte demandada podrá interponer ex-
cepciones de mérito con la contestación 
de la demanda, así como las excepciones 
previas señaladas en el Código de Procedi-
miento Civil. Las excepciones de acuerdo 
con su naturaleza, se resolverán de confor-
midad con las reglas previstas en el Código 
de Procedimiento Civil.

CAPÍTULO V
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

Art. 58.- Clases de medidas. Para las ac-
ciones de grupo proceden las medidas cau-
telares previstas en el Código de Procedi-
miento Civil para los procesos ordinarios. 

El trámite para la interposición de dichas 
medidas, al igual que la oposición a las mis-
mas, se hará de acuerdo con lo establecido 
en el Código de Procedimiento Civil.

Art. 59.- Petición y decreto de estas medidas. 
La parte demandante solicitará en la de-
manda las respectivas medidas y se decre-
tarán con el auto admisorio.

Art. 60.- Cumplimiento de las medidas. Las 
medidas decretadas se cumplirán antes de 
la notificación de la demanda.

Art. 61.- Diligencia de conciliación. De 
oficio el juez, dentro de los cinco (5) días 
siguientes al vencimiento del término que 
tienen los miembros del grupo demandan-
te para solicitar su exclusión del mismo, de-
berá convocar a una diligencia de concilia-
ción con el propósito de lograr un acuerdo 
entre las partes, que constará por escrito.

La diligencia deberá celebrarse dentro 
de los diez (10) días siguientes a la fecha 
de convocatoria. No obstante, en cualquier 
estado del proceso las partes podrán solici-
tar al juez la celebración de una nueva dili-
gencia a efectos de conciliar sus intereses y 
poner fin al proceso.

En la diligencia podrá participar el De-
fensor del Pueblo o su delegado, para ser-
vir de mediador y facilitar el acuerdo; si el 
Defensor hubiere presentado la demanda, 
dicha función corresponderá al Procura-
dor General de la Nación o su delegado, 
quien obrará con plena autonomía. En la 
audiencia también podrán intervenir los 
apoderados de las partes.

El acuerdo entre las partes se asimila-
rá a una sentencia y tendrá los efectos que 
para ella se establecen en esta ley. El acta de 
conciliación que contenga el acuerdo hace 
tránsito a cosa juzgada y presta mérito eje-
cutivo.

El juez ordenará la publicación del 
acuerdo de conciliación en un medio de 
comunicación de amplia circulación nacio-
nal.
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CAPÍTULO VI
PERÍODO PROBATORIO

Art. 62.- Pruebas. Realizada la audiencia 
de conciliación, el juez decretará las prue-
bas solicitadas y las que de oficio estime 
pertinentes, y señalará un término de vein-
te (20) días para que se practiquen, dentro 
del cual fijará las fechas de las diligencias 
necesarias. Si la complejidad del proceso lo 
requiere, dicho término podrá ser prorro-
gado de oficio o a solicitud de parte, hasta 
por otro término igual.

CAPÍTULO VII
ALEGATOS, SENTENCIA Y RECURSOS
Art. 63.- Alegatos. Vencido el término 

para practicar pruebas, el Juez dará traslado 
a las partes para alegar de conclusión por el 
término común de cinco (5) días.

Art. 64.- Sentencia. Expirado el término 
para alegar de conclusión, el Secretario pa-
sará inmediatamente el expediente al des-
pacho con el fin de que se dicte sentencia 
en el perentorio e improrrogable término 
de veinte (20) días.

Una vez que el expediente haya pasa-
do al despacho para proferir sentencia, no 
podrá surtirse actuación alguna hasta tanto 
no se haya proferido ésta, excepción hecha 
de la declaratoria de impedimento o recu-
sación.

Art. 65.- Contenido de la sentencia. La sen-
tencia que ponga fin al proceso se sujetará 
a las disposiciones generales del Código 
de Procedimiento Civil y además, cuando 
acoja las pretensiones incoadas, dispondrá:

1. El pago de una indemnización colec-
tiva, que contenga la suma ponderada de 
las indemnizaciones individuales.

2. El señalamiento de los requisitos que 
deben cumplir los beneficiarios que han 
estado ausentes del proceso a fin de que 
puedan reclamar la indemnización corres-
pondiente, en los términos establecidos en 
el artículo 61 de la presente ley.

3. El monto de dicha indemnización se 
entregará al Fondo para la Defensa de los 
Derechos e Intereses Colectivos, dentro de 
los diez (10) días siguientes a la ejecutoria, 
el cual será administrado por el Defensor 
del Pueblo y a cargo del cual se pagarán:

a) Las indemnizaciones individuales de 
quienes formaron parte del proceso como 
integrantes del grupo, según la porcentuali-
zación que se hubiere precisado en el curso 
del proceso. El juez podrá dividir el grupo 
en subgrupos, para efectos de establecer y 
distribuir la indemnización, cuando lo con-
sidere conveniente por razones de equidad 
y según las circunstancias propias de cada 
caso;

b) Las indemnizaciones correspon-
dientes a las solicitudes que llegaren a pre-
sentar oportunamente los interesados que 
no hubieren intervenido en el proceso y 
que reúnan los requisitos exigidos por el 
Juez en la sentencia.

Todas las solicitudes presentadas opor-
tunamente se tramitarán y decidirán con-
juntamente mediante acto administrativo 
en el cual se reconocerá el pago de la in-
demnización previa comprobación de los 
requisitos exigidos en la sentencia para de-
mostrar que forma parte del grupo en cuyo 
favor se decretó la condena.

Cuando el estimativo de integrantes del 
grupo o el monto de las indemnizaciones 
fuere inferior a las solicitudes presentadas, 
el Juez o el Magistrado podrá revisar, por 
una sola vez, la distribución del monto de 
la condena, dentro de los veinte (20) días si-
guiente contados a partir del fenecimiento 
del término consagrado para la integración 
al grupo de que trata el artículo 61 de la 
presente ley. Los dineros restantes después 
de haber pagado todas las indemnizaciones 
serán devueltos al demandado.

4. La publicación, por una sola vez, de 
un extracto de la sentencia, en un diario de 
amplia circulación nacional, dentro del mes 
siguiente a su ejecutoria o a la notificación 
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del auto que hubiere ordenado obedecer lo 
dispuesto por el superior, con la preven-
ción a todos los interesados igualmente 
lesionados por los mismos hechos y que 
no concurrieron al proceso, para que se 
presenten al Juzgado, dentro de los veinte 
(20) días siguientes a la publicación, para 
reclamar la indemnización.

5. La liquidación de las costas a cargo 
de la parte vencida, teniendo en cuenta las 
expensas necesarias para la publicación del 
extracto de la sentencia.

6. La liquidación de los honorarios del 
abogado coordinador, que corresponderá 
al diez por ciento (10%) de la indemniza-
ción que obtengan cada uno de los miem-
bros del grupo que no hayan sido repre-
sentados judicialmente.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible el numeral 3º de la presente norma.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-732 del 21 de junio de 2000, decla-
ró exequibles los numerales 2º y 4º de la presente 
norma.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-242 del 22 de marzo de 2012, de-
claró exequible las expresiones “las solicitudes que 
llegaren a presentar oportunamente”, “las solicitu-
des presentadas oportunamente”, “a las solicitudes 
presentadas”, contenidas en el literal b) del nume-
ral 3º y las expresiones “para que se presenten al 
Juzgado, dentro de los veinte (20) días siguientes a 
la publicación”, contenidas en el numeral 4º de la 
presente norma. 

Art. 66.- Efectos de la sentencia. La sen-
tencia tendrá efectos de cosa juzgada en 
relación con quienes fueron parte del pro-
ceso y de las personas que, perteneciendo 
al grupo interesado no manifestaron opor-
tuna y expresamente su decisión de excluir-
se del grupo y de las resultas del proceso.

Art. 67.- Recursos contra la sentencia. La 
sentencia es apelable en el efecto suspen-
sivo. En este evento el Juez ordenará se 

preste caución para garantizar las medidas 
cautelares de embargo y secuestro.

El recurso de apelación deberá resol-
verse por la autoridad judicial competente 
en un término máximo de veinte (20) días, 
contados a partir de la fecha de radicación 
del expediente en la Secretaría General; sin 
embargo, cuando sea necesario practicar 
nuevas pruebas, el término para decidir el 
recurso podrá ampliarse en diez (10) días.

Contra las sentencias proferidas en los 
procesos adelantados en ejercicio de las 
Acciones de Grupo proceden el recurso de 
revisión y el de casación, según el caso, de 
conformidad con las disposiciones legales 
vigentes; pero en ningún caso el término 
para decidir estos recursos podrá exceder 
de noventa (90) días contados a partir de 
la fecha en que se radicó el asunto en la 
Secretaría General de la Corporación.

CAPÍTULO VIII
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS
Art. 68.- Aspectos no regulados. En lo que 

no contraríe lo dispuesto en las normas del 
presente título, se aplicarán a las Acciones 
de Grupo las normas del Código de Pro-
cedimiento Civil.

Art. 69.- Otras acciones de grupo que se tra-
mitarán por la presente ley. Las Acciones de 
Grupo contempladas en el artículo 76 de 
la Ley 45 de 1990, en el artículo 1.2.3.2. del 
Decreto 653 de 1993 (Estatuto Orgánico 
del Mercado Público de Valores) y en el 
Decreto 3466 de 1982 artículos 36 y 37, se 
tramitarán de conformidad con lo dispues-
to en el presente título.

TÍTULO IV
FONDO PARA LA DEFENSA DE LOS  

DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS
CAPÍTULO ÚNICO

Art. 70.- Creación y fuente de recursos. 
Créase el Fondo para la Defensa de los 
Derechos e Intereses Colectivos, el cual 
contará con los siguientes recursos:
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a) Las apropiaciones correspondientes 
del Presupuesto Nacional;

b) Las donaciones de organizaciones 
privadas nacionales o extranjeras que no 
manejen recursos públicos;

c) El monto de las indemnizaciones de 
las Acciones Populares y de Grupo a las 
cuales hubiere renunciado expresamente el 
beneficiario [o cuando éste no concurriere 
a reclamarlo dentro del plazo de un (1) año 
contado a partir de la sentencia];

d) El diez por ciento (10%) del mon-
to total de las indemnizaciones decretadas 
en los procesos que hubiere financiado el 
Fondo;

e) El rendimiento de sus bienes;
f) Los incentivos en caso de Acciones 

Populares interpuestas por entidades pú-
blicas;

g) El diez por ciento (10%) de la re-
compensa en las Acciones Populares en 
que el Juez otorgue amparo de pobreza y 
se financie la prueba pericial a través del 
Fondo;

h) El valor de las multas que imponga 
el Juez en los procesos de Acciones Popu-
lares y de Grupo.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible el literal c) de la presente norma, salvo 
la expresión “o cuando éste no concurriere a re-
clamarlo dentro del plazo de un (1) año contado 
a partir de la sentencia” señalada entre corchetes 
declarada inexequible.

Art. 71.- Funciones del Fondo. El Fondo 
tendrá las siguientes funciones:

a) Promover la difusión y conocimien-
to de los derechos e intereses colectivos y 
sus mecanismos de protección;

b) Evaluar las solicitudes de financia-
ción que le sean presentadas y escoger 
aquéllas que a su juicio sería conveniente 
respaldar económicamente, atendiendo a 
criterios como la magnitud y las caracterís-
ticas del daño, el interés social, la relevancia 
del bien jurídico amenazado o vulnerado y 

la situación económica de los miembros de 
la comunidad o del grupo;

c) Financiar la presentación de las Ac-
ciones Populares o de Grupo, la consecu-
ción de pruebas y los demás gastos en que 
se pueda incurrir al adelantar el proceso;

d) Efectuar los pagos correspondientes 
de acuerdo con las costas adjudicadas en 
contra de un demandante que haya recibi-
do ayuda financiera del Fondo;

e) Administrar y pagar las indemniza-
ciones de que trata el artículo 68 numeral 3 
de la presente ley.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 72.- Manejo del Fondo. El manejo 
del Fondo para la defensa de los Derechos 
e Intereses Colectivos, estará a cargo de la 
Defensoría del Pueblo.

Art. 73.- Monto de la financiación. El 
monto de la financiación por parte del 
Fondo a los demandantes en Acciones Po-
pulares o de Grupo será determinado por 
la Defensoría del Pueblo de acuerdo con 
las circunstancias particulares de cada caso, 
teniendo en cuenta, entre otros criterios, 
la situación socioeconómica de los peti-
cionarios y los fundamentos de la posible 
demanda.

Nota: La Corte Constitucional, me-
diante sentencia C-215 del 14 de abril de 
1999, declaró exequible la presente norma.

TÍTULO V
CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES COMUNES A 
ACCIONES POPULARES Y DE GRUPO, 

EN MATERIA PROBATORIA
Art. 74.- Registro Público de Peritos para 

acciones populares y de grupo. El Registro Pú-
blico de Peritos para Acciones Populares 
y de Grupo se organizará con base en los 
siguientes criterios:

1. Será obligatoria la inscripción en el 
registro, de las autoridades públicas y de los 
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particulares a quienes se les haya atribuido 
o adjudicado función pública, que dispon-
gan de soporte técnico, logístico, investiga-
tivo, personal o de apoyo que sirva para la 
práctica de pruebas en Acciones Populares, 
de las entidades que tengan el carácter de 
consultoras del Gobierno y de las Univer-
sidades Públicas.

Los servidores públicos que fuesen 
nombrados peritos deberán dedicarse de 
manera prioritaria a su función de colabo-
ración con la administración de justicia.

2. Los particulares, ya sean personas 
naturales o jurídicas, podrán registrarse de-
mostrando su idoneidad y experiencia en 
áreas técnicas.

3. Una vez registrado como perito de 
acciones populares, el cargo será de forzo-
sa aceptación, salvo que exista impedimen-
to.

4. Cualquier juez que conozca de una 
Acción Popular o de Grupo, podrá solici-
tar la lista de peritos registrados para llevar 
a cabo la elección de Auxiliares de la Justi-
cia en estos procesos.

5. El registro público de peritos será 
sistematizado e incluirá como mínimo los 
datos generales del perito, su experiencia, 
profesión, especializaciones, publicaciones 
y los procesos en que haya intervenido 
como perito.

El registro público de peritos será or-
ganizado por la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura, en un 
período de seis (6) meses contados a partir 
de la vigencia de esta ley.

Art. 75.- Colaboración en la práctica de 
pruebas. En los procesos de que trata esta 
ley, las partes de común acuerdo pueden, 
antes de que se dicte sentencia de primera 
instancia, realizar los siguientes actos pro-
batorios:

1. Presentar informes científicos, técni-
cos o artísticos, emitidos por cualquier per-
sona natural o jurídica, sobre la totalidad 
o parte de los puntos objeto de dictamen 

pericial; en este caso, el Juez ordenará agre-
garlo al expediente, y se prescindirá total 
o parcialmente de dictamen pericial en la 
forma que soliciten las partes al presentar-
lo. Estos informes deberán allegarse con 
reconocimiento notarial o judicial o pre-
sentación personal.

2. Si se trata de documento que deba 
ser reconocido, pueden presentar docu-
mento auténtico proveniente de quien 
deba reconocerlo, en el cual conste su re-
conocimiento en los términos del artículo 
273 del Código de Procedimiento Civil. La 
declaración se entenderá allegada bajo ju-
ramento con el reconocimiento notarial o 
judicial o presentación personal.

Este escrito suplirá la diligencia de re-
conocimiento.

3. Presentar la versión que, de hechos 
que interesen al proceso, haya efectua-
do ante ellas un testigo. Este documento 
deberá ser allegado bajo juramento con 
el reconocimiento notarial o judicial o 
presentación personal y se incorporará al 
expediente y suplirá la recepción de dicho 
testimonio.

4. Presentar documento en el cual 
consten los puntos y hechos objeto de una 
inspección judicial; en este caso se incor-
porará al expediente y suplirá esta prueba. 
El escrito deberá aportarse con el recono-
cimiento notarial o judicial o presentación 
personal.

5. Solicitar, salvo que alguna de las par-
tes esté representada por curador ad litem, 
que la inspección judicial se practique por 
la persona que ellas determinen.

6. Presentar documentos objeto de ex-
hibición.

Si se trata de documentos que estén 
en poder de un tercero o provenientes de 
éste, estos deberán allegarse con el recono-
cimiento notarial o judicial o presentación 
personal y acompañados de un escrito, en 
el cual conste expresamente la aquiescencia 
del tercero para su aportación.
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En estos casos, el Juez ordenará agre-
gar los documentos al expediente y se pres-
cindirá de la exhibición, total o parcialmen-
te, en la forma como lo soliciten las partes.

7. Presentar la declaración de parte que 
ante ellas haya expuesto el absolvente.

Este documento deberá ser firmado 
por los apoderados y el interrogado, se in-
corporará al expediente y suplirá el interro-
gatorio respectivo. La declaración será bajo 
juramento que se entenderá prestado por 
la firma del mismo.

Las pruebas aportadas en la forma 
mencionada en este artículo, serán aprecia-
das por el Juez en la respectiva decisión tal 
como lo dispone el artículo 174 del Códi-
go de Procedimiento Civil y en todo caso 
el Juez podrá dar aplicación al artículo 179 
del mismo código.

Art. 76.- Colaboración para la evaluación de 
la prueba. Para la práctica de pruebas, ade-
más de las disposiciones generales conteni-
das en el Código de Procedimiento Civil, 
se dará aplicación a las siguientes reglas:

1. Cualquiera de las partes, en las opor-
tunidades procesales para solicitar pruebas, 
podrá presentar experticios producidos 
por instituciones o profesionales especiali-
zados. De existir contradicción entre varios 
experticios, el Juez procederá a decretar el 
peritazgo correspondiente.

2. Los documentos declarativos ema-
nados de terceros se estimarán por el Juez 
sin necesidad de ratificar su contenido, 
salvo que la parte contra la cual se aducen 
solicite su ratificación de manera expresa.

3. Las partes y los testigos que rindan 
declaración podrán presentar documentos 
relacionados con los hechos, los cuales se 
agregarán al expediente.

4. Las personas naturales o jurídicas, 
sometidas a vigilancia estatal podrán pre-
sentar informes o certificaciones en la for-
ma establecida en el artículo 278 del Códi-
go de Procedimiento Civil.

5. Las constancias debidamente auten-
ticadas, emanadas de personas naturales 
o jurídicas distintas de las indicadas en el 
numeral anterior, y aportadas a un proceso 
mediante orden judicial proferida de ofi-
cio o a petición de parte, se tendrán como 
prueba sumaria. Esto sin perjuicio de lo 
dispuesto en relación con documentos 
emanados de terceros.

Art. 77.- Referencia a un tercero en decla-
ración. Citación. Cuando en interrogatorio 
de parte el absolvente, o en declaración 
de tercero el declarante, manifieste que el 
conocimiento de los hechos lo tiene otra 
persona, deberá indicar el nombre de ésta 
y explicar la razón de su conocimiento. En 
este caso el Juez si lo considera convenien-
te, citará de oficio a esa persona aún cuan-
do se haya vencido el término probatorio.

Art. 78.- Aspectos complementarios del tes-
timonio. La parte o el testigo, al rendir su 
declaración, podrá hacer dibujos, gráficas 
o representaciones con el fin de ilustrar su 
testimonio, estos serán agregados al expe-
diente y serán apreciados como parte inte-
grante del testimonio y no como documen-
tos. Así mismo, el testigo podrá reconocer 
documentos durante la declaración.

Art. 79.- Eficacia de la prueba. El Juez 
apreciará la eficacia de la prueba cuando 
haga su valoración o apreciación, ya sea en 
la sentencia o en la providencia interlocu-
toria según el caso, y en ninguna circuns-
tancia lo hará en el momento de pronun-
ciarse sobre el admisibilidad de la prueba.

TÍTULO VI

CAPÍTULO ÚNICO
DISPOSICIONES FINALES

Art. 80.- Registro público de acciones popu-
lares y de grupo. La Defensoría del Pueblo 
organizará un Registro Público centraliza-
do de las Acciones Populares y de las Ac-
ciones de Grupo que se interpongan en el 
país. Todo Juez que conozca de estos pro-
cesos deberá enviar una copia de la deman-
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da del auto admisorio de la demanda y del 
fallo definitivo. La información contenida 
en este registro será de carácter público.

Art. 81.- Creación de organizaciones cívi-
cas, populares y similares para la defensa de los 
derechos e intereses colectivos. Las autoridades 
estarán obligadas a colaborar y facilitar la 
creación y funcionamiento de las organiza-
ciones cívicas, populares y similares que se 
establezcan por iniciativa de la comunidad 
para la defensa de los derechos e intereses 
colectivos.

De igual modo se colaborará con las 
demás organizaciones que se funden con 
la misma finalidad, por los ciudadanos.

Art. 82.- Ministerio Público. De acuer-
do con la presente ley, las actuaciones que 
correspondan al Procurador General de la 
Nación o el Defensor del Pueblo, podrán 
ser delegadas en sus representantes.

Art. 83.- Colaboración de la policía. Las 
autoridades de policía deberán prestar toda 
la colaboración que el Juez o Magistrado 
solicite para la práctica y permanencia de 
las medidas previas y cautelares, so pena de 
incurrir en causal de mala conducta sancio-
nable hasta con la pérdida del empleo.

Art. 84.- Plazos perentorios e improrro-
gables. La inobservancia de los términos 
procesales establecidos en esta ley, hará in-
currir al Juez en causal de mala conducta, 
sancionable con destitución del cargo.

Art. 85.- Pedagogía. El Gobierno Nacio-
nal realizará durante el año siguiente a la 
promulgación de esta ley, un programa de 
pedagogía que incluyan campañas masivas 
de educación y divulgación sobre los de-
rechos colectivos y su procedimiento para 
hacerlos efectivos.

La campaña de educación y divulga-
ción será coordinada por el Ministerio de 
Educación, la Procuraduría General de la 
Nación, y la Defensoría del Pueblo.

Nota: La Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-215 del 14 de abril de 1999, declaró 
exequible la presente norma.

Art. 86.- Vigencia. La presente Ley rige 
un año después de su promulgación y de-
roga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, y expresamente los trámites y 
procedimientos existentes en otras normas 
sobre la materia.

DECRETO 895 DE 2000
(mayo 18)

por el cual se reglamenta la parte operativa  
de la Ley 134 de 1994

decreta:
Art. 1°.- Objeto. El presente Decreto re-

glamenta los aspectos operativos regulados 
en la Ley 134 de 1994 con el fin de facilitar 
la participación ciudadana. En todo caso, 
de conformidad con el inciso 3 del artículo 
1° de dicha ley lo estipulado en este decre-
to no debe ser interpretado de manera res-
trictiva para obstaculizar, limitar o impedir 
el desarrollo de otras formas de participa-
ción ciudadana en la vida política, econó-
mica, social, cultural, universitaria, sindical 
o gremial del país ni el ejercicio de otros 
derechos políticos no mencionados en la 
Constitución o en la ley.

Art. 2°.- Definiciones. Para todos los 
efectos, las nociones de inscripción, regis-
tro y certificación contenidas en la Ley 134 
de 1994 se definen así:

a) Inscripción. De conformidad con el 
artículo 12 de la Ley 134 de 1994, se en-
tiende por inscripción el acto mediante el 
cual el vocero del comité de promotores 
entrega formalmente a la Registraduría del 
Estado Civil correspondiente los formula-
rios en los cuales consta que a lo menos el 
5 por 1.000 de los ciudadanos que integran 
el censo electoral de la circunscripción res-
pectiva apoya la constitución de un comité 
de promotores de un proyecto de articu-
lado. La inscripción de la iniciativa ciuda-
dana puede corresponder a una iniciativa 
legislativa y normativa o a la solicitud de un 
referendo conforme a lo previsto en la ley 
134 de 1994;
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b) Registro. De conformidad con el artí-
culo 14 de la Ley 134 de 1994, se entiende 
por registro la asignación de un número 
consecutivo de identificación, por parte 
del registrador correspondiente, a las ini-
ciativas legislativas y normativas así como 
a las solicitudes, de referendo con el cual 
se indica el orden en que estos han sido 
inscritos y la fecha de inscripción;

c) Certificación. De conformidad con el 
artículo 27 de la Ley 134 de 1994, se en-
tiende por certificación el acto mediante el 
cual el Registrador del Estado Civil declara 
que se han cumplido los requisitos exigidos 
en cada una de las etapas de realización de 
los mecanismos de participación ciudada-
na desde la inscripción de iniciativas solici-
tudes de referendo hasta la presentación de 
la iniciativa legislativa y normativa ante la 
corporación pública correspondiente o de 
la solicitud de referendo ante el Registra-
dor del Estado Civil correspondiente.

Art. 3°.- De los formularios para la ins-
cripción y el trámite de iniciativas o solicitudes de 
referendo. La Registraduría entregará a los 
ciudadanos interesados de manera gratui-
ta dos tipos de formularios diferentes, de 
conformidad con los artículos 11 y 16 de la 
Ley 134 de 1994:

a) Formulario para la Inscripción. La Re-
gistraduría elaborará un formulario para 
la inscripción de iniciativas legislativas y 
normativas o de solicitudes de referendo, 
de conformidad con las instrucciones que 
sobre la materia imparta el Consejo Na-
cional Electoral. En tales formularios los 
ciudadanos interesados recolectarán el res-
paldo del 5 por 1.000 del censo electoral 
correspondiente exigido para constituirse 
en comité promotor;

b) Formulario para el trámite. La Regis-
traduría diseñará un formulario específico 
que se ajuste a la naturaleza de la iniciativa 
o solicitud de referendo para que los pro-
motores procedan a recolectar el porcen-
taje de apoyos requerido, que será equiva-

lente al 5% o al 10% del censo electoral 
según el caso.

Los ciudadanos interesados o promo-
tores podrán reproducir los formularios 
para la inscripción y para el trámite cuando 
ello sea necesario para adelantar en cual-
quier lugar del país la recolección de res-
paldos y apoyos. La reproducción deberá 
ser fiel a las características del formulario 
elaborado por la Registraduría y deberá 
respetar los criterios señalados en la ley. 
El formulario reproducido no podrá con-
tener alusiones personales ni hacer publi-
cidad personal o comercial. El número de 
casillas para la suscripción de apoyos podrá 
ser igual, superior o inferior al del diseñado 
por la Registraduría.

Art. 4°.- Recolección. De conformidad 
con lo previsto en el artículo 20 y en el pe-
núltimo inciso del artículo 16 de la Ley 134 
de 1994, los respaldos y apoyos remitidos 
por correo podrán hacerse sobre el formu-
lario entregado por la Registraduría, sobre 
una copia del mismo o sobre un formato 
donde aparezca la información exigida en 
el artículo 16 de la citada ley.

Las copias del formulario podrán ser 
tomadas por los ciudadanos interesados en 
firmar, por los promotores o por cualquier 
persona natural o jurídica que desee apo-
yar la recolección de apoyos. Dichas copias 
podrán ser entregadas a cada ciudadano de 
manera personal o a través de los medios 
masivos impresos de comunicación.

El formato donde aparezca la informa-
ción exigida en el artículo 16 de la citada ley 
deberá contener cuando menos la siguiente 
información necesaria para identificar sin 
lugar a equívocos el destinatario del apoyo 
ciudadano: El número que la Registradu-
ría del Estado Civil le asignó a la iniciativa 
legislativa y normativa o a la solicitud de 
referendo; el nombre del vocero del comi-
té de promotores; el título de la iniciativa 
o de la solicitud de referendo correspon-
diente; y, de puño y letra de cada uno de 
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los ciudadanos, la fecha en que se firma, 
el nombre del o de los ciudadanos o que 
lo apoyan, el número de su documento de 
identificación, el lugar y la dirección de su 
residencia y su firma.

Sobre la copia del formulario o sobre 
el formato diseñado por los ciudadanos 
podrán suscribir apoyos varias personas 
diferentes a aquélla que realizó la copia o 
diseñó el formato.

Art. 5°.- Anexos al formulario. De con-
formidad con el artículo 16, inciso último 
de la Ley 134 de 1994, cuando se recojan 
los apoyos ciudadanos estos podrán soli-
citar antes de firmar que le sea presenta-
do el texto completo del articulado co-
rrespondiente y las razones que lo hacen 
conveniente. En todo caso el documento 
sobre el cual firmarán los ciudadanos que 
apoyan la iniciativa legislativa y normativa 
o la solicitud del referendo, deberá ser un 
formulario diferente a aquél con el cual se 
efectuó la inscripción en la registraduría 
correspondiente y contendrá cuando me-
nos la siguiente información:

a) El número que la Registraduría del 
Estado Civil le asignó a la iniciativa legis-
lativa y normativa o a la solicitud de refe-
rendo;

b) La información requerida en el for-
mulario presentado para la inscripción de 
la iniciativa legislativa y normativa o la so-
licitud de referendo, de conformidad con 
los artículos 11 y 12 de la presente ley, y

c) El resumen del contenido de la pro-
puesta y la invitación a los eventuales fir-
mantes a leerlo antes de apoyarlo.

En el caso de las firmas que se reco-
lecten por correo, según lo previsto en el 
artículo 19 de la Ley 134 de 1994, el docu-
mento en que se firme deberá contener la 
información exigida en el presente artículo.

Los promotores deberán anexar ade-
más el texto completo del articulado co-
rrespondiente y las razones que lo hacen 
conveniente para que el ciudadano que 

desee conocer el proyecto completo tenga 
la posibilidad de hacerlo. Si se trata de una 
solicitud de referendo derogatorio, se ane-
xará el texto de la norma en cuestión.

Éstas podrán consistir en un resumen 
de los principales argumentos expuestos 
en la exposición de motivos inscrita por los 
promotores o en un extracto de la síntesis 
de las razones que lo justifican con el fin de 
que los ciudadanos tengan la posibilidad de 
informarse adecuadamente de los alcances 
y objetivos del articulado.

Art. 6°.- Ordenamiento de todos los folios. 
Antes de presentar ante la Registraduría 
los documentos donde consten los apoyos 
a una iniciativa legislativa y normativa o a 
una solicitud de referendo, estos deberán 
ser ordenados numéricamente de tal forma 
que se pueda establecer claramente el nú-
mero total de folios entregados. En caso de 
que los promotores hubieren recibido apo-
yos por correo, los folios correspondientes 
serán integrados al total de formularios e 
igualmente numerados.

Art. 7°.- Plazos. A los plazos estableci-
dos en la Ley 134 de 1994, se aplicarán los 
criterios generales de interpretación. Por 
lo tanto, los plazos en días se contarán te-
niendo en cuenta los hábiles y los plazos en 
meses o semanas serán calendarios.

Vencido alguno de los plazos estable-
cido en la ley para que la Registraduría 
expida la certificación a que hubiera lugar, 
el Registrador del Estado Civil correspon-
diente dictará el acto en el cual se declare el 
cumplimiento o incumplimiento de los re-
quisitos señalados en la ley. Si el certificado 
no fuera expedido oportunamente se en-
tenderá que los requisitos fueron satisfac-
toriamente llenados y, vencido el término, 
los promotores continuarán desempeñan-
do sus actividades normalmente.

Lo mismo se aplicará a todos los demás 
plazos establecidos en la Ley 134 de 1994, 
incluidos aquellos que deba fijar la Organi-
zación Electoral.
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Art. 8°.- Firmas repetidas. De confor-
midad con el artículo 19 de la Ley 134 de 
1994, si hubiere firmas repetidas, se tendrá 
por válida la que tenga la fecha más recien-
te. Cuando una misma persona haya res-
paldado dos veces la misma iniciativa, sólo 
valdrá el último respaldo.

Art. 9°.- Anulación de firmas. Serán anu-
lados por la Regístraduría de la circuns-
cripción electoral correspondiente los 
respaldos y apoyos que no cumplan los 
requisitos establecidos en el último inciso 
del artículo 19 de la Ley 134 de 1994. Tales 
requisitos son de interpretación restrictiva. 
El que la fecha corresponda a una misma 
mano no anulará la firma si los demás da-
tos son auténticos.

La Registraduría correspondiente certi-
ficará por escrito el porcentaje de respaldos 
anulados, indicando de manera separada a 
cuál de las causales previstas en la ley se 
deben las anulaciones.

Art. 10.- Costos del envío de los formularios. 
De conformidad con el artículo veinte, el 
Estado asumirá los costos del envío de 
los formularios firmados por correo. Los 
promotores podrán escoger una entidad 
pública para el correo, el cual debe ser cer-
tificado y presentarán a la Registraduría el 
costo del envío de dichos formularios con 
el fin de que ésta los reembolse.

Dichos costos por ser de cargo. del 
Estado no se contabilizarán como gastos 
provenientes de dineros privados.

Art. 11.- Delegación operativa. El vocero 
o los promotores, según el caso, podrán 
delegar en el representante legal de una or-
ganización, persona jurídica, especialmente 
constituida para el efecto, la administra-
ción de los recursos privados provenientes 
de contribuciones o donaciones. En este 
evento el representante legal deberá respe-
tar el límite total de gastos que haya fijado 
el Consejo Nacional Electoral a los pro-
motores. Quince días después de termina-
do el proceso de recolección de firmas, los 

promotores deberán presentar a la Regis-
traduría el balance correspondiente, suscri-
to por un contador público juramentado, 
junto con un informe de la ejecución de los 
fondos que le transfieran los promotores o 
el vocero, el cual deberá ser suscrito por un 
contador público juramentado de confor-
midad con lo establecido en el artículo 97 
inciso segundo de la Ley 134 de 1994.

El vocero, o los promotores según el 
caso, después de revisar dicho informe y 
de hacer la evaluación de la contabilidad de 
los gastos que ellos mismos hubieren efec-
tuado, presentarán a la autoridad electoral 
competente una cuenta detallada de con-
tribuciones recibidas y los fines a las que 
fueron destinadas. Dicho informe también 
deberá ser suscrito por un contador públi-
co juramentado.

Art. 12.- Participación de personas naturales 
y jurídicas. De conformidad con el artícu-
lo 94 de la Ley 134 de 1994, las personas 
naturales y jurídicas de derecho privado 
podrán promover la recolección de firmas, 
la participación ciudadana y una posición 
frente al tema de la iniciativa legislativa y 
normativa o de la solicitud de referendo 
siempre y cuando se le indique en los me-
dios de promoción de publicidad emplea-
dos el nombre de quien financia las acti-
vidades de divulgación, de pedagogía o de 
propaganda.

Dichas personas podrán emplear los 
logos, símbolos, colores o cuñas publicita-
rias que identifican la iniciativa ciudadana 
que respaldan. En caso de que se opongan 
a ella deberán emplear publicidad diferen-
te.

Art. 13.- Asignación de espacios institucio-
nales y publicaciones institucionales. Dentro de 
los cinco días siguientes a la iniciación del 
período para recolección de apoyos ciuda-
danos por parte del comité de promotores 
las autoridades competentes distribuirán 
de oficio los espacios de televisión, a que 
estos tienen derecho. El número de espa-
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cios señalados en la ley es el mínimo a que 
tienen derecho, no podrá ser inferior a los 
promedios de los asignados a los partidos 
y movimientos políticos con personería ju-
rídica.

Art. 14.- Veracidad en las afirmaciones. 
Para lo de competencia del Consejo Nacio-
nal Electoral se entiende por afirmaciones 
falsas sobre el contenido de una iniciativa o 
de un Referendo las que no corresponden 
fielmente al texto del articulado corres-
pondiente. Las opiniones sobre sus impli-
caciones, sus verdades o sus desventajas no 
serán en ningún caso consideradas afirma-
ciones falsas.

Para los efectos de este artículo debe 
estar claramente diferenciado el texto del 
articulado de la opinión sobre el mismo.

Art. 15.- Publicidad. Las normas sobre 
contribución y publicidad de balance del 
estatuto básico de los partidos y movi-
mientos políticos y de la oposición se apli-
carán en lo que fueren pertinentes.

Art. 16.- El presente Decreto rige a 
partir de la fecha de su publicación

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

DECRETO 333 DE 2021
(abril 6)

Reparto de la acción de tutela
Decreta:

Art. 1°.- Modificación del artículo 
2.2.3.1.2.1. del Decreto número 1069 de 2015. 
Modifíquese el artículo 2.2.3.1.2.1. del De-
creto 1069 de 2015, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.3.1.2.1. Reparto de la ac-
ción de tutela. Para los efectos previstos 
en el artículo 37 del Decreto número 2591 
de 1991, conocerán de la acción de tutela, 
a prevención, los jueces con jurisdicción 
donde ocurriere la violación o la amenaza 
que motivare la presentación de la solicitud 
o donde se produjeren sus efectos, confor-
me a las siguientes reglas:

1. Las acciones de tutela que se inter-
pongan contra cualquier autoridad, or-

ganismo o entidad pública del orden de-
partamental, distrital o municipal y contra 
particulares serán repartidas, para su cono-
cimiento en primera instancia, a los Jueces 
Municipales.

2. Las acciones de tutela que se inter-
pongan contra cualquier autoridad, orga-
nismo o entidad pública del orden nacional 
serán repartidas, para su conocimiento en 
primera instancia, a los Jueces del Circuito 
o con igual categoría.

3. Las acciones de tutela dirigidas con-
tra las actuaciones del Contralor General 
de la República, del Procurador General 
de la Nación, del Fiscal General de la Na-
ción, del Registrador Nacional del Estado 
Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor 
General de la República, del Contador Ge-
neral de la Nación, del Consejo Nacional 
Electoral, así como, las decisiones tomadas 
por la Superintendencia Nacional de Salud 
relacionadas con medidas cautelares y de 
toma de posesión e intervención forzosa 
administrativa para administrar o liquidar, 
de cesación provisional, o de revocatoria 
total o parcial de habilitación o autoriza-
ción de funcionamiento, con fundamento 
en los artículos 124 y 125 de la Ley 1438 
de 2011, serán repartidas, a los Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial o a los Tri-
bunales Administrativos.

4. Las acciones de tutela dirigidas con-
tra las actuaciones de los Fiscales y Procu-
radores serán repartidas, para su conoci-
miento en primera instancia, al respectivo 
superior funcional de la autoridad judicial 
ante quien intervienen. Para el caso de los 
Fiscales que intervienen ante Tribunales o 
Altas Cortes, conocerán en primera instan-
cia y a prevención, los Tribunales Superio-
res de Distrito Judicial. Para el caso de los 
Procuradores que intervienen ante Tribu-
nales o Altas Cortes, conocerán en prime-
ra instancia y a prevención, los Tribunales 
Administrativos.
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5. Las acciones de tutela dirigidas con-
tra los Jueces o Tribunales serán repartidas, 
para su conocimiento en primera instancia, 
al respectivo superior funcional de la auto-
ridad jurisdiccional accionada.

6. Las acciones de tutela dirigidas con-
tra los Consejos Seccionales de la Judica-
tura y las Comisiones Seccionales de Dis-
ciplina Judicial serán repartidas, para su 
conocimiento en primera instancia, a los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial.

7. Las acciones de tutela dirigidas con-
tra la Corte Suprema de Justicia y el Con-
sejo de Estado serán repartidas, para su 
conocimiento en primera instancia, a la 
misma Corporación y se resolverá por la 
Sala de Decisión, Sección o Subsección 
que corresponda de conformidad con 
el reglamento al que se refiere el artículo 
2.2.3.1.2.4. del presente Decreto.

8. Las acciones de tutela dirigidas con-
tra el Consejo Superior de la Judicatura y 
la Comisión Nacional de Disciplina Judi-
cial serán repartidas para su conocimiento 
en primera instancia, a la Corte Suprema 
de Justicia o al Consejo de Estado, y se re-
solverá por la Sala de Decisión, Sección o 
Subsección que corresponda de conformi-
dad con el reglamento al que se refiere el 
artículo 2.2.3.1.2.4. del presente Decreto.

Cuando se trate de acciones de tutela 
presentadas por funcionarios o empleados 
judiciales, que pertenezcan o pertenecieron 
a la jurisdicción ordinaria, el conocimiento 
corresponderá a la jurisdicción de lo con-
tencioso administrativo, y cuando se trate 
de acciones de tutela presentadas por fun-
cionarios o empleados judiciales, que per-
tenezcan o pertenecieron a la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, el cono-
cimiento corresponderá a la jurisdicción 
ordinaria. En los demás casos de tutelas 
promovidas por funcionarios o empleados 
judiciales, las acciones de tutela serán co-
nocidas por la Corte Suprema de Justicia o 
el Consejo de Estado.

9. Las acciones de tutela dirigidas con-
tra los Tribunales de Arbitraje serán re-
partidas, para su conocimiento en primera 
instancia, a la autoridad judicial que conoce 
del recurso de anulación.

10. Las acciones de tutela dirigidas con-
tra autoridades administrativas en ejercicio 
de funciones jurisdiccionales, conforme 
al artículo 116 de la Constitución Política, 
serán repartidas, para su conocimiento en 
primera instancia, a los Tribunales Superio-
res de Distrito Judicial.

11. Cuando la acción de tutela se pro-
mueva contra más de una autoridad y estas 
sean de diferente nivel, el reparto se hará 
al juez de mayor jerarquía, de conformidad 
con las reglas establecidas en el presente 
artículo.

12. Las acciones de tutela dirigidas 
contra las actuaciones del Presidente de la 
República, incluyendo las relacionadas con 
seguridad nacional, así como, las actuacio-
nes administrativas, políticas, programas 
y/o estrategias del Gobierno Nacional, 
autoridades, organismos, consejos o enti-
dades públicas relacionadas con la erradi-
cación de cultivos ilícitos, serán repartidas 
para su conocimiento en primera instancia, 
al Consejo de Estado.

Parágrafo 1°.- Si conforme a los hechos 
descritos en la solicitud de tutela el juez no 
es el competente según lo dispuesto en el 
artículo 37 del Decreto número 2591 de 
1991, este deberá enviarla al juez que lo sea 
a más tardar al día siguiente de su recibo, 
previa comunicación a los interesados.

Parágrafo 2°.- Las anteriores reglas de re-
parto no podrán ser invocadas por ningún 
juez para rechazar la competencia o plan-
tear conflictos negativos de competencia.

Parágrafo 3°.- Las reglas de repartos 
previstas en este artículo no restringen el 
acceso a la administración de justicia. Las 
personas pueden interponer la acción de 
tutela ante cualquier juzgado, el cual tendrá 
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la obligación de remitir el caso a la corpo-
ración judicial que corresponda.

También se podrá solicitar la asistencia 
del Defensor del Pueblo o de los persone-
ros municipales para interponer la acción 
de tutela.

El Defensor del Pueblo o los perso-
neros municipales, en el marco de sus 
competencias, deberán presentar la acción 
de tutela a la corporación judicial que co-
rresponda el caso, de conformidad con las 
reglas de reparto previstas en el presente 
Decreto”.

Art. 2°.- Modificación del artículo 
2.2.3.1.2.4. del Decreto número 1069 de 2015. 
Modifíquese el artículo 2.2.3.1.2.4. del De-
creto número 1069 de 2015, el cual que-
dará así:

“Artículo 2.2.3.1.2.4. Los reglamentos 
internos de la Corte Suprema de Justicia y 
del Consejo de Estado podrán determinar 
que los asuntos relacionados con el cono-
cimiento de la impugnación de fallos de 
acción de tutela sean resueltos por salas de 
decisión, secciones o subsecciones confor-
madas para tal fin. Así mismo determinará 
la conformación de salas de decisión, sec-
ciones o subsecciones para el conocimien-
to de las acciones de tutela que se ejerzan 
contra actuaciones de la propia corpora-
ción, a las que se refiere el numeral 7° del 
artículo 2.2.3.1.2.1. del presente Decreto.

Parágrafo 1°.- Estos reglamentos inter-
nos deberán prever los asuntos relaciona-
dos en los numerales 8° y 12 del artículo 
2.2.3.1.2.1. del Decreto número 1069 de 
2015”.

Art 3°.- Modificación del artículo 
2.2.3.1.2.5. del Decreto número 1069 de 2015. 
Modifíquese el artículo 2.2.3.1.2.5. del De-
creto 1069 de 2015, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.3.1.2.5. Transitoriedad. 
Las reglas contenidas en el presente Decre-
to solo se aplicarán a las solicitudes de tu-
tela que se presenten con posterioridad al 
6 de abril de 2021. Las solicitudes de tutela 

presentadas con anterioridad a esta fecha 
serán resueltas por el juez a quien hubieren 
sido repartidas, así como la impugnación 
de sus fallos”.

…
Publíquese y cúmplase.

LEY 741 DE 2002
(mayo 31)

por la cual se reforman las Leyes 131 y 134 de 1994,  
reglamentarias del voto programático

decreta:
Art. 1º.- Los artículos 7º de la Ley 131 

de 1994 y 64 de la Ley 134 de 1994, que-
darán así:

“La revocatoria del mandato procede-
rá, siempre y cuando se surtan los siguien-
tes requisitos:

“1. Haber transcurrido no menos de 
un año, contado a partir del momento de 
la posesión del respectivo alcalde o gober-
nador.

“2. Mediar por escrito, ante la Registra-
duría Nacional, solicitud de convocatoria a 
pronunciamiento popular para revocatoria, 
mediante un memorial que suscriban los 
ciudadanos en número no inferior al 40% 
del total de votos que obtuvo el elegido”.

Art. 2º.- Los artículos 11 de la Ley 131 
de 1994 y 69 de la Ley 134 de 1994, que-
darán así:

“Sólo para efectos del voto programá-
tico, procederá la revocatoria del mandato 
para gobernadores y alcaldes, al ser ésta 
aprobada en el pronunciamiento popular 
por la mitad más uno de los votos ciuda-
danos que participen en la respectiva con-
vocatoria, siempre que el número de su-
fragios no sea inferior al cincuenta y cinco 
por ciento (55%) de la votación valida re-
gistrada el día en que se eligió al respectivo 
mandatario”.

Art. 3º.- La presente Ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
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LEY 850 DE 2003
(noviembre 18)

por medio de la cual se reglamentan las vee-
durías ciudadanas

decreta:
Art. 1°.- Definición. Se entiende por Ve-

eduría Ciudadana el mecanismo democrá-
tico de representación que le permite a los 
ciudadanos o a las diferentes organizacio-
nes comunitarias, ejercer vigilancia sobre la 
gestión pública, respecto a las autoridades, 
administrativas, políticas, judiciales, electo-
rales, legislativas y órganos de control, así 
como de las entidades públicas o privadas, 
organizaciones no gubernamentales de ca-
rácter nacional o internacional que operen 
en el país, encargadas de la ejecución de un 
programa, proyecto, contrato o de la pres-
tación de un servicio público.

Dicha vigilancia, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 270 de la Cons-
titución Política y el artículo 100 de la Ley 
134 de 1994, se ejercerá en aquellos ámbi-
tos, aspectos y niveles en los que en for-
ma total o parcial, se empleen los recursos 
públicos, con sujeción a lo dispuesto en la 
presente ley.

Los representantes legales de las enti-
dades públicas o privadas encargadas de la 
ejecución de un programa, proyecto, con-
trato o de la prestación de un servicio pú-
blico deberán por iniciativa propia, u obli-
gatoriamente a solicitud de un ciudadano 
o de una organización civil informar a los 
ciudadanos y a las organizaciones civiles a 
través de un medio de amplia difusión en el 
respectivo nivel territorial, para que ejerza 
la vigilancia correspondiente.

Parágrafo. Cuando se trate de Empresas 
de Servicios Públicos Domiciliarios, este 
control se ejercerá de conformidad con lo 
preceptuado en la Ley 142 de 1994.

Art. 2°.- Facultad de constitución. Todos 
los ciudadanos en forma plural o a través 
de organizaciones civiles como: organi-
zaciones comunitarias, profesionales, ju-

veniles, sindicales, benéficas o de utilidad 
común, no gubernamentales, sin ánimo de 
lucro y constituidas con arreglo a la ley po-
drán constituir veedurías ciudadanas.

Art. 3°.- Procedimiento. Para efectos de lo 
dispuesto en el artículo anterior, las organi-
zaciones civiles o los ciudadanos, procede-
rán a elegir de una forma democrática a los 
veedores, luego elaborarán un documento 
o acta de constitución en la cual conste el 
nombre de los integrantes, documento de 
identidad, el objeto de la vigilancia, nivel 
territorial, duración y lugar de residencia.

La inscripción de este documento se 
realizará ante las personerías municipales o 
distritales o ante las Cámaras de Comercio, 
quienes deberán llevar registro público de 
las veedurías inscritas en su jurisdicción.

En el caso de las comunidades indíge-
nas esta función será asumida por las auto-
ridades propias.

Art. 4°.- Objeto. La vigilancia de la ges-
tión pública por parte de la Veeduría Ciu-
dadana se podrá ejercer sobre la gestión 
administrativa, con sujeción al servicio de 
los intereses generales y la observancia de 
los principios de igualdad, moralidad, efi-
cacia, economía, celeridad, imparcialidad, y 
publicidad.

Será materia de especial importancia en 
la vigilancia ejercida por la Veeduría Ciuda-
dana la correcta aplicación de los recursos 
públicos, la forma como estos se asignen 
conforme a las disposiciones legales y a 
los planes, programas, y proyectos debi-
damente aprobados, el cumplimiento del 
cometido, los fines y la cobertura efectiva 
a los beneficiarios que deben ser atendidos 
de conformidad con los preceptos antes 
mencionados, la calidad, oportunidad y 
efectividad de las intervenciones públicas, 
la contratación pública y la diligencia de las 
diversas autoridades en garantizar los ob-
jetivos del Estado en las distintas áreas de 
gestión que se les ha encomendado.
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Las veedurías ejercen vigilancia pre-
ventiva y posterior del proceso de ges-
tión haciendo recomendaciones escritas y 
oportunas ante las entidades que ejecutan 
el programa, proyecto o contrato y ante 
los organismos de control del Estado para 
mejorar la eficiencia institucional y la ac-
tuación de los funcionarios públicos.

Art. 5°.- Ámbito del ejercicio de la vigilancia. 
Las veedurías ejercerán la vigilancia en el 
ámbito nacional, departamental, munici-
pal, y demás entidades territoriales, sobre 
la gestión pública y los resultados de la 
misma, trátese de organismos, entidades o 
dependencias del sector central o descen-
tralizado de la administración pública; en el 
caso de organismos descentralizados crea-
dos en forma indirecta, o de empresas con 
participación del capital privado y público 
tendrán derecho a ejercer la vigilancia so-
bre los recursos de origen público.

La vigilancia de la Veeduría Ciudadana 
se ejercerá sobre entidades de cualquier ni-
vel o sector de la administración y sobre 
particulares y organizaciones no guberna-
mentales que cumplan funciones públicas, 
de acuerdo con las materias que interesen 
a aquéllas, de conformidad con su acta de 
constitución, sin importar el domicilio en 
el que se hubiere inscrito.

El ejercicio de las veedurías se hará sin 
perjuicio de otras formas de vigilancia y 
control de la sociedad civil y de la comuni-
dad, consagradas en las disposiciones lega-
les vigentes y sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 167 de la Ley 136 de 1994, 
cuando dicha participación se refiera a los 
organismos de control.

Art. 6º.- Objetivos:
a) Fortalecer los mecanismos de con-

trol contra la corrupción en la gestión pú-
blica y la contratación estatal;

b) Fortalecer los procesos de participa-
ción ciudadana y comunitaria en la toma de 
decisiones, en la gestión de los asuntos que 

les atañen y en el seguimiento y control de 
los proyectos de inversión;

c) Apoyar las labores de las personerías 
municipales en la promoción y fortaleci-
miento de los procesos de participación 
ciudadana y comunitaria;

d) Velar por los intereses de las comu-
nidades como beneficiarios de la acción 
pública;

e) Propender por el cumplimiento de 
los principios constitucionales que rigen la 
función pública;

f) Entablar una relación constante en-
tre los particulares y la administración por 
ser éste un elemento esencial para evitar los 
abusos de poder y la parcialización exclu-
yente de los gobernantes;

g) Democratizar la administración pú-
blica;

h) Promocionar el liderazgo y la partici-
pación ciudadana.

TÍTULO II
PRINCIPIOS RECTORES DE LAS 

VEEDURÍAS
Art. 7°.- Principio de Democratización. Las 

veedurías deben obrar en su organización 
y funcionamiento en forma democrática 
y participativa definiendo claramente que 
sus integrantes tienen iguales derechos y 
obligaciones y que las decisiones se toma-
rán preferentemente por consenso o en su 
defecto por mayoría absoluta de votos.

Art. 8°.- Principio de Autonomía. Las ve-
edurías se constituyen y actúan por la libre 
iniciativa de los ciudadanos, gozan de ple-
na autonomía frente a todas las entidades 
públicas y frente a los organismos institu-
cionales de control, por consiguiente los 
veedores ciudadanos no dependen de ellas 
ni son pagados por ellas.

En ningún caso los veedores pueden 
ser considerados funcionarios públicos.

Art. 9°.- Principio de Transparencia. A fin 
de garantizar el ejercicio de los derechos, 
deberes, instrumentos y procedimientos 
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consagrados en esta ley, la gestión del Es-
tado y de las veedurías deberán asegurar el 
libre acceso de todas las personas a la in-
formación y documentación relativa a las 
actividades de interés colectivo de confor-
midad con lo dispuesto en esta ley y en las 
normas vigentes sobre la materia.

Art. 10.- Principio de Igualdad. El acceso 
de las veedurías a los espacios de participa-
ción en el control de la gestión pública, así 
como la utilización por ellas de los instru-
mentos y procedimientos previstos en esta 
ley y las demás normas vigentes, se hará 
siempre en condiciones de igualdad y de 
respeto a la diversidad.

Art. 11.- Principio de Responsabilidad. La 
participación de las veedurías en la gestión 
pública se fundamenta en la colaboración 
de los particulares, sus organizaciones y las 
autoridades públicas en el cumplimiento 
de los fines del Estado. Por ello, el ejercicio 
de los derechos y deberes que a cada uno 
le son propios conlleva la obligación de 
responder en cada caso frente a sus miem-
bros, la sociedad y el Estado.

Art. 12.- Principio de Eficacia. Los de-
rechos, deberes, instrumentos y procedi-
mientos establecidos en esta ley deberán 
contribuir a la adecuación de las acciones 
públicas, a la satisfacción de las necesida-
des colectivas y al logro de los fines del Es-
tado social de derecho.

Art. 13.- Principio de Objetividad. La ac-
tividad de las veedurías deben guiarse por 
criterios objetivos que impriman certeza a 
sus conclusiones y recomendaciones y las 
alejen de toda posible actitud parcializada 
o discriminatoria.

Art. 14.- Principio de Legalidad. Ya sea en 
acciones emprendidas en forma directa o 
acciones adelantadas con el concurso de 
órganos públicos de control, las acciones 
de las veedurías ciudadanas se deben reali-
zar de conformidad con los medios, recur-
sos y procedimientos que ofrecen las leyes 

y los estatutos de la entidad, en el caso de 
las organizaciones de la sociedad civil.

TÍTULO III
FUNCIONES, MEDIOS Y RECURSOS  
DE ACCIÓN DE LAS VEEDURÍAS

Art. 15.- Funciones. Las veedurías ciuda-
danas tendrán como funciones las siguien-
tes:

a) Vigilar los procesos de planeación, 
para que conforme a la Constitución y la 
ley se dé participación a la comunidad;

b) Vigilar que en la asignación de los 
presupuestos se prevean prioritariamente 
la solución de necesidades básicas insatis-
fechas según criterios de celeridad, equi-
dad, y eficacia;

c) Vigilar porque el proceso de contra-
tación se realice de acuerdo con los crite-
rios legales;

d) Vigilar y fiscalizar la ejecución y 
calidad técnica de las obras, programas e 
inversiones en el correspondiente nivel te-
rritorial;

e) Recibir los informes, observaciones 
y sugerencias que presenten los ciudadanos 
y organizaciones en relación con las obras 
o programas que son objeto de veeduría;

f) Solicitar a interventores, superviso-
res, contratistas, ejecutores, autoridades 
contratantes y demás autoridades concer-
nientes, los informes, presupuestos, fichas 
técnicas y demás documentos que permi-
tan conocer el cumplimiento de los respec-
tivos programas, contratos o proyectos;

g) Comunicar a la ciudadanía, median-
te asambleas generales o en reuniones, los 
avances de los procesos de control o vigi-
lancia que estén desarrollando;

h) Remitir a las autoridades correspon-
dientes los informes que se desprendan 
de la función de control y vigilancia en re-
lación con los asuntos que son objeto de 
veeduría;
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i) Denunciar ante las autoridades com-
petentes los hechos o actuaciones irregula-
res de los funcionarios públicos.

Art. 16.- Modificado. Ley 1757 de 2015, 
art. 68. Instrumentos de acción. Para lograr de 
manera ágil y oportuna sus objetivos y el 
cumplimiento de sus funciones, las vee-
durías podrán elevar ante las autoridades 
competentes derechos de petición, y ejer-
cer ante los jueces de la República todas las 
acciones que siendo pertinentes consagran 
la Constitución y la ley. 

Así mismo, las veedurías podrán:
a) Intervenir en audiencias públicas en 

los casos y términos contemplados en la 
ley; 

b) Denunciar ante las autoridades 
competentes las actuaciones, hechos y 
omisiones de los servidores públicos y de 
los particulares que ejerzan funciones pú-
blicas, que puedan constituir delitos, con-
travenciones, detrimento del patrimonio 
público, irregularidades o faltas en materia 
de contratación estatal y en general en el 
ejercicio de funciones administrativas o en 
la prestación de servicios públicos; 

c) Utilizar los demás recursos, procedi-
mientos e instrumentos que leyes especia-
les consagren para tal efecto; 

d) Derogado. Decr. 403 de 2020, art. 166.
e) En todo caso, dicha solicitud no pue-

de implicar un vaciamiento del contenido 
de la competencia de la Contraloría territo-
rial respectiva. 

TÍTULO IV
DERECHOS Y DEBERES DE LAS 

VEEDURÍAS
Art. 17.- Derechos de las veedurías:
a) Conocer las políticas, proyectos, 

programas, contratos, recursos presupues-
tales asignados, metas físicas y financieras, 
procedimientos técnicos y administrativos 
y los cronogramas de ejecución previstos 
para los mismos desde el momento de su 
iniciación;

b) Solicitar al funcionario de la entidad 
pública o privada responsable del progra-
ma, contrato o proyecto la adopción de los 
mecanismos correctivos y sancionatorios 
del caso, cuando en su ejecución no cum-
pla con las especificaciones correspon-
dientes o se causen graves perjuicios a la 
comunidad;

c) Obtener de los supervisores, inter-
ventores, contratistas y de las entidades 
contratantes, la información que permita 
conocer los criterios que sustentan la toma 
de decisiones relativas a la gestión fiscal y 
administrativa;

La información solicitada por las vee-
durías es de obligatoria respuesta.

d) Los demás que reconozca la Consti-
tución y la ley.

Art. 18.- Deberes de las veedurías. Son de-
beres de las veedurías:

a) Recibir informes, observaciones, y 
sugerencias que presenten los particulares, 
las comunidades organizadas, las organiza-
ciones civiles y las autoridades, en relación 
con las obras, programas y actividades ob-
jeto de veeduría;

b) Comunicar a la ciudadanía, a través 
de informes presentados en asambleas 
generales o reuniones similares de los ha-
bitantes y de las organizaciones de la co-
munidad, los avances en los procesos de 
control y vigilancia que estén realizando;

c) Definir su propio reglamento de 
funcionamiento y los mecanismos de regu-
lación del comportamiento de sus miem-
bros;

d) Acatar el régimen de prohibiciones e 
impedimentos señalados por esta ley;

e) Inscribirse en el registro de las perso-
nerías municipales y distritales o Cámaras 
de Comercio;

f) Realizar audiencias públicas para 
rendir informes de control preventivo y 
posterior ejercido por la veeduría y solici-
tar información de las entidades oficiales o 
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privadas que ejecuten recursos del Estado 
o prestan un servicio público;

g) Informar a las autoridades sobre los 
mecanismos de financiación y el origen de 
los recursos con que cuenta para realizar 
dicha vigilancia;

h) Las demás que señalen la Constitu-
ción y la ley.

TÍTULO V
REQUISITOS, IMPEDIMENTOS Y 

PROHIBICIONES
Art. 19.- Impedimentos para ser veedor:
a) Cuando quienes aspiren a ser vee-

dores sean contratistas, interventores, pro-
veedores o trabajadores adscritos a la obra, 
contrato o programa objeto de veeduría o 
tengan algún interés patrimonial directo o 
indirecto en la ejecución de las mismas.

Tampoco podrán ser veedores quienes 
hayan laborado dentro del año anterior en 
la obra, contrato o programa objeto de ve-
eduría;

b) Quienes estén vinculados por ma-
trimonio, unión permanente o parentesco 
dentro del cuarto grado de consanguini-
dad, segundo de afinidad o único civil con 
el contratista, interventor, proveedor o 
trabajadores adscritos a la obra, contrato 
o programa así como a los servidores pú-
blicos que tengan la participación directa 
o indirecta en la ejecución de los mismos;

c) Cuando sean trabajadores o funcio-
narios públicos, municipales, departamen-
tales o nacionales, cuyas funciones estén 
relacionadas con la obra, contrato o pro-
grama sobre el cual se ejercen veeduría.

En ningún caso podrán ser veedores 
los ediles, concejales, diputados, y congre-
sistas;

d) Quienes tengan vínculos contrac-
tuales, o extracontractuales o participen en 
organismos de gestión de la ong, gremio 
o asociación comprometidos en el proceso 
objeto de la veeduría;

e) En el caso de organizaciones, haber 
sido cancelada o suspendida su inscripción 
en el registro público, haber sido condena-
do penal o disciplinariamente, salvo por los 
delitos políticos o culposos o sancionado 
con destitución, en el caso de los servido-
res públicos.

Art. 20.- Prohibiciones de las veedurías 
ciudadanas. A las veedurías ciudadanas en 
el ejercicio de sus funciones les está pro-
hibido, sin el concurso de autoridad com-
petente, retrasar, impedir o suspender los 
programas, proyectos o contratos objeto 
de la vigilancia.

TÍTULO VI
REDES DE VEEDURÍAS CIUDADANAS Y  

REDES DE APOYO INSTITUCIONAL A 
LAS VEEDURÍAS

Art. 21.- Modificado. Ley 1757 de 2015, 
art. 67. Redes de veedurías. Los diferentes ti-
pos de veedurías que se organicen a nivel 
nacional o de las entidades territoriales, 
pueden establecer entre sí mecanismos de 
comunicación, información, coordinación 
y colaboración permitiendo el estableci-
miento de acuerdos sobre procedimientos 
y parámetros de acción, coordinación de 
actividades y aprovechamiento de expe-
riencias en su actividad y funcionamiento, 
procurando la formación de una red con 
miras a fortalecer a la sociedad civil y po-
tenciar la capacidad de control y fiscaliza-
ción. 

La inscripción y reconocimiento de las 
redes de veedurías se hará ante la Cámara 
de Comercio, o ante las Personerías Muni-
cipales o Distritales de cualquiera de las ju-
risdicciones a que pertenecen las veedurías 
que conforman la red.

Parágrafo.- Para la inscripción de redes 
de veedurías en Personerías Municipales o 
Distritales, se exigirán los mismos requi-
sitos que requieren las organizaciones sin 
ánimo de lucro para ser inscritas ante las 
Gobernaciones o Alcaldías que tengan la 
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competencia legal de inspección, control y 
vigilancia de dichas organizaciones.

Art. 22.- Confórmase la red institucio-
nal de apoyo a las veedurías ciudadanas, la 
cual se conformará en sus distintos niveles 
y responsabilidades en la siguiente forma:

La Procuraduría General de la Nación, 
la Contraloría General de la República, la 
Defensoría del Pueblo y el Ministerio del 
Interior, prestarán su apoyo y concurso a 
las veedurías ciudadanas y a las redes que 
las agrupan en todo lo relativo al apoyo le-
gal y a la promoción de la vigilancia, para 
tal efecto, podrán acordar mediante conve-
nios interadministrativos, acciones conjun-
tas en las materias antes mencionadas.

El Departamento Administrativo de la 
Función Pública, como parte del mejora-
miento de la Gestión Pública en el orden 
nacional, diseñará metodologías de evalua-
ción de la Gestión Pública, orientada a fa-
cilitar el ejercicio de la vigilancia por parte 
de las veedurías ciudadanas y de las redes 
que las agrupan y suministrará la informa-
ción pertinente sobre los planes institucio-
nales y la evaluación del Estatuto Antico-
rrupción.

La Escuela Superior de Administración 
Pública será institución de apoyo en el sis-
tema para la organización de los programas 
de capacitación que demanden la veeduría 
ciudadana y las redes que las agrupan, para 
cuyo efecto, los organismos antes mencio-
nados, tendrán en cuenta dicha institución 
como instrumentos de ejecución de sus 
programas en esta materia.

Los organismos de planeación en sus 
diferentes niveles y ámbitos de acción, 
suministrarán la información sobre los 
planes, programas y proyectos adoptados 
y organizarán sesiones amplias de explica-
ción o instrumentos masivos de divulga-
ción sobre los recursos asignados, bene-
ficiarios y metodologías de seguimiento y 
evaluación de los mismos.

El Fondo de Desarrollo Comunal y la 
Participación, adscrito al Ministerio del In-
terior contribuirá e impulsará las campañas 
de conformación de veedurías y redes y las 
capacitará para el ejercicio de la vigilancia, 
de la misma manera adelantará evaluacio-
nes de los logros alcanzados por ellas y 
coordinará la red institucional de apoyo a 
las veedurías y ejercerá las demás funciones 
por la ley.

Art. 23.- Consejo Nacional de Apoyo a 
las veedurías ciudadanas. Créase el Consejo 
Nacional de Apoyo a las veedurías ciuda-
danas, del cual harán parte un delegado 
de la Procuraduría General de la Nación, 
un delegado de la Contraloría General de 
la República, un delegado de la Defenso-
ría del Pueblo, dos delegados de las redes 
de veedurías ciudadanas de orden nacio-
nal, dos delegados de las redes de veedu-
rías ciudadanas de orden municipal y dos 
delegados de la redes No Territoriales de 
veedurías Ciudadanas. El Consejo evaluará 
las políticas que ejecutarán las instituciones 
públicas nacionales en materia de veedu-
rías Ciudadanas.

Art. nuevo.- Adicionado. Ley 1757 de 
2015, art. 70. Del procedimiento para la 
atención y respuesta de las denuncias en el 
control fiscal. La atención de las denuncias 
en los organismos de control fiscal seguirá 
un proceso común, así: 

a) Evaluación y determinación de com-
petencia;

b) Atención inicial y recaudo de prue-
bas;

c) Traslado al proceso auditor, respon-
sabilidad fiscal o entidad competente;

d) Respuesta al ciudadano.
Parágrafo 1°.- La evaluación y determi-

nación de competencia, así como la aten-
ción inicial y recaudo de pruebas, no podrá 
exceder el término establecido en el Có-
digo Contencioso Administrativo para la 
respuesta de las peticiones. 
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El proceso auditor dará respuesta defi-
nitiva a la denuncia durante los siguientes 
seis (6) meses posteriores a su recepción. 

Parágrafo 2°.- Para el efecto, el Contralor 
General de la República en uso de sus atri-
buciones constitucionales armonizará el 
procedimiento para la atención y respuesta 
de las denuncias en el control fiscal. 

Art. 24.- La presente Ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

LEY 1095 DE 2006
(noviembre 2)

Por la cual se reglamenta el artículo 30 de la 
Constitución Política 

(habeas corpus)
El Congreso de Colombia

Decreta:
Art. 1º.- Definición. El Hábeas Corpus 

es un derecho fundamental y, a la vez, una 
acción constitucional que tutela la libertad 
personal cuando alguien es privado de la li-
bertad con violación de las garantías cons-
titucionales o legales, o ésta se prolongue 
ilegalmente. Esta acción únicamente po-
drá invocarse o incoarse por una sola vez 
y para su decisión se aplicará el principio 
pro homine.

El Hábeas Corpus no se suspenderá, aun 
en los Estados de Excepción.

Art. 2º.- Competencia. La competencia 
para resolver solicitudes de Hábeas Corpus 
se establecerá de acuerdo con las siguientes 
reglas:

1. Son competentes para resolver la so-
licitud de hábeas Corpus todos los jueces 
y tribunales de la rama judicial del poder 
público.

2. Cuando se interponga ante una Cor-
poración, se tendrá a cada uno de sus inte-
grantes como juez individual para resolver 
las acciones de Hábeas Corpus.

Si el juez al que le hubiere sido repar-
tida la acción ya hubiere conocido con 
antelación sobre la actuación judicial que 
origina la solicitud de Hábeas Corpus, 

deberá declararse impedido para resolver 
sobre ésta y trasladar las diligencias, de in-
mediato, al juez siguiente -o del municipio 
más cercano- de la misma jerarquía, quien 
deberá fallar sobre la acción dentro de los 
términos previstos para ello.

Art. 3º.- Garantías para el ejercicio de la 
acción constitucional de Hábeas Corpus. Quien 
estuviera ilegalmente privado de su libertad 
tiene derecho a las siguientes, garantías:

1. Invocar ante cualquier autoridad ju-
dicial competente el Hábeas Corpus para 
que éste sea resuelto en un término de 
treinta y seis (36) horas.

2. A que la acción pueda ser invocada 
por terceros en su nombre, sin necesidad 
de mandato alguno.

3. A que la acción pueda ser invocada 
en cualquier tiempo, mientras que la viola-
ción persista.

Para ello, dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la 
presente Ley, el Consejo Superior de la Ju-
dicatura reglamentará un sistema de turnos 
judiciales para la atención de las solicitudes 
de Hábeas Corpus en el país, durante las 
veinticuatro (24) horas del día, los días fe-
riados y las épocas de vacancia judicial.

4. A que la actuación no se suspenda o 
aplace por la interposición de días festivos 
o de vacancia judicial.

5. A que la Defensoría del Pueblo y la 
Procuraduría General de la Nación invo-
quen el Hábeas Corpus en su nombre.

Art. 4º- Contenido de la petición. La peti-
ción de Hábeas Corpus deberá contener:

1. El nombre de las personas en cuyo 
favor se instaura la acción;

2. Las razones por las cuales se consi-
dera que la privación de su libertad es ilegal 
o arbitraría;

3. La fecha de reclusión y el lugar don-
de se encuentra la persona privada de la 
libertad;

4. Si se conoce, el nombre y cargo del 
funcionario que ha ordenado la privación 
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de la libertad de la persona o personas en 
cuyo favor se actúa;

5. El nombre, documento de identidad 
y lugar de residencia del solicitante;

6. La afirmación, bajo la gravedad del 
juramento; que se considerará prestado 
por la presentación de la petición, de que 
ningún otro juez ha asumido el conoci-
miento de la solicitud de Hábeas Corpus o 
decidido sobre la misma.

La ausencia de uno de estos requisitos 
no impedirá que se adelante el trámite del 
Hábeas Corpus, si la información que se 
suministra es suficiente para ello.

La acción podrá ser ejercida sin ningu-
na formalidad o autenticación. Podrá ser 
entablada verbalmente. No será necesario 
actuar por medio de apoderado.

Art. 5º.- Tramite. En los lugares donde 
haya dos (2) o más autoridades judiciales 
competentes de la misma categoría, la pe-
tición de Hábeas Corpus se someterá a re-
parto inmediato entre dichos funcionarios. 
La autoridad judicial a quien corresponda 
conocer del Hábeas Corpus no podrá ser 
recusada en ningún caso; una vez recibida 
la solicitud, se podrá decretar una inspec-
ción a las diligencias que pudieren existir 
en el asunto que dio origen a la petición. 
También podrá solicitar del respectivo 
director del centro de reclusión, y de las 
autoridades que considere pertinentes, in-
formación urgente sobre todo lo concer-
niente a la privación de la libertad. La falta 
de respuesta inmediata a estas solicitudes 
constituirá falta gravísima.

La autoridad judicial competente pro-
curará entrevistarse en todos los casos con 
la persona en cuyo favor se instaura la ac-
ción de Hábeas Corpus. Para ello se podrá 
ordenar que aquélla sea presentada ante él, 
con el objeto de entrevistarla y verificar los 
hechos consignados en la petición. Con 
este mismo fin, podrá trasladarse al lugar 
donde se encuentra la persona en cuyo fa-
vor se instauró la acción, si existen motivos 

de conveniencia, seguridad u oportunidad 
que no aconsejen el traslado de la persona 
a la sede judicial.

Con todo, la autoridad judicial podrá 
prescindir de esa entrevista, cuando no la 
considere necesaria. Los motivos de esta 
decisión deberán exponerse en la provi-
dencia que decide acerca del Hábeas Cor-
pus.

Art. 6º.- Decisión. Demostrada la vio-
lación de las garantías constitucionales o 
legales, la autoridad judicial competente 
inmediatamente ordenará la liberación de 
la persona privada de la libertad, por auto 
interlocutorio contra el cual no procede re-
curso alguno.

Art. 7º.- Impugnación. La providencia 
que niegue el Hábeas Corpus podrá ser 
impugnada, dentro de los tres (3) días 
calendario siguientes a la notificación. La 
impugnación se someterá a las siguientes 
reglas:

1. Presentada la impugnación, el juez 
remitirá las diligencias dentro de las si-
guientes veinticuatro (24) horas al superior 
jerárquico correspondiente. El expediente 
será repartido de manera inmediata y ha-
brá de ser fallado dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes.

2. Cuando el superior jerárquico sea un 
juez plural, el recurso será sustanciado y 
fallado integralmente por uno de los ma-
gistrados integrantes de la Corporación, 
sin requerir de la aprobación de la Sala o 
sección respectiva. Cada uno de los inte-
grantes de la Corporación se tendrá como 
juez individual para resolver las impugna-
ciones del habeas corpus.

Art. 8º.- Improcedencia de las medidas res-
trictivas de la libertad. La persona privada de 
la libertad con violación de las garantías 
consagradas en la Constitución o en la Ley, 
no podrá ser afectada con medida restric-
tiva de la libertad mientras no se restauren 
las garantías quebrantadas. Por tanto, son 
inexistentes las medidas que tengan por 
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finalidad impedir la libertad del capturado 
cuando ella se conceda a consecuencia del 
Hábeas Corpus.

Art. 9º.- Iniciación de la investigación penal. 
Reconocido el Hábeas Corpus, la autori-
dad judicial compulsará copias para que el 
funcionario competente inicie las investi-
gaciones a que haya lugar, sin detrimento 
de las acciones legales restauradoras de 
perjuicios que estime adelantar el afectado.

Art. 10.- Vigencia. La presente Ley rige 
a partir de su promulgación y deroga en lo 
pertinente a toda aquélla que le sea con-
traria.

Publíquese y ejecútese.

LEY 1266 DE 20081

*

(diciembre 31)
por la cual se dictan las disposiciones gene-

rales del hábeas data y se regula el manejo de la 
información contenida en bases de datos persona-
les, en especial la financiera, crediticia, comercial, 
de servicios y la proveniente de terceros países y  

se dictan otras disposiciones
Decreta:

TÍTULO II2

**

DISPOSICIONES GENERALES
Art. 1º.- Objeto. La presente ley tiene 

por objeto desarrollar el derecho consti-
tucional que tienen todas las personas a 
conocer, actualizar y rectificar las informa-
ciones que se hayan recogido sobre ellas 
en bancos de datos, y los demás derechos, 
libertades y garantías constitucionales re-
lacionadas con la recolección, tratamiento 
y circulación de datos personales a que se 
refiere el artículo 15 de la Constitución Po-
lítica, así como el derecho a la información 

* Revisión previa de constitucionalidad. De-
clarado exequible mediante sentencia C-1011 del 
16 octubre de 2008.

** El Título I ha sido colocado por el editor 
ante la ausencia del mismo por parte del legislador 
y con el objeto de lograr secuencia respecto del 
Título II.

establecido en el artículo 20 de la Consti-
tución Política, particularmente en relación 
con la información financiera y crediticia, 
comercial, de servicios y la proveniente de 
terceros países.

Art. 2º.- Ámbito de aplicación. La presen-
te ley se aplica a todos los datos de infor-
mación personal registrados en un banco 
de datos, sean estos administrados por en-
tidades de naturaleza pública o privada.

Esta ley se aplicará sin perjuicio de nor-
mas especiales que disponen la confiden-
cialidad o reserva de ciertos datos o infor-
mación registrada en bancos de datos de 
naturaleza pública, para fines estadísticos, 
de investigación o sanción de delitos o para 
garantizar el orden público.

Se exceptúan de esta ley las bases de 
datos que tienen por finalidad producir la 
Inteligencia de Estado por parte del De-
partamento Administrativo de Seguridad, 
DAS, y de la Fuerza Pública para garanti-
zar la seguridad nacional interna y externa.

Los registros públicos a cargo de las 
Cámaras de Comercio se regirán exclusi-
vamente por las normas y principios con-
sagrados en las normas especiales que las 
regulan.

Igualmente, quedan excluidos de la 
aplicación de la presente ley aquellos datos 
mantenidos en un ámbito exclusivamen-
te personal o doméstico y aquellos que 
circulan internamente, esto es, que no se 
suministran a otras personas jurídicas o 
naturales.

Art. 3°.- Definiciones. Para los efectos de 
la presente ley, se entiende por:

a) Titular de la información. Es la persona 
natural o jurídica a quien se refiere la infor-
mación que reposa en un banco de datos y 
sujeto del derecho de hábeas data y demás 
derechos y garantías a que se refiere la pre-
sente ley;

b) Fuente de información. Es la persona, 
entidad u organización que recibe o conoce 
datos personales de los titulares de la infor-
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mación, en virtud de una relación comer-
cial o de servicio o de cualquier otra índole 
y que, en razón de autorización legal o del 
titular, suministra esos datos a un operador 
de información, el que a su vez los entre-
gará al usuario final. Si la fuente entrega la 
información directamente a los usuarios y 
no, a través de un operador, aquélla tendrá 
la doble condición de fuente y operador y 
asumirá los deberes y responsabilidades de 
ambos. La fuente de la información res-
ponde por la calidad de los datos suminis-
trados al operador la cual, en cuanto tiene 
acceso y suministra información personal 
de terceros, se sujeta al cumplimiento de 
los deberes y responsabilidades previstas 
para garantizar la protección de los dere-
chos del titular de los datos;

c) Operador de información. Se denomina 
operador de información a la persona, en-
tidad u organización que recibe de la fuen-
te datos personales sobre varios titulares de 
la información, los administra y los pone 
en conocimiento de los usuarios bajo los 
parámetros de la presente ley. Por tanto el 
operador, en cuanto tiene acceso a infor-
mación personal de terceros, se sujeta al 
cumplimiento de los deberes y responsa-
bilidades previstos para garantizar la pro-
tección de los derechos del titular de los 
datos. Salvo que el operador sea la misma 
fuente de la información, éste no tiene re-
lación comercial o de servicio con el titular 
y por ende no es responsable por la calidad 
de los datos que le sean suministrados por 
la fuente;

d) Usuario. El usuario es la persona 
natural o jurídica que, en los términos y 
circunstancias previstos en la presente ley, 
puede acceder a información personal de 
uno o varios titulares de la información 
suministrada por el operador o por la 
fuente, o directamente por el titular de la 
información. El usuario, en cuanto tiene 
acceso a información personal de terceros, 
se sujeta al cumplimiento de los deberes y 

responsabilidades previstos para garantizar 
la protección de los derechos del titular de 
los datos. En el caso en que el usuario a su 
vez entregue la información directamente 
a un operador, aquélla tendrá la doble con-
dición de usuario y fuente, y asumirá los 
deberes y responsabilidades de ambos;

e) Dato personal. Es cualquier pieza de 
información vinculada a una o varias per-
sonas determinadas o determinables o que 
puedan asociarse con una persona natural 
o jurídica. Los datos impersonales no se 
sujetan al régimen de protección de datos 
de la presente ley. Cuando en la presente 
ley se haga referencia a un dato, se presume 
que se trata de uso personal. Los datos per-
sonales pueden ser públicos, semiprivados 
o privados;

f) Dato público. Es el dato calificado 
como tal según los mandatos de la ley o 
de la Constitución Política y todos aquellos 
que no sean semiprivados o privados, de 
conformidad con la presente ley. Son pú-
blicos, entre otros, los datos contenidos en 
documentos públicos, sentencias judiciales 
debidamente ejecutoriadas que no estén 
sometidos a reserva y los relativos al estado 
civil de las personas;

g) Dato semiprivado. Es semiprivado el 
dato que no tiene naturaleza íntima, re-
servada, ni pública y cuyo conocimiento 
o divulgación puede interesar no solo a 
su titular sino a cierto sector o grupo de 
personas o a la sociedad en general, como 
el dato financiero y crediticio de actividad 
comercial o de servicios a que se refiere el 
Título IV de la presente ley.

h) Dato privado. Es el dato que por su 
naturaleza íntima o reservada sólo es rele-
vante para el titular.

i) Agencia de información comercial. Es toda 
empresa legalmente constituida que tenga 
como actividad principal la recolección, va-
lidación y procesamiento de información 
comercial sobre las empresas y comer-
ciantes específicamente solicitadas por sus 
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clientes, entendiéndose por información 
comercial aquella información histórica 
y actual relativa a la situación financiera, 
patrimonial, de mercado, administrativa, 
operativa, sobre el cumplimiento de obli-
gaciones y demás información relevante 
para analizar la situación integral de una 
empresa. Para los efectos de la presente ley, 
las agencias de información comercial son 
operadores de información y fuentes de 
información.

Parágrafo. A las agencias de información 
comercial, así como a sus fuentes o usua-
rios, según sea el caso, no se aplicarán las 
siguientes disposiciones de la presente ley: 
Numerales 2 y 6 del artículo 8°, artículo 12, 
y artículo 14.

j) Información financiera, crediticia, co-
mercial, de servicios y la proveniente de 
terceros países.

Para todos los efectos de la presente 
ley se entenderá por información finan-
ciera, crediticia, comercial, de servicios y la 
proveniente de terceros países, aquélla re-
ferida al nacimiento, ejecución y extinción 
de obligaciones dinerarias, independiente-
mente de la naturaleza del contrato que les 
dé origen.

k) Adicionado. Ley 2157 de 2021, art. 2º. 
Comunicación previa al titular. La comunica-
ción previa al titular de la información se 
regirá por lo dispuesto en la presente Ley 
y en las normas que la reglamenten. Podrá 
efectuarse según lo dispuesto en la Ley 527 
de 1999 en materia de comercio electróni-
co.

Art. 4°.- Principios de la administración 
de datos. En el desarrollo, interpretación y 
aplicación de la presente ley, se tendrán en 
cuenta, de manera armónica e integral, los 
principios que a continuación se estable-
cen:

a) Principio de veracidad o calidad de los re-
gistros o datos. La información contenida en 
los bancos de datos debe ser veraz, com-
pleta, exacta, actualizada, comprobable y 

comprensible. Se prohíbe el registro y di-
vulgación de datos parciales, incompletos, 
fraccionados o que induzcan a error;

b) Principio de finalidad. La administra-
ción de datos personales debe obedecer 
a una finalidad legítima de acuerdo con 
la Constitución y la ley. La finalidad debe 
informársele al titular de la información 
previa o concomitantemente con el otor-
gamiento de la autorización, cuando ella 
sea necesaria o en general siempre que el 
titular solicite información al respecto;

c) Principio de circulación restringida. La ad-
ministración de datos personales se sujeta 
a los límites que se derivan de la naturale-
za de los datos, de las disposiciones de la 
presente ley y de los principios de la ad-
ministración de datos personales especial-
mente de los principios de temporalidad de 
la información y la finalidad del banco de 
datos.

Los datos personales, salvo la informa-
ción pública, no podrán ser accesibles por 
Internet o por otros medios de divulgación 
o comunicación masiva, salvo que el acce-
so sea técnicamente controlable para brin-
dar un conocimiento restringido sólo a los 
titulares o los usuarios autorizados confor-
me a la presente ley;

d) Principio de temporalidad de la informa-
ción. La información del titular no podrá 
ser suministrada a usuarios o terceros 
cuando deje de servir para la finalidad del 
banco de datos;

e) Principio de interpretación integral de de-
rechos constitucionales. La presente ley se in-
terpretará en el sentido de que se amparen 
adecuadamente los derechos constitucio-
nales, como son el hábeas data, el derecho 
al buen nombre, el derecho a la honra, el 
derecho a la intimidad y el derecho a la in-
formación. Los derechos de los titulares se 
interpretarán en armonía y en un plano de 
equilibrio con el derecho a la información 
previsto en el artículo 20 de la Constitu-
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ción y con los demás derechos constitucio-
nales aplicables;

f) Principio de seguridad. La información 
que conforma los registros individuales 
constitutivos de los bancos de datos a que 
se refiere la ley, así como la resultante de 
las consultas que de ella hagan sus usua-
rios, se deberá manejar con las medidas 
técnicas que sean necesarias para garanti-
zar la seguridad de los registros evitando 
su adulteración, pérdida, consulta o uso no 
autorizado;

g) Principio de confidencialidad. Todas 
las personas naturales o jurídicas que in-
tervengan en la administración de datos 
personales que no tengan la naturaleza de 
públicos están obligadas en todo tiempo 
a garantizar la reserva de la información, 
inclusive después de finalizada su relación 
con alguna de las labores que comprende 
la administración de datos, pudiendo sólo 
realizar suministro o comunicación de da-
tos cuando ello corresponda al desarrollo 
de las actividades autorizadas en la presen-
te ley y en los términos de la misma.

Art. 5°.- Circulación de información. La 
información personal recolectada o sumi-
nistrada de conformidad con lo dispuesto 
en la ley a los operadores que haga parte 
del banco de datos que administra, podrá 
ser entregada de manera verbal, escrita, o 
puesta a disposición de las siguientes per-
sonas y en los siguientes términos:

a) A los titulares, a las personas debi-
damente autorizadas por estos y a sus cau-
sahabientes mediante el procedimiento de 
consulta previsto en la presente ley.

b) A los usuarios de la información, 
dentro de los parámetros de la presente ley.

c) A cualquier autoridad judicial, previa 
orden judicial.

d) A las entidades públicas del poder 
ejecutivo, cuando el conocimiento de dicha 
información corresponda directamente al 
cumplimiento de alguna de sus funciones.

e) A los órganos de control y demás de-
pendencias de investigación disciplinaria, 
fiscal, o administrativa, cuando la informa-
ción sea necesaria para el desarrollo de una 
investigación en curso.

f) A otros operadores de datos, cuan-
do se cuente con autorización del titular, o 
cuando sin ser necesaria la autorización del 
titular el banco de datos de destino tenga la 
misma finalidad o una finalidad que com-
prenda la que tiene el operador que entrega 
los datos. Si el receptor de la información 
fuere un banco de datos extranjero, la en-
trega sin autorización del titular sólo podrá 
realizarse dejando constancia escrita de la 
entrega de la información y previa verifi-
cación por parte del operador de que las 
leyes del país respectivo o el receptor otor-
gan garantías suficientes para la protección 
de los derechos del titular.

g) A otras personas autorizadas por la 
ley.

TÍTULO II
DERECHOS DE LOS TITULARES DE 

 LA INFORMACIÓN
Art. 6º.- Derechos de los titulares de la infor-

mación. Los titulares tendrán los siguientes 
derechos:

1. Frente a los operadores de los ban-
cos de datos:

1.1 Ejercer el derecho fundamental al 
hábeas data en los términos de la presente 
ley, mediante la utilización de los procedi-
mientos de consultas o reclamos, sin per-
juicio de los demás mecanismos constitu-
cionales y legales.

1.2 Solicitar el respeto y la protección 
de los demás derechos constitucionales 
o legales, así como de las demás disposi-
ciones de la presente ley, mediante la uti-
lización del procedimiento de reclamos y 
peticiones.

1.3 Solicitar prueba de la certificación 
de la existencia de la autorización expedida 
por la fuente o por el usuario.
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1.4 Solicitar información acerca de los 
usuarios autorizados para obtener infor-
mación.

Parágrafo. La administración de infor-
mación pública no requiere autorización 
del titular de los datos, pero se sujeta al 
cumplimiento de los principios de la admi-
nistración de datos personales y a las de-
más disposiciones de la presente ley.

La administración de datos semi-priva-
dos y privados requiere el consentimiento 
previo y expreso del titular de los datos, sal-
vo en el caso del dato financiero, crediticio, 
comercial, de servicios y el proveniente de 
terceros países el cual no requiere autoriza-
ción del titular. En todo caso, la adminis-
tración de datos semi-privados y privados 
se sujeta al cumplimiento de los principios 
de la administración de datos personales y 
a las demás disposiciones de la presente ley.

2. Frente a las fuentes de la informa-
ción:

2.1 Ejercer los derechos fundamentales 
al hábeas data y de petición, cuyo cum-
plimiento se podrá realizar a través de los 
operadores, conforme lo previsto en los 
procedimientos de consultas y reclamos de 
esta ley, sin perjuicio de los demás meca-
nismos constitucionales o legales.

2.2 Solicitar información o pedir la ac-
tualización o rectificación de los datos con-
tenidos en la base de datos, lo cual realizará 
el operador, con base en la información 
aportada por la fuente, conforme se esta-
blece en el procedimiento para consultas, 
reclamos y peticiones.

2.3 Solicitar prueba de la autorización, 
cuando dicha autorización sea requerida 
conforme lo previsto en la presente Ley.

3. Frente a los usuarios:
3.1 Solicitar información sobre la utili-

zación que el usuario le está dando a la in-
formación, cuando dicha información no 
hubiere sido suministrada por el operador.

3.2 Solicitar prueba de la autorización, 
cuando ella sea requerida conforme lo pre-
visto en la presente ley.

Parágrafo. Los titulares de información 
financiera y crediticia tendrán adicional-
mente los siguientes derechos:

Podrán acudir ante la autoridad de vi-
gilancia para presentar quejas contra las 
fuentes, operadores o usuarios por viola-
ción de las normas sobre administración 
de la información financiera y crediticia.

Así mismo, pueden acudir ante la au-
toridad de vigilancia para pretender que se 
ordene a un operador o fuente la correc-
ción o actualización de sus datos persona-
les, cuando ello sea procedente conforme 
lo establecido en la presente ley.

TÍTULO III
DEBERES DE LOS OPERADORES, LAS 

FUENTES Y LOS USUARIOS DE 
INFORMACIÓN

Art. 7°.- Deberes de los operadores de los 
bancos de datos. Sin perjuicio del cumpli-
miento de las demás disposiciones conte-
nidas en la presente ley y otras que rijan su 
actividad, los operadores de los bancos de 
datos están obligados a:

1. Garantizar, en todo tiempo al titu-
lar de la información, el pleno y efectivo 
ejercicio del derecho de hábeas data y de 
petición, es decir, la posibilidad de conocer 
la información que sobre él exista o repose 
en el banco de datos, y solicitar la actualiza-
ción o corrección de datos, todo lo cual se 
realizará por conducto de los mecanismos 
de consultas o reclamos, conforme lo pre-
visto en la presente ley.

2. Garantizar, que en la recolección, 
tratamiento y circulación de datos, se res-
petarán los demás derechos consagrados 
en la ley.

3. Permitir el acceso a la información 
únicamente a las personas que, de confor-
midad con lo previsto en esta ley, pueden 
tener acceso a ella.
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4. Adoptar un manual interno de po-
líticas y procedimientos para garantizar el 
adecuado cumplimiento de la presente ley 
y, en especial, para la atención de consultas 
y reclamos por parte de los titulares.

5. Solicitar la certificación a la fuente 
de la existencia de la autorización otorga-
da por el titular, cuando dicha autorización 
sea necesaria, conforme lo previsto en la 
presente ley.

6. Conservar con las debidas segurida-
des los registros almacenados para impedir 
su deterioro, pérdida, alteración, uso no au-
torizado o fraudulento.

7. Realizar periódica y oportunamente 
la actualización y rectificación de los da-
tos, cada vez que le reporten novedades las 
fuentes, en los términos de la presente Ley.

8. Tramitar las peticiones, consultas y 
los reclamos formulados por los titulares 
de la información, en los términos señala-
dos en la presente ley.

9. Indicar en el respectivo registro indi-
vidual que determinada información se en-
cuentra en discusión por parte de su titular, 
cuando se haya presentado la solicitud de 
rectificación o actualización de la misma y 
no haya finalizado dicho trámite, en la for-
ma en que se regula en la presente ley.

10. Circular la información a los usua-
rios dentro de los parámetros de la presen-
te ley.

11. Cumplir las instrucciones y requeri-
mientos que la autoridad de vigilancia im-
parta en relación con el cumplimiento de la 
presente ley.

12. Los demás que se deriven de la 
Constitución o de la presente ley.

Art. 8°.- Deberes de las fuentes de la infor-
mación. Las fuentes de la información debe-
rán cumplir las siguientes obligaciones, sin 
perjuicio del cumplimiento de las demás 
disposiciones previstas en la presente ley y 
en otras que rijan su actividad:

1. Garantizar que la información que se 
suministre a los operadores de los bancos 

de datos o a los usuarios sea veraz, comple-
ta, exacta, actualizada y comprobable.

2. Reportar, de forma periódica y opor-
tuna al operador, todas las novedades res-
pecto de los datos que previamente le haya 
suministrado y adoptar las demás medidas 
necesarias para que la información sumi-
nistrada a éste se mantenga actualizada.

3. Rectificar la información cuando sea 
incorrecta e informar lo pertinente a los 
operadores.

4. Diseñar e implementar mecanismos 
eficaces para reportar oportunamente la 
información al operador.

5. Solicitar, cuando sea del caso, y con-
servar copia o evidencia de la respectiva 
autorización otorgada por los titulares de 
la información, y asegurarse de no sumi-
nistrar a los operadores ningún dato cuyo 
suministro no esté previamente autoriza-
do, cuando dicha autorización sea necesa-
ria, de conformidad con lo previsto en la 
presente Ley.

6. Certificar, semestralmente al opera-
dor, que la información suministrada cuen-
ta con la autorización de conformidad con 
lo previsto en la presente Ley.

7. Resolver los reclamos y peticiones 
del titular en la forma en que se regula en 
la presente Ley.

8. Informar al operador que determi-
nada información se encuentra en discu-
sión por parte de su titular, cuando se haya 
presentado la solicitud de rectificación o 
actualización de la misma, con el fin de que 
el operador incluya en el banco de datos 
una mención en ese sentido hasta que se 
haya finalizado dicho trámite.

9. Cumplir con las instrucciones que 
imparta la autoridad de control en relación 
con el cumplimiento de la presente Ley.

10. Los demás que se deriven de la 
Constitución o de la presente ley.

11. Adicionado. Ley 2157 de 2021, art. 4º. 
Reportar la información negativa de los ti-
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tulares, máximo (18) meses después de la 
constitución en mora del titular.

Art. 9º.- Deberes de los usuarios. Sin 
perjuicio del cumplimiento de las disposi-
ciones contenidas en la presente ley y de-
más que rijan su actividad, los usuarios de 
la información deberán:

1. Guardar reserva sobre la informa-
ción que les sea suministrada por los ope-
radores de los bancos de datos, por las 
fuentes o los titulares de la información y 
utilizar la información únicamente para los 
fines para los que le fue entregada, en los 
términos de la presente ley.

2. Informar a los titulares, a su solici-
tud, sobre la utilización que le está dando a 
la información.

3. Conservar con las debidas segurida-
des la información recibida para impedir su 
deterioro, pérdida, alteración, uso no auto-
rizado o fraudulento.

4. Cumplir con las instrucciones que 
imparta la autoridad de control, en relación 
con el cumplimiento de la presente ley.

5. Los demás que se deriven de la 
Constitución o de la presente ley.

TÍTULO IV
DE LOS BANCOS DE DATOS DE 
INFORMACIÓN FINANCIERA, 
CREDITICIA, COMERCIAL, DE 

SERVICIOS Y LA PROVENIENTE DE 
TERCEROS PAÍSES

Art. 10.- Principio de favorecimiento a una 
actividad de interés público. La actividad de admi-
nistración de información financiera, crediti-
cia, comercial, de servicios y la proveniente 
de terceros países está directamente rela-
cionada y favorece una actividad de inte-
rés público, como lo es la actividad finan-
ciera propiamente, por cuanto ayuda a la 
democratización del crédito, promueve el 
desarrollo de la actividad de crédito, la pro-
tección de la confianza pública en el siste-
ma financiero y la estabilidad del mismo, y 
genera otros beneficios para la economía 

nacional y en especial para la actividad fi-
nanciera, crediticia, comercial y de servi-
cios del país.

Parágrafo 1º. Modificado. Ley 2157 de 2021, 
art. 5º. La administración de información 
financiera, crediticia, comercial, de servi-
cios y la proveniente de terceros países, 
por parte de fuentes, usuarios y operado-
res deberá realizarse de forma que permita 
favorecer los fines de expansión y demo-
cratización del crédito. Los usuarios de este 
tipo de información deberán valorar este 
tipo de información en forma concurren-
te con otros factores o elementos de juicio 
que técnicamente inciden en el estudio de 
riesgo y el análisis crediticio, y no podrán 
basarse exclusivamente en la información 
relativa al incumplimiento de obligacio-
nes suministrada por los operadores para 
adoptar decisiones frente a solicitudes de 
crédito. La Superintendencia Financiera 
de Colombia podrá imponer las sanciones 
previstas en la presente Ley a los usuarios 
de la información que nieguen una soli-
citud de crédito basados exclusivamente 
en el reporte de información negativa del 
solicitante, para lo cual la institución o en-
tidad que conforma el sistema financiero 
y asegurador en caso de rechazo de la so-
licitud del crédito, por solicitud del titular, 
le indicará por escrito las razones objetivas 
del rechazo del mismo.

Parágrafo 2º. Modificado. Ley 2157 de 2021, 
art. 5º. La consulta de la información finan-
ciera, crediticia, comercial, de servicios y la 
proveniente de terceros países por parte 
del titular, en toda ocasión y por todos los 
medios, será gratuita.

La revisión continua de esta informa-
ción por parte del titular o usuario no po-
drá ser causal de disminución en la califi-
cación de riesgo, récord (scorings-score), o 
cualquier tipo de medición, ni podrá alterar 
en nada los estudios financieros o credi-
ticios. En ningún caso se podrá consultar 
esta información para fines de toma de 
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decisiones laborales, y no podrá utilizarse 
para fines diferentes al análisis o cálculo del 
riesgo crediticio del titular del dato.

Art. 11.- Requisitos especiales para los ope-
radores. Los operadores de bancos de da-
tos de información financiera, crediticia, 
comercial, de servicios y la proveniente de 
terceros países que funcionen como entes 
independientes a las fuentes de la informa-
ción, deberán cumplir con los siguientes 
requisitos especiales de funcionamiento:

1. Deberán constituirse como socie-
dades comerciales, entidades sin ánimo de 
lucro, o entidades cooperativas.

2. Deberán contar con un área de servi-
cio al titular de la información, para la aten-
ción de peticiones, consultas y reclamos.

3. Deberán contar con un sistema de 
seguridad y con las demás condiciones téc-
nicas suficientes para garantizar la seguri-
dad y actualización de los registros, evitan-
do su adulteración, pérdida, consulta o uso 
no autorizado conforme lo previsto en la 
presente ley.

4. Deberán actualizar la información 
reportada por las fuentes con una periodi-
cidad no superior a diez (10) días calenda-
rio contados a partir del recibo de la mis-
ma.

Art. 12.- Requisitos especiales para fuentes. 
Las fuentes deberán actualizar mensual-
mente la información suministrada al ope-
rador, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
Título III de la presente ley.

El reporte de información negativa 
sobre incumplimiento de obligaciones de 
cualquier naturaleza, que hagan las fuentes 
de información a los operadores de bancos 
de datos de información financiera, crediti-
cia, comercial, de servicios y la proveniente 
de terceros países, sólo procederá previa 
comunicación al titular de la información, 
con el fin de que éste pueda demostrar o 
efectuar el pago de la obligación, así como 
controvertir aspectos tales como el monto 
de la obligación o cuota y la fecha de exigi-

bilidad. Dicha comunicación podrá incluir-
se en los extractos periódicos que las fuen-
tes de información envíen a sus clientes.

En todo caso, las fuentes de informa-
ción podrán efectuar el reporte de la in-
formación transcurridos veinte (20) días 
calendario siguientes a la fecha de envío 
de la comunicación en la última dirección 
de domicilio del afectado que se encuentre 
registrada en los archivos de la fuente de la 
información y sin perjuicio, si es del caso, 
de dar cumplimiento a la obligación de 
informar al operador, que la información 
se encuentra en discusión por parte de su 
titular, cuando se haya presentado solicitud 
de rectificación o actualización y ésta aún 
no haya sido resuelta.

Parágrafo. Adicionado. Ley 2157 de 2021, 
art. 6º. El incumplimiento de la comuni-
cación previa al titular de la información, 
en los casos en que la obligación o cuota 
ya haya sido extinguida, dará lugar al retiro 
inmediato del reporte negativo. En los ca-
sos en que se genere el reporte sin el cum-
plimiento de la comunicación y no se haya 
extinguido la obligación o cuota, se deberá 
retirar el reporte y cumplir con la comuni-
cación antes de realizarlo nuevamente. 

Art. 13.- Modificado. Ley 2157 de 2021, 
art. 3º. Permanencia de la información. La 
información de carácter positivo permane-
cerá de manera indefinida en los bancos de 
datos de los operadores de información. 
Los datos cuyo contenido haga referencia 
al tiempo de mora, tipo de cobro, estado de 
la cartera y, en general, aquellos datos refe-
rentes a una situación de incumplimiento 
de obligaciones, se regirán por un término 
máximo de permanencia, vencido el cual 
deberá ser retirada de los bancos de datos 
por el operador, de forma que los usuarios 
no puedan acceder o consultar dicha in-
formación. El término de permanencia de 
ésta información será el doble del tiempo 
de la mora, máximo cuatro (4) años conta-
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dos a partir de la fecha en que sean paga-
das las cuotas vencidas o sea extinguida la 
obligación.

Parágrafo 1º. Adicionado. Ley 2157 de 
2021, art. 3º. El dato negativo y los datos 
cuyo contenido haga referencia al tiempo 
de mora, tipo de cobro, estado de la carte-
ra y, en general, aquellos datos referentes a 
una situación de incumplimiento de obli-
gaciones caducarán una vez cumplido el 
término de ocho (8) años, contados a par-
tir del momento en que entre en mora la 
obligación; cumplido este término deberán 
ser eliminados de la base de datos.

Parágrafo 2º. Adicionado. Ley 2157 de 
2021, art. 3º. En las obligaciones inferiores 
o iguales al (15%) de un (1) salario míni-
mo legal mensual vigente, el dato negativo 
por obligaciones que se han constituido en 
mora solo será reportado después de cum-
plirse con al menos dos comunicaciones, 
ambas en días diferentes. Y debe mediar 
entre la última comunicación y reporte, 20 
días calendario.

Parágrafo 3º. Adicionado. Ley 2157 de 
2021, art. 3º. Toda información negativa 
o desfavorable que se encuentre en bases 
de datos y se relacione con calificaciones, 
récord (scorings-score), o cualquier tipo de 
medición financiera, comercial o crediticia, 
deberá ser actualizada de manera simultá-
nea con el retiro del dato negativo o con la 
cesación del hecho que generó la disminu-
ción de la medición.

Art. 14.- Contenido de la información. El 
Gobierno Nacional establecerá la forma en 
la cual los bancos de datos de información 
financiera, crediticia, comercial, de servi-
cios y la proveniente de terceros países, 
deberán presentar la información de los 
titulares de la información. Para tal efec-
to, deberá señalar un formato que permita 
identificar, entre otros aspectos el nombre 
completo del deudor, la condición en que 
actúa, esto es, como deudor principal, deu-

dor solidario, avalista o fiador, el monto de 
la obligación o cuota vencida, el tiempo de 
mora y la fecha del pago, si es del caso.

El Gobierno Nacional al ejercer la fa-
cultad prevista en el inciso anterior deberá 
tener en cuenta que en el formato de re-
porte deberá establecer que:

a) Se presenta reporte negativo cuando 
la(s) persona(s) naturales o jurídicas efec-
tivamente se encuentran en mora en sus 
cuotas u obligaciones.

b) Se presenta reporte positivo cuando 
la(s) persona(s) naturales y jurídicas están al 
día en sus obligaciones.

El incumplimiento de la obligación 
aquí prevista dará lugar a la imposición de 
las máximas sanciones previstas en la pre-
sente ley.

Parágrafo 1º. Para los efectos de la pre-
sente ley se entiende que una obligación ha 
sido voluntariamente pagada, cuando su 
pago se ha producido sin que medie sen-
tencia judicial que así lo ordene.

Parágrafo 2º. Las consecuencias previs-
tas en el presente artículo para el pago vo-
luntario de las obligaciones vencidas, será 
predicable para cualquier otro modo de 
extinción de las obligaciones, que no sea 
resultado de una sentencia judicial.

Parágrafo 3º. Cuando un usuario consul-
te el estado de un titular en las bases de 
datos de información financiera, crediticia, 
comercial, de servicios y la proveniente de 
terceros países, éstas tendrán que dar in-
formación exacta sobre su estado actual, 
es decir, dar un reporte positivo de los 
usuarios que en el momento de la consulta 
están al día en sus obligaciones y uno ne-
gativo de los que al momento de la consul-
ta se encuentren en mora en una cuota u 
obligaciones.

El resto de la información contenida 
en las bases de datos financieros, crediti-
cios, comercial, de servicios y la provenien-
te de terceros países hará parte del historial 
crediticio de cada usuario, el cual podrá ser 
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consultado por el usuario, siempre y cuan-
do hubiere sido informado sobre el estado 
actual.

Parágrafo 4º. Se prohíbe la administra-
ción de datos personales con información 
exclusivamente desfavorable.

Art. 15.- Acceso a la información por parte 
de los usuarios. La información contenida en 
bancos de datos de información financie-
ra, crediticia, comercial, de servicios y la 
proveniente de terceros países podrá ser 
accedida por los usuarios únicamente con 
las siguientes finalidades: Como elemento 
de análisis para establecer y mantener una 
relación contractual, cualquiera que sea su 
naturaleza, así como para la evaluación de 
los riesgos derivados de una relación con-
tractual vigente.

Como elemento de análisis para hacer 
estudios de mercado o investigaciones co-
merciales o estadísticas.

Para el adelantamiento de cualquier 
trámite ante una autoridad pública o una 
persona privada, respecto del cual dicha in-
formación resulte pertinente.

Para cualquier otra finalidad, diferente 
de las anteriores, respecto de la cual y en 
forma general o para cada caso particular 
se haya obtenido autorización por parte del 
titular de la información.

TÍTULO V
PETICIONES DE CONSULTAS Y 

RECLAMOS
Art. 16.- Peticiones, consultas y reclamos
I. Trámite de consultas. Los titulares de 

la información o sus causahabientes po-
drán consultar la información personal del 
titular, que repose en cualquier banco de 
datos, sea éste del sector público o priva-
do. El operador deberá suministrar a estos, 
debidamente identificados, toda la infor-
mación contenida en el registro individual 
o que esté vinculada con la identificación 
del titular.

La petición, consulta de información se 
formulará verbalmente, por escrito, o por 
cualquier canal de comunicación, siempre 
y cuando se mantenga evidencia de la con-
sulta por medios técnicos.

La petición o consulta será atendida 
en un término máximo de diez (10) días 
hábiles contados a partir de la fecha de re-
cibo de la misma. Cuando no fuere posible 
atender la petición o consulta dentro de 
dicho término, se informará al interesado, 
expresando los motivos de la demora y 
señalando la fecha en que se atenderá su 
petición, la cual en ningún caso podrá su-
perar los cinco (5) días hábiles siguientes al 
vencimiento del primer término.

Parágrafo. La petición o consulta se de-
berá atender de fondo, suministrando in-
tegralmente toda la información solicitada.

II. Trámite de reclamos. Los titulares de la 
información o sus causahabientes que con-
sideren que la información contenida en su 
registro individual en un banco de datos 
debe ser objeto de corrección o actuali-
zación podrán presentar un reclamo ante 
el operador, el cual será tramitado bajo las 
siguientes reglas:

1. La petición o reclamo se formulará 
mediante escrito dirigido al operador del 
banco de datos, con la identificación del ti-
tular, la descripción de los hechos que dan 
lugar al reclamo, la dirección, y si fuere el 
caso, acompañando los documentos de so-
porte que se quieran hacer valer. En caso 
de que el escrito resulte incompleto, se de-
berá oficiar al interesado para que subsane 
las fallas. Transcurrido un mes desde la fe-
cha del requerimiento, sin que el solicitante 
presente la información requerida, se en-
tenderá que ha desistido de la reclamación 
o petición.

2. Una vez recibido la petición o recla-
mo completo el operador incluirá en el re-
gistro individual en un término no mayor 
a dos (2) días hábiles una leyenda que diga 
“reclamo en trámite” y la naturaleza del 
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mismo. Dicha información deberá mante-
nerse hasta que el reclamo sea decidido y 
deberá incluirse en la información que se 
suministra a los usuarios.

3. El término máximo para atender la 
petición o reclamo será de quince (15) días 
hábiles contados a partir del día siguiente 
a la fecha de su recibo. Cuando no fuere 
posible atender la petición dentro de dicho 
término, se informará al interesado, expre-
sando los motivos de la demora y señalan-
do la fecha en que se atenderá su petición, 
la cual en ningún caso podrá superar los 
ocho (8) días hábiles siguientes al venci-
miento del primer término.

4. En los casos en que exista una fuen-
te de información independiente del ope-
rador, este último deberá dar traslado del 
reclamo a la fuente en un término máximo 
de dos (2) días hábiles, la cual deberá resol-
ver e informar la respuesta al operador en 
un plazo máximo de diez (10) días hábiles. 
En todo caso, la respuesta deberá darse al 
titular por el operador en el término máxi-
mo de quince (15) días hábiles contados a 
partir del día siguiente a la fecha de presen-
tación de la reclamación, prorrogables por 
ocho (8) días hábiles más, según lo indica-
do en el numeral anterior. Si el reclamo es 
presentado ante la fuente, ésta procederá a 
resolver directamente el reclamo, pero de-
berá informar al operador sobre la recep-
ción del reclamo dentro de los dos (2) días 
hábiles siguientes a su recibo, de forma que 
se pueda dar cumplimiento a la obligación 
de incluir la leyenda que diga “reclamo en 
trámite” y la naturaleza del mismo dentro 
del registro individual, lo cual deberá hacer 
el operador dentro de los dos (2) días hábi-
les siguientes a haber recibido la informa-
ción de la fuente.

5. Para dar respuesta a la petición o re-
clamo, el operador o la fuente, según sea el 
caso, deberá realizar una verificación com-
pleta de las observaciones o planteamien-
tos del titular, asegurándose de revisar toda 

la información pertinente para poder dar 
una respuesta completa al titular.

6. Sin perjuicio del ejercicio de la ac-
ción de tutela para amparar el derecho 
fundamental del hábeas data, en caso que 
el titular no se encuentre satisfecho con la 
respuesta a la petición, podrá recurrir al 
proceso judicial correspondiente dentro de 
los términos legales pertinentes para deba-
tir lo relacionado con la obligación repor-
tada como incumplida. La demanda deberá 
ser interpuesta contra la fuente de la infor-
mación la cual, una vez notificada de la 
misma, procederá a informar al operador 
dentro de los dos (2) días hábiles siguientes, 
de forma que se pueda dar cumplimiento a 
la obligación de incluir la leyenda que diga 
“información en discusión judicial” y la 
naturaleza de la misma dentro del registro 
individual, lo cual deberá hacer el operador 
dentro de los dos (2) días hábiles siguientes 
a haber recibido la información de la fuen-
te y por todo el tiempo que tome obtener 
un fallo en firme. Igual procedimiento de-
berá seguirse en caso que la fuente inicie 
un proceso judicial contra el titular de la 
información, referente a la obligación re-
portada como incumplida, y éste proponga 
excepciones de mérito.

7. Adicionado. Ley 2157 de 2021, art. 7º. 
De los casos de suplantación. En el caso que 
el titular de la información manifieste ser 
víctima del delito de falsedad personal con-
templado en el Código Penal, y le sea exigi-
do el pago de obligaciones como resultado 
de la conducta punible de la que es víctima, 
deberá presentar petición de corrección 
ante la fuente adjuntando los soportes co-
rrespondientes. La fuente una vez reciba 
la solicitud, deberá dentro de los diez (10) 
días siguientes cotejar los documentos uti-
lizados para adquirir la obligación que se 
disputa, con los documentos allegados por 
el titular en la petición, los cuales se ten-
drán como prueba sumaria para probar la 
falsedad, la fuente, si así lo considera, debe-
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rá denunciar el delito de estafa del que haya 
podido ser víctima. 

Con la solicitud presentada por el titu-
lar, el dato negativo, récord (scorings-sco-
re) y cualquier otro dato que refleje el 
comportamiento del titular, deberán ser 
modificados por la fuente reflejando que la 
víctima de falsedad no es quien adquirió las 
obligaciones, y se incluirá una leyenda den-
tro del registro personal que diga -Víctima 
de Falsedad Personal-.

8. Adicionado. Ley 2157 de 2021, art. 7º. 
Silencio. Las peticiones o reclamos deberán 
resolverse dentro de los quince (15) días 
hábiles siguientes a la fecha de su recibo. 
Prorrogables por ocho (8) días hábiles más, 
según lo indicado en el numeral 3, parte II, 
artículo 16 de la presente Ley. Si en ese lap-
so no se ha dado pronta resolución, se en-
tenderá, para todos los efectos legales, que 
la respectiva solicitud ha sido aceptada. Si 
no lo hiciere, el peticionario podrá solicitar 
a la Superintendencia de Industria y Co-
mercio y a la Superintendencia Financiera 
de Colombia, según el caso, la imposición 
de las sanciones a que haya lugar conforme 
a la presente Ley, sin perjuicio de que ellas 
adopten las decisiones que resulten per-
tinentes para hacer efectivo el derecho al 
hábeas data de los titulares.

TÍTULO VI
VIGILANCIA DE LOS 

DESTINATARIOS DE LA LEY
Art. 17.- Función de vigilancia. La Su-

perintendencia de Industria y Comercio 
ejercerá la función de vigilancia de los ope-
radores, las fuentes y los usuarios de infor-
mación financiera, crediticia, comercial, de 
servicios y la proveniente de terceros paí-
ses, en cuanto se refiere a la actividad de 
administración de datos personales que se 
regula en la presente Ley.

En los casos en que la fuente, usuario u 
operador de información sea una entidad 
vigilada por la Superintendencia Financie-

ra de Colombia, ésta ejercerá la vigilancia e 
impondrá las sanciones correspondientes, 
de conformidad con las facultades que le 
son propias, según lo establecido en el Es-
tatuto Orgánico del Sistema Financiero y 
las demás normas pertinentes y las estable-
cidas en la presente ley.

Para el ejercicio de la función de vigi-
lancia a que se refiere el presente artículo, la 
Superintendencia de Industria y Comercio 
y la Superintendencia Financiera de Co-
lombia, según el caso, tendrán en adición a 
las propias las siguientes facultades:

1. Impartir instrucciones y órdenes so-
bre la manera como deben cumplirse las 
disposiciones de la presente ley relaciona-
das con la administración de la informa-
ción financiera, crediticia, comercial, de 
servicios y la proveniente de terceros paí-
ses fijar los criterios que faciliten su cum-
plimiento y señalar procedimientos para su 
cabal aplicación.

2. Velar por el cumplimiento de las dis-
posiciones de la presente ley, de las normas 
que la reglamenten y de las instrucciones 
impartidas por la respectiva Superinten-
dencia.

3. Velar porque los operadores y fuentes 
cuenten con un sistema de seguridad y con 
las demás condiciones técnicas suficientes 
para garantizar la seguridad y actualización 
de los registros, evitando su adulteración, 
pérdida, consulta o uso no autorizado con-
forme lo previsto en la presente ley.

4. Ordenar a cargo del operador, la 
fuente o usuario la realización de audito-
rías externas de sistemas para verificar el 
cumplimiento de las disposiciones de la 
presente ley.

5. Ordenar de oficio o a petición de 
parte la corrección, actualización o retiro 
de datos personales cuando ello sea pro-
cedente, conforme con lo establecido en 
la presente ley. Cuando sea a petición de 
parte, se deberá acreditar ante la Superin-
tendencia que se surtió el trámite de un 
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reclamo por los mismos hechos ante el 
operador o la fuente, y que el mismo no 
fue atendido o fue atendido desfavorable-
mente.

6. Iniciar de oficio o a petición de parte 
investigaciones administrativas contra los 
operadores, fuentes y usuarios de infor-
mación financiera, crediticia, comercial, 
de servicios y la proveniente de terceros 
países, con el fin de establecer si existe res-
ponsabilidad administrativa derivada del 
incumplimiento de las disposiciones de la 
presente ley o de las órdenes o instruccio-
nes impartidas por el organismo de vigilan-
cia respectivo, y si es del caso imponer san-
ciones u ordenar las medidas que resulten 
pertinentes.

Art. 18.- Sanciones. La Superintendencia 
de Industria y Comercio y la Superinten-
dencia Financiera podrán imponer a los 
operadores, fuentes o usuarios de infor-
mación financiera, crediticia, comercial, de 
servicios y la proveniente de terceros paí-
ses previas explicaciones de acuerdo con 
el procedimiento aplicable, las siguientes 
sanciones:

Inc. 2º. Modificado. Ley 2157 de 2021, art. 
14. Multas de carácter personal e institu-
cional hasta por el equivalente a dos mil 
(2.000) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes al momento de la imposición de 
la sanción, por violación a la presente Ley, 
normas que la reglamenten, así como por 
la inobservancia de las órdenes e instruc-
ciones impartidas por dicha Superinten-
dencia. Las multas aquí previstas podrán 
ser sucesivas mientras subsista el incumpli-
miento que las originó.

Suspensión de las actividades del ban-
co de datos, hasta por un término de seis 
(6) meses, cuando se estuviere llevando a 
cabo la administración de la información 
en violación grave de las condiciones y 
requisitos previstos en la presente ley, así 
como por la inobservancia de las órdenes 
e instrucciones impartidas por las Superin-

tendencias mencionadas para corregir tales 
violaciones.

Cierre o clausura de operaciones del 
banco de datos cuando, una vez transcu-
rrido el término de suspensión, no hubiere 
adecuado su operación técnica y logística, y 
sus normas y procedimientos a los requisi-
tos de ley, de conformidad con lo dispuesto 
en la resolución que ordenó la suspensión. 
Cierre inmediato y definitivo de la opera-
ción de bancos de datos que administren 
datos prohibidos.

Art. 19.- Criterios para graduar las sancio-
nes. Las sanciones por infracciones a que 
se refiere el artículo anterior se gradua-
rán atendiendo los siguientes criterios, en 
cuanto resulten aplicables:

a) La dimensión del daño o peligro a 
los intereses jurídicos tutelados por la pre-
sente ley.

b) El beneficio económico que se hu-
biere obtenido para el infractor o para ter-
ceros, por la comisión de la infracción, o 
el daño que tal infracción hubiere podido 
causar.

c) La reincidencia en la comisión de la 
infracción.

d) La resistencia, negativa u obstruc-
ción a la acción investigadora o de vigilan-
cia de la Superintendencia de Industria y 
Comercio.

e) La renuencia o desacato a cumplir, 
con las órdenes impartidas por la Superin-
tendencia de Industria y Comercio.

f) El reconocimiento o aceptación ex-
presos que haga el investigado sobre la 
comisión de la infracción antes de la im-
posición de la sanción a que hubiere lugar.

Art. 19A.- Adicionado. Ley 2157 de 2021, 
art. 12. Responsabilidad demostrada. Los 
operadores, fuentes y usuarios de informa-
ción financiera, crediticia, comercial y de 
servicios deben ser capaces de demostrar 
que han implementado medidas apropia-
das, efectivas y verificables para cumplir 
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con las obligaciones establecidas en la Ley 
1266 de 2008 y sus normas reglamentarias, 
en una manera que sea proporcional a lo 
siguiente:

1. La naturaleza jurídica del operador, 
fuente y usuario de información y, cuan-
do sea del caso, su tamaño empresarial, 
teniendo en cuenta si se trata de una mi-
cro, pequeña, mediana o gran empresa, de 
acuerdo con la normativa vigente. 

2. La naturaleza de los datos personales 
objeto del tratamiento. 

3. El tipo de tratamiento. 
4. Los riesgos potenciales que el refe-

rido tratamiento podrían causar sobre los 
derechos de los titulares. 

Quienes efectúen el tratamiento de los 
datos personales deberán suministrar evi-
dencia sobre la implementación efectiva de 
las medidas útiles y pertinentes para cum-
plir la presente Ley. 

Art. 19B.- Adicionado. Ley 2157 de 2021, 
art. 13. Políticas internas efectivas. En cada 
caso, de acuerdo con las circunstancias 
mencionadas en los numerales 1, 2, 3 y 4 
del artículo anterior, las medidas efectivas 
y apropiadas implementadas por los ope-
radores, fuentes y usuarios de información 
deberán garantizar: 

1. La existencia de una organización 
administrativa proporcional a la estructura 
y tamaño empresarial del operador, fuente 
y usuario de información para la adopción 
e implementación de políticas consistentes 
con la Ley 1266 de 2008. 

2. La adopción de mecanismos inter-
nos para poner en práctica estas políticas 
incluyendo herramientas de implementa-
ción, entrenamiento y programas de edu-
cación. 

3. La adopción de procesos para la 
atención y respuesta a consultas, peticiones 
y reclamos de los titulares, con respecto a 
cualquier aspecto del tratamiento. La exis-
tencia de medidas y políticas específicas 
para el tratamiento adecuado de los datos 

personales por parte de los operadores, 
fuentes y usuarios de información será 
tenida en cuenta al momento de evaluar 
la imposición de sanciones por violación 
a los deberes y obligaciones establecidos 
en la ley. Especial énfasis debe hacerse en 
asegurar la calidad de la información, la 
comunicación previa para el reporte de in-
formación negativa, la confidencialidad y 
seguridad de la misma, así como la debida 
y oportuna atención de las consultas o re-
clamos de los titulares de los datos. 

Art. 20.- Régimen de transición para las 
entidades de control. La Superintendecia de 
Industria y Comercio y la Superintenden-
cia Financiera asumirán, seis (6) meses des-
pués de la entrada en vigencia de la presen-
te ley, las funciones aquí establecidas. Para 
tales efectos, dentro de dicho término el 
Gobierno Nacional adoptará las medidas 
necesarias para adecuar la estructura de la 
Superintendencia de Industria, Comercio y 
Financiera dotándola de la capacidad pre-
supuestal y técnica necesaria para cumplir 
con dichas funciones.

TÍTULO VII
DE LAS DISPOSICIONES FINALES

Art. 21.- Régimen de transición. Para el 
cumplimiento de las disposiciones conte-
nidas en la presente ley, las personas que, 
a la fecha de su entrada en vigencia ejerzan 
alguna de las actividades aquí reguladas, 
tendrán un plazo de hasta seis (6) meses 
para adecuar su funcionamiento a las dis-
posiciones de la presente ley.

Los titulares de la información que a la 
entrada en vigencia de esta ley estuvieren 
al día en sus obligaciones objeto de repor-
te, y cuya información negativa hubiere 
permanecido en los bancos de datos por 
lo menos un año contado a partir de la 
cancelación de las obligaciones, serán be-
neficiarios de la caducidad inmediata de la 
información negativa.
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A su vez, los titulares de la información 
que se encuentren al día en sus obligaciones 
objeto de reporte, pero cuya información 
negativa no hubiere permanecido en los 
bancos de datos al menos un año después 
de canceladas las obligaciones, permanece-
rán con dicha información negativa por el 
tiempo que les hiciere falta para cumplir el 
año, contado a partir de la cancelación de 
las obligaciones.

Los titulares de la información que 
cancelen sus obligaciones objeto de repor-
te dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la entrada en vigencia de la presente ley, 
permanecerán con dicha información ne-
gativa en los bancos de datos por el tér-
mino de un (1) año, contado a partir de la 
fecha de cancelación de tales obligaciones. 
Cumplido este plazo de un (1) año, el dato 
negativo deberá ser retirado automática-
mente de los bancos de datos.

El beneficio previsto en este artículo se 
perderá en caso que el titular de la informa-
ción incurra nuevamente en mora, evento 
en el cual su reporte reflejará nuevamente 
la totalidad de los incumplimientos pasa-
dos, en los términos previstos en el artículo 
13 de esta ley.

Art. 22.- Vigencia y derogatorias. Esta ley 
rige a partir de la fecha de publicación y 
deroga las disposiciones que le sean con-
trarias.

Publíquese y cúmplase.

LEY 1425 DE 20101

*

(diciembre 29)
por medio de la cual se derogan artículos de la 

Ley 472 de 1998 -acciones populares y de grupo
Art. 1º.- Deróguese los artículos 39 y 40 de 

la Ley 472 de 1998.
Art. 2º.- Vigencia. La presente Ley rige 

a partir de su promulgación y deroga y mo-

* La Corte Constitucional, mediante senten-
cia C-630 de 2011, declaró exequible la presente 
norma.

difica todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese y cúmplase.

LEY 1475 DE 2011
(julio 14)

por la cual se adoptan reglas de organización 
y funcionamiento de los partidos y movimientos 
políticos, de los procesos electorales y se dictan 

otras disposiciones
Decreta:

TÍTULO I
DE LA ORGANIZACIÓN Y 

FUNCIONAMIENTO DE LOS 
PARTIDOS Y MOVIMIENTOS 

POLÍTICOS 

CAPÍTULO I
DE LOS PRINCIPIOS Y REGLAS DE 

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO
Art. 1°.- Principios de organización y fun-

cionamiento. Los partidos y movimientos 
políticos se ajustarán en su organización y 
funcionamiento a los principios de trans-
parencia, objetividad, moralidad, equidad 
de género y el deber de presentar y divulgar 
sus programas políticos de conformidad 
con lo dispuesto en la Constitución, en las 
leyes y en sus Estatutos.

En desarrollo de estos principios, los 
partidos y movimientos políticos deberán 
garantizarlos en sus Estatutos. Para tales 
efectos, se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones de contenidos mínimos:

1. Participación. Entiéndase por el dere-
cho de todo afiliado a intervenir, directa-
mente o a través de sus representantes, en 
la adopción de las decisiones fundamenta-
les del partido o movimiento, en el máxi-
mo órgano de dirección y en las demás 
instancias de Gobierno, administración y 
control, así como los derechos de elegir y 
ser elegido en todo proceso de designación 
o escogencia de sus directivos y de sus can-
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didatos a cargos y corporaciones de elec-
ción popular, de acuerdo a sus Estatutos.

2. Igualdad. Se entiende por igualdad la 
exclusión de toda discriminación o privile-
gio por razones ideológicas, económicas, 
sociales, de sexo, o de raza, en los proce-
sos de participación en la vida del partido 
o movimiento. 

3. Pluralismo. El pluralismo implica para 
las organizaciones políticas el deber de 
garantizar la expresión de las tendencias 
existentes en su interior, en particular de 
las minorías, sin perjuicio de la aplicación 
del principio de mayoría, razón por la que 
los Estatutos incluirán normas sobre quó-
rum y mayorías especiales para la toma de 
decisiones fundamentales en materia de 
organización, funcionamiento y de partici-
pación de sus afiliados en la vida del parti-
do o movimiento. 

4. Equidad e igualdad de género. En virtud 
del principio de equidad e igualdad de gé-
nero, los hombres, las mujeres y las demás 
opciones sexuales gozarán de igualdad real 
de derechos y oportunidades para partici-
par en las actividades políticas, dirigir las 
organizaciones partidistas, acceder a los 
debates electorales y obtener representa-
ción política.

5. Transparencia. Es el deber de los par-
tidos y movimientos políticos de mante-
ner permanentemente informados a sus 
afiliados sobre sus actividades políticas, 
administrativas y financieras. Para su cum-
plimiento, deberán realizar cada año rendi-
ción de cuentas.

6. Moralidad. Los miembros de los par-
tidos y movimientos políticos desarrolla-
rán su actividad de conformidad con las 
normas de comportamiento adoptadas en 
los correspondientes Códigos de Ética.

Art. 2°.- Prohibición de doble militancia. En 
ningún caso se permitirá a los ciudadanos 
pertenecer simultáneamente a más de un 
partido o movimiento político. La militan-

cia o pertenencia a un partido o movimien-
to político, se establecerá con la inscripción 
que haga el ciudadano ante la respectiva 
organización política, según el sistema de 
identificación y registro que se adopte para 
tal efecto el cual deberá establecerse con-
forme a las leyes existentes en materia de 
protección de datos.

Quienes se desempeñen en cargos de 
dirección, gobierno, administración o con-
trol, dentro de los partidos y movimientos 
políticos, o hayan sido o aspiren ser elegi-
dos en cargos o corporaciones de elección 
popular, no podrán apoyar candidatos dis-
tintos a los inscritos por el partido o mo-
vimiento político al cual se encuentren afi-
liados. Los candidatos que resulten electos, 
siempre que fueren inscritos por un parti-
do o movimiento político, deberán perte-
necer al que los inscribió mientras ostenten 
la investidura o cargo, y si deciden presen-
tarse a la siguiente elección por un partido 
o movimiento político distinto, deberán re-
nunciar a la curul al menos doce (12) meses 
antes del primer día de inscripciones. 

Los directivos de los partidos y movi-
mientos políticos que aspiren ser elegidos 
en cargos o corporaciones de elección po-
pular por otro partido o movimientos po-
líticos o grupo significativo de ciudadanos, 
o formar parte de los órganos de dirección 
de éstas, deben renunciar al cargo doce 
(12) meses antes de postularse o aceptar 
la nueva designación o ser inscritos como 
candidatos. 

El incumplimiento de estas reglas cons-
tituye doble militancia, que será sancionada 
de conformidad con los Estatutos, y en el 
caso de los candidatos será causal para la 
revocatoria de la inscripción. 

Parágrafo.- Las restricciones previstas 
en esta disposición no se aplicarán a los 
miembros de los partidos y movimientos 
políticos que sean disueltos por decisión 
de sus miembros o pierdan la personería 
jurídica por causas distintas a las sanciones 
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previstas en esta Ley, casos en los cuales 
podrán inscribirse en uno distinto con per-
sonería jurídica sin incurrir en doble mili-
tancia. 

Art. 3°.- Registro único de partidos y mo-
vimientos políticos. El Consejo Nacional 
Electoral llevará el registro de partidos, 
movimientos y agrupaciones políticas. Los 
respectivos representantes legales registra-
rán ante dicho órgano las actas de funda-
ción, los Estatutos y sus reformas, los do-
cumentos relacionados con la plataforma 
ideológica o programática, la designación 
y remoción de sus directivos, así como el 
registro de sus afiliados. Corresponde al 
Consejo Nacional Electoral autorizar el 
registro de los mencionados documentos 
previa verificación del cumplimiento de 
los principios y reglas de organización y 
funcionamiento consagrados en la Cons-
titución, la Ley y los correspondientes es-
tatutos.

Parágrafo.- Los grupos significativos 
de ciudadanos que postulen candidatos 
al Senado de la República o a la Cámara 
de Representantes y obtengan los votos 
requeridos para el reconocimiento de per-
sonería jurídica, podrán organizarse como 
partidos o movimientos políticos y solicitar 
la correspondiente personería. La solicitud 
deberá ir acompañada del acta de funda-
ción, los estatutos, la plataforma ideológi-
ca y programática, la lista de afiliados y la 
prueba de la designación de los directivos, 
y será presentada ante el Consejo Nacio-
nal Electoral por quien haya sido designa-
do como representante legal del partido o 
movimiento así constituido. 

En el acto de reconocimiento de perso-
nería jurídica el Consejo Nacional Electoral 
ordenará su inscripción en el registro único 
a que se refiere esta disposición, a partir de 
lo cual dichas agrupaciones políticas ten-
drán los mismos derechos y obligaciones 
de los partidos y movimientos políticos 
con personería jurídica y se someterán, en 

todo lo demás, a las mismas reglas de orga-
nización y funcionamiento.

Art. 4°.- Contenido de los estatutos. Los es-
tatutos de los partidos y movimientos polí-
ticos contendrán cláusulas o disposiciones 
que los principios señalados en la Ley y es-
pecialmente los consagrados en el artículo 
107 de la Constitución, en todo caso, de-
ben contener como mínimo, los siguientes 
asuntos: 

1. Denominación y símbolos. 
2. Régimen de pertenencia al partido o 

movimiento políticos en el que se señalen 
reglas de afiliación y retiro, así como los 
derechos, deberes y prohibiciones de sus 
miembros.

3. Autoridades, órganos de dirección, 
Gobierno y administración, y reglas para 
su designación y remoción. 

4. Convocatoria, fecha y demás aspec-
tos relacionados con la reunión de la con-
vención del partido o movimiento político, 
o de su máximo órgano de dirección, la 
cual deberá realizarse por lo menos cada 
dos (2) años, y garantizar a sus miembros 
influir en la toma de las decisiones más im-
portantes de la organización política. 

5. Autoridades, órganos de control, en-
tre estos el Consejo de Control Ético y el 
Veedor de la respectiva organización, junto 
con las reglas para su designación y remo-
ción.

6. Deberes de los directivos, entre ellos 
el de propiciar procesos de democratiza-
ción interna y el fortalecimiento del régi-
men de bancadas. 

7. Regulación interna del régimen de 
bancadas en las corporaciones de elección 
popular. 

8. Mecanismos de impugnación de las 
decisiones adoptadas por los órganos de 
dirección, gobierno, administración y con-
trol, así como por las respectivas bancadas. 

9. Código de Ética, en el que se desa-
rrollen los principios de moralidad y el de-
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bido proceso, y en el que se fijen, además, 
los procedimientos para la aplicación de las 
sanciones por infracción al mismo, míni-
mos bajo los cuales deben actuar los afilia-
dos a la organización política, en especial 
sus directivos. 

10. Postulación, selección e inscripción 
de candidatos a cargos y corporaciones de 
elección popular mediante mecanismos 
democráticos teniendo en cuenta el deber 
de garantizar la equidad de género. 

11. Consultas internas, populares o el 
proceso de consenso para la selección de 
candidatos a cargos o corporaciones de 
elección popular y para la toma de deci-
siones con respecto a su organización o la 
reforma de los Estatutos.

12. Régimen disciplinario interno, en el 
que se adopten mecanismos para sancio-
nar la doble militancia, así como para sepa-
rar del cargo a sus directivos cuandoquiera 
que no desempeñen sus funciones confor-
me a la Constitución, la Ley y los estatutos. 

13. Financiación de los partidos o mo-
vimientos políticos, de las campañas y, en 
particular, la forma de recaudo de contri-
buciones y donaciones, control al origen 
y cuantía de las mismas, distribución de la 
financiación estatal, apoyo financiero a sus 
candidatos, y publicidad de todo ingreso y 
gasto. 

14. Procedimiento de formulación, 
aprobación y ejecución de su programa y 
de su presupuesto. 

15. Sistema de auditoría interna y reglas 
para la designación del auditor, señalando 
los mecanismos y procedimientos para el 
adecuado manejo de la financiación estatal 
del funcionamiento y de las campañas. 

16. Utilización de los espacios institu-
cionales en televisión y en los medios de 
comunicación para efectos de la divulga-
ción política y la propaganda electoral. 

17. Reglas que desarrollen los deberes 
a cargo de los partidos o movimientos po-
líticos, y 

18. Reglas de disolución, fusión con 
otros partidos o movimientos políticos, o 
escisión y liquidación.

Parágrafo.- Los partidos o movimientos 
políticos adecuarán sus Estatutos a lo dis-
puesto en la presente Ley en la siguiente re-
unión del órgano que tenga la competencia 
para reformarlos. 

CAPÍTULO II
DE LAS CONSULTAS COMO 

MECANISMO DE DEMOCRACIA 
INTERNA

Art. 5°.- Las consultas son mecanis-
mos de participación democrática y polí-
tica que los partidos y movimientos polí-
ticos con personería jurídica, y/o grupos 
significativos de ciudadanos pueden utili-
zar con la finalidad de adoptar decisiones 
internas o escoger sus candidatos, propios 
o de coalición, a cargos o corporaciones de 
elección popular. 

Las consultas pueden ser internas o po-
pulares. Se denominarán internas cuando 
en ellas sólo puedan participar los miem-
bros de la organización política que se 
encuentren en el registro de afiliados. Se 
denominarán populares cuando puedan 
hacerlo todos los ciudadanos inscritos en 
el censo electoral. Las consultas internas se 
regularán por las disposiciones previstas en 
los estatutos de los partidos y movimientos 
políticos. 

Las consultas convocadas por una coa-
lición de partidos y/o movimientos polí-
ticos con personería jurídica, pueden ser 
internas o populares y se denominarán in-
terpartidistas. Podrán ser convocadas con 
el objeto de seleccionar candidatos de coa-
lición a cargos uninominales, previo acuer-
do suscrito por sus directivos nacionales o 
departamentales según sea el caso. 

El Estado contribuirá al financiamien-
to de las consultas mediante el sistema de 
reposición de gastos por votos obtenidos. 
Los partidos y movimientos políticos po-
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drán solicitar anticipos para estas consultas 
de acuerdo con la reglamentación que ex-
pida el Consejo Nacional Electoral. 

Art. 6°.- Normas aplicables a las consultas. 
En las consultas populares se aplicarán las 
normas que rigen para las elecciones or-
dinarias y en las internas las disposiciones 
estatutarias propias de los partidos y movi-
mientos que las convoquen. La organiza-
ción electoral colaborará para la realización 
de las consultas de los partidos y movi-
mientos políticos, la cual incluirá el sumi-
nistro de tarjetas electorales o instrumen-
tos de votación electrónica, la instalación 
de puestos de votación y la realización del 
escrutinio. 

En el caso de las consultas populares 
interpartidistas, el límite de gastos, el nú-
mero de vallas, avisos en prensa y cuñas, 
se fijarán para cada partido, movimiento o 
grupo significativo de ciudadanos en con-
diciones de igualdad, los cuales harán la 
distribución entre sus precandidatos.

La realización de las consultas podrá 
coincidir con las elecciones a corporacio-
nes públicas. Cada año el Consejo Nacio-
nal Electoral señalará una fecha para la 
realización de las consultas, cuando deban 
realizarse en día distinto al señalado para 
las elecciones ordinarias. En todo caso las 
consultas populares para seleccionar candi-
datos a un mismo cargo o corporación se 
realizarán en la misma fecha por todos los 
partidos y movimientos que decidan acudir 
a este mecanismo. 

El Consejo Nacional Electoral regla-
mentará la convocatoria y realización de 
las consultas garantizando la igualdad entre 
los partidos, movimientos políticos y gru-
pos significativos de ciudadanos que parti-
cipen en ellas. 

Art. 7°.- Obligatoriedad de los resultados. El 
resultado de las consultas será obligatorio 
para el partido, movimiento, grupo sig-
nificativo de ciudadanos o coalición, que 
las hubiere convocado, así como para los 

precandidatos que hubieren participado en 
ellas. 

Se entiende que un precandidato ha 
participado en una consulta cuando su ins-
cripción ha quedado en firme de conformi-
dad con las disposiciones establecidas por 
los partidos y movimientos que las convo-
can. Quienes hubieren participado como 
precandidatos quedarán inhabilitados para 
inscribirse como candidatos en cualquier 
circunscripción dentro del mismo proceso 
electoral, por partidos, movimientos, gru-
pos significativos de ciudadanos o coalicio-
nes distintas. Los partidos y movimientos 
políticos y sus directivos, las coaliciones, los 
promotores de los grupos significativos de 
ciudadanos y los precandidatos que parti-
ciparon en la consulta, no podrán inscribir 
ni apoyar candidatos distintos a los selec-
cionados en dicho mecanismo, con excep-
ción de los casos de muerte o incapacidad 
absoluta del candidato así seleccionado. La 
inobservancia de este precepto, será causal 
de nulidad o revocatoria de la inscripción 
del candidato que se apoye, diferente al 
elegido en la consulta. La inscripción, en 
todo caso, a solicitud del candidato selec-
cionado, se hará a nombre de los partidos, 
movimientos o coaliciones que realizaron 
la consulta, aunque no suscriban el formu-
lario de solicitud de inscripción. 

En caso de incumplimiento de los 
resultados de las consultas o en caso de 
renuncia del candidato, los partidos, mo-
vimientos y/o candidatos, deberán reinte-
grar proporcionalmente los gastos en que 
hubiere incurrido la organización electoral, 
los cuales serán fijados por el Consejo Na-
cional Electoral con base en los informes 
que presente la Registraduría Nacional del 
Estado Civil. Estas sumas podrán ser des-
contadas de la financiación estatal que co-
rresponda a dichos partidos y movimien-
tos. 

CAPÍTULO III
RÉGIMEN SANCIONATORIO

Art. 8°.- Responsabilidad de los partidos. 
Los partidos y movimientos políticos de-
berán responder por toda violación o con-
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travención a las normas que rigen su orga-
nización, funcionamiento o financiación, 
así como por las conductas de sus directi-
vos consideradas como faltas en el artículo 
10 de la presente Ley.

Art. 9°.- Directivos. Entiéndase por di-
rectivos de los partidos y movimientos 
políticos aquellas personas que, de acuerdo 
con los estatutos de la organización, hayan 
sido inscritas ante el Consejo Nacional 
Electoral como designados para dirigirlos 
y para integrar sus órganos de Gobierno, 
administración y control. El Consejo Na-
cional Electoral podrá de oficio, exigir que 
se verifique la respectiva inscripción si ella 
no se ha realizado dentro de los diez (10) 
días siguientes a su elección o designación, 
y aun realizarla si dispone de la prueba co-
rrespondiente. Cualquier delegado al con-
greso o convención del partido podrá im-
pugnar ante el Consejo Nacional Electoral 
la designación de esas directivas dentro de 
los quince (15) días siguientes a su inscrip-
ción, por violación grave de los Estatutos 
del partido o movimiento. Para todos los 
efectos, el Consejo Nacional Electoral sólo 
reconocerá como autoridades de los parti-
dos y movimientos a las personas debida-
mente inscritas en él.

Los partidos y movimientos políticos 
ajustarán a sus estatutos las disposiciones 
de esta Ley dentro de los dos (2) años si-
guientes a su vigencia. Mientras tanto, las 
directivas democráticamente constituidas 
podrán tomar todas las decisiones que las 
organizaciones políticas competen en de-
sarrollo de la misma. 

Art. 10.- Faltas. Constituyen faltas san-
cionables las siguientes acciones u omisio-
nes imputables a los directivos de los parti-
dos y movimientos políticos: 

1. Incumplir los deberes de diligencia 
en la aplicación de las disposiciones cons-
titucionales o legales que regulan la orga-

nización, funcionamiento y/o financiación 
de los partidos y movimientos políticos. 

2. Desconocer en forma reiterada, gra-
ve e injustificada, la solicitud de alguna ins-
tancia u organismo interno. 

3. Permitir la financiación de la organi-
zación y/o la de las campañas electorales, 
con fuentes de financiación prohibidas. 

4. Violar o tolerar que se violen los 
topes o límites de ingresos y gastos de las 
campañas electorales.

5. Inscribir candidatos a cargos o cor-
poraciones de elección popular que no 
reúnan los requisitos o calidades, se en-
cuentren incursos en causales objetivas de 
inhabilidad o incompatibilidad, o hayan 
sido condenados o llegaren a serlo durante 
el período para el cual resultaren elegidos, 
por delitos cometidos relacionados con la 
vinculación a grupos armados ilegales, ac-
tividades del narcotráfico, contra los meca-
nismos de participación democrática o de 
lesa humanidad. 

6. Estimular la formación de asociacio-
nes ilegales, hacer parte de ellas o permitir-
les realizar propaganda a favor del partido, 
movimiento o candidatos o que influya en 
la población para que apoye a sus candi-
datos. 

7. Utilizar o permitir el uso de la vio-
lencia para el ejercicio de la participación 
política y electoral. 

8. Incurrir en actos tipificados como 
delitos contra mecanismos de participa-
ción democrática; contra la administración 
pública; contra la existencia y seguridad del 
Estado; contra el régimen constitucional 
y legal; de lesa humanidad; o relacionados 
con actividades de grupos armados ilegales 
o de narcotráfico. 

9. Cometer delitos contra la administra-
ción pública, actos de corrupción, mostrar 
connivencia con estos y/o teniendo cono-
cimiento de estas situaciones, no iniciar los 
procesos correspondientes, o no realizar 
las denuncias del caso. 
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Parágrafo.- Los partidos o movimientos 
políticos también responderán por avalar a 
candidatos no elegidos para cargos o cor-
poraciones públicas de elección popular, 
si estos hubieran sido o fueren condena-
dos durante el período del cargo público 
al cual se candidatizó, mediante sentencia 
ejecutoriada en Colombia o en el exterior 
por delitos relacionados con la vinculación 
a grupos armados ilegales y actividades del 
narcotráfico, cometidos con anterioridad a 
la expedición del aval correspondiente. 

Art. 11.- Régimen disciplinario de los direc-
tivos. Los directivos de los partidos y mo-
vimientos políticos a quienes se demues-
tre que no han procedido con el debido 
cuidado y diligencia en el ejercicio de los 
derechos y obligaciones que les confiere 
la personería jurídica, por haber incurrido 
en cualquiera de las faltas a que se refiere 
el artículo anterior, estarán sujetos a las si-
guientes sanciones: 

1. Amonestación escrita y pública en 
el caso de incumplimiento de los deberes 
de diligencia en la aplicación de las dispo-
siciones constitucionales y/o legales que 
regulan la organización, funcionamiento 
y/o financiación de sus respectivas organi-
zaciones políticas. 

2. Suspensión del cargo directivo hasta 
por tres (3) meses. 

3. Destitución del cargo directivo, y 
4. Expulsión del partido o movimiento. 
5. Aquéllas otras que se establezcan en 

los estatutos. 
Estas sanciones serán impuestas por 

los órganos de control de los partidos y 
movimientos políticos y mediante el pro-
cedimiento previsto en sus estatutos, con 
respeto al debido proceso, el cual contem-
plará la impugnación en el efecto suspen-
sivo, ante el Consejo Nacional Electoral, 
de la decisión que adopten dichos órganos, 
la cual deberá interponerse dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes a su notifi-
cación personal. 

Art. 12.- Sanciones aplicables a los partidos 
y movimientos. Los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica podrán 
ser objeto de las siguientes sanciones según 
la gravedad o reiteración de las faltas, la ca-
tegoría de las entidades territoriales, cuan-
do ellas sean imputables a sus directivos, a 
sus candidatos a cargos o corporaciones de 
elección popular o, en general, cuando sus 
directivos no adopten las medidas tendien-
tes a evitar la realización de tales acciones u 
omisiones o cuando no inicien los procedi-
mientos internos tendientes a su investiga-
ción y sanción: 

1. Suspensión o privación de la finan-
ciación estatal y/o de los espacios otorga-
dos en los medios de comunicación social 
que hacen uso del espectro electromagné-
tico, en los casos de incumplimiento grave 
de los deberes de diligencia en la aplicación 
de las disposiciones constitucionales o le-
gales que regulan la organización, funcio-
namiento y/o financiación de dichas orga-
nizaciones políticas, y cuando se trate de 
las faltas a que se refieren los numerales 1º 
al 8º del artículo 10. 

2. Suspensión de su personería jurídica, 
hasta por cuatro (4) años, cuando se trate 
de las faltas a que se refieren los numerales 
1º al 4º del artículo 10. 

3. Suspensión del derecho de inscribir 
candidatos o listas en la circunscripción en 
la cual se cometan las faltas a las que se re-
fieren los numerales 4º al 8º. 

4. Cancelación de su personería jurídi-
ca, cuando se trate de las faltas a que se re-
fieren los numerales 4º al 8º del artículo 10. 

5. Disolución de la respectiva organi-
zación política, cuando se trate de las faltas 
a que se refieren los numerales 7º al 8º del 
artículo 10, y 

6. Cuando se trate de condenas ejecu-
toriadas en Colombia o en el exterior por 
delitos relacionados con la vinculación a 
grupos armados ilegales y actividades del 
narcotráfico o de delitos contra los meca-
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nismos de participación democrática o de 
lesa humanidad, el partido o movimiento 
que inscribió al condenado no podrá pre-
sentar candidato para la siguiente elección 
en la misma circunscripción. Si faltaren 
menos de 18 meses para la siguiente elec-
ción no podrá presentar terna, caso en el 
cual el nominador podrá libremente desig-
nar el reemplazo. 

Los partidos o movimientos políticos 
perderán el reconocimiento de su perso-
nería jurídica, cuando al restarle los votos 
obtenidos por los congresistas condenados 
por los delitos a que se refiere el numeral 
5° del artículo 10, no se alcance el umbral. 
En estos casos se ordenará adicionalmen-
te la devolución de la financiación estatal 
de la campaña en una cantidad equivalente 
al número de votos obtenido por el con-
gresista o congresistas condenados. La 
devolución de los recursos de reposición 
también se aplica cuando se trate de candi-
datos a cargos uninominales. En los casos 
de listas cerradas la devolución aplicará en 
forma proporcional al número de candida-
tos elegidos. 

En todo caso, desde el momento en 
que se dictare medida de aseguramiento 
por tales delitos, el Consejo Nacional Elec-
toral suspenderá proporcionalmente el de-
recho de los partidos y movimientos políti-
cos a la financiación estatal y a los espacios 
otorgados en los medios de comunicación 
social que hacen uso del espectro electro-
magnético. 

En los casos de suspensión o privación 
de la financiación estatal impuesta cuando 
ya el partido o movimiento político la hu-
biere recibido, se ordenará la devolución de 
las sumas a que hubiere lugar. 

Parágrafo 1°.- Las sanciones de sus-
pensión de espacios en medios de comu-
nicación y de la financiación estatal son 
concurrentes con las de suspensión de la 
personería jurídica o de disolución, y sólo 

surtirán efectos desde su anotación en el 
Registro Único de Partidos y Movimientos 
Políticos. 

Parágrafo 2°.- Las sanciones podrán ser 
impuestas con efectos en la circunscrip-
ción en la cual se cometieron las faltas san-
cionables. 

Art. 13.- Competencia y procedimiento para 
imponer sanciones a los partidos y movimientos 
políticos. El Consejo Nacional Electoral es 
titular del ejercicio preferente en la compe-
tencia y procedimiento para imponer san-
ciones a partidos, movimientos políticos y 
grupos significativos de ciudadanos. 

1. La resolución mediante la cual or-
dene la apertura de la correspondiente 
investigación deberá formular cargos, cla-
ramente las faltas atribuibles, los hechos 
objeto de investigación, las pruebas de que 
dispone, las disposiciones infringidas y las 
sanciones aplicables. Si el Consejo Nacio-
nal Electoral no dispusiere de elementos 
de juicio suficientes para formular cargos, 
adelantará previamente la correspondiente 
indagación preliminar, de cuyo inicio infor-
mará a la respectiva organización política. 

2. La resolución de apertura de inves-
tigación ordenará notificar personalmente 
al representante legal del partido o movi-
miento vinculado a la investigación, a las 
personas implicadas en los hechos objeto 
de investigación y al Ministerio Público. 

3. El representante legal del partido o 
movimiento vinculado a la investigación y 
las personas implicadas en los hechos ob-
jeto de investigación, podrán responder los 
cargos dentro de los quince (15) días hábi-
les siguientes al de la notificación personal. 

4. Una vez presentados los descargos o 
transcurrido el plazo para ello, la corpora-
ción decretará las pruebas solicitadas y/o 
las que considere necesarias practicar, para 
lo cual dispondrá de un lapso de tres (3) 
meses, contados a partir del día siguiente 
al de ejecutoria de la providencia mediante 
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la cual se decretaron. El consejero ponen-
te podrá prorrogar el término probatorio 
por dos (2) meses más a fin de garantizar 
la recaudación de la totalidad de las prue-
bas decretadas o para la práctica de nuevas 
pruebas en los casos en que considere ne-
cesario decretarlas para mejor proveer. 

5. Concluido el término probatorio 
se dará traslado a las personas vinculadas 
a la investigación así como al Ministerio 
Público, por quince (15) días hábiles, para 
que presenten sus alegatos de conclusión, 
transcurridos los cuales el proceso entrará 
al despacho del ponente para decisión, la 
cual deberá dictarse dentro de los dos (2) 
meses siguientes. 

6. En cualquier etapa de la actuación 
podrá adoptarse como medida cautelar, 
debidamente motivada la suspensión de 
la financiación, de los espacios en medios 
de comunicación social o de la personería 
jurídica, hasta que se adopte la decisión 
final, con el alcance y los efectos que se 
estimen oportunos para salvaguardar el 
interés general. En tal caso, se ordenará la 
correspondiente anotación preventiva en 
el Registro de partidos. 

Los aspectos de procedimiento no pre-
vistos en esta disposición, se regularán, en 
cuanto resultare pertinente, por lo dispues-
to en el Código Contencioso Administra-
tivo. 

7. La decisión adoptada por el Con-
sejo Nacional Electoral podrá ser deman-
dada ante el Consejo de Estado. Cuando 
la sanción sea la disolución, cancelación o 
suspensión de la personería jurídica, la de-
manda contencioso administrativa contra 
el acto sancionatorio se tramitará en forma 
preferencial y será sustanciada con prela-
ción para lo cual se pospondrá cualquier 
asunto de naturaleza diferente, salvo el de 
hábeas corpus y el de las acciones de tutela. 

CAPÍTULO IV
DE LA DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN 

DE LOS PARTIDOS Y MOVIMIENTOS 
POLÍTICOS

Art. 14.- Disolución, liquidación, fusión y 
escisión de los partidos y movimientos políticos. La 

disolución, liquidación, fusión y escisión 
de los partidos y movimientos políticos se 
regirá por lo dispuesto en la Ley y/o en sus 
estatutos. La disolución y liquidación de los 
partidos y movimientos políticos, adopta-
da por decisión administrativa del Consejo 
Nacional Electoral no tendrá recurso algu-
no. No podrá acordarse la disolución, liqui-
dación, fusión y escisión voluntaria de un 
partido o movimiento político cuando se 
haya iniciado proceso sancionatorio. 

Si en los estatutos no se dispusiere nada 
sobre liquidador, actuará como tal quien 
tuviere su representación al momento de 
presentarse la causal de disolución, a me-
nos que la causal le fuere atribuible como 
falta, caso en el cual el liquidador será de-
signado por el Consejo Nacional Electoral. 
Si transcurridos tres (3) meses desde que 
se hubiere decretado la cancelación de per-
sonería jurídica, su revocatoria o la disolu-
ción, no se hubiere iniciado el proceso de 
liquidación, esta corporación designará el 
liquidador y adoptará las demás medidas a 
que hubiere lugar para impulsar la liquida-
ción. 

La liquidación se regulará por las nor-
mas previstas en la ley civil para la disolu-
ción y liquidación de las personas jurídicas 
sin ánimo de lucro. El remanente de los 
activos patrimoniales que resultare des-
pués de su liquidación será de propiedad 
del Fondo de Financiación de Partidos y 
Campañas, a menos que en los Estatutos 
se haya previsto una destinación que en 
todo caso deberá corresponder a un objeto 
análogo al de los partidos y movimientos 
políticos. 

Art. 15.- Efectos de la disolución adminis-
trativa. La disolución administrativa de un 
partido o movimiento político producirá 
los siguientes efectos: 

Una vez notificada la decisión en la que 
se decrete la disolución, procederá el cese 
inmediato de toda actividad del partido o 
movimiento político. Los actos ejecutados 
con posterioridad a la ejecutoria de la deci-
sión se reputarán inexistentes. 



CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA

Se considerará fraudulenta la creación 
de un nuevo partido o movimiento políti-
co o la utilización de otro que continúe o 
suceda la actividad de la organización di-
suelta, la cual se presumirá cuando exista 
conexión o similitud sustancial de su es-
tructura, organización y funcionamiento o 
de las personas que las componen, dirigen, 
representan o administran o de la proce-
dencia de los medios de financiación o de 
cualesquiera otra circunstancia relevante 
que permita considerar dicha continuidad 
o sucesión. 

TÍTULO II
DE LA FINANCIACIÓN POLÍTICA

CAPÍTULO I
DE LA FINANCIACIÓN DEL 
FUNCIONAMIENTO DELOS
 PARTIDOS Y MOVIMIENTOS 

POLÍTICOS
Art. 16.- Fuentes de financiación de los par-

tidos y movimientos políticos. Los partidos y 
movimientos políticos podrán acudir a las 
siguientes fuentes para la financiación de 
su funcionamiento y de sus actividades: 

1. Las cuotas de sus afiliados, de con-
formidad con sus estatutos. 

2. Las contribuciones, donaciones y 
créditos, en dinero o en especie, de sus afi-
liados y/o de particulares. 

3. Los créditos obtenidos en entidades 
financieras legalmente autorizadas. 

4. Los ingresos originados en actos pú-
blicos, publicaciones y/o cualquier otra ac-
tividad lucrativa del partido o movimiento, 
los rendimientos procedentes de la gestión 
de su propio patrimonio y los que se ob-
tengan de las actividades que puedan rea-
lizar en relación con sus fines específicos. 

5. Los rendimientos financieros de in-
versiones temporales que realicen con sus 
recursos propios. 

6. Las herencias o legados que reciban, 
y 

7. La financiación estatal, en el caso de 
los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica. 

Parágrafo.- De conformidad con el ar-
tículo 125-4 del Estatuto Tributario, las 
donaciones a que se refiere el numeral 2º 
de esta disposición podrán ser deducidas 
hasta en un 30% de la renta líquida del do-
nante, determinada antes de restar el valor 
de la donación, siempre que cumplan los 
requisitos y modalidades previstos en los 
artículos 125 y ss. del mencionado estatuto. 

Art. 17.- De la financiación estatal de los par-
tidos y movimientos políticos. El Estado concu-
rrirá a la financiación del funcionamiento 
permanente de los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica, por con-
ducto del Fondo Nacional de Financiación 
Política, de conformidad con las siguientes 
reglas de distribución de la correspondien-
te apropiación presupuestal: 

1. El diez por ciento (10%) se distribui-
rá por partes iguales entre todos los parti-
dos o movimientos políticos con persone-
ría jurídica. 

2. El quince por ciento (15%) se distri-
buirá por partes iguales entre los partidos 
o movimientos políticos que hayan obteni-
do el 3% o más del total de votos emitidos 
válidamente en el territorio nacional en la 
última elección de Senado de la República 
o de Cámara de Representantes. 

3. El cuarenta por ciento (40%) se dis-
tribuirá por partes iguales entre todos los 
partidos o movimientos en proporción al 
número de curules obtenidas en la última 
elección del Congreso de la República. 

4. El quince por ciento (15%) se dis-
tribuirá por partes iguales entre todos los 
partidos o movimientos políticos en pro-
porción al número de curules obtenidas en 
la última elección de concejos municipales. 

5. El diez por ciento (10%), se distri-
buirá por partes iguales entre todos los 
partidos o movimientos políticos en pro-
porción al número de curules obtenidas 
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en la última elección de asambleas depar-
tamentales. 

6. El cinco por ciento (5%), se distri-
buirá por partes iguales entre todos los 
partidos o movimientos políticos en pro-
porción al número de mujeres elegidas en 
las corporaciones públicas. 

7. El cinco por ciento (5%), se distri-
buirá por partes iguales entre todos los 
partidos o movimientos políticos en pro-
porción al número de jóvenes elegidos en 
las corporaciones públicas. 

Parágrafo.- Se denominarán jóvenes 
aquellas personas entre los 18 y los 26 años 
de edad sin perjuicio de los requisitos esta-
blecidos por la ley de juventud para aspirar 
a cargos en las corporaciones públicas. 

Parágrafo transitorio.- Mientras se realiza 
la jornada electoral para corporaciones pú-
blicas de 2014, el quince por ciento (15%) 
se distribuirá por partes iguales entre los 
partidos o movimientos políticos que ha-
yan obtenido el dos por ciento (2%) o más 
del total de los votos emitidos válidamente 
en el territorio nacional en la última elec-
ción de Senado o de Cámara de Represen-
tantes. 

Art. 18.- Destinación de los recursos. Los 
recursos provenientes de la financiación 
estatal se destinarán a financiar las activi-
dades que realicen para el cumplimiento de 
sus fines y el logro de sus propósitos y, en 
particular, para las siguientes finalidades, 
de conformidad con sus planes, programas 
y proyectos: 

1. Para el funcionamiento de sus es-
tructuras regionales, locales y sectoriales. 

2. Para la inclusión efectiva de mujeres, 
jóvenes y minorías étnicas en el proceso 
político. 

3. Para el funcionamiento de los cen-
tros y fundaciones de estudio, investiga-
ción y capacitación. 

4. Para dar apoyo y asistencia a sus ban-
cadas. 

5. Para cursos de formación y capacita-
ción política y electoral. 

6. Para la divulgación de sus programas 
y propuestas políticas. 

7. Para el ejercicio de mecanismos de 
democracia interna previstos en sus esta-
tutos. 

En todo caso, para las actividades de 
sus centros de pensamiento, la realización 
de cursos de formación y capacitación po-
lítica y electoral, y para la inclusión efectiva 
de jóvenes, mujeres y minorías étnicas en el 
proceso político, los partidos y movimien-
tos destinarán en sus presupuestos anuales 
una suma no inferior al quince por ciento 
(15%) de los aportes estatales que le co-
rrespondieren. 

Los partidos y movimientos políticos 
con personería jurídica están obligados a 
debatir y a aprobar democráticamente sus 
presupuestos, y a ofrecer completa infor-
mación pública sobre las decisiones adop-
tadas en esta materia, de conformidad con 
la reglamentación que expida el Consejo 
Nacional Electoral. 

Art. 19.- Rendición pública de cuentas. 
Dentro de los primeros cuatro (4) meses 
de cada año los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica presenta-
rán ante el Consejo Nacional Electoral de-
claración de patrimonio, ingresos y gastos, 
utilizando para ello el formato que para tal 
efecto disponga esta entidad. 

CAPÍTULO II
DE LA FINANCIACIÓN DE LAS CAM-

PAÑAS ELECTORALES
Art. 20.- Fuentes de financiación. Los 

candidatos de los partidos, movimientos 
y grupos significativos de ciudadanos ins-
critos a cargos o corporaciones de elección 
popular, podrán acudir a las siguientes 
fuentes para la financiación de sus campa-
ñas electorales: 

1. Los recursos propios de origen pri-
vado que los partidos y movimientos polí-
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ticos destinen para el financiamiento de las 
campañas en las que participen. 

2. Los créditos o aportes que proven-
gan del patrimonio de los candidatos, de 
sus cónyuges o de sus compañeros perma-
nentes, o de sus parientes hasta el cuarto 
grado de consanguinidad. 

3. Las contribuciones, donaciones y 
créditos, en dinero o en especie, que reali-
cen los particulares. 

4. Los créditos obtenidos en entidades 
financieras legalmente autorizadas. 

5. Los ingresos originados en actos pú-
blicos, publicaciones y/o cualquier otra ac-
tividad lucrativa del partido o movimiento. 

6. La financiación estatal, de acuerdo 
con las reglas previstas en esta Ley. 

Art. 21.- De la financiación estatal para las 
campañas electorales. Los partidos y movi-
mientos políticos y grupos de ciudadanos 
que inscriban candidatos, tendrán derecho 
a financiación estatal de las correspon-
dientes campañas electorales, mediante el 
sistema de reposición de gastos por votos 
válidos obtenidos, siempre que obtengan 
el siguiente porcentaje de votación: 

En las elecciones para corporaciones 
públicas tendrán derecho a financiación 
estatal, cuando la lista obtenga el cincuenta 
(50%) o más del umbral determinado para 
la respectiva corporación. 

En las elecciones para gobernadores 
y alcaldes, cuando el candidato obtenga el 
cuatro por ciento (4%) o más del total de 
votos válidos depositados en la respectiva 
elección. 

La financiación estatal de las campañas 
electorales incluirá los gastos realizados 
por los partidos y movimientos políticos 
y/o los candidatos. 

Parágrafo.- El valor de reposición por 
voto válido obtenido por cada candidato 
o lista será incrementado anualmente por 
el Consejo Nacional Electoral teniendo en 
cuenta los costos reales de las campañas 
en cada circunscripción. Para efectos del 

cumplimiento de esta disposición, el Con-
sejo Nacional Electoral con el apoyo del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
deberá realizar periódicamente los estudios 
que correspondan. 

Art. 22.- De los anticipos. Los partidos, 
movimientos y grupos significativos de 
ciudadanos que inscriban candidatos, po-
drán solicitar en forma justificada al Con-
sejo Nacional Electoral hasta un ochenta 
por ciento (80%) de anticipo de la finan-
ciación Estatal de las consultas o de las 
campañas electorales en las que participen. 

El Consejo Nacional Electoral auto-
rizará el anticipo teniendo en cuenta la 
disponibilidad presupuestal, y calculará su 
cuantía a partir del valor de la financiación 
estatal recibida por el solicitante en la cam-
paña anterior para el mismo cargo o cor-
poración, en la respectiva circunscripción, 
actualizado con base en el índice de precios 
del consumidor. Si el partido, movimiento 
político o grupo significativo de ciudada-
nos no hubiere participado en la elección 
anterior, dicho anticipo se calculará tenien-
do en cuenta el menor valor de reposición 
pagado para el respectivo cargo o lista en la 
elección anterior.

Los anticipos a que se refiere esta dis-
posición podrán ser girados hasta por el 
monto garantizado, dentro de los cinco (5) 
días siguientes a la inscripción del candida-
to o lista, previa aprobación y aceptación 
de la póliza o garantía correspondiente. 

El valor del anticipo se deducirá de la 
financiación que le correspondiere al par-
tido o movimiento político o grupo sig-
nificativo de ciudadanos por concepto de 
reposición de gastos de la campaña. 

Si no se obtuviere derecho a financia-
ción estatal, el beneficiario del anticipo 
deberá devolverlo en su totalidad dentro 
de los tres (3) meses siguientes a la decla-
ratoria de la elección, a cuyo vencimiento 
se hará efectiva la correspondiente póliza o 
garantía, excepto en el caso de las campa-
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ñas presidenciales en las que no habrá lu-
gar a la devolución del monto recibido por 
concepto de anticipo, siempre que hubiere 
sido gastado de conformidad con la ley. 

En estos casos, el partido, movimiento 
político o grupo significativo de ciudada-
nos, podrá financiar los gastos pendientes 
de pago mediante financiación privada 
dentro de los montos señalados para la 
correspondiente elección, previa autoriza-
ción del Consejo Nacional Electoral. 

Si el valor del anticipo fuere superior al 
valor de la financiación que le correspon-
diere al partido movimiento político o gru-
po significativo de ciudadanos, éste deberá 
pagar la diferencia dentro de los tres (3) 
meses siguientes a la declaratoria de la elec-
ción, a cuyo vencimiento se hará efectiva la 
respectiva póliza o garantía. 

Art. 23.- Límites a la financiación privada. 
Ningún partido, movimiento, grupo signi-
ficativo de ciudadanos, candidato o cam-
paña, podrá obtener créditos ni recaudar 
recursos originados en fuentes de finan-
ciación privada, por más del valor total de 
gastos que se pueden realizar en la respec-
tiva campaña. Tampoco podrá recaudar 
contribuciones y donaciones individuales 
superiores al diez por ciento (10%) de di-
cho valor total. 

La financiación originada en recursos 
propios, del cónyuge, compañero perma-
nente o parientes en el grado que autoriza 
la ley, no estará sometida a los límites in-
dividuales a que se refiere esta disposición 
pero en ningún caso la sumatoria de tales 
aportes o créditos podrá ser superior al 
monto total de gastos de la campaña. El 
valor de los créditos de cualquier origen 
tampoco estará sometido a límites indivi-
duales. 

Con posterioridad a las campañas y 
previa autorización del Consejo Nacional 
Electoral, las obligaciones pendientes de 
pago se podrán cancelar con la condo-
nación parcial de créditos o con recursos 

originados en fuentes de financiación pri-
vada y dentro de los límites individuales 
señalados en esta disposición, pero tales 
condonaciones, aportes o contribuciones 
no tendrán el carácter de donaciones ni los 
beneficios tributarios reconocidos en la ley 
para este tipo de donaciones. 

Art. 24.- Límites al monto de gastos. Los 
límites de gastos de las campañas electo-
rales a los distintos cargos y corporaciones 
de elección popular serán fijados por el 
Consejo Nacional Electoral en el mes de 
enero de cada año, teniendo en cuenta los 
costos reales de las campañas, el corres-
pondiente censo electoral y la apropiación 
presupuestal para la financiación estatal de 
las mismas. 

Para efectos del cumplimiento de esta 
disposición, el Consejo Nacional Electoral 
con el apoyo del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, deberá realizar perió-
dicamente los estudios que correspondan 
con el objeto de garantizar que los límites 
al monto de gastos fijados reflejen el valor 
real de las campañas electorales. 

El monto máximo de gastos se fijará 
por cada candidato a cargo uninominal o 
por lista de candidatos a corporaciones de 
elección popular. En el caso de listas con 
voto preferente el monto máximo de gas-
tos por cada uno de los integrantes de la 
lista será el resultado de dividir el monto 
máximo de gastos de la lista por el número 
de candidatos inscritos. El Consejo Nacio-
nal Electoral señalará, adicionalmente, el 
monto máximo que cada partido o movi-
miento con personería jurídica puede in-
vertir en la campaña electoral institucional 
a favor de sus candidatos o listas. 

Parágrafo transitorio.- Dentro del año si-
guiente a la entrada en vigencia de la pre-
sente Ley, el Consejo Nacional Electoral 
y el Ministerio de Hacienda realizarán el 
estudio base para la actualización de los 
costos reales de las campañas. 
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Art. 25.- Administración de los recursos y 
presentación de informes. Los recursos de las 
campañas electorales cuyo monto máximo 
de gastos sea superior a doscientos (200) 
salarios mínimos legales mensuales origi-
nados en fuentes de financiación privada 
serán administrados por los gerentes de 
campaña designados por los candidatos a 
los cargos uninominales y a las corpora-
ciones públicas cuando se trate de listas 
con voto preferente. En los casos de listas 
cerradas el gerente será designado de co-
mún acuerdo por los candidatos o, en su 
defecto, por el partido, movimiento o co-
mité promotor del grupo significativo de 
ciudadanos. 

Los recursos en dinero se recibirán y 
administrarán a través de una cuenta única 
que el gerente de campaña abrirá en una 
entidad financiera legalmente autorizada, 
quien podrá igualmente, bajo su responsa-
bilidad, abrir las subcuentas que considere 
necesarias para la descentralización de la 
campaña. Estas cuentas estarán exentas del 
impuesto a las transacciones bancarias. La 
Superintendencia Financiera establecerá 
un régimen especial de control y vigilancia 
que garantice la transparencia en el manejo 
de dichas cuentas. 

El partido o movimiento político con 
personería jurídica podrá adoptar reglas 
especiales para la financiación y adminis-
tración de las campañas, la designación de 
los gerentes de campaña, y demás aspectos 
que consideren necesarios para garantizar 
la transparencia, la moralidad y la igualdad. 
Dicha reglamentación deberá ser registra-
da ante el Consejo Nacional Electoral para 
efectos de la vigilancia y control que le co-
rresponde. 

El Consejo Nacional Electoral regla-
mentará el procedimiento para la presen-
tación de informes de ingresos y gastos de 
las campañas, en el que establecerá las obli-
gaciones y responsabilidades individuales 
de los partidos, movimientos, candidatos 

o gerentes, el cual permitirá reconocer la 
financiación estatal total o parcialmente de 
acuerdo con los informes presentados. El 
procedimiento establecido deberá permitir 
determinar la responsabilidad que corres-
ponde a cada uno de los obligados a pre-
sentar los informes, en caso de incumpli-
miento de sus obligaciones individuales. 

Los partidos, movimientos políticos y 
grupos significativos de ciudadanos pre-
sentarán ante el Consejo Nacional Electo-
ral los informes consolidados de ingresos 
y gastos de las campañas electorales en las 
que hubiere participado dentro de los dos 
(2) meses siguientes a la fecha de la vota-
ción. Los gerentes de campaña y candida-
tos deberán presentar ante el respectivo 
partido, movimiento político o grupo sig-
nificativo de ciudadanos los informes indi-
viduales de ingresos y gastos de sus cam-
pañas dentro del mes siguiente a la fecha 
de la votación. 

Parágrafo 1°.- Los informes que corres-
ponde presentar a los partidos y movi-
mientos políticos ante el Consejo Nacio-
nal Electoral se elaborarán con base en los 
informes parciales que les presenten los 
gerentes y/o candidatos, de conformidad 
con la reglamentación a que se refiere el ar-
tículo anterior. Dichos informes incluirán 
el manejo dado a los anticipos y los demás 
gastos realizados con cargo a los recursos 
propios. 

Parágrafo 2°.- Los partidos políticos, 
movimientos o grupos significativos de 
ciudadanos, designarán un grupo de audi-
tores, garantizando el cubrimiento de las 
diferentes jurisdicciones, que se encargarán 
de certificar, durante la campaña, que las 
normas dispuestas en el presente artículo 
se cumplan. 

Art. 26.- Pérdida del cargo por violación de 
los límites al monto de gastos. La violación de 
los límites al monto de gastos de las cam-
pañas electorales, se sancionará con la pér-
dida del cargo, así: 
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1. En el caso de candidatos elegidos a 
corporaciones públicas se seguirá el proce-
dimiento de pérdida de investidura defini-
do en la Constitución y la ley. 

2. En el caso de alcaldes y gobernado-
res, la pérdida del cargo será decidida por la 
jurisdicción de lo contencioso administra-
tivo, de acuerdo con el procedimiento para 
declarar la nulidad de la elección. En este 
caso el término de caducidad se contará a 
partir de la ejecutoria del acto administrati-
vo por medio del cual el Consejo Nacional 
Electoral determinó la violación de los lí-
mites al monto de gastos. 

Una vez establecida la violación de los 
límites al monto de gastos, el Consejo Na-
cional Electoral presentará ante la autori-
dad competente la correspondiente solici-
tud de pérdida del cargo. 

CAPÍTULO III
DISPOSICIONES COMUNES

Art. 27.- Financiación prohibida. Se pro-
híben las siguientes fuentes de financiación 
de los partidos, movimientos políticos y 
campañas: 

1. Las que provengan, directa o indirec-
tamente, de Gobiernos o personas natura-
les o jurídicas extranjeras, excepto las que 
se realicen a título de cooperación técnica 
para el desarrollo de actividades distintas a 
las campañas electorales. 

2. Las que se deriven de actividades 
ilícitas o tengan por objeto financiar fines 
antidemocráticos o atentatorios del orden 
público. 

3. Las contribuciones o donaciones de 
personas titulares del derecho real, perso-
nal, aparente o presunto, de dominio, res-
pecto de bienes sobre los cuales se hubiere 
iniciado un proceso de extinción de domi-
nio. 

4. Las contribuciones anónimas. 
5. Las de personas naturales contra las 

cuales se hubiere formulado acusación o 
imputación en un proceso penal por deli-

tos relacionados con la financiación, per-
tenencia o promoción de grupos armados 
ilegales, narcotráfico, delitos contra la ad-
ministración pública, contra los mecanis-
mos de participación democrática y de lesa 
humanidad. 

6. Las que provengan de personas que 
desempeñan funciones públicas, excepto 
de los miembros de corporaciones públi-
cas de elección popular, quienes podrán 
realizar aportes voluntarios a las organiza-
ciones políticas a las que pertenezcan, con 
destino a la financiación de su funciona-
miento y a las campañas electorales en las 
que participen, de acuerdo con los límites a 
la financiación privada previstos en el artí-
culo 25 de la presente Ley. 

7. Las que provengan de personas na-
turales o jurídicas cuyos ingresos en el año 
anterior se hayan originado en más de un 
cincuenta por ciento (50%) de contratos o 
subsidios estatales; que administren recur-
sos públicos o parafiscales, o que tengan 
licencias o permisos para explotar mono-
polios estatales o juegos de suerte y azar. 

TÍTULO III
DE LAS CAMPAÑAS ELECTORALES

CAPÍTULO I
DE LA INSCRIPCIÓN DE 

CANDIDATOS
Art. 28.- Modificado. Ley 2424 de 2024, 

art. 3°. Inscripción de candidatos. Los partidos 
y movimientos políticos con personería 
jurídica podrán inscribir candidatos a car-
gos y corporaciones de elección popular 
previa verificación del cumplimiento de 
las calidades y requisitos de sus candidatos, 
así como de que no se encuentran incur-
sos en causales de inhabilidad o incom-
patibilidad. Dichos candidatos deberán 
ser escogidos mediante procedimientos 
democráticos, de conformidad con sus es-
tatutos. Las listas donde se elijan 5 o más 
curules para corporaciones de elección 
popular o las que se sometan a consulta 
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-exceptuando su resultado- deberán con-
formarse por mínimo un 30% de uno de 
los géneros. 

Los partidos y movimientos políticos 
con personería jurídica podrán inscribir 
candidatos y listas para toda clase de car-
gos y corporaciones de elección popular, 
excepto para la elección de congresistas 
por las circunscripciones especiales de mi-
norías étnicas. 

Los candidatos de los grupos significa-
tivos de ciudadanos serán inscritos por un 
comité integrado por tres (3) ciudadanos, 
el cual deberá registrarse ante la correspon-
diente autoridad electoral cuando menos 
un (1) mes antes de la fecha de cierre de la 
respectiva inscripción y, en todo caso, an-
tes del inicio de la recolección de firmas de 
apoyo a la candidatura o lista. Los nombres 
de los integrantes del Comité, así como la 
de los candidatos que postulen, deberán fi-
gurar en el formulario de recolección de las 
firmas de apoyo. 

Los partidos y movimientos políticos 
con personería jurídica que decidan pro-
mover el voto en blanco y los comités 
independientes que se organicen para el 
efecto, deberán inscribirse ante la auto-
ridad electoral competente para recibir la 
inscripción de candidatos, de listas o de la 
correspondiente iniciativa en los mecanis-
mos de participación ciudadana. A dichos 
promotores se les reconocerán, en lo que 
fuere pertinente, los derechos y garantías 
que la ley establece para las demás cam-
pañas electorales, incluida la reposición 
de gastos de campaña, hasta el monto que 
previamente haya fijado el Consejo Nacio-
nal Electoral. 

Parágrafo. A partir del año 2026, en las 
listas donde se elijan menos de cinco (5) 
curules para corporaciones de elección po-
pular o las que se sometan a consulta -ex-
ceptuando su resultado- deberán integrar 
al menos (1) mujer.

Art. 29.- Candidatos de coalición. Los par-
tidos y movimientos políticos con perso-
nería jurídica coaligados entre sí y/o con 
grupos significativos de ciudadanos, po-
drán inscribir candidatos de coalición para 
cargos uninominales. El candidato de coa-
lición será el candidato único de los par-
tidos, movimientos y grupos significativos 
de ciudadanos que participen en ella. Igual-
mente será el candidato único de los parti-
dos y movimientos con personería jurídica 
que aunque no participen en la coalición 
decidan adherir o apoyar al candidato de 
la coalición. 

En el caso de las campañas presiden-
ciales también formarán parte de la coali-
ción los partidos y movimientos políticos 
que públicamente manifiesten su apoyo al 
candidato. 

En el formulario de inscripción se in-
dicarán los partidos y movimientos que in-
tegran la coalición y la filiación política de 
los candidatos. 

Parágrafo 1°.- Antes de la inscripción del 
candidato, la coalición debe haber determi-
nado los siguientes aspectos; mecanismo 
mediante el cual se efectúa la designación 
del candidato, el programa que va a presen-
tar el candidato a gobernador o alcalde, el 
mecanismo mediante el cual se financiará 
la campaña y cómo se distribuirá entre los 
distintos partidos y movimientos que con-
forman la coalición la reposición estatal de 
los gastos, así como los sistemas de publi-
cidad y auditoría interna. Igualmente debe-
rán determinar el mecanismo mediante el 
cual formarán la terna en los casos en que 
hubiere lugar a reemplazar al elegido. 

Parágrafo 2°.- La suscripción del acuer-
do de coalición tiene carácter vinculante 
y por tanto, los partidos y movimientos 
políticos y sus directivos, y los promotores 
de los grupos significativos de ciudadanos 
no podrán inscribir, ni apoyar candidato 
distinto al que fue designado por la coa-
lición. La inobservancia de este precepto, 
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será causal de nulidad o revocatoria de la 
inscripción del candidato que se apoye, di-
ferente al designado en la coalición. 

Parágrafo 3°.- En caso de faltas absolu-
tas de gobernadores o alcaldes, el Presiden-
te de la República o el gobernador, según el 
caso, dentro de los dos (2) días siguientes a 
la ocurrencia de la causal, solicitará al par-
tido, movimiento o coalición que inscribió 
al candidato una terna integrada por ciuda-
danos pertenecientes al respectivo partido, 
movimiento o coalición. Si dentro de los 
diez (10) días hábiles siguientes al de recibo 
de la solicitud no presentaren la terna, el 
nominador designará a un ciudadano res-
petando el partido, movimiento o coalición 
que inscribió al candidato. 

No podrán ser encargados o designa-
dos como gobernadores o alcaldes para 
proveer vacantes temporales o absolutas 
en tales cargos, quienes se encuentren en 
cualquiera de las inhabilidades a que se re-
fieren los numerales 1º, 2º, 5º y 6º del ar-
tículo 30 y 1º, 4º y 5º del artículo 37 de la 
Ley 617 de 2000. 

Ningún régimen de inhabilidades e in-
compatibilidades para los servidores pú-
blicos de elección popular será superior 
al establecido para los congresistas en la 
Constitución Política. 

Art. 30.- Períodos de inscripción. El perío-
do de inscripción de candidatos y listas a 
cargos y corporaciones de elección popu-
lar durará un (1) mes y se iniciará cuatro (4) 
meses antes de la fecha de la correspon-
diente votación. En los casos en que los 
candidatos a la Presidencia de la República 
sean seleccionados mediante consulta que 
coincida con las elecciones de Congreso, la 
inscripción de la correspondiente fórmula 
podrá realizarse dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a la declaratoria de resul-
tados de la consulta. 

En los casos de nueva elección o de 
elección complementaria para el resto del 
período de cargos y corporaciones de elec-

ción popular, el período de inscripción du-
rará quince (15) días calendario contados a 
partir del día siguiente de la convocatoria a 
nuevas elecciones. 

La inscripción de candidatos para la 
nueva elección se realizará dentro de los 
diez (10) días calendario contados a partir 
del día siguiente a la declaratoria de resul-
tados por la correspondiente autoridad es-
crutadora. 

Parágrafo.- En los casos de nueva elec-
ción o de elección complementaria, la res-
pectiva votación se hará cuarenta (40) días 
calendario después de la fecha de cierre de 
la inscripción de candidatos. Si la fecha de 
esta votación no correspondiere a día do-
mingo, la misma se realizará el domingo 
inmediatamente siguiente. 

Art. 31.- Modificación de las inscripciones. 
La inscripción de candidatos a cargos y 
corporaciones de elección popular sólo 
podrá ser modificada en casos de falta de 
aceptación de la candidatura o de renuncia 
a la misma, dentro de los cinco (5) días há-
biles siguientes a la fecha de cierre de las 
correspondientes inscripciones. 

Cuando se trate de revocatoria de la 
inscripción por causas constitucionales o 
legales, inhabilidad sobreviniente o eviden-
ciada con posterioridad a la inscripción, 
podrán modificarse las inscripciones hasta 
un (1) mes antes de la fecha de la corres-
pondiente votación. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el ar-
tículo 190 de la Constitución, en caso de 
muerte o incapacidad física permanente 
podrán inscribirse nuevos candidatos has-
ta ocho (8) días antes de la votación. Si la 
fecha de la nueva inscripción no permite 
la modificación de la tarjeta electoral o del 
instrumento que se utilice para la votación, 
los votos consignados a favor del candida-
to fallecido se computarán a favor del ins-
crito en su reemplazo. 

La muerte deberá acreditarse con el 
certificado de defunción. La renuncia a la 
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candidatura deberá presentarla el renun-
ciante directamente o por conducto de los 
inscriptores, ante el funcionario electoral 
correspondiente. 

Art. 32.- Aceptación o rechazo de inscrip-
ciones. La autoridad electoral ante la cual se 
realiza la inscripción verificará el cumpli-
miento de los requisitos formales exigidos 
para la misma y, en caso de encontrar que 
los reúnen, aceptarán la solicitud suscri-
biendo el formulario de inscripción en la 
casilla correspondiente. 

La solicitud de inscripción se recha-
zará, mediante acto motivado, cuando se 
inscriban candidatos distintos a los selec-
cionados mediante consultas populares o 
internas, o cuando los candidatos hayan 
participado en la consulta de un partido, 
movimiento político o coalición, distinto al 
que los inscribe. Contra este acto procede 
el recurso de apelación de conformidad 
con las reglas señaladas en la presente Ley. 

En caso de inscripción de dos o más 
candidatos o listas se tendrá como válida 
la primera inscripción, a menos que la se-
gunda inscripción se realice expresamente 
como una modificación de la primera. 

Art. 33.- Divulgación. Dentro de los dos 
(2) días calendario siguientes al vencimien-
to del término para la modificación de la 
inscripción de listas y candidatos, la Re-
gistraduría Nacional del Estado Civil y el 
Consejo Nacional Electoral publicarán en 
un lugar visible de sus dependencias y en 
su página en internet, la relación de can-
didatos a cargos y corporaciones públicas 
de elección popular cuyas inscripciones 
fueron aceptadas. 

Dentro del mismo término las remitirá 
a los organismos competentes para cer-
tificar sobre las causales de inhabilidad a 
fin de que informen al Consejo Nacional 
Electoral, dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a su recibo, acerca de la existen-
cia de candidatos inhabilitados, en especial 
las remitirá a la Procuraduría General de la 

Nación para que previa verificación en la 
base de sanciones e inhabilidades de que 
trata el artículo 174 del Código Discipli-
nario Único, publique en su página web el 
listado de candidatos que registren inhabi-
lidades. 

CAPÍTULO II
DE LA CAMPAÑA ELECTORAL

Art. 34.- Definición de campaña electoral. 
Para efectos de la financiación y de la ren-
dición pública de cuentas, entiéndase por 
campaña electoral el conjunto de activida-
des realizadas con el propósito de convo-
car a los ciudadanos a votar en un deter-
minado sentido o a abstenerse de hacerlo. 

La propaganda electoral constituye una 
de las actividades principales de la campaña 
y cumple la función de promover masiva-
mente los proyectos electorales sometidos 
a consideración de los ciudadanos o una 
determinada forma de participación en la 
votación de que se trate. 

La recaudación de contribuciones y la 
realización de gastos de campaña podrá ser 
adelantada por los partidos, movimientos 
políticos y grupos significativos de ciuda-
danos, durante los seis (6) meses anteriores 
a la fecha de la votación. Los candidatos, 
por su parte, sólo podrán hacerlo a partir 
de su inscripción. 

CAPÍTULO III
DE LA PROPAGANDA ELECTORAL Y 
DEL ACCESO A LOS MEDIOS DE 

COMUNICACIÓN
Art. 35.- Propaganda electoral. Entiénda-

se por propaganda electoral toda forma de 
publicidad realizada con el fin de obtener 
el voto de los ciudadanos a favor de parti-
dos o movimientos políticos, listas o candi-
datos a cargos o corporaciones públicas de 
elección popular, del voto en blanco, o de 
una opción en los mecanismos de partici-
pación ciudadana. 

La propaganda a través de los medios 
de comunicación social y del espacio pú-
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blico, únicamente podrá realizarse dentro 
de los sesenta (60) días anteriores a la fecha 
de la respectiva votación, y la que se realice 
empleando el espacio público podrá reali-
zarse dentro de los tres (3) meses anterio-
res a la fecha de la respectiva votación. 

En la propaganda electoral sólo podrán 
utilizarse los símbolos, emblemas o logoti-
pos previamente registrados ante el Conse-
jo Nacional Electoral por los partidos, mo-
vimientos políticos, grupos significativos 
de ciudadanos, coaliciones o comités de 
promotores, los cuales no podrán incluir 
o reproducir los símbolos patrios, los de 
otros partidos o movimientos políticos, ni 
ser iguales o generar confusión con otros 
previamente registrados.

Art. 36.- Espacios gratuitos en radio y televi-
sión. Dentro de los dos (2) meses anteriores 
a la fecha de toda votación y hasta cuarenta 
y ocho (48) horas antes de la misma, los 
partidos y movimientos políticos, las or-
ganizaciones sociales y los grupos signifi-
cativos de ciudadanos, que hayan inscrito 
candidatos y los promotores del voto en 
blanco, tendrán derecho a espacios gratui-
tos en los medios de comunicación social 
que hacen uso del espectro electromagnéti-
co, proporcionalmente al número de elegi-
dos, para la realización de las campañas de 
sus candidatos u opciones a la Presidencia 
de la República y de sus listas al Congreso 
de la República. 

Igualmente, previo concepto del Minis-
terio de Tecnologías de la Información y 
Comunicaciones y/o de la Comisión Na-
cional de Televisión o el organismo que 
haga sus veces, el Consejo Nacional Elec-
toral deberá asignarles gratuitamente espa-
cios con cobertura en la correspondiente 
circunscripción, para la propaganda electo-
ral de sus candidatos u opciones a elegir en 
circunscripción territorial. 

El Consejo Nacional Electoral, previo 
concepto de la Comisión Nacional de Te-
levisión o el organismo que haga sus veces, 

establecerá el número, duración y franjas 
de emisión de estos espacios, y los asignará 
a sus destinatarios, de conformidad con las 
siguientes reglas: 

1. Se otorgará igual número de espacios 
a cada una de las listas, candidatos u opcio-
nes electorales inscritas, en cada franja de 
transmisión, razón por la que se asignará el 
número de espacios necesarios para garan-
tizar la igualdad aquí consagrada. 

2. La duración de los espacios podrá 
ser diferente y variable teniendo en cuenta 
la naturaleza de la elección. 

3. Los espacios se sortearán por franjas 
de horario teniendo en cuenta la audiencia 
o sintonía de cada franja, y garantizando 
que se otorgarán espacios en horarios de 
mayor sintonía o audiencia. 

4. El sorteo garantizará que ninguna 
campaña pueda repetir espacio en la misma 
franja hasta tanto no hayan tenido oportu-
nidad de hacerlo las demás campañas. 

5. Los espacios no son acumulables, ra-
zón por la cual se perderán cuando no sean 
utilizados por las respectivas campañas. 

6. Los costos de producción serán asu-
midos por las campañas beneficiarias de 
los mismos. 

7. Durante dicho lapso los espacios 
gratuitos otorgados a los partidos y movi-
mientos políticos para la divulgación po-
lítica institucional podrán utilizarse en las 
campañas electorales en las que participen, 
de conformidad con el reglamento que 
adopte el Consejo Nacional Electoral. 

Parágrafo.- El Estado reservará las fran-
jas del espectro electromagnético que se 
requieran para el cumplimiento de lo dis-
puesto en este artículo y para la publicidad 
a cargo de la organización electoral, El 
pago, si a ello hubiere lugar, por la utiliza-
ción de los espacios asignados por el Con-
sejo Nacional Electoral se hará con cargo 
al Presupuesto General de la Nación para 
lo cual se apropiarán anualmente las parti-
das necesarias. 
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Art. 37.- Número máximo de cuñas, avisos 
y vallas. El Consejo Nacional Electoral se-
ñalará el número y duración de emisiones 
en radio y televisión, el número y tamaño 
de avisos en publicaciones escritas y de 
vallas, que pueden tener en cada campaña 
los partidos, movimientos y grupos signi-
ficativos de ciudadanos que hayan inscrito 
candidatos. 

Art. 38.- Promotores del voto en blanco y 
de mecanismos de participación ciudadana. Los 
partidos y movimientos políticos con per-
sonería jurídica, y grupos significativos 
de ciudadanos que promuevan el voto 
en blanco en las campañas para cargos o 
corporaciones de elección popular, po-
drán realizar propaganda electoral en las 
mismas condiciones fijadas para las demás 
opciones a elegir respecto del mismo cargo 
o corporación, en la respectiva circunscrip-
ción. 

CAPÍTULO IV
DEL VOTO ELECTRÓNICO

Art. 39.- Implementación. Con el fin de 
garantizar agilidad y transparencia en las 
votaciones, la organización electoral imple-
mentará el voto electrónico. 

El sistema que se adopte deberá permi-
tir la identificación del elector con la cédula 
vigente o mediante la utilización de medios 
tecnológicos y/o sistemas de identificación 
biométricos, que permitan la plena identi-
ficación del elector. La identificación del 
elector, en todo caso, podrá ser indepen-
diente de la utilización de mecanismos de 
votación electrónica, y su implementación 
no constituye prerrequisito o condición 
para la puesta en práctica de tales mecanis-
mos de votación. 

La Registraduría Nacional del Estado 
Civil estipulará en los contratos que se 
celebren para la implementación del voto 
electrónico, la propiedad de la Nación de 
los programas que se diseñen en desarrollo 
de su objeto y/o los derechos de uso de los 
programas fuente de los que se adquieran, 

así como la propiedad de todos los datos 
que se vinculen a la correspondiente base 
de datos. 

El Gobierno priorizará a través de los 
mecanismos presupuestales que corres-
ponda la destinación de los recursos ne-
cesarios para el cumplimiento del presente 
artículo. 

Parágrafo transitorio.- La Registraduría 
Nacional del Estado Civil implementa-
rá, a partir de las próximas elecciones, la 
identificación biométrica de los electores. 
Igualmente iniciará el desarrollo del siste-
ma de voto electrónico de conformidad 
con un plan piloto en las circunscripciones 
y en el porcentaje que apruebe la Comisión 
de que trata el artículo siguiente. La imple-
mentación del nuevo mecanismo se reali-
zará gradualmente hasta alcanzar su pleno 
desarrollo dentro del término previsto por 
la mencionada Comisión. En ningún caso 
el término excederá su plena implementa-
ción más allá de las elecciones para Con-
greso que se realizarán en el año 2014. 

Art. 40.- Comisión asesora. Créase una 
Comisión asesora para la incorporación, 
implantación y/o diseño de tecnologías de 
la información y de las comunicaciones en 
el proceso electoral, la cual estará integrada 
así: 

1. El Registrador Nacional del Estado 
Civil o su delegado. 

2. El Ministro del Interior y de Justicia 
o su delegado. 

3. El Ministro de Hacienda y Crédito 
Público o su delegado. 

4. El Ministro de las Tecnologías de la 
Información o su delegado. 

5. El Director del Departamento Ad-
ministrativo Nacional de Planeación o su 
delegado. 

6. Dos (2) magistrados del Consejo 
Nacional Electoral, designados por su sala 
plena. 

7. Un delegado de cada partido o mo-
vimiento político con personería jurídica, 
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designado por la Presidencia o Dirección 
General de la Colectividad. 

Parágrafo.- La Comisión será presidida 
por el Registrador Nacional del Estado Ci-
vil, se dará su propio reglamento, se reunirá 
por derecho propio cuando menos dos (2) 
veces al mes, y contará con el acompaña-
miento técnico de entidades u organismos 
especializados en la materia. A sus sesiones 
podrán asistir servidores públicos y parti-
culares invitados por la misma. 

TÍTULO IV
DISPOSICIONES VARIAS

Art. 41.- Del escrutinio el día de la votación. 
Las comisiones escrutadoras distritales, 
municipales y auxiliares comenzarán el es-
crutinio que les corresponde el mismo día 
de la votación, a partir del momento del 
cierre del proceso de votación, con base en 
las actas de escrutinio de mesa y a medida 
que se vayan recibiendo por parte de los 
claveros respectivos, en el local que la res-
pectiva Registraduría previamente señale. 

Dicho escrutinio se desarrollará hasta 
las doce (12) de la noche. Cuando no sea 
posible terminar el escrutinio antes de la 
hora señalada, la audiencia de escrutinio 
continuará a las nueve (9) de la mañana del 
día siguiente hasta las nueve (9) de la noche 
y así sucesivamente hasta terminar el co-
rrespondiente escrutinio. 

Al concluir el escrutinio de mesa y lue-
go de leídos en voz alta los resultados, las 
personas autorizadas por la Registraduría 
Nacional del Estado Civil escanearán las 
correspondientes actas de escrutinio de 
mesa a efectos de ser publicadas inmedia-
tamente en la página web de la entidad. 
Una copia de dichas actas será entregada a 
los testigos electorales, quienes igualmente 
podrán utilizar cámaras fotográficas o de 
video. 

Art. 42.- De las comisiones escrutadoras. 
Los miembros de las comisiones escruta-
doras deberán estar en la sede del escruti-

nio desde las tres y media (3:30) de la tarde 
del día de la votación, activarán la entrega 
de los pliegos electorales de los corregi-
mientos, inspecciones de policía y sectores 
rurales que no se hayan introducido en el 
arca triclave al empezar el escrutinio, veri-
ficarán cuidadosamente la hora y el estado 
de los mismos al ser recibidos, de todo lo 
cual se dejará constancia en el acta de intro-
ducción que suscriben los claveros. 

Si faltaren pliegos de los corregimien-
tos, inspecciones de policía o sectores ru-
rales, la comisión escrutadora no podrá 
concluir el escrutinio antes de vencerse el 
mayor de los términos de distancia fijados 
por el Registrador Nacional del Estado Ci-
vil para el respectivo municipio. 

Parágrafo.- Las Comisiones Escrutado-
ras, según el caso, entregarán a un testigo 
por partido, movimiento político o gru-
po significativo de ciudadanos, en medio 
físico o magnético, una copia de las actas 
parciales de escrutinio en cada jornada. 
Para iniciar la nueva jornada la Comisión 
Escrutadora, verificará junto con los testi-
gos electorales, que los datos parciales de 
escrutinio coincidan con la información 
entregada en la jornada anterior. 

De igual manera, las Comisiones Es-
crutadoras deberán entregar, según el caso, 
en medio físico o magnético, una copia del 
acta final de escrutinio. 

Art. 43.- De los escrutinios de los delegados 
del Consejo Nacional Electoral. Los escrutinios 
generales que deben realizar los delegados 
del Consejo Nacional Electoral se iniciarán 
a las nueve (9) de la mañana del martes 
siguiente a las elecciones, en la capital del 
respectivo departamento. 

Los delegados del Consejo deberán ini-
ciar y adelantar el escrutinio general, aun-
que no se haya recibido la totalidad de los 
pliegos electorales de los municipios que 
integran la suscripción electoral. 

Art. 44.- Del horario de los escrutinios para 
fórmula presidencial. Los escrutinios para 
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Presidente y Vicepresidente de la Repú-
blica tendrán el mismo horario que para el 
resto de elecciones. 

Art. 45.- Testigos electorales. Los partidos, 
movimientos y grupos significativos de 
ciudadanos, que inscriban candidatos a car-
gos o corporaciones de elección popular o 
promuevan el voto en blanco, así como las 
organizaciones de observación electoral 
reconocidas por el Consejo Nacional Elec-
toral, tienen derecho a ejercer vigilancia de 
los correspondientes procesos de votación 
y escrutinios, para lo cual podrán acreditar 
ante el Consejo Nacional Electoral los tes-
tigos electorales por cada mesa de votación 
y por cada uno de los órganos escrutado-
res. Cuando se trate de procesos a los que 
se han incorporado recursos tecnológicos, 
se podrán acreditar también auditores de 
sistemas. 

Los testigos electorales vigilarán el pro-
ceso de las votaciones y de los escrutinios, 
podrán formular reclamaciones y solicitar 
la intervención de las autoridades. 

Parágrafo.- El Consejo Nacional Elec-
toral podrá delegar en servidores de la 
organización electoral encargados de la or-
ganización de las elecciones, la función de 
autorizar las correspondientes acreditacio-
nes y, así mismo, reglamentar las formas y 
los procedimientos de acreditación e iden-
tificación de testigos y auditores. 

Art. 46.- Unidad Nacional de Delitos con-
tra los Mecanismos de Participación Democráti-
ca. Créase la Unidad Nacional de Delitos 
contra los Mecanismos de Participación 
Democrática en la Fiscalía General de la 
Nación, con el fin de investigar los delitos 
contra los mecanismos de participación 
democrática. 

Art. 47.- Censo electoral. El censo electo-
ral es el registro general de las cédulas de 
ciudadanía correspondientes a los ciudada-
nos colombianos, residentes en el país y en 
el exterior, habilitados por la Constitución 
y la ley para ejercer el derecho de sufragio 

y, por consiguiente, para participar en las 
elecciones y para concurrir a los mecanis-
mos de participación ciudadana. 

El censo electoral determina el número 
de electores que se requiere para la validez 
de los actos y votaciones a que se refieren 
los artículos 106, 155, 170, 375, 376, 377 
y 378 de la Constitución Política. Es tam-
bién el instrumento técnico, elaborado por 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, 
que le permite a la Organización Electoral 
planear, organizar, ejecutar y controlar los 
certámenes electorales y los mecanismos 
de participación ciudadana. 

Art. 48.- Depuración permanente del censo 
electoral. Los principios de publicidad y de 
eficacia del censo electoral exigen que la 
organización electoral cuente con la debida 
anticipación, con datos ciertos y actuales 
para el desarrollo de los comicios y de los 
mecanismos de participación ciudadana. 

En cumplimiento de estos principios 
deben ser permanentemente depuradas 
del censo electoral las siguientes cédulas de 
ciudadanía: 

1. Las pertenecientes a ciudadanos que 
se encuentren en situación de servicio acti-
vo a la Fuerza Pública. 

2. Las pertenecientes a ciudadanos in-
habilitados para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas en virtud de sanción 
disciplinaria en firme o de sentencia penal 
ejecutoriada. 

3. Las correspondientes a ciudadanos 
fallecidos.

4. Las cédulas múltiples. 
5. Las expedidas a menores de edad. 
6. Las expedidas a extranjeros que no 

tengan carta de naturaleza. 
7. Las correspondientes a casos de falsa 

identidad o suplantación. 
Parágrafo.- En todo caso, el censo elec-

toral deberá estar depurado dos (2) meses 
antes de la celebración de cada certamen 
electoral o mecanismo de participación 
ciudadana. 
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Art. 49.- Inscripción para votar. La ins-
cripción para votar se llevará a cabo auto-
máticamente al momento de la expedición 
de la cédula de ciudadanía. La Registradu-
ría Nacional del Estado Civil establecerá 
los mecanismos necesarios de publicidad y 
logística para la actualización de la infor-
mación por zonificación; en caso de que 
el ciudadano cambie de lugar de domici-
lio o residencia, dicho proceso se llevará a 
cabo dentro del año anterior al respectivo 
proceso electoral y se cerrará dos (2) meses 
antes de la respectiva jornada electoral de 
que se trate. 

Art. 50.- Inscripción para votar de ciudada-
nos colombianos en el exterior. La inscripción 
de los ciudadanos colombianos residentes 
en el exterior para ejercer su derecho al 
voto deberá estar abierta en el tiempo has-
ta los dos (2) meses anteriores a la fecha de 
la respectiva elección. Las sedes consulares 
habilitadas para tal propósito deberán ha-
cer la publicidad necesaria para asegurarse 
que la comunidad nacional respectiva ten-
ga conocimiento pleno sobre los períodos 
de inscripción. 

Parágrafo.- Para los fines de lo dispues-
to en el presente artículo, se incluirán los 
días sábado, domingo y festivos del último 
mes previo al cierre de la respectiva ins-
cripción. 

Art. 51.- Votaciones en el exterior. Los 
períodos de votación de los ciudadanos 
colombianos residentes en el exterior de-
berán estar abiertos durante una semana, 
entendiéndose que el primer día es lunes 
anterior a la fecha oficial de la respectiva 
elección en el territorio nacional. Lo an-
terior para facilitar el desplazamiento de 
ciudadanos colombianos que se pueden 
encontrar distantes de la sede consular. 

Art. 52.- Transporte. Las empresas de 
transporte público que tengan rutas y 
frecuencias u horarios autorizados en las 
áreas urbanas, intermunicipales y veredales, 
están obligadas a prestar el servicio público 

de transporte el día de elecciones; el Go-
bierno Nacional fijará los mecanismos que 
aseguren la prestación del servicio. 

Art. 53.- Auxiliares o guías de información 
electoral. Prohíbase la contratación de perso-
nas conocidas como auxiliares electorales, 
pregoneros, informadores, guía y demás 
denominaciones, el día del debate electoral. 

Art. 54.- Medios de comunicación y demo-
cracia. Los medios de comunicación social 
tienen la obligación, de contribuir al for-
talecimiento de la democracia. La propa-
ganda electoral en dichos medios de co-
municación, podrá ser contratada por los 
partidos y movimientos políticos con per-
sonería jurídica y grupos significativos de 
ciudadanos, gerentes de campaña o por los 
promotores del voto en blanco o de cual-
quiera de las opciones en los mecanismos 
de participación ciudadana. Los candidatos 
también podrán contratar cuando adminis-
tren directamente sus campañas. 

De la publicidad gratuita, total o par-
cialmente, debe quedar constancia escrita 
y se tendrá como donación, para lo cual se 
estimará su valor con base en las tarifas es-
tablecidas por el mismo medio para dicha 
clase de propaganda durante el correspon-
diente debate electoral. 

La propaganda electoral en televisión 
podrá realizarse en los espacios otorgados 
para el Estado de conformidad con el artí-
culo 37 de la presente Ley. 

Los concesionarios del servicio de te-
levisión, cualquiera que sea su modalidad, 
no podrán difundir propaganda electoral 
trasmitida en canales de televisión extran-
jeros en relación con las campañas que se 
adelantan en Colombia. 

Art. 55.- Vigencia y derogatoria. La pre-
sente Ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las demás disposiciones que 
le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
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LEY 1581 DE 2012
(octubre 17)

por la cual se dictan disposiciones generales  
para la protección de datos personales

DECRETA:
TÍTULO I

OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y 
DEFINICIONES

Art. 1º.- Objeto. La presente Ley tiene 
por objeto desarrollar el derecho consti-
tucional que tienen todas las personas a 
conocer, actualizar y rectificar las informa-
ciones que se hayan recogido sobre ellas 
en bases de datos o archivos, y los demás 
derechos, libertades y garantías constitu-
cionales a que se refiere el artículo 15 de la 
Constitución Política; así como el derecho 
a la información consagrado en el artículo 
20 de la misma.

Art. 2º.- Ámbito de aplicación. Los prin-
cipios y disposiciones contenidas en la 
presente Ley serán aplicables a los datos 
personales registrados en cualquier base 
de datos que los haga susceptibles de trata-
miento por entidades de naturaleza pública 
o privada.

La presente Ley aplicará al tratamiento 
de datos personales efectuado en territorio 
colombiano o cuando al responsable del 
tratamiento o encargado del tratamiento 
no establecido en territorio nacional le sea 
aplicable la legislación colombiana en vir-
tud de normas y tratados internacionales.

El régimen de protección de datos per-
sonales que se establece en la presente Ley 
no será de aplicación:

a) A las bases de datos o archivos man-
tenidos en un ámbito exclusivamente per-
sonal o doméstico.

Cuando estas bases de datos o archivos 
vayan a ser suministrados a terceros se de-
berá, de manera previa, informar al titular 
y solicitar su autorización. En este caso los 
responsables y encargados de las bases de 
datos y archivos quedarán sujetos a las dis-
posiciones contenidas en la presente Ley;

b) A las bases de datos y archivos que 
tengan por finalidad la seguridad y defensa 
nacional, así como la prevención, detec-
ción, monitoreo y control del lavado de 
activos y el financiamiento del terrorismo;

c) A las bases de datos que tengan 
como fin y contengan información de in-
teligencia y contrainteligencia;

d) A las bases de datos y archivos de in-
formación periodística y otros contenidos 
editoriales;

e) A las bases de datos y archivos regu-
lados por la Ley 1266 de 2008;

f) A las bases de datos y archivos regu-
lados por la Ley 79 de 1993.

Parágrafo. Los principios sobre protec-
ción de datos serán aplicables a todas las 
bases de datos, incluidas las exceptuadas 
en el presente artículo, con los límites dis-
puestos en la presente Ley y sin reñir con 
los datos que tienen características de es-
tar amparados por la reserva legal. En el 
evento que la normatividad especial que 
regule las bases de datos exceptuadas pre-
vea principios que tengan en consideración 
la naturaleza especial de datos, los mismos 
aplicarán de manera concurrente a los pre-
vistos en la presente Ley.

Art. 3º.- Definiciones. Para los efectos de 
la presente Ley, se entiende por:

a) Autorización: Consentimiento previo, 
expreso e informado del titular para llevar 
a cabo el tratamiento de datos personales;

b) Base de datos: Conjunto organizado 
de datos personales que sea objeto de tra-
tamiento;

c) Dato personal: Cualquier información 
vinculada o que pueda asociarse a una o 
varias personas naturales determinadas o 
determinables;

d) Encargado del tratamiento: Persona na-
tural o jurídica, pública o privada, que por 
sí misma o en asocio con otros, realice el 
tratamiento de datos personales por cuenta 
del responsable del tratamiento;
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e) Responsable del tratamiento: Persona na-
tural o jurídica, pública o privada, que por 
sí misma o en asocio con otros, decida so-
bre la base de datos y/o el tratamiento de 
los datos;

f) Titular: Persona natural cuyos datos 
personales sean objeto de tratamiento;

g) Tratamiento: Cualquier operación o 
conjunto de operaciones sobre datos per-
sonales, tales como la recolección, almace-
namiento, uso, circulación o supresión.

TÍTULO II
PRINCIPIOS RECTORES

Art. 4º.- Principios para el tratamiento de 
datos personales. En el desarrollo, interpre-
tación y aplicación de la presente Ley, se 
aplicarán, de manera armónica e integral, 
los siguientes principios:

a) Principio de legalidad en materia de trata-
miento de datos: El tratamiento a que se refie-
re la presente Ley es una actividad reglada 
que debe sujetarse a lo establecido en ella 
y en las demás disposiciones que la desa-
rrollen;

b) Principio de finalidad: El tratamiento 
debe obedecer a una finalidad legítima de 
acuerdo con la Constitución y la Ley, la 
cual debe ser informada al titular; 

c) Principio de libertad: El tratamiento 
sólo puede ejercerse con el consentimien-
to, previo, expreso e informado del titular. 
Los datos personales no podrán ser obte-
nidos o divulgados sin previa autorización, 
o en ausencia de mandato legal o judicial 
que releve el consentimiento; 

d) Principio de veracidad o calidad: La in-
formación sujeta a tratamiento debe ser 
veraz, completa, exacta, actualizada, com-
probable y comprensible. Se prohíbe el tra-
tamiento de datos parciales, incompletos, 
fraccionados o que induzcan a error; 

e) Principio de transparencia: En el trata-
miento debe garantizarse el derecho del 
titular a obtener del responsable del trata-
miento o del encargado del tratamiento, en 

cualquier momento y sin restricciones, in-
formación acerca de la existencia de datos 
que le conciernan; 

f) Principio de acceso y circulación restringida: 
El tratamiento se sujeta a los límites que se 
derivan de la naturaleza de los datos per-
sonales, de las disposiciones de la presente 
Ley y la Constitución. En este sentido, el 
tratamiento sólo podrá hacerse por perso-
nas autorizadas por el titular y/o por las 
personas previstas en la presente Ley.

Los datos personales, salvo la informa-
ción pública, no podrán estar disponibles 
en Internet u otros medios de divulgación 
o comunicación masiva, salvo que el acce-
so sea técnicamente controlable para brin-
dar un conocimiento restringido sólo a los 
titulares o terceros autorizados conforme a 
la presente Ley;

g) Principio de seguridad: La información 
sujeta a tratamiento por el responsable del 
tratamiento o encargado del tratamiento 
a que se refiere la presente Ley, se deberá 
manejar con las medidas técnicas, humanas 
y administrativas que sean necesarias para 
otorgar seguridad a los registros evitando 
su adulteración, pérdida, consulta, uso o 
acceso no autorizado o fraudulento; 

h) Principio de confidencialidad: Todas las 
personas que intervengan en el tratamiento 
de datos personales que no tengan la natu-
raleza de públicos están obligadas a garan-
tizar la reserva de la información, inclusive 
después de finalizada su relación con algu-
na de las labores que comprende el trata-
miento, pudiendo sólo realizar suministro 
o comunicación de datos personales cuan-
do ello corresponda al desarrollo de las ac-
tividades autorizadas en la presente Ley y 
en los términos de la misma. 

TÍTULO III
CATEGORÍAS ESPECIALES DE DATOS
Art. 5º.- Datos sensibles. Para los pro-

pósitos de la presente ley, se entiende por 
datos sensibles aquéllos que afectan la inti-
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midad del titular o cuyo uso indebido pue-
de generar su discriminación, tales como 
aquéllos que revelen el origen racial o ét-
nico, la orientación política, las conviccio-
nes religiosas o filosóficas, la pertenencia a 
sindicatos, organizaciones sociales, de de-
rechos humanos o que promueva intereses 
de cualquier partido político o que garan-
ticen los derechos y garantías de partidos 
políticos de oposición así como los datos 
relativos a la salud, a la vida sexual y los 
datos biométricos. 

Art. 6º.- Tratamiento de datos sensibles. Se 
prohíbe el tratamiento de datos sensibles, 
excepto cuando:

a) El titular haya dado su autorización 
explícita a dicho tratamiento, salvo en los 
casos que por ley no sea requerido el otor-
gamiento de dicha autorización; 

b) El tratamiento sea necesario para 
salvaguardar el interés vital del titular y éste 
se encuentre física o jurídicamente incapa-
citado. En estos eventos, los representan-
tes legales deberán otorgar su autorización; 

c) El tratamiento sea efectuado en el 
curso de las actividades legítimas y con las 
debidas garantías por parte de una funda-
ción, ong, asociación o cualquier otro or-
ganismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad 
sea política, filosófica, religiosa o sindical, 
siempre que se refieran exclusivamente a 
sus miembros o a las personas que man-
tengan contactos regulares por razón de su 
finalidad. En estos eventos, los datos no se 
podrán suministrar a terceros sin la autori-
zación del titular; 

d) El tratamiento se refiera a datos que 
sean necesarios para el reconocimiento, 
ejercicio o defensa de un derecho en un 
proceso judicial; 

e) El tratamiento tenga una finalidad 
histórica, estadística o científica. En este 
evento deberán adoptarse las medidas con-
ducentes a la supresión de identidad de los 
Titulares. 

Art. 7º.- Derechos de los niños, niñas y ado-
lescentes. En el tratamiento se asegurará el 
respeto a los derechos prevalentes de los 
niños, niñas y adolescentes. 

Queda proscrito el tratamiento de da-
tos personales de niños, niñas y adolescen-
tes, salvo aquellos datos que sean de natu-
raleza pública.

Es tarea del Estado y las entidades edu-
cativas de todo tipo proveer información y 
capacitar a los representantes legales y tu-
tores sobre los eventuales riesgos a los que 
se enfrentan los niños, niñas y adolescen-
tes respecto del tratamiento indebido de 
sus datos personales, y proveer de conoci-
miento acerca del uso responsable y seguro 
por parte de niños, niñas y adolescentes de 
sus datos personales, su derecho a la pri-
vacidad y protección de su información 
personal y la de los demás. El Gobierno 
Nacional reglamentará la materia, dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la promul-
gación de esta Ley.

TÍTULO IV
DERECHOS Y CONDICIONES DE 

LEGALIDAD PARA EL TRATAMIENTO 
DE DATOS

Art. 8º.- Derechos de los titulares. El titular 
de los datos personales tendrá los siguien-
tes derechos: 

a) Conocer, actualizar y rectificar sus 
datos personales frente a los responsables 
del tratamiento o encargados del trata-
miento. Este derecho se podrá ejercer, en-
tre otros frente a datos parciales, inexactos, 
incompletos, fraccionados, que induzcan 
a error, o aquéllos cuyo tratamiento esté 
expresamente prohibido o no haya sido 
autorizado; 

b) Solicitar prueba de la autorización 
otorgada al responsable del tratamiento 
salvo cuando expresamente se exceptúe 
como requisito para el tratamiento, de con-
formidad con lo previsto en el artículo 10 
de la presente Ley; 
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c) Ser informado por el responsable del 
tratamiento o el encargado del tratamiento, 
previa solicitud, respecto del uso que le ha 
dado a sus datos personales; 

d) Presentar ante la Superintendencia 
de Industria y Comercio quejas por infrac-
ciones a lo dispuesto en la presente Ley y 
las demás normas que la modifiquen, adi-
cionen o complementen; 

e) Revocar la autorización y/o solicitar 
la supresión del dato cuando en el trata-
miento no se respeten los principios, dere-
chos y garantías constitucionales y legales. 
La revocatoria y/o supresión procederá 
cuando la Superintendencia de Industria y 
Comercio haya determinado que en el tra-
tamiento el responsable o encargado han 
incurrido en conductas contrarias a esta 
Ley y a la Constitución; 

f) Acceder en forma gratuita a sus da-
tos personales que hayan sido objeto de 
tratamiento.

Art. 9º.- Autorización del titular. Sin per-
juicio de las excepciones previstas en la ley, 
en el tratamiento se requiere la autoriza-
ción previa e informada del titular, la cual 
deberá ser obtenida por cualquier medio 
que pueda ser objeto de consulta posterior. 

Art. 10.- Casos en que no es necesaria la au-
torización. La autorización del titular no será 
necesaria cuando se trate de: 

a) Información requerida por una enti-
dad pública o administrativa en ejercicio de 
sus funciones legales o por orden judicial; 

b) Datos de naturaleza pública; 
c) Casos de urgencia médica o sanitaria; 
d) Tratamiento de información autori-

zado por la ley para fines históricos, esta-
dísticos o científicos; 

e) Datos relacionados con el registro 
civil de las personas.

Quien acceda a los datos personales 
sin que medie autorización previa deberá 
en todo caso cumplir con las disposiciones 
contenidas en la presente Ley.

Art. 11.- Suministro de la información. La 
información solicitada podrá ser suminis-
trada por cualquier medio, incluyendo los 
electrónicos, según lo requiera el titular. La 
información deberá ser de fácil lectura, sin 
barreras técnicas que impidan su acceso y 
deberá corresponder en un todo a aquélla 
que repose en la base de datos.

El Gobierno Nacional establecerá la 
forma en la cual los responsables del tra-
tamiento y encargados del tratamiento 
deberán suministrar la información del 
titular, atendiendo a la naturaleza del dato 
personal. Esta reglamentación deberá dar-
se a más tardar dentro del año siguiente a la 
promulgación de la presente Ley. 

Art. 12.- Deber de informar al titular. El 
responsable del tratamiento, al momento 
de solicitar al titular la autorización, debe-
rá informarle de manera clara y expresa lo 
siguiente: 

a) El tratamiento al cual serán someti-
dos sus datos personales y la finalidad del 
mismo; 

b) El carácter facultativo de la respuesta 
a las preguntas que le sean hechas, cuando 
éstas versen sobre datos sensibles o sobre 
los datos de las niñas, niños y adolescentes;

c) Los derechos que le asisten como 
titular; 

d) La identificación, dirección física o 
electrónica y teléfono del responsable del 
tratamiento. 

Parágrafo. El responsable del tratamien-
to deberá conservar prueba del cumpli-
miento de lo previsto en el presente artícu-
lo y, cuando el titular lo solicite, entregarle 
copia de ésta.

Art. 13.- Personas a quienes se les puede su-
ministrar la información. La información que 
reúna las condiciones establecidas en la 
presente Ley podrá suministrarse a las si-
guientes personas: 

a) A los titulares, sus causahabientes o 
sus representantes legales; 
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b) A las entidades públicas o adminis-
trativas en ejercicio de sus funciones lega-
les o por orden judicial; 

c) A los terceros autorizados por el ti-
tular o por la ley.

TÍTULO V
PROCEDIMIENTOS

Art. 14.- Consultas. Los titulares o sus 
causahabientes podrán consultar la infor-
mación personal del titular que repose en 
cualquier base de datos, sea ésta del sec-
tor público o privado. El responsable del 
tratamiento o encargado del tratamiento 
deberán suministrar a éstos toda la infor-
mación contenida en el registro individual 
o que esté vinculada con la identificación 
del titular. 

La consulta se formulará por el medio 
habilitado por el responsable del tratamien-
to o encargado del tratamiento, siempre y 
cuando se pueda mantener prueba de ésta.

La consulta será atendida en un térmi-
no máximo de diez (10) días hábiles con-
tados a partir de la fecha de recibo de la 
misma. Cuando no fuere posible atender la 
consulta dentro de dicho término, se infor-
mará al interesado, expresando los motivos 
de la demora y señalando la fecha en que 
se atenderá su consulta, la cual en ningún 
caso podrá superar los cinco (5) días há-
biles siguientes al vencimiento del primer 
término.

Parágrafo. Las disposiciones contenidas 
en leyes especiales o los reglamentos ex-
pedidos por el Gobierno Nacional podrán 
establecer términos inferiores, atendiendo 
a la naturaleza del dato personal.

Art. 15.- Reclamos. El titular o sus causa-
habientes que consideren que la informa-
ción contenida en una base de datos debe 
ser objeto de corrección, actualización o 
supresión, o cuando adviertan el presunto 
incumplimiento de cualquiera de los de-
beres contenidos en esta Ley, podrán pre-
sentar un reclamo ante el responsable del 

tratamiento o el encargado del tratamiento 
el cual será tramitado bajo las siguientes 
reglas: 

1. El reclamo se formulará mediante 
solicitud dirigida al responsable del trata-
miento o al encargado del tratamiento, con 
la identificación del titular, la descripción 
de los hechos que dan lugar al reclamo, la 
dirección, y acompañando los documentos 
que se quiera hacer valer. Si el reclamo re-
sulta incompleto, se requerirá al interesado 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
recepción del reclamo para que subsane las 
fallas. Transcurridos dos (2) meses desde 
la fecha del requerimiento, sin que el soli-
citante presente la información requerida, 
se entenderá que ha desistido del reclamo. 

En caso de que quien reciba el reclamo 
no sea competente para resolverlo, dará 
traslado a quien corresponda en un térmi-
no máximo de dos (2) días hábiles e infor-
mará de la situación al interesado. 

2. Una vez recibido el reclamo com-
pleto, se incluirá en la base de datos una 
leyenda que diga “reclamo en trámite” y el 
motivo del mismo, en un término no ma-
yor a dos (2) días hábiles. Dicha leyenda 
deberá mantenerse hasta que el reclamo 
sea decidido. 

3. El término máximo para atender el 
reclamo será de quince (15) días hábiles 
contados a partir del día siguiente a la fe-
cha de su recibo. Cuando no fuere posible 
atender el reclamo dentro de dicho térmi-
no, se informará al interesado los motivos 
de la demora y la fecha en que se atenderá 
su reclamo, la cual en ningún caso podrá 
superar los ocho (8) días hábiles siguientes 
al vencimiento del primer término. 

Art. 16.- Requisito de procedibilidad. El 
Titular o causahabiente sólo podrá elevar 
queja ante la Superintendencia de Indus-
tria y Comercio una vez haya agotado el 
trámite de consulta o reclamo ante el res-
ponsable del tratamiento o encargado del 
tratamiento. 
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TÍTULO VI
DEBERES DE LOS RESPONSABLES DEL  

TRATAMIENTO Y ENCARGADOS DEL 
TRATAMIENTO

Art. 17.- Deberes de los responsables del tra-
tamiento. Los responsables del tratamiento 
deberán cumplir los siguientes deberes, sin 
perjuicio de las demás disposiciones pre-
vistas en la presente Ley y en otras que ri-
jan su actividad: 

a) Garantizar al titular, en todo tiempo, 
el pleno y efectivo ejercicio del derecho de 
hábeas data; 

b) Solicitar y conservar, en las condi-
ciones previstas en la presente Ley, copia 
de la respectiva autorización otorgada por 
el titular; 

c) Informar debidamente al titular so-
bre la finalidad de la recolección y los dere-
chos que le asisten por virtud de la autori-
zación otorgada; 

d) Conservar la información bajo las 
condiciones de seguridad necesarias para 
impedir su adulteración, pérdida, consulta, 
uso o acceso no autorizado o fraudulento; 

e) Garantizar que la información que se 
suministre al encargado del tratamiento sea 
veraz, completa, exacta, actualizada, com-
probable y comprensible; 

f) Actualizar la información, comuni-
cando de forma oportuna al encargado del 
tratamiento, todas las novedades respecto 
de los datos que previamente le haya su-
ministrado y adoptar las demás medidas 
necesarias para que la información sumi-
nistrada a éste se mantenga actualizada; 

g) Rectificar la información cuando sea 
incorrecta y comunicar lo pertinente al en-
cargado del tratamiento; 

h) Suministrar al encargado del trata-
miento, según el caso, únicamente datos 
cuyo tratamiento esté previamente autori-
zado de conformidad con lo previsto en la 
presente Ley;

i) Exigir al encargado del tratamiento 
en todo momento, el respeto a las condi-

ciones de seguridad y privacidad de la in-
formación del titular; 

j) Tramitar las consultas y reclamos 
formulados en los términos señalados en 
la presente Ley; 

k) Adoptar un manual interno de po-
líticas y procedimientos para garantizar el 
adecuado cumplimiento de la presente Ley 
y en especial, para la atención de consultas 
y reclamos; 

l) Informar al encargado del tratamien-
to cuando determinada información se en-
cuentra en discusión por parte del titular, 
una vez se haya presentado la reclamación 
y no haya finalizado el trámite respectivo; 

m) Informar a solicitud del titular sobre 
el uso dado a sus datos; 

n) Informar a la autoridad de protec-
ción de datos cuando se presenten viola-
ciones a los códigos de seguridad y existan 
riesgos en la administración de la informa-
ción de los titulares. 

o) Cumplir las instrucciones y requeri-
mientos que imparta la Superintendencia 
de Industria y Comercio. 

Art. 18.- Deberes de los encargados del tra-
tamiento. Los encargados del tratamiento 
deberán cumplir los siguientes deberes, sin 
perjuicio de las demás disposiciones pre-
vistas en la presente Ley y en otras que ri-
jan su actividad: 

a) Garantizar al titular, en todo tiempo, 
el pleno y efectivo ejercicio del derecho de 
hábeas data; 

b) Conservar la información bajo las 
condiciones de seguridad necesarias para 
impedir su adulteración, pérdida, consulta, 
uso o acceso no autorizado o fraudulento; 

c) Realizar oportunamente la actualiza-
ción, rectificación o supresión de los datos 
en los términos de la presente Ley; 

d) Actualizar la información reportada 
por los responsables del tratamiento den-
tro de los cinco (5) días hábiles contados a 
partir de su recibo; 
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e) Tramitar las consultas y los reclamos 
formulados por los titulares en los térmi-
nos señalados en la presente Ley;

f) Adoptar un manual interno de po-
líticas y procedimientos para garantizar el 
adecuado cumplimiento de la presente Ley 
y, en especial, para la atención de consultas 
y reclamos por parte de los titulares; 

g) Registrar en la base de datos la leyen-
da “reclamo en trámite” en la forma en que 
se regula en la presente Ley; 

h) Insertar en la base de datos la leyen-
da “información en discusión judicial” una 
vez notificado por parte de la autoridad 
competente sobre procesos judiciales rela-
cionados con la calidad del dato personal; 

i) Abstenerse de circular información 
que esté siendo controvertida por el titular 
y cuyo bloqueo haya sido ordenado por la 
Superintendencia de Industria y Comercio; 

j) Permitir el acceso a la información 
únicamente a las personas que pueden te-
ner acceso a ella; 

k) Informar a la Superintendencia de 
Industria y Comercio cuando se presenten 
violaciones a los códigos de seguridad y 
existan riesgos en la administración de la 
información de los titulares; 

l) Cumplir las instrucciones y requeri-
mientos que imparta la Superintendencia 
de Industria y Comercio. 

Parágrafo. En el evento en que concu-
rran las calidades de responsable del trata-
miento y encargado del tratamiento en la 
misma persona, le será exigible el cumpli-
miento de los deberes previstos para cada 
uno.

TÍTULO VII
DE LOS MECANISMOS DE 
VIGILANCIA Y SANCIÓN

Capítulo I
De la autoridad de protección de datos

Art. 19.- Autoridad de protección de datos. 
La Superintendencia de Industria y Co-
mercio, a través de una delegatura para la 

protección de datos personales, ejercerá 
la vigilancia para garantizar que en el tra-
tamiento de datos personales se respeten 
los principios, derechos, garantías y proce-
dimientos previstos en la presente Ley. 

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional en 
el plazo de seis (6) meses contados a partir 
de la fecha de entrada en vigencia de la pre-
sente Ley incorporará dentro de la estruc-
tura de la Superintendencia de Industria y 
Comercio un despacho de Superintenden-
te Delegado para ejercer las funciones de 
autoridad de protección de datos.

Parágrafo 2º. La vigilancia del tratamien-
to de los datos personales regulados en la 
Ley 1266 de 2008, se sujetará a lo previsto 
en dicha norma.

Art. 20.- Recursos para el ejercicio de sus 
funciones. La Superintendencia de Industria 
y Comercio contará con los siguientes re-
cursos para ejercer las funciones que le son 
atribuidas por la presente Ley: 

a) Los recursos que le sean destinados 
en el Presupuesto General de la Nación. 

Art. 21.- Funciones. La Superintenden-
cia de Industria y Comercio ejercerá las 
siguientes funciones: 

a) Velar por el cumplimiento de la le-
gislación en materia de protección de datos 
personales; 

b) Adelantar las investigaciones del 
caso, de oficio o a petición de parte y, 
como resultado de ellas, ordenar las medi-
das que sean necesarias para hacer efectivo 
el derecho de hábeas data. Para el efecto, 
siempre que se desconozca el derecho, 
podrá disponer que se conceda el acceso 
y suministro de los datos, la rectificación, 
actualización o supresión de los mismos; 

c) Disponer el bloqueo temporal de 
los datos cuando, de la solicitud y de las 
pruebas aportadas por el titular, se identifi-
que un riesgo cierto de vulneración de sus 
derechos fundamentales, y dicho bloqueo 
sea necesario para protegerlos mientras se 
adopta una decisión definitiva; 
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d) Promover y divulgar los derechos de 
las personas en relación con el tratamiento 
de datos personales e implementará cam-
pañas pedagógicas para capacitar e infor-
mar a los ciudadanos acerca del ejercicio y 
garantía del derecho fundamental a la pro-
tección de datos; 

e) Impartir instrucciones sobre las me-
didas y procedimientos necesarios para la 
adecuación de las operaciones de los res-
ponsables del tratamiento y encargados del 
tratamiento a las disposiciones previstas en 
la presente Ley; 

f) Solicitar a los responsables del tra-
tamiento y encargados del tratamiento la 
información que sea necesaria para el ejer-
cicio efectivo de sus funciones. 

g) Proferir las declaraciones de confor-
midad sobre las transferencias internacio-
nales de datos; 

h) Administrar el Registro Nacional 
Público de Bases de Datos y emitir las ór-
denes y los actos necesarios para su admi-
nistración y funcionamiento; 

i) Sugerir o recomendar los ajustes, co-
rrectivos o adecuaciones a la normatividad 
que resulten acordes con la evolución tec-
nológica, informática o comunicacional; 

j) Requerir la colaboración de entida-
des internacionales o extranjeras cuando se 
afecten los derechos de los titulares fuera 
del territorio colombiano con ocasión, en-
tre otras, de la recolección internacional de 
datos personales; 

k) Las demás que le sean asignadas por 
ley.

Capítulo II
Procedimiento y sanciones

Art. 22.- Trámite. La Superintendencia 
de Industria y Comercio, una vez estableci-
do el incumplimiento de las disposiciones 
de la presente Ley por parte del responsa-
ble del tratamiento o el encargado del tra-
tamiento, adoptará las medidas o impon-
drá las sanciones correspondientes. 

En lo no reglado por la presente Ley 
y los procedimientos correspondientes se 
seguirán las normas pertinentes del Códi-
go Contencioso Administrativo. 

Art. 23.- Sanciones. La Superintendencia 
de Industria y Comercio podrá imponer a 
los responsables del tratamiento y encarga-
dos del tratamiento las siguientes sancio-
nes:

a) Multas de carácter personal e institu-
cional hasta por el equivalente de dos mil 
(2.000) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes al momento de la imposición de 
la sanción. Las multas podrán ser sucesivas 
mientras subsista el incumplimiento que 
las originó;

b) Suspensión de las actividades rela-
cionadas con el tratamiento hasta por un 
término de seis (6) meses. En el acto de 
suspensión se indicarán los correctivos que 
se deberán adoptar; 

c) Cierre temporal de las operaciones 
relacionadas con el tratamiento una vez 
transcurrido el término de suspensión sin 
que se hubieren adoptado los correctivos 
ordenados por la Superintendencia de In-
dustria y Comercio; 

d) Cierre inmediato y definitivo de la 
operación que involucre el tratamiento de 
datos sensibles;

Parágrafo. Las sanciones indicadas en el 
presente artículo sólo aplican para las per-
sonas de naturaleza privada. En el evento 
en el cual la Superintendencia de Industria 
y Comercio advierta un presunto incum-
plimiento de una autoridad pública a las 
disposiciones de la presente Ley, remitirá la 
actuación a la Procuraduría General de la 
Nación para que adelante la investigación 
respectiva. 

Art. 24.- Criterios para graduar las san-
ciones. Las sanciones por infracciones a las 
que se refieren el artículo anterior, se gra-
duarán atendiendo los siguientes criterios, 
en cuanto resulten aplicables: 
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a) La dimensión del daño o peligro a 
los intereses jurídicos tutelados por la pre-
sente Ley; 

b) El beneficio económico obtenido 
por el infractor o terceros, en virtud de la 
comisión de la infracción; 

c) La reincidencia en la comisión de la 
infracción; 

d) La resistencia, negativa u obstruc-
ción a la acción investigadora o de vigilan-
cia de la Superintendencia de Industria y 
Comercio; 

e) La renuencia o desacato a cumplir las 
órdenes impartidas por la Superintenden-
cia de Industria y Comercio; 

f) El reconocimiento o aceptación ex-
presos que haga el investigado sobre la 
comisión de la infracción antes de la im-
posición de la sanción a que hubiere lugar. 

Capítulo III
Del registro nacional de bases de datos

Art. 25.- Definición. El registro nacional 
de bases de datos es el directorio público 
de las bases de datos sujetas a tratamiento 
que operan en el país. 

El registro será administrado por la Su-
perintendencia de Industria y Comercio y 
será de libre consulta para los ciudadanos. 

Para realizar el registro de bases de da-
tos, los interesados deberán aportar a la Su-
perintendencia de Industria y Comercio las 
políticas de tratamiento de la información, 
las cuales obligarán a los responsables y en-
cargados del mismo, y cuyo incumplimien-
to acarreará las sanciones correspondien-
tes. Las políticas de tratamiento en ningún 
caso podrán ser inferiores a los deberes 
contenidos en la presente Ley. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional regla-
mentará, dentro del año siguiente a la pro-
mulgación de la presente Ley, la informa-
ción mínima que debe contener el registro, 
y los términos y condiciones bajo los cua-
les se deben inscribir en éste los responsa-
bles del tratamiento.

TÍTULO VIII
TRANSFERENCIA DE DATOS A  

TERCEROS PAÍSES
Art. 26.- Prohibición. Se prohíbe la 

transferencia de datos personales de cual-
quier tipo a países que no proporcionen 
niveles adecuados de protección de datos. 
Se entiende que un país ofrece un nivel 
adecuado de protección de datos cuando 
cumpla con los estándares fijados por la 
Superintendencia de Industria y Comercio 
sobre la materia, los cuales en ningún caso 
podrán ser inferiores a los que la presente 
Ley exige a sus destinatarios.

Esta prohibición no regirá cuando se 
trate de: 

a) Información respecto de la cual el ti-
tular haya otorgado su autorización expre-
sa e inequívoca para la transferencia; 

b) Intercambio de datos de carácter 
médico, cuando así lo exija el tratamiento 
del titular por razones de salud o higiene 
pública; 

c) Transferencias bancarias o bursátiles, 
conforme a la legislación que les resulte 
aplicable; 

d) Transferencias acordadas en el mar-
co de tratados internacionales en los cuales 
la República de Colombia sea parte, con 
fundamento en el principio de reciproci-
dad; 

e) Transferencias necesarias para la eje-
cución de un contrato entre el titular y el 
responsable del tratamiento, o para la eje-
cución de medidas precontractuales siem-
pre y cuando se cuente con la autorización 
del titular; 

f) Transferencias legalmente exigidas 
para la salvaguardia del interés público, o 
para el reconocimiento, ejercicio o defensa 
de un derecho en un proceso judicial.

Parágrafo 1º. En los casos no contem-
plados como excepción en el presente artí-
culo, corresponderá a la Superintendencia 
de Industria y Comercio, proferir la decla-
ración de conformidad relativa a la trans-
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ferencia internacional de datos personales. 
Para el efecto, el Superintendente queda 
facultado para requerir información y ade-
lantar las diligencias tendientes a establecer 
el cumplimiento de los presupuestos que 
requiere la viabilidad de la operación. 

Parágrafo 2º. Las disposiciones conteni-
das en el presente artículo serán aplicables 
para todos los datos personales, incluyen-
do aquéllos contemplados en la Ley 1266 
de 2008.

TÍTULO IX
OTRAS DISPOSICIONES

Art. 27.- Normas corporativas vinculantes. 
El Gobierno Nacional expedirá la regla-
mentación correspondiente sobre normas 
corporativas vinculantes para la certifica-
ción de buenas prácticas en protección de 
datos, personales y su transferencia a ter-
ceros países.

Art. 28.- Régimen de transición. Las per-
sonas que a la fecha de entrada en vigen-
cia de la presente Ley ejerzan alguna de las 
actividades acá reguladas tendrán un plazo 
de hasta seis (6) meses para adecuarse a las 
disposiciones contempladas en esta Ley.

Art. 29.- Derogatorias. La presente Ley 
deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias a excepción de aquéllas contem-
pladas en el artículo 2º. 

Art. 30.- Vigencia. La presente Ley rige 
a partir de su promulgación.

Publíquese y cúmplase.

LEY 1757 DE 2015
(julio 6)

por la cual se dictan disposiciones en materia 
de promoción y protección del derecho a la parti-

cipación democrática
Decreta:

TÍTULO I
OBJETO

Art. 1º.- Objeto. El objeto de la presen-
te Ley es promover, proteger y garantizar 
modalidades del derecho a participar en la 

vida política, administrativa, económica, 
social y cultural, y así mismo a controlar el 
poder político.

La presente Ley regula la iniciativa po-
pular y normativa ante las corporaciones 
públicas, el referendo, la consulta popular, 
la revocatoria del mandato, el plebiscito y 
el cabildo abierto; y establece las normas 
fundamentales por las que se regirá la par-
ticipación democrática de las organizacio-
nes civiles.

La regulación de estos mecanismos no 
impedirá el desarrollo de otras formas de 
participación democrática en la vida políti-
ca, económica, social y cultural, ni el ejerci-
cio de otros derechos políticos no mencio-
nados en esta Ley.

Art. 2º.- De la política pública de partici-
pación democrática. Todo plan de desarrollo 
debe incluir medidas específicas orientadas 
a promover la participación de todas las 
personas en las decisiones que los afectan 
y el apoyo a las diferentes formas de orga-
nización de la sociedad. De igual manera 
los planes de gestión de las instituciones 
públicas harán explícita la forma como se 
facilitará y promoverá la participación de 
las personas en los asuntos de su compe-
tencia.

Las discusiones que se realicen para la 
formulación de la política pública de parti-
cipación democrática deberán realizarse en 
escenarios presenciales o a través de me-
dios electrónicos, cuando sea posible, uti-
lizando las tecnologías de la información y 
las comunicaciones.

Art. 3º.- Mecanismos de participación. Los 
mecanismos de participación ciudadana 
son de origen popular o de autoridad pú-
blica, según sean promovidos o presenta-
dos directamente mediante solicitud avala-
da por firmas ciudadanas o por autoridad 
pública en los términos de la presente Ley.

Son de origen popular la iniciativa po-
pular legislativa y normativa ante las cor-
poraciones públicas, el cabildo abierto y la 
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revocatoria del mandato; es de origen en 
autoridad pública el plebiscito; y pueden 
tener origen en autoridad pública o popu-
lar el referendo y la consulta popular.

La participación de la sociedad civil se 
expresa a través de aquellas instancias y 
mecanismos que permiten su intervención 
en la conformación, ejercicio y control de 
los asuntos públicos. Pueden tener su ori-
gen en la oferta institucional o en la inicia-
tiva ciudadana.

TÍTULO II
DE LOS MECANISMOS DE  

PARTICIPACIÓN CIUDADANA

CAPÍTULO I
REGLAS COMUNES A LOS MECANIS-

MOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA
Art. 4º.- Reglas comunes a los mecanismos 

de participación ciudadana de origen popular. Las 
reglas sobre inscripción y recolección de 
apoyos ciudadanos desarrolladas en este 
capítulo aplican para Referendos, Iniciati-
vas Legislativas o Normativas, Consultas 
Populares de Origen Ciudadano y Revo-
catorias de Mandato, establecidos en esta 
Ley.

Parágrafo. El cabildo abierto se regula 
por las normas especiales contenidas en 
la presente Ley y no le serán aplicables las 
normas generales descritas para los otros 
mecanismos de participación.

Art. 5º.- El promotor y el Comité promotor. 
Cualquier ciudadano, organización social, 
partido o movimiento político, podrá so-
licitar a la Registraduría del Estado Civil 
correspondiente su inscripción como pro-
motor de un referendo, de una iniciativa 
legislativa y normativa, de una consulta 
popular de origen ciudadano o de una re-
vocatoria de mandato.

Cuando se trate de organizaciones so-
ciales y partidos o movimientos políticos, 
el acta de la sesión, donde conste la deter-
minación adoptada por el órgano compe-

tente, según sus estatutos, debe presentarse 
ante la Registraduría del Estado Civil en el 
momento de la inscripción. En el acta de-
ben constar los nombres de los ciudadanos 
que integrarán el Comité promotor, que 
estará integrado por no menos de tres per-
sonas ni más de nueve.

Cuando el promotor sea un ciudada-
no, él mismo será el vocero de la iniciativa. 
Cuando se trate de una organización social, 
partido o movimiento político, el comité 
promotor designará un vocero.

Parágrafo. Para todos los efectos legales, 
el vocero del comité promotor será el res-
ponsable de las actividades administrativas, 
financieras, de campaña de la iniciativa po-
pular legislativa o normativa, así como la 
vocería durante el trámite del referendo, la 
consulta popular de origen ciudadano o de 
la revocatoria del mandato.

Art. 6º.- Requisitos para la inscripción de 
mecanismos de participación ciudadana. En el 
momento de la inscripción, el promotor de 
cualquier mecanismo de participación ciu-
dadana deberá diligenciar un formulario, 
diseñado por la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, en el que como mínimo debe 
figurar la siguiente información:

a) El nombre completo, el número del 
documento de identificación y la dirección 
de notificaciones del promotor o de los 
miembros del Comité promotor;

b) El título que describa la propuesta 
de mecanismo de participación ciudadana;

c) La exposición de motivos que sus-
tenta la propuesta;

d) El proyecto de articulado, salvo en 
el caso de las propuestas de revocatoria de 
mandato.

Inscrito un Comité promotor de un 
referendo, la Registraduría contará con 
un plazo de ocho (8) días para verificar el 
cumplimiento de los requisitos de la inicia-
tiva, a partir del cual contará con un plazo 
de seis (6) meses para la recolección de los 
apoyos ciudadanos.
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Parágrafo 1º. Se podrán inscribir ini-
ciativas para la revocatoria del mandato 
siempre que hayan transcurrido doce (12) 
meses contados a partir del momento de 
posesión del respectivo alcalde o goberna-
dor y no faltare menos de un año para la 
finalización del respectivo período consti-
tucional.

Parágrafo 2º. La inscripción de inicia-
tivas podrá realizarse a través de medios 
electrónicos, en cuyo caso deberá utilizarse 
lenguaje estándar de intercambio de infor-
mación en el formulario.

Art. 7º.- Registro de propuestas sobre meca-
nismos de participación ciudadana. El registra-
dor correspondiente asignará un número 
consecutivo de identificación a las pro-
puestas de origen popular sobre mecanis-
mos de participación ciudadana, con el 
cual indicará el orden en que estos han sido 
inscritos y la fecha de su inscripción. En el 
registro se tendrá en cuenta si la propuesta 
hace referencia a la convocatoria a un re-
ferendo, a una iniciativa legislativa o nor-
mativa, a una consulta popular de origen 
ciudadano o a la revocatoria de un manda-
to, el cual será publicado en la página web 
de la entidad.

Art. 8º.- Formulario de recolección de apoyos 
ciudadanos. La Registraduría del Estado Ci-
vil diseñará el formulario de recolección de 
firmas de ciudadanos que serán entregados 
gratuitamente al promotor de todo tipo de 
propuesta sobre mecanismos de partici-
pación ciudadana. El formulario de reco-
lección de apoyos deberá contener, como 
mínimo, los siguientes datos:

a) El número que la Registraduría del 
Estado Civil le asignó a la propuesta;

b) El resumen del contenido de la pro-
puesta, los motivos de su conveniencia y 
la invitación a los eventuales firmantes a 
leerla antes de apoyarla. Dicho resumen no 
podrá contener alusiones personales ni ha-
cer publicidad personal o comercial;

c) Espacio para que cada ciudadano 
diligencie, de manera legible, su apoyo a 
la propuesta con su nombre, número de 
identificación, firma y fecha de diligencia-
miento. Si la persona no supiere escribir, 
registrará su apoyo con su huella dactilar;

d) El número de apoyos ciudadanos 
que deberán ser recolectados por el pro-
motor;

e) La fecha en la que vence el plazo 
para la recolección de apoyos ciudadanos 
a la propuesta.

Art. 9º.- Cantidad de apoyos a recolectar. 
Para que los mecanismos de participación 
ciudadana superen la etapa de recolección 
de apoyos deben presentar ante la corres-
pondiente Registraduría del Estado Civil 
la cantidad de apoyos determinadas en la 
Constitución y esta Ley.

a) Para que una iniciativa de referendo 
constitucional, una iniciativa popular de 
acto legislativo o de ley, o consulta popular 
nacional de origen ciudadano sea presen-
tada ante el Congreso de la República, o 
el Senado de la República respectivamente, 
se requiere del apoyo de un número de ciu-
dadanos igual o superior al 5% del censo 
electoral en la fecha respectiva;

b) Para presentar una iniciativa de refe-
rendo derogatorio de una ley, se requiere 
del apoyo de un número de ciudadanos 
igual o superior al diez por ciento (10%) 
del censo electoral en la fecha respectiva;

c) Para presentar una iniciativa popular 
normativa de competencia de entidades te-
rritoriales se requiere el apoyo de un núme-
ro de ciudadanos igual o superior al 10% 
del Censo Electoral vigente en la entidad 
territorial;

d) Para solicitar una consulta popular 
de origen ciudadano en las entidades terri-
toriales se requiere del apoyo de un núme-
ro no menor del diez por ciento (10%) de 
ciudadanos que hagan parte del respectivo 
censo electoral;
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e) Para presentar una revocatoria de 
mandato se requiere del apoyo de un nú-
mero de ciudadanos que hagan parte del 
censo electoral departamental, municipal o 
distrital de no menos del treinta por ciento 
(30%) de los votos obtenidos por el ele-
gido.

Parágrafo 1º. Cuando el número de apo-
yos válidos obtenidos para un referendo, 
una iniciativa popular normativa, o una 
consulta popular de origen ciudadano sea 
superior al veinte por ciento (20%) del res-
pectivo censo electoral, el Gobierno De-
partamental, Distrital, Municipal o Local 
respectivo, o la Corporación Pública de 
elección popular correspondiente deberá 
proferir todos los actos necesarios para 
la realización del referendo, de la consulta 
popular o trámite de la iniciativa normativa 
según se trate, en el término de veinte (20) 
días.

Parágrafo 2º. Los porcentajes del censo 
electoral señalados en los literales a), b), e) 
y d) de este artículo se calcularán sobre el 
censo electoral vigente de la entidad terri-
torial a la fecha en que se realizó la inscrip-
ción de la iniciativa.

Art. 10.- Plazo para la recolección de apoyos 
ciudadanos y entrega de los formularios. Inscrita 
la propuesta de referendo, iniciativa legisla-
tiva y normativa, consulta popular de ori-
gen ciudadano, o de revocatoria del man-
dato ante la Registraduría del Estado Civil 
correspondiente, el Registrador dispondrá 
de quince días para la elaboración y entrega 
de los formularios a los promotores, a par-
tir del cual, estos contarán con seis meses 
para la recolección de las firmas de quie-
nes apoyan la iniciativa. Este plazo podrá 
ser prorrogado, en caso de fuerza mayor 
o caso fortuito, debidamente acreditado, 
hasta por tres meses más, en la forma y por 
el tiempo que señale el Consejo Nacional 
Electoral.

Art. 11.- Entrega de los formularios y estados 
contables a la Registraduría. Al vencer el plazo 

para la recolección de apoyos, el promotor 
presentará los formularios debidamente di-
ligenciados, al Registrador del Estado Civil 
correspondiente. Vencido el plazo sin que 
se haya logrado completar el número de 
apoyos requeridos, la propuesta será archi-
vada.

Quince días después de la entrega de 
los formularios de los que trata este artí-
culo, o del vencimiento del plazo para la 
recolección de firmas, o su prórroga si la 
hubiere, el promotor o comité promotor 
deberá entregar los estados contables de la 
campaña de recolección de apoyos de cual-
quier propuesta sobre mecanismo de par-
ticipación ciudadana. En los estados con-
tables figurarán los aportes, en dinero o en 
especie, que cada persona natural o jurídica 
realice durante la campaña respectiva. 

Art. 12.- Fijación de los topes en las campa-
ñas de recolección de apoyos ciudadanos. El Con-
sejo Nacional Electoral fijará anualmente 
las sumas máximas de dinero que se po-
drán destinar en la recolección de apoyos a 
las propuestas sobre mecanismos de parti-
cipación ciudadana. Así mismo, el Consejo 
Nacional Electoral fijará la suma máxima 
que cada ciudadano u organización podrá 
aportar a la campaña de recolección de 
apoyos sobre las propuestas de los meca-
nismos de participación ciudadana.

Parágrafo 1º.- Para la fijación de los to-
pes establecidos en este artículo, el Conse-
jo Nacional Electoral tendrá en cuenta si 
se trata de propuestas del orden nacional, 
departamental, municipal o local.

Parágrafo 2º. Ninguna campaña de reco-
lección de apoyos ciudadanos para los me-
canismos de participación de que trata esta 
Ley, podrá obtener créditos ni recaudar re-
cursos, contribuciones ni donaciones pro-
venientes de personas naturales y jurídicas 
de las que trata el Código de Comercio, 
que superen el diez por ciento (10%) de la 
suma máxima autorizada por el Consejo 
Nacional Electoral para la campaña.
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Art. 13.- Verificación de apoyos. Una vez el 
promotor haga entrega de los formularios 
en los que los ciudadanos suscribieron su 
apoyo a la propuesta, la Registraduría del 
Estado Civil procederá a verificar los apo-
yos.

Serán causales para la anulación de 
apoyos ciudadanos consignados en los for-
mularios:

a) Si una persona consignó su apoyo en 
más de una oportunidad, se anularán todos 
sus apoyos excepto el que tenga la fecha 
más reciente;

b) Fecha, nombre o número de las cé-
dulas de ciudadanía, ilegibles o no identi-
ficables;

c) Firma con datos incompletos, falsos 
o erróneos;

d) Firmas de la misma mano;
e) Firma no manuscrita.
Parágrafo. Cuando se realicen propues-

tas sobre mecanismos de participación ciu-
dadana en el ámbito de las entidades terri-
toriales o de las comunas, corregimientos 
o localidades, solo podrán consignar su 
apoyo a la propuesta quienes hagan parte 
del censo electoral de la respectiva entidad 
territorial, comuna, corregimiento o loca-
lidad vigente al momento de haberse pre-
sentado la iniciativa de participación.

Art. 14.- Plazo para la verificación de apo-
yos ciudadanos a una propuesta de mecanismos de 
participación ciudadana. La Registraduría del 
Estado Civil deberá realizar la verificación 
de la que trata el artículo anterior en un pla-
zo máximo de cuarenta y cinco (45) días 
calendario. El Consejo Nacional Electoral, 
dentro del término de seis meses contados 
a partir de la vigencia de la presente Ley, 
deberá expedir el acto administrativo que 
señale el procedimiento que deba seguirse 
para la verificación de la autenticidad de los 
apoyos.

Parágrafo. En el proceso de verificación 
de apoyos solo se podrán adoptar técnicas 

de muestreo en los distritos, municipios de 
categoría especial y categoría uno.

Art. 15.- Certificación. Vencido el térmi-
no de verificación del que trata el artículo 
anterior y hechas las verificaciones de ley, 
el respectivo Registrador del Estado Civil 
certificará el número total de respaldos 
consignados, el número de apoyos válidos 
y nulos y, finalmente, si se ha cumplido o 
no con los requisitos constitucionales y le-
gales exigidos para el apoyo de la propuesta 
de mecanismo de participación democrá-
tica.

Si el número mínimo de firmas requeri-
do no se ha cumplido y aún no ha vencido 
el plazo para su recolección podrá conti-
nuarse con el proceso por el período que 
falte por un mes más, con previo aviso a 
la respectiva Registraduría del Estado Civil. 
Vencida la prórroga, el promotor deberá 
presentar nuevamente a la Registraduría 
los formularios diligenciados para su veri-
ficación.

Parágrafo. El Registrador del Estado Ci-
vil correspondiente no podrá certificar el 
cumplimiento de los requisitos constitu-
cionales y legales cuando el promotor no 
haya entregado los estados contables den-
tro del plazo contemplado en esta Ley o 
cuando los estados contables reflejen que 
la campaña excedió los topes individuales 
y generales de financiamiento permitidos 
por el Consejo Nacional Electoral.

Art. 16.- Desistimiento. El comité pro-
motor podrá desistir de la propuesta sobre 
mecanismos de participación ciudadana 
antes del vencimiento del plazo para la 
recolección de los apoyos. Esta decisión 
debe ser presentada por escrito y motivada 
al registrador correspondiente, junto con 
todos los apoyos recolectados hasta el mo-
mento.

Dentro de los cuarenta y cinco días si-
guientes a la presentación del desistimien-
to, la Registraduría efectuará el conteo, 
hará público el número de firmas recogi-
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das y señalará el plazo para que un nuevo 
comité de promotores, cumpliendo todos 
los requisitos, se inscriba y recoja el núme-
ro de apoyos requerido para tal efecto y 
continuar con el procedimiento respectivo. 
Para completar el número de apoyos ciuda-
danos faltantes a la fecha, el nuevo comité 
promotor dispondrá de lo que restaba del 
plazo, contado a partir del momento en 
que se haya registrado el desistimiento.

Art. 17.- Conservación de los formularios. 
Una vez que la Registraduría correspon-
diente haya expedido la certificación sobre 
la verificación de los apoyos recolectados, 
procederá a conservar digitalmente los for-
mularios.

Art. 18.- Materias que pueden ser objeto de 
iniciativa popular legislativa y normativa, referen-
do o consulta popular. Solo pueden ser materia 
de iniciativa popular legislativa y normati-
va, consulta popular o referendo ante las 
corporaciones públicas, aquellas que sean 
de la competencia de la respectiva corpora-
ción o entidad territorial.

No se podrán presentar iniciativas po-
pulares legislativas y normativas o consultas 
populares ante el Congreso, las asambleas, 
los concejos o las juntas administradoras 
locales, sobre las siguientes materias:

a) Las que sean de iniciativa exclusiva 
del Gobierno, de los gobernadores o de los 
alcaldes;

b) Presupuestales, fiscales o tributarias;
c) Relaciones internacionales;
d) Concesión de amnistías o indultos;
e) Preservación y restablecimiento del 

orden público.
Art. 19.- Trámite ante las corporaciones pú-

blicas de las Propuestas de Referendo, Iniciativa 
legal o normativa de Origen Popular, o Consulta 
Popular de Origen Ciudadano. Cuando se haya 
expedido la certificación que trata la pre-
sente Ley, la Registraduría correspondiente 
enviará a la entidad competente el articula-
do, la exposición de motivos del referendo, 
o de iniciativa legislativa y normativa de 

origen popular, o de consulta popular de 
origen ciudadano.

El nombre de la iniciativa, el de sus 
promotores y voceros, así como el texto 
del proyecto de articulado y su exposición 
de motivos, deberán ser divulgados en la 
publicación oficial de la correspondiente 
corporación.

Parágrafo 1º.- En las entidades territo-
riales, cuando un referendo de origen po-
pular, aprobatorio de un proyecto de orde-
nanza, acuerdo o resolución local, obtenga 
un número de apoyos ciudadanos superior 
al veinte por ciento (20%) del respectivo 
censo electoral, deberá procederse a su rea-
lización, previo concepto de constitucio-
nalidad según el artículo 21 de la presente 
Ley, y no requerirá ningún trámite ante la 
corporación de elección popular corres-
pondiente.

Parágrafo 2º.- Cuando para continuar 
con el proceso de una iniciativa de parti-
cipación ciudadana se requiera del trámite 
previo ante una corporación pública de 
elección popular, y esta deba darle trámi-
te mediante proyecto de ley, ordenanza, 
acuerdo o resolución de Junta Administra-
dora Local y pueda generarse el archivo de 
la misma por vencimiento de la legislatura, 
la corporación respectiva, deberá darle cur-
so a la iniciativa en la siguiente legislatura, 
dentro de los cinco primeros días del inicio 
de la misma.

CAPÍTULO II
DEL TRÁMITE EN CORPORA-

CIONES PÚBLICAS Y REVISIÓN DE  
CONSTITUCIONALIDAD

Art. 20.- Trámite de las propuestas sobre me-
canismos de participación ciudadana. Las reglas 
que rigen el trámite en corporaciones pú-
blicas de cada mecanismo de participación 

ciudadana son las siguientes:
a) Referendo. A iniciativa del Gobierno 

o de la ciudadanía, de acuerdo a los requi-
sitos fijados en la Constitución y la ley, el 
Congreso, mediante ley que requiere la 
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aprobación de la mayoría de los miembros 
de ambas Cámaras, podrá someter a refe-
rendo un proyecto de reforma constitucio-
nal o de ley. La ley que sea aprobada por el 
Congreso deberá incorporar el texto que se 
somete a referendo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el pa-
rágrafo del artículo 19 de la presente Ley, 
a iniciativa de los gobiernos departamen-
tal, distrital, municipal o local o de la ciu-
dadanía, las asambleas departamentales, 
los concejos municipales y distritales, las 
Juntas Administradoras Locales mediante 
ordenanzas, acuerdos o resoluciones que 
incorporen el texto que se propone para 
referendo, podrán someter a consideración 
del pueblo un proyecto de norma;

b) Iniciativa Legislativa y normativa. La 
iniciativa popular legislativa o normati-
va será estudiada de conformidad con lo 
establecido en el reglamento de la corpo-
ración respectiva y se aplicarán las dispo-
siciones establecidas en el artículo 163 de 
la Constitución Política para los proyectos 
que hayan sido objeto de manifestación de 
urgencia.

En el caso de iniciativas legislativas, los 
términos serán improrrogables y su estu-
dio será prioritario en el orden del día. En 
el caso en que la iniciativa sea negada en 
comisión, podrá ser apelada por el comité 
promotor en los términos del reglamento 
interno del Congreso de la República ante 
la plenaria respectiva.

En el caso de iniciativas normativas, los 
términos serán improrrogables y su estu-
dio será prioritario en el orden del día. En 
el caso en que la iniciativa sea negada en 
comisión, podrá ser apelada por el comité 
promotor en los términos del reglamento 
interno de la respectiva corporación ante 
la plenaria;

c) Plebiscito. El Congreso de la Repú-
blica deberá pronunciarse sobre la con-
veniencia de la convocatoria a plebiscito. 
Cuando dentro del mes siguiente a la fecha 

en la que el Presidente de la República haya 
informado sobre su decisión de realizar un 
plebiscito, ninguna de las dos cámaras por 
la mayoría simple haya manifestado su re-
chazo, el Presidente podrá convocarlo. En 
ningún caso podrá versar sobre la duración 
del mandato presidencial ni podrá modifi-
car la Constitución Política;

d) Consultas Populares. El Senado de la 
República, se pronunciará sobre la con-
veniencia de la convocatoria a consultas 
populares nacionales. Lo anterior sin per-
juicio de lo establecido en el parágrafo del 
artículo 9° de la presente Ley.

Las asambleas, los concejos o las Juntas 
Administradoras Locales, según se trate, se 
pronunciarán sobre la conveniencia de las 
consultas populares de iniciativa guberna-
mental en las respectivas entidades territo-
riales;

e) Ley de Convocatoria a Asamblea Consti-
tuyente. El Congreso de la República, en los 
términos del artículo 376 de la Constitu-
ción, mediante ley de la República aproba-
da por la mayoría de los miembros de una 
y otra Cámara podrá consultar al pueblo la 
convocatoria a una asamblea constituyente 
para reformar la Constitución.

Además de la convocatoria de la Asam-
blea Constituyente, la ley deberá definir el 
número de delegatarios, el sistema para 
elegirlos, la competencia de la Asamblea, la 
fecha de su iniciación y su período.

Parágrafo 1°.- Ninguna corporación pú-
blica podrá introducir modificaciones al 
proyecto de referendo de acto legislativo 
o de ley, ordenanza, acuerdo o resolución 
local de iniciativa popular que sustituyan el 
sentido original de la iniciativa o alteren su 
esencia. De presentarse cambios de forma, 
en cada uno de los respectivos debates, el 
vocero del Comité Promotor manifestará 
que los cambios introducidos no sustitu-
yen el sentido original de la iniciativa.

Parágrafo 2°.- Quien sea reconocido 
como promotor de los mecanismos de par-
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ticipación ciudadana, cuyo propósito sea el 
de derogar, modificar o crear una norma 
o una ley, deberá ser convocado a todas 
las sesiones en que se tramite el proyecto 
y tendrá en ellas los mismos derechos, sal-
vo el del voto, que la ley o el reglamento 
confiere a los miembros de la respectiva 
corporación.

Art. 21.- Revisión previa de constitucionali-
dad. No se podrán promover mecanismos 
de participación democrática sobre iniciati-
vas inconstitucionales. Para tal efecto:

a) La Corte Constitucional revisará pre-
viamente el texto que se somete a referen-
do constitucional y el texto que se somete 
a consulta popular para la convocatoria a 
una Asamblea Constituyente;

b) Los tribunales de la jurisdicción de 
lo contencioso-administrativo competen-
tes se pronunciarán sobre la constitucio-
nalidad del mecanismo de participación 
democrática a realizarse.

Todo proceso de revisión previa de 
constitucionalidad de convocatorias a me-
canismos de participación democrática de-
berá permitir un período de fijación en lista 
de diez días, para que cualquier ciudadano 
impugne o coadyuve la constitucionalidad 
de la propuesta y el Ministerio Público rin-
da su concepto.

TÍTULO III
DE LOS MECANISMOS DE 

PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN 
CORPORACIONES PÚBLICAS

CAPÍTULO I
DEL CABILDO ABIERTO

Art. 22.- Cabildo Abierto. En cada perío-
do de sesiones ordinarias de las asambleas 
departamentales, los concejos municipales 
o distritales, o de las Juntas Administra-
doras Locales, podrán celebrarse cabildos 
abiertos en los que, por iniciativa de un 
número no inferior al cinco por mil de 
los ciudadanos del censo electoral del res-
pectivo departamento, municipio, distrito, 

localidad o comuna, se considerarán los 
asuntos que los residentes soliciten sean 
estudiados, siempre ,y cuando sean de 
competencia de la respectiva corporación. 
Es obligación del alcalde o gobernador, 
según sea el caso, asistir al cabildo abierto.

Art. 23.- Materias del cabildo abierto. Po-
drán ser materias del cabildo abierto cual-
quier asunto de interés para la comunidad. 
En caso de que la comunidad cite al gober-
nador o alcalde respectivo deberá adjuntar 
a las firmas el cuestionario que formulará 
al funcionario, el cual debe ser remitido por 
el presidente de la corporación, con míni-
mo cinco (5) días de antelación a la cele-
bración del cabildo. El cuestionario deberá 
versar únicamente sobre asuntos de com-
petencia del funcionario citado.

Parágrafo.- A través del Cabildo Abierto 
no se podrán presentar iniciativas de orde-
nanza, acuerdo o resolución local.

Art. 24.- Prelación. En los cabildos 
abiertos se tratarán los temas en el orden 
en que fueron presentados ante la respec-
tiva secretaría. En todo caso el Cabildo 
Abierto deberá celebrarse a más tardar un 
mes después de la radicación de la petición.

Parágrafo. Si la petición fue radicada 
cuando la respectiva corporación no se en-
contraba en sesiones ordinarias, el cabildo 
deberá realizarse en el siguiente período de 
sesiones ordinarias.

Art. 25.- Difusión del cabildo. Las asam-
bleas departamentales, los concejos mu-
nicipales o distritales, o las Juntas Admi-
nistradoras Locales, dispondrán la amplia 
difusión de la fecha, el lugar y de los temas 
que serán objeto del cabildo abierto. Para 
ello, antes de la fecha de vencimiento para 
la fecha de inscripción de los participantes 
ordenarán la publicación de dos convoca-
torias en un medio de comunicación de 
amplia circulación y cuando fuere posible, 
a través de las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, con diferencia 
no menor de diez (10) días entre una y otra.
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Art. 26.- Asistencia y vocería. A los ca-
bildos abiertos podrán asistir todas las 
personas que tengan interés en el asunto. 
Además del vocero podrán intervenir, por 
la misma duración a la que tienen derecho 
por reglamento los respectivos miembros 
de la corporación, quienes se inscriban a 
más tardar tres (3) días antes de la realiza-
ción del cabildo en la secretaría respectiva, 
presentando para ello un resumen escrito 
de su intervención.

Luego de las intervenciones de la co-
munidad, el gobernador o alcalde respec-
tivo, dará respuesta a sus inquietudes. Una 
vez surtido este trámite, los miembros de 
la corporación podrán hacer uso de la pa-
labra en los términos que establece el re-
glamento.

Parágrafo. Cuando los medios tecnológi-
cos lo permitan, los cabildos abiertos serán 
transmitidos en directo a través de Internet 
o a través de los mecanismos que estime 
conveniente la mesa directiva de la corpo-
ración respectiva.

Art. 27.- Citación a funcionarios de la ad-
ministración. Por solicitud ciudadana deri-
vada de la convocatoria al cabildo abierto 
conforme a esta Ley, podrá citarse a fun-
cionarios departamentales, municipales, 
distritales o locales, con cinco (5) días de 
anticipación, para que concurran al cabil-
do y para que respondan, oralmente o por 
escrito, sobre hechos relacionados con el 
tema del cabildo. La desatención a la ci-
tación sin justa causa, será causal de mala 
conducta.

Art. 28.- Obligatoriedad de la respuesta. 
Una semana después de la realización del 
cabildo se realizará una sesión a la cual se-
rán invitados todos los que participaron en 
él, en la cual se expondrán las respuestas 
razonadas a los planteamientos y solicitu-
des presentadas por los ciudadanos, por 
parte del mandatario y de la corporación 
respectiva, según sea el caso.

Cuando se trate de un asunto relacio-
nado con inversiones públicas municipales, 
distritales o locales, la respuesta deberá se-
ñalar el orden de prioridad de las mismas 
dentro del presupuesto y los planes corres-
pondientes.

Si las respuestas dadas por los funcio-
narios incluyen compromisos decisorios, 
estos serán obligatorios y las autoridades 
deberán proceder a su ejecución, previo 
cumplimiento de las normas constitucio-
nales y legales.

Art. 29.- Sesiones fuera de la sede. Cuan-
do se trate de asuntos que afecten espe-
cíficamente a un municipio, localidad, 
corregimiento o comuna, la sesión de la 
corporación pública correspondiente po-
drá realizarse en el sitio en que la mesa di-
rectiva y el vocero estimen conveniente de 
manera concertada.

Art. 30.- Registro de los Cabildos Abiertos. 
La Secretaría General de cada corporación 
pública deberá llevar un registro de cada 
cabildo abierto, los temas que se aborda-
ron, los participantes, las memorias del 
evento y la respuesta de la corporación res-
pectiva. Copia de este registro se enviará 
al Consejo Nacional de Participación y al 
Consejo Nacional Electoral.

CAPÍTULO II
CONVOCATORIA Y CAMPAÑA DE 
MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN

 CIUDADANA
Art. 31.- Requisitos especiales previos al trá-

mite. Antes de iniciar el trámite ante cor-
poraciones públicas de cada mecanismo de 
participación ciudadana se requiere.

a) Para el plebiscito. El Presidente de la 
República, con la firma de todos los mi-
nistros, deberá informar inmediatamente 
al Congreso de la República su decisión 
de convocar un plebiscito, las razones para 
hacerlo y la fecha en que se llevará a cabo 
la votación, la cual no podrá coincidir con 
otra elección;
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b) Para la Consulta popular nacional. El 
Presidente de la República, con la firma de 
todos los ministros y previo concepto fa-
vorable del Senado de la República, podrá 
consultar al pueblo una decisión de tras-
cendencia nacional. Los ciudadanos po-
drán convocar una consulta popular con 
el cinco (5%) de apoyos de los ciudadanos 
que conforman el censo electoral nacional;

c) Para la Consulta popular a nivel depar-
tamental, distrital, municipal y local de iniciativa 
gubernamental. Los gobernadores y alcaldes, 
con la firma de los secretarios de despa-
cho, podrán convocar consultas para que 
el pueblo decida sobre asuntos departa-
mentales, municipales, distritales o locales. 
El diez por ciento (10%) de los ciudadanos 
que conforman el censo electoral del res-
pectivo departamento, municipio o distri-
to, podrá solicitar que se consulte al pueblo 
un asunto de interés de la comunidad;

d) Los referendos de iniciativa guber-
namental requieren de la firma del presi-
dente de la República y sus ministros, los 
gobernadores y sus secretarios de despa-
cho y los alcaldes y sus secretarios de des-
pacho, según corresponda.

Art. 32.- Conceptos previos. Para con-
vocar y llevar a cabo un plebiscito o una 
consulta popular nacional se requiere el 
concepto previo de la corporación pública 
correspondiente.

En el término de un mes, contado a 
partir del cumplimiento del requisito pre-
vio del que trata el artículo anterior de la 
presente Ley, el Congreso de la República 
o el Senado de la República, respectiva-
mente, deberá pronunciarse sobre la con-
veniencia de la convocatoria a plebiscito o 
a Consulta Popular Nacional.

Sin perjuicio de lo establecido en el pa-
rágrafo del artículo 9° de la presente Ley, 
en un término de veinte (20) días, contado 
a partir del cumplimiento del requisito pre-
vio del que trata el artículo 20 de la pre-
sente Ley, la corporación pública corres-

pondiente emitirá su concepto respecto 
de la convocatoria a Consulta Popular De-
partamental, Distrital, Municipal o Local. 
La Corporación Pública correspondiente 
podrá, por la mayoría simple, rechazarla o 
apoyarla.

Art. 33.- Decreto de Convocatoria. Dentro 
de los 8 días siguientes a la notificación del 
pronunciamiento de la Corte Constitucio-
nal o el Tribunal de lo Contencioso-Ad-
ministrativo correspondiente; de la certi-
ficación del Registrador del cumplimiento 
de los requisitos para la revocatoria del 
mandato; del Concepto de la corporación 
pública de elección popular para el plebis-
cito y la consulta popular, el Presidente de 
la República, el Gobernador o el Alcalde, 
según corresponda, fijará fecha en la que 
se llevará a cabo la jornada de votación del 
mecanismo de participación ciudadana co-
rrespondiente y adoptará las demás dispo-
siciones necesarias para su ejecución.

a) El referendo deberá realizarse dentro 
de los seis meses siguientes al pronuncia-
miento de la Corte Constitucional o Tribu-
nal de lo Contencioso Administrativo de 
que trata el artículo 22 de la presente Ley. 
No podrá acumularse la votación de más 
de tres referendos para la misma fecha ni 
podrá acumularse la votación de referen-
dos constitucionales con otros actos elec-
torales. Cuando se inscriba más de una pro-
puesta de referendo sobre el mismo tema 
y obtenga el número de apoyos requeridos, 
el votante podrá decidir sobre cualquiera 
de ellos, evento en el cual la autoridad elec-
toral pondrá a su disposición cada una de 
las iniciativas en forma separada;

b) La revocatoria del mandato deberá 
realizarse dentro de un término no supe-
rior a dos meses, contados a partir de la 
certificación expedida por la Registraduría;

c) La Consulta Popular se realizará den-
tro de los tres meses siguientes a la fecha 
del concepto previo de la corporación pú-
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blica respectiva o del vencimiento del plazo 
indicado para ello;

d) El plebiscito se realizará en un tér-
mino máximo de cuatro meses contados a 
partir de la fecha en que el Congreso reciba 
el informe del Presidente;

e) La Consulta Popular para convocar 
una Asamblea Constituyente deberá reali-
zarse entre los dos y los seis meses a partir 
del pronunciamiento de la Corte Constitu-
cional.

Parágrafo. Cuando aplique, la elección 
de dignatarios a la Asamblea Constituyen-
te deberá realizarse entre los dos y los seis 
meses a partir de la fecha de promulgación 
de los resultados de la Consulta Popular 
por parte del Consejo Nacional Electoral.

Art. 34.- Campañas sobre los mecanismos 
de participación ciudadana. Desde la fecha en 
la que la autoridad competente determi-
ne, mediante decreto, cuando se realizará 
la votación sobre un mecanismo de parti-
cipación ciudadana hasta el día anterior a 
la realización del mismo, se podrán desa-
rrollar campañas a favor, en contra y por 
la abstención a cada mecanismo, cuando 
aplique.

Parágrafo. El Gobierno, los partidos y 
movimientos políticos y las organizaciones 
sociales que deseen hacer campaña a favor, 
en contra o por la abstención de algún me-
canismo de participación ciudadana debe-
rán notificar su intención ante el Consejo 
Nacional Electoral en un término no supe-
rior a 15 días contados a partir de la fecha 
en la que se publique el decreto de convo-
catoria de que trata el artículo anterior.

Toda organización política o social que 
haya notificado al Consejo Nacional Elec-
toral su intención de hacer campaña a fa-
vor, en contra o por la abstención a algún 
mecanismo de participación ciudadana 
podrá acceder, en condiciones de equi-
dad, a los medios de comunicación social 
del Estado para exponer sus posturas res-
pecto de la convocatoria, sin perjuicio de 

aquellas campañas que decidan promover 
el mecanismo de participación por medios 
diferentes a los de comunicación social del 
Estado.

Art. 35.- Límites en la financiación de las 
campañas. El Consejo Nacional Electoral fi-
jará anualmente la suma máxima de dinero 
que se podrá destinar al desarrollo de una 
campaña a favor, en contra o por la absten-
ción de mecanismos de participación ciu-
dadana y la suma máxima de los aportes de 
cada ciudadano u organización, de acuerdo 
con las reglas establecidas en el artículo 12 
de esta Ley. Asimismo podrá investigar las 
denuncias que sobre incumplimiento de 
dichas normas se presenten.

CAPÍTULO III
VOTACIÓN SOBRE LOS MECANISMOS  
DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA
Art. 36.- Mecanismos de participación ciu-

dadana que requieren votación popular. Luego 
de cumplir con los requisitos y el proce-
dimiento establecido en la presente Ley, 
para el Referendo, el Plebiscito, la Consulta 
Popular y la Revocatoria de Mandato, se 
procederá a la votación popular.

Art. 37.- Contenido de la Tarjeta Electoral 
o del mecanismo electrónico de votación. La tar-
jeta electoral o el mecanismo electrónico 
de votación que se emplee para los meca-
nismos de participación ciudadana deberá 
garantizar que se presente a los ciudadanos 
la posibilidad de manifestar libremente su 
decisión sobre la respectiva pregunta del 
plebiscito, referendo, revocatoria del man-
dato o consulta popular.

Art. 38.- Reglas especiales de la tarjeta elec-
toral o del mecanismo electrónico de votación según 
mecanismo de participación. Además de lo con-
templado en el artículo anterior, se deben 
tener en cuenta para la tarjeta electoral o 
el mecanismo  electrónico de votación de 
cada iniciativa de participación ciudadana 
los siguientes requisitos:
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a) Cuando aplique para el referendo y 
este se refiera a un solo tema se contará 
con una casilla para el voto en bloque;

b) No podrán ser objeto de consulta 
popular o plebiscito proyectos de articula-
do y las preguntas que se formulen al pue-
blo estarán redactadas en forma clara, de 
tal manera que puedan contestarse con un 
sí o un no;

c) La tarjeta electoral o el mecanismo 
electrónico de votación para la consulta so-
bre la convocatoria a una asamblea consti-
tuyente deberá ser diseñado de tal forma 
que los electores puedan votar con un sí 
o un no la convocatoria y, separadamen-
te, los temas que serán competencia de la 
Asamblea.

Art. 39.- Remisión. Las reglas sobre 
publicidad, encuestas, escrutinios y re-
clamaciones vigentes en la normatividad 
electoral aplicarán a los mecanismos de 
participación ciudadana que requieren de 
votación popular.

Art. 40.- Suspensión de la votación. Du-
rante los estados de conmoción interior, 
guerra exterior o emergencia económica, 
el Presidente de la República con la firma 
de todos sus ministros mediante decreto, 
podrá suspender la realización de la vo-
tación de un mecanismo de participación 
ciudadana.

Dentro de los tres (3) días siguientes a 
la expedición del decreto, el Presidente de 
la República, presentará un informe mo-
tivado al Congreso, sobre las razones que 
determinaron la suspensión.

El Gobierno enviará a la Corte Consti-
tucional, al día siguiente de su expedición, 
el decreto legislativo de suspensión para 
que esta decida, a más tardar dentro de los 
veinte (20) días siguientes, sobre su consti-
tucionalidad. Si el Gobierno no cumpliere 
con el deber de enviarlo, la Corte Consti-
tucional aprehenderá de oficio y en forma 
inmediata su conocimiento.

Parágrafo. Dos meses después de haber-
se levantado el estado de conmoción, de-

berá realizarse la votación del mecanismo 
de participación ciudadana que había sido 
aplazada, conforme al presente artículo.

CAPÍTULO IV 
ADOPCIÓN DE LA DECISIÓN

Art. 41.- Carácter de la decisión y requisitos. 
La decisión del pueblo será obligatoria en 
todo mecanismo de participación demo-
crática cuando se cumpla con los siguientes 
requisitos:

a) En el plebiscito que haya participa-
do más del cincuenta por ciento (50%) del 
censo electoral vigente;

b) En el Referendo que el voto afirma-
tivo de más de la mitad de los sufragantes y 
que el número de estos exceda de la cuarta 
parte del total de ciudadanos que integran 
el censo electoral;

c) En la Consulta popular que la pre-
gunta sometida al pueblo haya obtenido el 
voto afirmativo de la mitad más uno de los 
sufragios válidos, siempre y cuando haya 
participado no menos de la tercera parte 
de los electores que componen el respecti-
vo censo electoral;

d) Se entiende que el pueblo convoca 
la Asamblea Constituyente, si así lo aprue-
ba, cuando menos, la tercera parte de los 
integrantes del censo electoral. Las reglas 
definidas por el pueblo en la consulta no 
podrán ser variadas posteriormente;

e) En la Revocatoria del Mandato el 
pronunciamiento popular por la mitad más 
uno de los votos ciudadanos que partici-
pen en la respectiva convocatoria, siempre 
que el número de sufragios no sea infe-
rior al cuarenta (40%) de la votación total 
válida registrada el día en que se eligió al 
respectivo mandatario. Si como resultado 
de la votación no se revoca el mandato del 
gobernador o del alcalde, no podrá volver 
a intentarse en lo que resta de su período.

Art. 42.- Consecuencias de la aprobación 
popular de un mecanismo de participación ciuda-
dana que requiere votación. Los mecanismos 
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de participación ciudadana, que habiendo 
cumplido los requisitos contemplados en 
el artículo anterior, hayan sido aprobados 
tienen las siguientes consecuencias:

a) Aprobado un referendo, el Presi-
dente de la República, el gobernador o el 
alcalde, según el caso, sancionará la norma 
y dispondrá su promulgación en el término 
de ocho días contados a partir de la decla-
ración de los resultados por parte de la Re-
gistraduría del Estado Civil correspondien-
te, so pena de incurrir en causal de mala 
conducta.

b) Los actos legislativos, las leyes, las 
ordenanzas, los acuerdos y las resoluciones 
locales, entrarán en vigencia a partir del 
momento de la publicación a menos que 
en la misma se establezca otra fecha.

La publicación deberá hacerse a los 
ocho (8) días siguientes a la aprobación de 
los resultados por la organización electo-
ral en el Diario Oficial o en la publicación 
oficial de la respectiva corporación y, de 
no realizarse, se entenderá surtida una vez 
vencido dicho término, configurándose 
para el funcionario reticente una causal de 
mala conducta;

c) Cuando el pueblo haya adoptado 
una decisión obligatoria en una consulta 
popular, el órgano correspondiente deberá 
adoptar las medidas para hacerla efectiva.

Cuando para ello se requiera una ley, 
una ordenanza, un acuerdo o una resolu-
ción local, la corporación respectiva deberá 
expedirla dentro del mismo período de se-
siones o a más tardar en el período siguien-
te. Si vencido, este plazo el Congreso, la 
asamblea, el concejo o la junta administra-
dora local, no la expidieren, el Presidente 
de la República, el gobernador, el alcalde 
dentro de los quince (15) días siguientes la 
adoptará mediante decreto con fuerza de 
ley, ordenanza, acuerdo o resolución local, 
según el caso. En esta circunstancia el pla-
zo para hacer efectiva la decisión popular 
será de dos meses.

CAPÍTULO V
DE LA REVOCATORIA DEL 

MANDATO
Art. 43.- Notificación. Surtido el trámite 

de verificación de apoyos ciudadanos a la 
propuesta de revocatoria del mandato, el 
registrador correspondiente enviará al Go-
bernador o al Presidente de la República, 
según sea el caso, la certificación de la que 
trata el artículo 15 de esta Ley para que fi-
jen la fecha en la que se celebrará la vota-
ción correspondiente.

Corresponderá al Registrador del Es-
tado Civil respectivo, una vez cumplidos 
los requisitos establecidos para la solicitud 
de revocatoria del mandato, coordinar con 
las autoridades electorales del respectivo 
departamento o municipio, la divulgación, 
promoción y realización de la convocatoria 
para la votación.

Art. 44.- Remoción del cargo. Habiéndose 
realizado la votación y previo informe del 
resultado de los escrutinios por la Regis-
traduría correspondiente, el Registrador 
Nacional del Estado Civil la comunicará 
al Presidente de la República o al goberna-
dor respectivo para que procedan, según el 
caso, a la remoción del cargo del respectivo 
gobernador o alcalde revocado y a designar 
un encargado de conformidad con las nor-
mas vigentes.

Parágrafo. Surtido el trámite establecido 
en el artículo anterior, la revocatoria del 
mandato será de ejecución inmediata.

Art. 45.- Elección del sucesor. Revocado el 
mandato a un gobernador o a un alcalde se 
convocará a elecciones para escoger al su-
cesor, dentro de los 2 meses siguientes a la 
fecha en que el registrador correspondien-
te certificare los resultados de la votación.

Durante el período que transcurra en-
tre la fecha de la revocatoria y la posesión 
del nuevo mandatario, habrá un designado 
en calidad de encargado por el Presidente 
de la República o el gobernador.
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Parágrafo. El encargado o designado por 
el Presidente de la República o el gober-
nador, dará cumplimiento en lo que fuere 
pertinente, al plan de desarrollo en el res-
pectivo período.

CAPÍTULO VI
REGLAS ESPECIALES A LOS 

REFERENDOS
Art. 46.- Decisión posterior sobre normas 

sometidas a referendo. Las normas que hayan 
sido derogadas o aprobadas mediante re-
ferendo no podrán ser objeto de trámite 
dentro de los dos años siguientes.

Cuando se trate de referendos aproba-
torios o derogatorios de carácter nacional 
no podrá solicitarse referendo sobre el 
mismo asunto sino hasta pasados dos años.

Art. 47.- Nombre y encabezamiento de la 
decisión. La decisión adoptada en referendo 
se denominará acto legislativo, ley, orde-
nanza, acuerdo, o resolución local, según 
corresponda a materias de competencia del 
Congreso de la República, de las asambleas 
departamentales o de los concejos munici-
pales, distritales o de las juntas administra-
doras locales, y así se encabezará el texto 
aprobado.

Si se trata de una ley o de un acto le-
gislativo aprobado mediante referendo, el 
encabezamiento deberá ser el siguiente se-
gún el caso:

“El pueblo de Colombia decreta”

TÍTULO IV
DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS

CAPÍTULO I
RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA 

RAMA EJECUTIVA
Art. 48.- Definición rendición de cuentas. 

Por rendición de cuentas se entiende el 
proceso conformado por un conjunto de 
normas, procedimientos, metodologías, es-
tructuras, prácticas y resultados mediante 
los cuales, las entidades de la administra-
ción pública del nivel nacional y territorial 

y los servidores públicos informan, expli-
can y dan a conocer los resultados de su 
gestión a los ciudadanos, la sociedad civil, 
otras entidades públicas y a los organismos 
de control, a partir de la promoción del 
diálogo.

La rendición de cuentas es una ex-
presión de control social que comprende 
acciones de petición de información y ex-
plicaciones, así como la evaluación de la 
gestión. Este proceso tiene como finalidad 
la búsqueda de la transparencia de la ges-
tión de la administración pública y a partir 
de allí lograr la adopción de los principios 
de Buen Gobierno, eficiencia, eficacia, 
transparencia y rendición de cuentas, en la 
cotidianidad del servidor público.

Parágrafo. En todo caso, la Unidad 
Coordinadora de Atención al Ciudadano 
del Congreso de la República dispondrá 
de la información de la gestión de los con-
gresistas de su asistencia a las sesiones de 
comisiones y plenarias, del sentido de sus 
votaciones y de sus iniciativas legislativas y 
de control político presentadas.

Art. 49.- Principios y elementos del proceso de 
Rendición de Cuentas. Los principios básicos 
que rigen la rendición de cuentas de las en-
tidades públicas nacionales y territoriales, 
proceso que se constituye en una actitud 
permanente del servidor público, son: con-
tinuidad y permanencia, apertura y trans-
parencia, y amplia difusión y visibilidad. 
Así mismo, se fundamenta en los elemen-
tos de información, lenguaje comprensible 
al ciudadano, diálogo e incentivos.

Art. 50.- Obligatoriedad de la Rendición de 
cuentas a la ciudadanía. Las autoridades de la 
administración pública nacional y territo-
rial tienen la obligación de rendir cuentas 
ante la ciudadanía para informar y explicar 
la gestión realizada, los resultados de sus 
planes de acción y el avance en la garantía 
de derechos.

La rendición de cuentas incluye accio-
nes para informar oportunamente, en len-
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guaje comprensible a los ciudadanos y para 
establecer comunicación y diálogo partici-
pativo entre las entidades de la rama eje-
cutiva, la ciudadanía y sus organizaciones.

Parágrafo. Las entidades y organismos 
de la Administración Pública tendrán que 
rendir cuentas en forma permanente a la 
ciudadanía, en los términos y condiciones 
previstos en el artículo 78 de la Ley 1474 
de 2011. Se exceptúan las empresas indus-
triales y comerciales del Estado y las Socie-
dades de Economía Mixta que desarrollen 
actividades comerciales en competencia 
con el sector privado, nacional o interna-
cional o en mercados regulados, caso en el 
cual se regirán por las disposiciones legales 
y reglamentarias aplicables a sus activida-
des económicas y comerciales.

Art. 51.- Manual Único y lineamientos para 
el proceso de Rendición de Cuentas. El Gobier-
no Nacional, a través del Departamento 
Administrativo de la Función Pública con 
el apoyo del Departamento Nacional de 
Planeación elaborará el Manual Único de 
Rendición de Cuentas, que se constituirá 
en la guía de obligatoria observancia para 
las entidades públicas en el desarrollo del 
proceso de rendición de cuentas.

Este manual deberá contener los linea-
mientos metodológicos para desarrollar la 
rendición de cuentas en las entidades de 
la Rama Ejecutiva, del orden nacional y 
territorial, así como las recomendaciones 
para las demás ramas del poder público 
y entidades de la Administración Pública. 
Incluye criterios para determinar los temas 
de interés de la ciudadanía, el desarrollo 
sectorial y regional, así como lineamientos 
de información, gobierno abierto y meca-
nismos de participación ciudadana.

Art. 52.- Estrategia de Rendición de Cuen-
tas. Las entidades de la Administración 
Pública nacional y territorial, deberán ela-
borar anualmente una estrategia de Rendi-
ción de Cuentas, cumpliendo con los linea-
mientos del Manual Único de Rendición 

de Cuentas, la cual deberá ser incluida en 
el Plan Anticorrupción y de Atención a los 
Ciudadanos.

La estrategia incluirá instrumentos y 
mecanismos de rendición de cuentas, lo 
lineamientos de Gobierno en Línea, los 
contenidos, la realización de audiencia pú-
blicas, y otras formas permanentes para el 
control social.

Art. 53.- Espacios de diálogo para la Ren-
dición de Cuentas. La autoridades de la Ad-
ministración pública nacional y territorial, 
en la Estrategia de Rendición de Cuentas, 
se comprometerán a realizar y generar es-
pacios y encuentro presenciales, y a com-
plementarlos con espacios virtuales, o a 
través de mecanismos electrónicos, siem-
pre y cuando existan condiciones para ello, 
para la participación ciudadana, tales como 
foros, mesas de trabajo, reuniones zonales, 
ferias de la gestión o audiencias públicas, 
para que los ciudadanos y las organizacio-
nes sociales evalúen la gestión y sus resul-
tados.

Las entidades propenderán por generar 
espacios de difusión masiva, tales como 
espacios en emisoras locales o nacionales 
o espacios televisivos que garanticen u 
adecuado acceso a la información y a los 
informes de gestión de la ciudadanía en 
general.

En el evento en que una entidad no 
adelante dichos espacios, estará en la obli-
gación de realizar audiencias públicas par-
ticipativas, mínimo dos veces al año, con 
los lineamientos que se establecen en los 
siguientes artículos de la presente Ley.

Art. 54.- Rendición de Cuentas de las ins-
tancias de participación. Las instancias de par-
ticipación ciudadana incluidas en esta Ley, 
deberán desarrollar ejercicios de rendición 
de cuentas en por lo menos una sesión de 
trabajo anual, teniendo en cuenta los prin-
cipios y elementos de que trata el artículo 
50 de la presente Ley.
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Art. 55.- Audiencias Públicas Participati-
vas. Las audiencias públicas participativas, 
son un mecanismo de rendición de cuen-
tas, así mismo son un acto público convo-
cado y organizado por las entidades de la 
administración para evaluar la gestión rea-
lizada y sus resultados con la intervención 
de ciudadanos y organizaciones sociales.

En dichas audiencias se dará a conocer 
el informe de rendición de cuentas. Esta 
obligación surge para todo aquel que se 
haya posesionado como director o gerente 
de una entidad del orden nacional, lo mis-
mo que para Alcaldes y Gobernadores.

Los directores o gerentes y los Alcal-
des o Gobernadores deberán establecer 
correctivos que optimicen la gestión y faci-
liten el cumplimiento de las metas del plan 
de desarrollo, asimismo fortalecerán los 
escenarios y mecanismos de información 
que permiten a la comunidad la participa-
ción y el control social permanente.

Art. 56.- Etapas del proceso de los me-
canismos de rendición pública de cuentas. 
El manual único de que trata el artículo 51 
de la presente Ley contendrá:

a) Aprestamiento;
b) Capacitación;
c) Publicación de información;
d) Convocatoria y evento;
e) Seguimiento;
f) Respuestas escritas y en el término 

quince días a las preguntas de los ciudada-
nos formuladas en el marco del proceso 
de rendición de cuentas y publicación en 
la página web o en los medios de difusión 
oficiales de las entidades.

Cada una de estas etapas debe ser desa-
rrollada en el Manual único de Rendición 
de Cuentas por el director o gerente de la 
entidad del orden nacional, el Alcalde o 
Gobernador.

Art. 57.- Respuesta a los informes de rendi-
ción de cuentas. El Congreso de la República 
tendrá un mes de plazo para evaluar, dicta-
minar y responder a los informes anuales 

de rendición de cuentas que presente el 
gobierno a través de sus ministerios. Las 
mesas directivas de las cámaras confiarán 
su estudio a las respectivas comisiones 
constitucionales o legales, o a una comi-
sión accidental.

Parágrafo. Los concejos municipales y 
distritales, las asambleas departamentales 
y las Juntas Administradoras Locales, tam-
bién tendrán un mes de plazo para evaluar, 
dictaminar y responder a los informes 
anuales de rendición de cuentas que pre-
senten los alcaldes municipales, distritales, 
locales y los gobernadores al respectivo 
cuerpo colegiado que le corresponda la 
evaluación.

CAPÍTULO II
RENDICIÓN DE CUENTAS DE LAS 

JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES, 
LOS CONCEJOS MUNICIPALES 

Y LAS ASAMBLEAS 
DEPARTAMENTALES.

Art. 58.- Plan de Acción de Rendición de 
Cuentas de las Juntas Administradoras Locales, 
los Concejos y de las Asambleas. Las Corpora-
ciones Públicas del orden territorial debe-
rán elaborar anualmente un Plan de Acción 
de Rendición de Cuentas, cumpliendo con 
los lineamientos del Manual Único de Ren-
dición de Cuentas, que deberá ser publica-
do con observancia de lo consagrado en la 
presente Ley.

Art. 59.- Informes de gestión y Rendición de 
cuentas de las Juntas Administradoras Locales, los 
Concejos y de las Asambleas. Los presidentes 
de las Juntas Administradoras Locales, de 
los Concejos y de las Asambleas y de sus 
comisiones permanentes, elaborarán un 
informe de rendición de cuentas del des-
empeño de la respectiva célula, mínimo, 
una vez al año dentro de los tres primeros 
meses a partir del segundo año.

Los informes correspondientes que-
darán a disposición del público de manera 
permanente en la página web y en las ofici-
nas de archivo de la Junta Administradora 
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Local, Concejo o de la Asamblea y en la 
correspondiente Secretaría General.

Los informes de rendición de cuen-
tas de las Juntas Administradoras Loca-
les, los Concejos y de las Asambleas y de 
sus comisiones permanentes contendrán 
como mínimo una relación de las propo-
siciones presentadas, negadas, aprobadas 
y pendientes; un inventario de los debates 
adelantados y de los proyectos de acuerdo 
presentados, negados, aprobados y pen-
dientes; y un informe tanto de los aspec-
tos administrativos, financieros, laborales y 
contractuales correspondientes, así como 
de los asuntos que estando pendientes re-
quieren continuidad en su trámite.

TÍTULO V
DEL CONTROL SOCIAL A LO 

PÚBLICO

CAPÍTULO I
DEL CONTROL SOCIAL A LO 

PÚBLICO
Art. 60.- Control Social a lo público. El 

control social es el derecho y el deber de 
los ciudadanos a participar de manera indi-
vidual o a través de sus organizaciones, re-
des sociales e instituciones, en la vigilancia 
de la gestión pública y sus resultados.

Quienes ejerzan control social podrán 
realizar alianzas con Organizaciones No 
Gubernamentales, fundaciones, univer-
sidades, gremios empresariales, medios 
de comunicación y entidades afines para 
fortalecer su ejercicio, darle continuidad y 
obtener apoyo financiero, operativo y lo-
gístico.

De igual manera, podrán coordinar su 
labor con otras instancias de participación 
a fin de intercambiar experiencias y siste-
mas de información, definir estrategias 
conjuntas de actuación y constituir grupos 
de apoyo especializado en aspectos jurídi-
cos, administrativos, y financieros.

Parágrafo. Los estudiantes de secunda-
ria de último grado, universitarios, carreras 

técnicas o tecnológicas, para optar por el 
respectivo título, podrán, opcionalmente 
desarrollar sus prácticas, pasantías o traba-
jo social, con las organizaciones de la so-
ciedad civil que realicen control social. De 
igual forma, podrán adelantar sus prácticas 
con las organizaciones de control social 
quienes aspiren a ser auxiliares de la jus-
ticia.

Art. 61.- Objeto del Control Social. El con-
trol social tiene por objeto el seguimiento 
y evaluación de las políticas públicas y a la 
gestión desarrollada por las autoridades 
públicas y por los particulares que ejerzan 
funciones públicas. La ciudadanía, de ma-
nera individual o por intermedio de orga-
nizaciones constituidas para tal fin, podrá 
desarrollar el control social a las políticas 
públicas y a la equitativa, eficaz, eficiente 
y transparente prestación de los servicios 
públicos de acuerdo con lo establecido en 
la regulación aplicable y correcta utiliza-
ción de los recursos y bienes públicos.

En materia de servicios públicos domi-
ciliarios el control social se sujetará al régi-
men contenido en la Ley 142 de 1994 y las 
normas que la complementen, adicionen 
y/o modifiquen.

Art. 62.- Alcance del Control Social. Quien 
desarrolle control social podrá:

a) Solicitar la información pública que 
se requiera para el desarrollo de su labor, 
en los términos del Código de Procedi-
miento Administrativo y de lo Contencio-
so Administrativo;

b) Presentar observaciones de la labor 
desarrollada al ente encargado de la políti-
ca pública;

c) Presentar peticiones, denuncias, que-
jas y reclamos ante las autoridades compe-
tentes.

d) Presentar acciones populares en los 
términos de la Ley 472 de 1998;

e) Presentar acciones de cumplimiento 
en los términos de la Ley 393 de 1997;
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f) Presentar Acciones de Tutela en los 
términos del Decreto número 2591 de 
1991;

g) Participar en Audiencias Públicas 
ante los entes que las convoquen;

h) Hacer uso de los recursos y acciones 
legales que se requieran para el desarrollo 
del control social.

Art. 63.- Modalidades de Control Social. 
Se puede desarrollar el control social a 
través de veedurías ciudadanas, las Juntas 
de vigilancia, los Comités de Desarrollo y 
Control Social de los Servicios Públicos 
Domiciliarios, las auditorías ciudadanas y 
las instancias de participación ciudadana, 
en los términos de las leyes que las regu-
lan, y a través del ejercicio de los derechos 
constitucionales dirigidos a hacer control a 
la gestión pública y sus resultados. En ma-
teria de servicios públicos domiciliarios, el 
control social se sujetará a las normas es-
peciales contenidas en la Ley 142 de 1994.

Art. 64.- Objetivos del Control Social. Son 
objetivos del control social de la gestión 
pública y sus resultados:

a) Fortalecer la cultura de lo público en 
el ciudadano;

b) Contribuir a mejorar la gestión pú-
blica desde el punto de vista de su eficien-
cia, su eficacia y su transparencia;

c) Prevenir los riesgos y los hechos de 
corrupción en la gestión pública, en parti-
cular los relacionados con el manejo de los 
recursos públicos;

d) Fortalecer la participación ciudadana 
para que esta contribuya a que las autori-
dades hagan un manejo transparente y efi-
ciente de los asuntos públicos;

e) Apoyar y complementar la labor de 
los organismos de control en la realización 
de sus funciones legales y constitucionales;

f) Propender por el cumplimiento de 
los principios constitucionales que rigen la 
función pública;

g) Promover el liderazgo y la participa-
ción con miras a democratizar la gestión 
pública;

h) Poner en evidencia las fallas en la 
gestión pública por parte de agentes esta-
tales y no estatales, y formular propuestas 
para mejorarla;

i) Contribuir a la garantía y al restableci-
miento de los derechos sociales, económi-
cos y culturales.

Art. 65.- Aspectos de la Gestión Pública que 
pueden ser sujetos al control social. Salvo los as-
pectos que sean reservados, todos los nive-
les de la administración pública pueden ser 
objeto de vigilancia ciudadana.

En particular, todo contrato que ce-
lebren las instituciones del Estado estará 
sujeto a la vigilancia por parte de las per-
sonas, entidades y organizaciones que 
quieran hacerlo, de conformidad con la 
normatividad vigente en la materia. En tal 
sentido, las entidades del Estado y las enti-
dades privadas que presten servicios públi-
cos domiciliarios o realicen proyectos con 
recursos públicos deberán garantizar el 
ejercicio del derecho al control social. Para 
tal efecto, deberán entregar información 
relacionada con la prestación del servicio 
público domiciliario, el proyecto o el uso 
de los recursos públicos y de acuerdo con 
los objetivos perseguidos por el control 
social correspondiente, según sea el caso a 
los agentes de control para el ejercicio de 
su función y brindar las condiciones y las 
garantías necesarias a los ciudadanos, las 
organizaciones y redes para que puedan 
ejercer ese derecho.

Los representantes legales de las enti-
dades públicas o privadas encargadas de la 
ejecución de un programa, proyecto, con-
trato o del cumplimiento de un servicio 
público domiciliario a nivel nacional, de-
partamental o municipal deberán, por ini-
ciativa propia o a solicitud de un ciudadano 
o de una organización civil informar a los 
ciudadanos y a las organizaciones civiles a 
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través de un medio de amplia difusión en el 
respectivo nivel territorial, para que en caso 
de querer hacerlo realicen el control social 
correspondiente.

Art. 66.- Principios del Control Social a lo 
Público. Además de los consignados en la 
Ley 850 de 2003 como principios rectores 
de las veedurías las personas, entidades y 
organizaciones que ejerzan el control so-
cial lo harán con base en los principios de:

a) Oportunidad: Buscando el impacto 
preventivo de su acción, informando en el 
momento adecuado;

b) Solidaridad: Por cuanto se actúa 
para y en representación de las comunida-
des destinatarias de los bienes y servicios 
públicos, centrados en el interés general 
y, con especial énfasis, en el interés de los 
sectores marginados o más vulnerables de 
la población.

CAPÍTULO II
DE LAS VEEDURÍAS CIUDADANAS

Art. 67.- El artículo 21 de la Ley 850 de 
2003 quedará así:

Redes de veedurías: Los diferentes tipos de 
veedurías que se organicen a nivel nacio-
nal o de las entidades territoriales, pueden 
establecer entre sí mecanismos de comu-
nicación, información, coordinación y co-
laboración permitiendo el establecimiento 
de acuerdos sobre procedimientos y pará-
metros de acción, coordinación de activi-
dades y aprovechamiento de experiencias 
en su actividad y funcionamiento, procu-
rando la formación de una red con miras a 
fortalecer a la sociedad civil y potenciar la 
capacidad de control y fiscalización. 

La inscripción y reconocimiento de las 
redes de veedurías se hará ante la Cámara 
de Comercio, o ante las Personerías Muni-
cipales o Distritales de cualquiera de las ju-
risdicciones a que pertenecen las veedurías 
que conforman la red.

Parágrafo. Para la inscripción de redes 
de veedurías en Personerías Municipales 

o Distritales, se exigirán los mismos requi-
sitos que requieren las organizaciones sin 
ánimo de lucro para ser inscritas ante las 
Gobernaciones o Alcaldías que tengan la 
competencia legal de inspección, control y 
vigilancia de dichas organizaciones. 

Art. 68.- El artículo 16 de la Ley 850 de 
2003 quedará así:

Instrumentos de acción. Para lograr de 
manera ágil y oportuna sus objetivos y el 
cumplimiento de sus funciones, las vee-
durías podrán elevar ante las autoridades 
competentes derechos de petición, y ejer-
cer ante los jueces de la República todas las 
acciones que siendo pertinentes consagran 
la Constitución y la ley. 

Así mismo, las veedurías podrán:
a) Intervenir en audiencias públicas en 

los casos y términos contemplados en la 
ley; 

b) Denunciar ante las autoridades 
competentes las actuaciones, hechos y 
omisiones de los servidores públicos y de 
los particulares que ejerzan funciones pú-
blicas, que puedan constituir delitos, con-
travenciones, detrimento del patrimonio 
público, irregularidades o faltas en materia 
de contratación estatal y en general en el 
ejercicio de funciones administrativas o en 
la prestación de servicios públicos; 

c) Utilizar los demás recursos, procedi-
mientos e instrumentos que leyes especia-
les consagren para tal efecto; 

d) Solicitar a la Contraloría General de 
la República, mediante oficio, el control 
excepcional establecido en el artículo 26, 
literal b) de la Ley 42 de 1993; 

e) En todo caso, dicha solicitud no pue-
de implicar un vaciamiento del contenido 
de la competencia de la Contraloría territo-
rial respectiva. 

Art. 69.- La denuncia. Definición en el 
control fiscal. La denuncia está constituida 
por la narración de hechos constitutivos de 
presuntas irregularidades por el uso indebi-
do de los recursos públicos, la mala presta-
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ción de los servicios públicos en donde se 
administren recursos públicos y sociales, la 
inequitativa inversión pública o el daño al 
medio ambiente, puestos en conocimiento 
de los organismos de control fiscal, y po-
drá ser presentada por las veedurías o por 
cualquier ciudadano. 

Art. 70.- Adiciónese un artículo a la 
Ley 850 de 2003 del siguiente tenor: 

Del procedimiento para la atención y 
respuesta de las denuncias en el control 
fiscal. La atención de las denuncias en los 
organismos de control fiscal seguirá un 
proceso común, así: 

a) Evaluación y determinación de com-
petencia;

b) Atención inicial y recaudo de prue-
bas;

c) Traslado al proceso auditor, respon-
sabilidad fiscal o entidad competente;

d) Respuesta al ciudadano.
Parágrafo 1°.- La evaluación y determi-

nación de competencia, así como la aten-
ción inicial y recaudo de pruebas, no podrá 
exceder el término establecido en el Có-
digo Contencioso Administrativo para la 
respuesta de las peticiones. 

El proceso auditor dará respuesta defi-
nitiva a la denuncia durante los siguientes 
seis (6) meses posteriores a su recepción. 

Parágrafo 2°.- Para el efecto, el Contralor 
General de la República en uso de sus atri-
buciones constitucionales armonizará el 
procedimiento para la atención y respuesta 
de las denuncias en el control fiscal. 

Art. 71.- Plan anual de financiamiento de 
los organismos de control. Los organismos de 
control y las superintendencias tendrán 
que establecer en su plan anual el financia-
miento de actividades para fortalecer los 
mecanismos de control social.

Art. 72.- Informes. El interventor o el 
supervisor del contrato, deberá rendir mí-
nimo dos informes al grupo de auditoría 
ciudadana.

En el primer informe deberá presentar: 

a) Las especificaciones técnicas del ob-
jeto contratado;

b) Actividades administrativas a cargo 
del contratista;

c) Toda estipulación contractual y de 
los planes operativos. 

En el segundo informe deberá presen-
tar: 

a) El avance de las obras con respecto a 
las condiciones del contrato, dificultades y 
soluciones en su ejecución;

b) El cumplimiento de la entidad con-
tratante;

c) Labores realizadas para el seguimien-
to y vigilancia para la correcta ejecución de 
los contratos;

d) Adicionalmente, deberá:
e) Tener a disposición de todo ciuda-

dano los informes de interventoría o su-
pervisión, articular su acción con los gru-
pos de auditores ciudadanos, atender y dar 
respuesta a las observaciones hechas por 
estos grupos;

f) Asistir y participar en las actividades 
con los ciudadanos;

g) Facilitar el acceso permanente de la 
información a su cargo para lo cual deberá 
emplear los mecanismos que estime más 
pertinentes.

TÍTULO VI
DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL ANTE 

LAS CORPORACIONES PÚBLICAS DE 
ELECCIÓN POPULAR Y EL CONGRESO 

DE LA REPÚBLICA
Art. 73.- Registro de temas de interés. Cual-

quier persona, organización social, partido 
o movimiento político, podrá inscribirse 
ante la Secretaría de la respectiva Corpo-
ración para que le sean remitidos vía co-
rreo electrónico los proyectos de normas 
radicados y los cuestionarios de control 
político como sus respuestas atinentes al 
tema de su interés. La Secretaría remitirá 
a la comisión respectiva las direcciones de 
correos electrónicos a los cuales deberá en-
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viar oportunamente los proyectos que se 
adelanten en el tema.

Art. 74.- Formas de participación. En 
cumplimiento del derecho a participar en 
la conformación, ejercicio y control del 
poder político en las Corporaciones Públi-
cas, además de los mecanismos de partici-
pación contemplados en la Constitución 
y la ley, estas promoverán la participación 
ciudadana, entre otras, a través de las si-
guientes formas: participación ciudadana 
en aspectos normativos de acuerdo a las 
disposiciones del artículo 155 de la Cons-
titución Política; sesión abierta; propuestas 
ciudadanas para el ejercicio del control po-
lítico y sesiones de comunidades educati-
vas. 

Art. 75.- Promoción. El Congreso, las 
Asambleas, los Concejos y las Juntas Ad-
ministradoras Locales, promocionarán y 
divulgarán, a través de sus medios de co-
municación, estas nuevas formas de parti-
cipación para efectos de garantizar su uso 
efectivo por parte de la ciudadanía.

Art. 76.- La Denuncia, Querella o Queja 
Ciudadana. Para efectos de garantizar la 
participación de la ciudadanía, los organis-
mos de control deberán darle prioridad a la 
atención de forma rápida, eficiente y efec-
tiva a las Denuncias, Querellas o Quejas de 
la Ciudadanía.

TÍTULO VII
DE LA COORDINACIÓN Y PROMOCIÓN  

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

CAPÍTULO I
DEL CONSEJO NACIONAL DE 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Art. 77.- Del Consejo Nacional de Parti-
cipación Ciudadana. Créase el Consejo Na-
cional de Participación Ciudadana, el cual 
asesorará al Gobierno Nacional en la defi-
nición, promoción, diseño, seguimiento y 
evaluación de la política pública de partici-
pación ciudadana en Colombia. 

Art. 78.- Coordinación de las políticas pú-
blicas en materia de participación ciudadana. La 
coordinación de las políticas públicas de 
participación ciudadana estará a cargo del 
Ministerio del Interior, previo concepto 
del Consejo Nacional de Participación ciu-
dadana, y con el apoyo del Departamento 
Nacional de Planeación en el orden nacio-
nal; y en el orden departamental y muni-
cipal por la Secretaría que para tal fin se 
designe.

En el caso de que no sea acogido el 
concepto del Consejo Nacional de Parti-
cipación, el gobierno explicará las razones 
para no acoger dicho concepto y propon-
drá el mecanismo de discusión para debatir 
lo no acordado.

Art. 79.- Composición del Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana. Serán miembros 
permanentes del Consejo Nacional de Par-
ticipación Ciudadana:

a) El ministro del Interior, quien lo pre-
sidirá y convocará, o su delegado;

b) El Director del Departamento Na-
cional de Planeación o su delegado, quien 
ejercerá como Secretaría Técnica;

c) Un Gobernador elegido por la Fede-
ración de Departamentos;

d) Un Alcalde elegido por la Federa-
ción Colombiana de Municipios;

e) Un representante de las asociaciones 
de Víctimas;

f) Un representante del Consejo Na-
cional de Planeación o las asociaciones de 
consejos territoriales de planeación;

g) Un representante de la Confedera-
ción comunal;

h) Un representante de la Asociación 
Colombiana de Universidades ascun;

i) Un representante de la Confedera-
ción Colombiana de ong o de otras fede-
raciones de ong;

j) Un representante de las federaciones 
o asociaciones de veedurías ciudadanas;

k) Un representante de los gremios 
económicos; 
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l) Un representante de los sindicatos;
m) Un representante de las asociacio-

nes campesinas;
n) Un representante de los grupos ét-

nicos;
o) Una representante de las asociacio-

nes de las organizaciones de mujeres;
p) Un representante del consejo nacio-

nal de juventud;
q) Un representante de los estudiantes 

universitarios;
r) Un representante de las organizacio-

nes de discapacitados;
s) Un representante de las Juntas Ad-

ministradoras Locales.
Parágrafo 1°. El Consejo podrá invitar 

a sus sesiones a los representantes de las 
entidades y organizaciones públicas y pri-
vadas que estime conveniente para el cum-
plimiento de sus funciones. 

Parágrafo 2°. Los sectores invitados a 
participar en el Consejo Nacional de Par-
ticipación contarán con un plazo de tres 
meses para definir el representante ante el 
consejo. Si cumplido el plazo no se ha de-
signado, los miembros del consejo ya elegi-
dos solicitarán a cada una de las organiza-
ciones representativas que se reúnan para 
que de manera autónoma e independiente 
escojan su delegado. Si pasado un mes a 
la convocatoria no se produce la selección, 
los integrantes ya designados al consejo de-
finirán cuál de los candidatos representa el 
sector. 

Parágrafo 3°. Los miembros del Consejo 
Nacional de Participación tendrán perío-
dos de cuatro años y no podrán ser reelegi-
dos inmediatamente. 

Parágrafo 4°. En todo caso los Gobier-
nos Nacional y Territoriales contarán con 
un plazo de seis (6) meses contados a par-
tir de la promulgación de la presente Ley 
para conformar los respectivos Consejos 
de Participación Ciudadana. 

Art. 80.- Funciones. El Consejo Nacio-
nal de Participación Ciudadana tendrá las 
siguientes funciones: 

a) Asesorar de manera permanente al 
Gobierno Nacional en materias relaciona-
das con la participación ciudadana, espe-
cialmente en lo relacionado con el marco 
jurídico y el diseño de las políticas públicas;

b) Diseñar la puesta en marcha del 
Sistema Nacional de Participación Ciuda-
dana como un dispositivo de articulación 
de instancias, espacios, sujetos, recursos, 
instrumentos y acciones de la participación 
ciudadana. El Sistema Nacional estará con-
formado por los niveles departamentales, 
municipales, distritales y locales de partici-
pación ciudadana, por el Sistema Nacional 
de Planeación y por los Espacios e Instan-
cias Nacionales de participación ciudada-
na;

c) Evaluar de manera permanente la 
oferta participativa estatal para sugerir al 
Gobierno Nacional la eliminación, fusión, 
escisión y modificación de las instancias 
y mecanismos de participación ciudadana 
existentes;

d) Asesorar al Gobierno Nacional en la 
definición de estrategias que motiven a la 
ciudadanía para presentar iniciativas para el 
mejoramiento de la participación ciudada-
na y promover en todo el país la cultura y 
la formación para la participación;

e) Proponer incentivos con el fin de 
propiciar la inversión del sector privado en 
programas, políticas y planes para la pro-
moción de la participación ciudadana;

f) Sugerir a las distintas entidades y 
organismos de la administración central y 
descentralizada del nivel nacional y a las 
entidades territoriales, modificaciones en 
sus planes, programas y proyectos, para 
asegurar la debida participación ciudadana 
en los mismos. Las sugerencias deben ser 
evaluadas por las entidades y organismos 
correspondientes;
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g) Evaluar las políticas y programas 
de participación ciudadana y proponer las 
modificaciones y ampliaciones que consi-
dere pertinentes;

h) Presentar un informe anual público 
al Congreso de la República sobre la situa-
ción de la participación ciudadana en el 
país;

i) Asesorar al Gobierno Nacional en la 
definición de los mecanismos más idóneos 
para financiar las iniciativas de participa-
ción ciudadana;

j) Darse su propio reglamento y fijar 
autónomamente su agenda; 

k) Promover la elaboración de códigos 
de ética para el ejercicio responsable de las 
actividades en los distintos espacios e ins-
tancias de participación ciudadana;

l) Promover la economía de espacios 
de participación y la articulación institu-
cional como herramientas prioritarias para 
materializar la política pública de participa-
ción ciudadana.

Art. 81.- De los Consejos Departamentales, 
Distritales y Municipales de Participación Ciuda-
dana. Créanse los Consejos Departamen-
tales, Distritales y Municipales en los muni-
cipios de categorías especial, de primera y 
de segunda, los cuales se encargarán, junto 
con las autoridades competentes, de la de-
finición, promoción, diseño, seguimiento 
y evaluación de la política pública de par-
ticipación ciudadana en sus territorios, así 
como de la articulación con el Consejo Na-
cional de Participación. 

Art. 82.- Composición de los Consejos De-
partamentales, Distritales y Municipales de Par-
ticipación Ciudadana. Serán miembros per-
manentes de los Consejos, quienes ejerzan 
funciones equivalentes a las de los miem-
bros señalados para el Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana a nivel depar-
tamental, distrital o municipal. 

La composición seguirá las mismas re-
glas establecidas para el Consejo Nacional 

de Participación Ciudadana, consagradas 
en los artículos precedentes. 

Art. 83.- El Ministerio del Interior o las 
Secretarías que se designen para tal fin en 
las entidades territoriales pondrán en fun-
cionamiento los respectivos Consejos de 
participación dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la pre-
sente Ley. 

Art. 84.- De las Comisiones Regionales de 
Moralización como promotoras de la participa-
ción ciudadana. Las Comisiones Regionales 
de Moralización, serán las encargadas de 
la elaboración de informes públicos sobre 
las acciones de los órganos de prevención, 
investigación y sanción de la corrupción, 
así como los avances en el ejercicio de la 
participación ciudadana y del control so-
cial sobre la gestión pública por parte de 
las autoridades locales, municipales y de-
partamentales. Los informes deberán ser 
presentados al Consejo Nacional de Par-
ticipación Ciudadana y enviados a la Co-
misión Nacional de Moralización, dentro 
de los dos primeros meses del año y entre 
agosto y septiembre de cada año. 

Art. 85.- Funcionamiento. El Consejo 
Nacional de Participación Ciudadana se re-
unirá al menos cada cuatro meses por con-
vocatoria del Ministerio del Interior o del 
Departamento Nacional de Planeación, 
sin perjuicio de que sea convocado a reu-
niones extraordinarias cuando las circuns-
tancias lo aconsejen. El Departamento 
Nacional de Planeación en ejercicio de la 
secretaría técnica convocará a las demás se-
siones acordadas en el plan de trabajo que 
debe ser aprobado durante la instalación. 

CAPÍTULO II
DE LA PROMOCIÓN DE LA 

PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LAS 
ADMINISTRACIONES 

DEPARTAMENTALES, MUNICIPALES 
Y DISTRITALES

Art. 86.- Sistema municipal o distrital de 
participación ciudadana. En todos los distri-
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tos y municipios de categorías especial, de 
primera o segunda, habrá un sistema de 
participación ciudadana integrada por los 
espacios municipales o distritales de deli-
beración y concertación del respectivo ni-
vel que articulan las instancias de participa-
ción ciudadana creadas por las leyes. Dicho 
sistema será liderado y puesto en marcha 
por el Consejo de participación de la res-
pectiva entidad territorial.

Art. 87.- Oficinas departamentales, munici-
pales y distritales para la promoción de la parti-
cipación ciudadana. Las administraciones de 
los departamentos con más de un millón 
de habitantes de los municipios de catego-
rías especial, de primera y de segunda y de 
los distritos, podrán crear oficinas para la 
promoción de la participación ciudadana, 
adscritas a las secretarías que para tal fin 
se designe por los respectivos gobiernos 
territoriales, como órganos responsables 
de promover el derecho a la participación 
ciudadana en sus respectivas unidades te-
rritoriales.

Art. 88.- Promoción de la participación ciu-
dadana en las administraciones departamentales, 
municipales y distritales. La promoción del 
derecho a la participación ciudadana en 
las unidades territoriales dependerá de las 
Secretarías que se designen para tal fin, 
quienes podrán designar personal con de-
dicación exclusiva para tal fin.

Art. 89.- Funciones. Para promover la 
participación ciudadana, las Secretarías que 
se designen para tal fin tendrán las siguien-
tes funciones:

a) Formular las políticas locales de par-
ticipación en armonía con la política nacio-
nal y con el concurso de las distintas ins-
tancias institucionales y no institucionales 
de deliberación existentes y con las entida-
des que conforman el Estado a nivel local;

b) Hacer seguimiento al cumplimiento 
de las políticas locales de participación, así 
como hacer seguimiento a los compromi-

sos de las administraciones emanados de 
los ejercicios de control social;

c) Garantizar el adecuado estudio e in-
tegración de las recomendaciones hechas 
por actores de la sociedad civil a la admi-
nistración territorial en desarrollo de sus 
actividades y cofinanciar los esfuerzos de 
participación ciudadana;

d) Fomentar la cultura democrática y 
el conocimiento y apropiación de los me-
canismos de participación ciudadana y co-
munitaria en las instituciones educativas;

e) Diseñar y gestionar estrategias e ins-
trumentos que concreten en las realidades 
locales las políticas nacionales en materia 
de participación y organización de la ciu-
dadanía;

f) Diseñar y promover la estrategia que 
garantice la información suficiente para 
una efectiva participación ciudadana;

g) Ejecutar, controlar, coordinar y eva-
luar planes, programas y proyectos para la 
promoción de la participación ciudadana, 
el interés asociativo y la organización co-
munitaria en el departamento o municipio;

h) Fomentar procesos asociativos en 
las organizaciones sociales y comunitarias;

i) Liderar, orientar y coordinar los pro-
cesos de participación de los grupos pobla-
cionales desde la perspectiva etaria, étnica, 
generacional y de equidad de género;

j) Desarrollar la rendición de cuentas 
a la ciudadanía y promover ejercicios de 
control social como procesos permanen-
tes que promuevan, en lenguajes compren-
sibles, la interlocución y evaluación de la 
gestión pública de acuerdo con los intere-
ses ciudadanos;

k) Estimular los ejercicios de presu-
puestación participativa a través de toma 
de decisiones de carácter deliberativo so-
bre la destinación de recursos de inversión 
pública. 

CAPÍTULO III
DE LOS ACUERDOS PARTICIPATIVOS
Art. 90.- Definición. El proceso del pre-

supuesto participativo es un mecanismo de 



LEGISLACION COMPLEMENTARIA

asignación equitativa, racional, eficiente, 
eficaz y transparente de los recursos pú-
blicos, que fortalece las relaciones Esta-
do-Sociedad Civil. Para ello, los gobiernos 
regionales y gobiernos locales promueven 
el desarrollo de mecanismos y estrategias 
de participación en la programación de sus 
presupuestos, así como en la vigilancia y 
fiscalización de la gestión de los recursos 
públicos. 

Art. 91.- Objeto. La ley tiene por obje-
to establecer disposiciones que aseguren la 
efectiva participación de la sociedad civil 
en el proceso de programación participa-
tiva del presupuesto, el cual se desarrolla 
en armonía con los planes de desarrollo 
concertados de los gobiernos regionales, 
distritales, municipales y de las localidades, 
así como la fiscalización de la gestión. 

Art. 92.- Finalidad. La ley tiene por fi-
nalidad recoger las aspiraciones y necesida-
des de la sociedad, para considerarlos en 
los presupuestos y promover su ejecución 
a través de programas y proyectos priorita-
rios, de modo que les permita alcanzar los 
objetivos estratégicos de desarrollo huma-
no, integral y sostenible. Así mismo, el uso 
de los recursos a través de un adecuado 
control social en las acciones públicas, en 
especial de los que tratan el artículo 355 de 
la Constitución Nacional. 

Art. 93.- Seguimientos a los acuerdos parti-
cipativos. Los presupuestos participativos de 
los gobiernos regionales, departamentales, 
municipales y de las localidades, reflejan de 
manera diferenciada e integrada los com-
promisos y acuerdos realizados a través de 
las distintas fases del proceso de programa-
ción participativa. Para ello, las instancias 
del presupuesto participativo sustentan los 
acuerdos y compromisos adquiridos, ante 
los Consejos Regionales, Municipales y 
Locales de Planeación, según sea el caso, 
para su inclusión en el presupuesto insti-
tucional. 

Parágrafo. Para efectos de cumplimiento 
de la presente Ley, las Asambleas y Con-
cejos Municipales y Distritales y las Juntas 
Administradoras Locales, deberán incor-
porar los acuerdos participativos previos a 
la discusión de los presupuestos plurianua-
les. 

CAPÍTULO IV
DE LA FINANCIACIÓN DE LA 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Art. 94.- Sobre el gasto en participa-
ción ciudadana. Se entenderá por gasto en 
participación ciudadana el financiamiento 
de actividades y proyectos para la promo-
ción, protección y garantía al ejercicio del 
derecho de participación. Dichas activida-
des y proyectos propenderán por la puesta 
en marcha y la operación de mecanismos 
efectivos de participación para que las per-
sonas y las organizaciones civiles puedan 
incidir en la elaboración, ejecución y segui-
miento a las decisiones relacionadas con 
el manejo de los asuntos públicos que las 
afecten o sean de su interés.

Parágrafo 1°. Ninguna entidad estatal 
podrá utilizar las apropiaciones presupues-
tales de participación ciudadana en gastos 
distintos de los contenidos dentro de la 
definición de gasto en participación ciu-
dadana que expone este artículo y los que 
apruebe el Consejo Nacional de Participa-
ción.

Parágrafo Transitorio. El Departamento 
Nacional de Planeación y el Ministerio de 
Hacienda a partir de la vigencia de esta Ley 
y en un período no mayor a un (1) año, 
adoptarán una metodología para identificar 
con precisión, de acuerdo con lo previsto 
en el presente título, los presupuestos de 
gasto e inversión de las entidades del orden 
nacional, departamental, municipal, distri-
tal y local en relación con la participación 
ciudadana, previa consulta con el Minis-
terio del Interior según recomendaciones 
del Consejo Nacional para la Participación 
Ciudadana.
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Art. 95.- Financiación de la Participación 
Ciudadana. Los recursos para los progra-
mas de apoyo y promoción de la partici-
pación ciudadana podrán provenir de las 
siguientes fuentes:

a) Fondo para la Participación Ciudada-
na y el Fortalecimiento de la Democracia;

b) Recursos de las entidades territoria-
les que desarrollen programas relacionados 
con el ejercicio de la participación ciuda-
dana;

c) Recursos de la cooperación interna-
cional que tengan destinación específica 
para el desarrollo de programas y proyec-
tos que impulsen la intervención de la ciu-
dadanía en la gestión pública;

d) Recursos del sector privado, de las 
Fundaciones, de las organizaciones no gu-
bernamentales y de otras entidades, orien-
tados a la promoción de la participación 
ciudadana;

e) Recursos de las entidades públicas 
del orden nacional que tengan dentro de 
sus programas y planes la función de in-
centivar y fortalecer la participación ciuda-
dana.

Art. 96.- El Fondo para la Participación 
Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democra-
cia. Este Fondo será una cuenta adscrita al 
Ministerio del Interior sin personería ju-
rídica ni planta de personal propia, cuyos 
recursos se destinarán a la financiación o 
cofinanciación de planes, programas y pro-
yectos de formación para la participación 
ciudadana o de participación ciudadana. 

Parágrafo 1°. Los planes, programas y 
proyectos financiados o cofinanciados por 
el Fondo podrán ser ejecutados directa-
mente por el Ministerio del Interior o me-
diante contratos o convenios con entida-
des de derecho público.

Parágrafo 2°. La participación del Fondo 
en la financiación o cofinanciación de pla-
nes, programas y proyectos de participa-
ción ciudadana, no exime a las autoridades 
públicas del nivel nacional, departamental, 

municipal y distrital, de cumplir con sus 
obligaciones constitucionales y legales en 
la promoción y garantía del derecho a la 
participación ciudadana en sus respectivas 
jurisdicciones.

Parágrafo 3°. La dirección, administra-
ción y ordenación del gasto del Fondo es-
tará a cargo del Ministro del Interior o de 
quien este delegue.

Parágrafo 4°. El Fondo deberá realizar 
un informe dos veces al año al Consejo 
Nacional de Participación Ciudadana don-
de incluya el reporte de sus actividades, 
prioridades y ejecución del presupuesto.

Art. 97.- Recursos del Fondo para la Par-
ticipación Ciudadana y el Fortalecimiento de la 
Democracia. Los recursos del Fondo estarán 
constituidos por:

a) Los recursos que se le asignen en el 
Presupuesto General de la Nación;

b) Las donaciones de dinero que in-
gresen directamente al Fondo previa in-
corporación al Presupuesto General de la 
Nación y las donaciones en especie legal-
mente aceptadas;

c) Los aportes provenientes de la coo-
peración internacional, previa incorpora-
ción al Presupuesto General de la Nación;

d) Créditos contratados nacional o in-
ternacionalmente;

e) Los demás bienes, derechos y recur-
sos adjudicados, adquiridos o que adquie-
ran a cualquier título, de acuerdo con la ley.

Art. 98.- Inversiones asociadas a la par-
ticipación ciudadana. Los recursos presu-
puestales asociados a la promoción de la 
participación ciudadana deben invertirse 
prioritariamente en:

a) Apoyo a iniciativas enfocadas al 
fortalecimiento de las capacidades institu-
cionales de las entidades que conforman 
las administraciones públicas nacionales, 
departamentales, municipales y distritales 
para promover y garantizar el derecho a la 
participación ciudadana que formen parte 
de un programa o plan que contenga una 
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evaluación de impacto al finalizar el pro-
yecto;

b) Apoyo a iniciativas encaminadas a 
la puesta en marcha de ejercicios de pre-
supuestación participativa en los distintos 
niveles de organización territorial del país;

c) Apoyo a iniciativas de control social 
enfocadas a promover el seguimiento y la 
evaluación a la gestión de las autoridades 
públicas del orden nacional, departamen-
tal, municipal y distrital;

d) Atender los costos derivados de la 
labor de seguimiento y supervisión la eje-
cución de los programas y proyectos que 
financia el Fondo para la Participación Ciu-
dadana en los que incurra el Ministerio del 
Interior o a quien este delegue;

e) Apoyo a iniciativas dirigidas al for-
talecimiento de las capacidades organiza-
cionales de las expresiones asociativas de 
la sociedad civil que buscan materializar 
las distintas manifestaciones de la partici-
pación ciudadana a nivel nacional, departa-
mental, municipal y distrital;

f) Apoyo a iniciativas encaminadas a 
la puesta en marcha de ejercicios de pre-
supuestación participativa en los distintos 
niveles de organización territorial del país;

g) Apoyo a las organizaciones comuni-
tarias y sociales para que ejerzan su dere-
cho a la participación en el marco del artí-
culo 103 constitucional.

Apoyo a la difusión y publicidad sobre 
las instancias de participación y la partici-
pación como derecho constitucional fun-
damental del ciudadano.

Art. 99.- Fondos departamentales, municipa-
les y distritales para la Participación Ciudadana. 
Cada departamento, municipio y distrito 
podrá crear, en ejercicio de sus compe-
tencias, un Fondo para la Participación 
Ciudadana como una cuenta adscrita a las 
secretarías que se designen para tal fin, sin 
personería jurídica ni planta de personal 
propia, cuyos recursos se destinan a la in-
versión en planes, programas y proyectos 

de participación ciudadana en el respectivo 
nivel territorial.

Parágrafo 1°. Con el fin de garantizar la 
congruencia financiera con el nivel nacio-
nal, el Departamento Nacional de Planea-
ción, con asesoría del Ministerio del Inte-
rior y el Consejo Nacional de Participación 
Ciudadana, tendrá la obligación de consoli-
dar el gasto y compilar toda la información 
contable de los fondos y gastos de parti-
cipación de los demás niveles territoriales.

Parágrafo 2°. La información suminis-
trada por los fondos departamentales, mu-
nicipales y distritales para la participación 
ciudadana deberá ser tenida en cuenta para 
las decisiones futuras sobre el destino y uso 
del gasto en participación ciudadana.

Art. 100.- De los presupuestos participati-
vos. Los gobiernos de los entes territoriales 
previstos en la Constitución y la ley podrán 
realizar ejercicios de presupuesto participa-
tivo, en los que se defina de manera parti-
cipativa la orientación de un porcentaje de 
los ingresos municipales que las autorida-
des correspondientes definirán autónoma-
mente, en consonancia con los objetivos y 
metas del Plan de Desarrollo.

CAPÍTULO V
INCENTIVOS

Art. 101.- Incentivos simbólicos a la parti-
cipación ciudadana. El Estado, en todos sus 
niveles de organización territorial, incenti-
vará el desarrollo de ejercicios de partici-
pación ciudadana y de control social. Los 
incentivos a la participación serán:

a) Créase el premio nacional a la Parti-
cipación Ciudadana, el cual será otorgado 
anualmente por el Ministro del Interior a la 
experiencia más relevante de participación 
en el país;

b) Semestralmente, en el espacio ins-
titucional del Ministerio del Interior, se 
realizará una edición especial dedicada a 
presentar una experiencia exitosa en ma-
teria de participación, con la participación 
del ciudadano o grupo de ciudadanos que 
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ejecutó la experiencia de participación exi-
tosa;

c) Se otorgará anualmente el Premio 
Nacional al Fomento Estatal de la Partici-
pación Ciudadana, evento que será trans-
mitido por el Canal Institucional, al alcalde 
y gobernador del país que más se desta-
quen por su apoyo y práctica a experiencias 
de participación ciudadana y por el desa-
rrollo exitoso de ejercicios de presupuesta-
ción participativa. En la misma ceremonia 
se otorgará anualmente el Premio Nacional 
al Fomento Empresarial de la Participación 
Ciudadana con el fin de resaltar el esfuerzo 
de Responsabilidad Social Empresarial que 
se haya destacado en el fomento de la par-
ticipación y la generación de capital social;

d) Declárese la semana nacional de la 
participación ciudadana que se celebrará 
cada año en el mes de febrero, con acti-
vidades educativas, artísticas, culturales, ac-
tos cívicos sociales, políticos y jornadas de 
rendición de cuentas;

e) Los municipios que promuevan la 
participación ciudadana y ejercicios de pre-
supuestación participativa, obtendrán un 
puntaje adicional en el análisis de desempe-
ño integral de los municipios, de acuerdo a 
los parámetros que establezca el Departa-
mento Nacional de Planeación. 

CAPÍTULO VI
DE LOS DERECHOS Y 

RESPONSABILIDADES DE LOS 
CIUDADANOS EN LA PARTICIPACIÓN 

CIUDADANA.
Art. 102.- Derechos de los ciudadanos en la 

participación ciudadana. Son facultades de los 
ciudadanos en el desarrollo de las instan-
cias de participación ciudadana: 

a) Participar en las fases de planeación, 
implementación, seguimiento y evaluación 
de la gestión pública y control político;

b) Ser informado oportunamente y con 
claridad sobre el derecho a la participación 
ciudadana sus contenidos, las formas y 
procedimientos para su ejercicio, y las enti-
dades de las administraciones públicas con 
las cuales debe relacionarse de acuerdo a 
los temas que son de su interés incentivar;

c) En el caso de las expresiones aso-
ciativas formales e informales, ser sujeto 
por parte de las administraciones públicas 
de acciones enfocadas a su fortalecimien-
to organizativo para participar de manera 
más cualificada en las distintas instancias 
de participación ciudadana, respetando en 
todo caso su autonomía;

d) Recibir información oportuna y ve-
raz para poder ejercer las acciones de par-
ticipación;

e) Recibir capacitación para una mayor 
comprensión de la gestión pública y las po-
líticas públicas. 

Art. 103.- Responsabilidades de los ciudada-
nos. Son responsabilidades de los ciudada-
nos en el ejercicio de su derecho a la parti-
cipación ciudadana: 

a) Informarse sobre los aspectos de 
interés público sobre los cuales preten-
den promover discusiones públicas, sobre 
aquellos sometidos a discusión por las au-
toridades públicas, o sobre aquellos que 
dispongan las instancias que integran la 
oferta institucional de instancias de partici-
pación ciudadana, así como de las compe-
tencias fijadas a las entidades de la institu-
cionalidad con las cuales interactúa;

b) Respetar las decisiones tomadas en 
las instancias de participación ciudadana 
de acuerdo a las prioridades concertadas 
de manera colectiva por los actores parti-
cipantes de las mismas; 

c) Para el caso de las expresiones aso-
ciativas formales, rendir cuentas a quienes 
las integran y/o a las comunidades a las 
que representan de las discusiones y deci-
siones adoptadas en el marco del desenvol-
vimiento de la instancia de participación 
ciudadana.

CAPÍTULO VII
DE LOS DEBERES DE LAS 
AUTORIDADES PÚBLICAS 

ALREDEDOR DE LAS INSTANCIAS DE 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Art. 104.- Deberes de las administraciones 
nacionales, departamentales, municipales y distri-
tales en la promoción de instancias de participación 
ciudadana formales e informales creadas y promo-
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vidas por la ciudadanía o el Estado. El Estado 
en todos sus niveles de organización terri-
torial nacional, bajo el liderazgo de las ad-
ministraciones, tiene la obligación de:

a) Promover, proteger, implementar y 
acompañar instancias de participación;

b) Garantizar la participación ciuda-
dana en los temas de planeación del desa-
rrollo, de políticas sociales, de convivencia 
ciudadana y reconciliación, y de inclusión 
de poblaciones tradicionalmente excluidas;

c) Respetar, acompañar y tomar en 
consideración las discusiones de las instan-
cias de participación no establecidas en la 
oferta institucional y que sean puestas en 
marcha por iniciativa de la ciudadanía tales 
como redes ciudadanas y mesas de trabajo 
y discusión sectorial e intersectorial, entre 
otras;

d) Proteger a los promotores de las ins-
tancias de iniciativa ciudadana para que se 
puedan desenvolver en condiciones apro-
piadas sus ejercicios de participación ciu-
dadana;

e) Asistir a las convocatorias realizadas 
por las instancias de participación de inicia-
tiva ciudadana a las que sean invitados toda 
vez que en ellas se debatan asuntos de su 
competencia;

f) Emitir concepto sobre las sugeren-
cias, recomendaciones y propuestas pre-
sentadas de manera formal y derivadas del 
desarrollo de las instancias de participación 
de iniciativa ciudadana o gubernamental 
que no se encuentran dentro de la oferta 
institucional;

g) Cumplir los compromisos a los que 
se llegue en desarrollo de las instancias de 
participación dentro de los plazos pacta-
dos en las mismas;

h) Convocar de manera amplia y de-
mocrática a los ciudadanos a las instancias 
de participación con anticipación suficien-
te, sin privilegiar a unos ciudadanos sobre 
otros y haciendo uso de todos los canales 
de información disponibles;

i) Llevar a cabo los ejercicios de con-
sulta de manera amplia y deliberativa, com-
prendiendo que la presencia de la ciudada-
nía no se debe invocar para legitimar los 
intereses de los gobernantes o de los pro-
motores ciudadanos de las instancias vin-
culadas a la oferta institucional, sino para 
alimentar la gestión y el debate público con 
las opiniones de las personas;

j) Blindar el desarrollo de este tipo de 
ejercicios de la influencia de los actores 
armados ilegales o de otras fuentes de ile-
galidad;

k) Propiciar las acciones pertinentes y 
necesarias de fortalecimiento de las capaci-
dades institucionales de sus dependencias 
para garantizar el derecho a la participación 
ciudadana;

l) Convocar de manera amplia, cum-
plida y constante a las instancias de discu-
sión, llevando un adecuado control de la 
información allí producida, así como del 
cumplimiento de las decisiones y/o suge-
rencias;

m) No conformar estas instancias con 
criterios políticos;

n) Brindar asistencia técnica y acom-
pañar la cualificación de los debates ciu-
dadanos, así como el fortalecimiento de 
las capacidades de quienes integran estas 
instancias;

o) Capacitar y promover a la ciudadanía 
en las formas eficiente y efectiva de presen-
tar las denuncias sobre los diversos casos 
a que haya lugar, al igual de mostrarles las 
instancias competentes dentro del Estado 
colombiano para recepción de dichas de-
nuncias.

TÍTULO VIII
ALIANZAS PARA LA PROSPERIDAD

Art. 105.- Alianzas para la prosperidad. 
En los municipios donde se desarrollen 
proyectos de gran impacto social y am-
biental producto de actividades de explo-
tación minero-energética, se podrán crear 
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a nivel municipal Alianzas para la Prospe-
ridad como instancias de diálogo entre la 
ciudadanía, especialmente las comunidades 
de áreas de influencia, la administración 
municipal, el Gobierno Nacional y las em-
presas que desarrollen proyectos con el fin 
de concertar y hacer seguimiento al manejo 
de dichos impactos. 

Parágrafo. En ningún caso las Alianzas 
para la Prosperidad sustituyen los proce-
sos de consulta previa a los cuales tienen 
derecho los grupos étnicos del territorio 
nacional, de igual manera no sustituye lo 
dispuesto en la Ley 99 de 1993. En todo 
caso, las Alianzas para la Prosperidad no 
constituyen un prerrequisito o una obliga-
ción vinculante para las empresas. 

Art. 106.- Contenido de las Alianzas para 
la Prosperidad. Los acuerdos entre los acto-
res constituyen las Alianzas para la prospe-
ridad. En ellas se deben definir los meca-
nismos de acción conjunta que permitan el 
desarrollo social sostenible. 

De igual forma, las Alianzas deben 
contener la visión del desarrollo que res-
pete las características sociales, culturales y 
comunitarias, así como las responsabilida-
des del Gobierno Nacional, departamental 
y municipal y de las empresas mediante sus 
mecanismos de responsabilidad social em-
presarial, y aquellos que se deriven de las 
licencias ambientales y los planes de mane-
jo ambiental. 

Art. 107.- Seguimiento al cumplimiento de 
las Alianzas para la Prosperidad. Cada Alian-
za debe contar con mecanismos de segui-
miento que permitan el cumplimiento de 
los acuerdos establecidos en el marco de 
la misma. El Ministerio del Interior, con 
el apoyo del Departamento Nacional de 
Planeación, preparará las metodologías de 
trabajo de las Alianzas para la Prosperidad.

En aquellos casos en que las empresas 
que desarrollen proyectos de exploración 
y explotación de recursos naturales, logren 
acuerdos con las comunidades de las zonas 

de influencia en materia ambiental, social 
o cultural y dichos compromisos queden 
plasmados en las licencias ambientales, su 
cumplimiento se sujetará a las disposicio-
nes previstas en las normas que regulan 
el otorgamiento y seguimiento de dichas 
licencias, en concordancia con lo dispuesto 
en la Ley 99 de 1993. 

Parágrafo. En el marco de las alianzas 
para la prosperidad, se deberá conformar 
un Comité de Verificación y Seguimiento, 
en el cual tendrán participación, por lo me-
nos, dos integrantes de la comunidad y el 
agente del Ministerio Público del respecti-
vo municipio, así como las autoridades que 
representen las entidades públicas y em-
presas que hagan parte de la Alianza para 
la Prosperidad. El informe de verificación 
y seguimiento que rinda este comité, será el 
documento que valide o no el cumplimien-
to de los acuerdos. 

Art. 108.- Suministro de bienes y servicios 
y contratación de mano de obra de las áreas de 
influencia. Las autoridades locales promo-
verán de manera concertada en el marco 
de las Alianzas para la Prosperidad los me-
canismos que permitan la contratación de 
mano de obra local y los mecanismos de 
suministro de bienes y servicios.

TÍTULO IX
DISPOSICIONES VARIAS

Art. 109.- Atributos del derecho a la partici-
pación. Son atributos del derecho a la parti-
cipación, las que se señalan a continuación. 

a) Disponibilidad: cuando el ciudadano 
cuenta con las condiciones normativas, 
institucionales y sociales para participar en 
la construcción de lo público en los térmi-
nos de equidad, con reconocimiento de la 
autonomía ciudadana;

b) Acceso: cuando el ciudadano puede 
ejercer la libre expresión, libre asociación, 
libre movilización, protesta social, elegir 
y ser elegido; en condiciones de equidad 
e igualdad, sin ningún tipo de discrimina-



ción, que permita la expresión de sus di-
ferencias, intereses, posiciones políticas y 
visiones de futuro de manera autónoma;

c) Calidad: refiere a la pertinencia, opor-
tunidad, suficiencia de la información y la 
cualificación ciudadana para la incidencia 
real de la participación en la construcción 
de lo público y el desarrollo de procesos 
democráticos;

d) Permanencia: entendida como la ga-
rantía de procesos sostenibles de participa-
ción ciudadana, logrando mayor incidencia 
en la construcción de lo público. 

Art. 110.- Obligaciones del Estado. El esta-
do garantizará las bases fundamentales de 
la democracia a través de la libre expresión, 
libre movilización social, libre asociación, 
la autonomía, formación, fortalecimiento 
y reconocimiento de los ciudadanos, sus 
organizaciones y representantes, así como 
la institucionalización de mecanismos, ins-
tancias, y estrategias de participación; no 
solo mediante el cumplimiento de la nor-
mativa legal vigente, sino a través de la di-
fusión adecuada de información, el apoyo 
al control social sobre la gestión pública, 
la formación y la promoción de la investi-

gación e innovación sobre la participación, 
entre otros. 

Art. 111.- Diálogo Social. El diálogo so-
cial es un mecanismo democrático para la 
participación ciudadana y el fortalecimien-
to de las organizaciones de la sociedad civil, 
con el objetivo de promover la interacción, 
comunicación, consulta y seguimiento de 
políticas públicas a nivel nacional y terri-
torial.

Art. Transitorio 112.- Confórmese 
una comisión integrada por el Ministro 
del Interior, tres Senadores y tres Repre-
sentantes a la Cámara de las Comisiones 
de Asuntos Constitucionales, y dos miem-
bros de la academia designados de común 
acuerdo por los anteriores miembros, para 
que dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la entrada en vigencia de la presente Ley, 
compilen todos los textos legales que regu-
lan el derecho a la participación ciudadana.

Art. 113.- Vigencia. La presente Ley rige 
a partir del momento de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean con-
trarias a las establecidas en esta Ley.

Publíquese y ejecútese.






